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RESUMEN EJECUTIVO 
 
LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN SOBRE LA SENTENCIA 
CONDENATORIA EN MATERIA PENAL 
 
La acción extraordinaria de protección, se la puede interponer en contra de sentencias o autos en 
firme, que se considere que han violado derechos constitucionalmente consagrados o garantías del 
debido proceso, a cualquiera de las partes de un juicio, o cualquiera que debiendo serlo, ha sido 
directamente perjudicado por la decisión judicial, a menos que la falta de interposición de los 
recursos contemplados ante la justicia ordinaria, fuere atribuible a la parte que alega la violación de 
sus derechos. 
 
Si bien, el juez en la justicia ordinaria es el garante primario de los derechos constitucionales y está 
llamada a protegerlos para subsanar la violación, puesto que la acción extraordinaria de protección 
habilita que la Corte Constitucional actúe como garante extraordinario de los derechos 
constitucionales y cuando la decisión se encuentra ejecutoriada, debiendo ésta ser verificada para 
proceder a declarar y reparar dicha lesión mediante la anulación de la decisión judicial impugnada, 
la retrotracción al momento procesal de la vulneración y el reenvío al órgano de la justicia ordinaria 
para que el proceso se tramite y resuelva acorde al marco constitucional. 
 
PALABRAS CLAVE 
 
 ACCIÓN EXTRAORDINARIA  
 DEBIDO PROCESO 
 COSA JUZGADA 
 
 
 
 
 
 
 
 
XIV 
 
ABSTRACT 
 
THE SPECIAL PROTECTIVE ACTION ON CONVICTION IN IN CRIMINAL 
MATTERS 
 
The extraordinary protective action, can be brought against judgments or firm orders, deemed to 
have violated rights constitutionally enshrined or guarantees of due process, to any party of a 
lawsuit, or anyone who must having been, has been directiy affected by the court decision, unless 
the failure to file the resources referred to in the ordinary courts, it may be attributed to the party 
alleging violation of its rights. 
Whille the judge in the ordinary courts is the primary guarantor of constitutional rights and is called 
to protect them to remedy the violation, since the extraordinary protective action enables the 
Constitutional Court to act as an extraordinary guarantor of constitutional rights as the decision 
became final, it must be verified to proceed to report and repair the injury by the annulment of the 
contested court decision, rollback the procedural time of the violation and forwarding to the body 
of the ordinary courts for the process to be processed and resolved according to the constitutional 
framework. 
 
KEYWORDS: EXTRAORDINARY ACTION / DUE PROCESS / RES JUDICATA 
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CAPITULO I 
 
ORDEN CONSTITUCIONAL 
 
1.1 SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL 
 
La Constitución de 2008, ha representado la creación de un estado garantista y protector de los 
derechos individuales, colectivos e inclusive de la naturaleza, tal es así que el nuevo orden llamado 
neoconstitucionalista, no se limita a establecer la competencias o a separar a los poderes públicos, 
sino que “contiene altos niveles de normas “materiales” o sustantivas que condicionan la actuación del 
Estado por medio de a ordenación de ciertos fines objetivos” 1. 
 
Si bien es cierto el texto dictado en Montecristi constituye un paso más en el camino de la 
“materialización” del constitucionalismo, esta tendencia tiene sus inicios a partir del  último tercio 
del siglo pasado, en España en 1978, en Brasil el 1986, en Colombia en 1991, en Venezuela en 
1999, y en el presente siglo en el texto constitucional de Bolivia de 2006. Se suele afirmar que el 
neoconstitucionalismo surge en Europa como consecuencia y respuesta a sistemas jurídicos 
fascistas que se caracterizaron por la violación masiva y sistemática de los derechos humanos. 
 
La caracterización que realiza el artículo 1 de la Constitución a cerca del Estado como 
“constitucional de derechos y justicia”, lo que significa que el ordenamiento jurídico en el país 
tiene como fundamento básico la Constitución, principio según el que, como dispone el artículo 
426, primer inciso de la Carta Fundamental “Todas las personas, autoridades e instituciones están 
sujetas a la Constitución.”, lo que no quiere decir que se dejará de lado la ley, sino que aún esta debe 
observar los principios, valores y reglas contenidas en la Constitución
2
. 
 
Para Ramiro Ávila Santamaría, las propuestas e innovaciones del neoconstitucionalismo responden 
a problemas concretos: “(1) los derechos fundamentales a la violación de derechos; (2) la rigidez de la 
Constitución a la arbitrariedad de los parlamentarios; (3) la constitución como norma jurídica directamente 
aplicable sin que requiera desarrollo legislativo para su eficacia al requisito de ley para reglamentarla (en 
                                                          
1
 M. Carbonell “El neoconstitucionalismo en su laberinto” (ed.), Teoría del neoconstitucionalismo, Ensayos 
escogidos, Madrid, Trotta IIJ (UNAM), 2007, p.10 
2
 ESTRELLA C., Carmen, Tesis “La acción extraordinaria de protección”, Universidad Andina Simón Bolívar, 
pp. 11 
2 
 
el sentido de hacer reglas); (4) los jueces de la constitución a la inexistencia de una autoridad que sancione 
la inobservancia de las normas constitucionales”
3
. 
 
El texto de la Constitución de 2008, reivindica el derecho constitucional como derecho 
axiológicamente comprometido, “cuya protección constituye la causa del pacto constitucional”4, en tal 
virtud, estos derechos se entienden como contrapoderes. 
 
La Constitución como norma jurídica, tiene algunos caracteres comunes a las demás normas sin 
dejar de tomar en cuenta sus propias características, por tanto, la Constitución es tanto o más que 
cualquiera otra ley, expresión de la voluntad soberana expresada directamente en el caso de su 
aprobación plebiscito o referéndum, o indirectamente por medio de sus representantes elegidos con 
el encargo expreso de adoptarlas. 
 
Entre las consecuencias de que la Constitución sea considerada norma jurídica, es la de aplicación 
directa e inmediata de su texto, “significa que de ellas derivan derechos y obligaciones para sus 
destinatarios, e inmediata quiere decir que no es necesaria la mediación de una ley que desarrolle para que 
la persona demande el respeto de los derechos y garantías que le corresponden o la reparación de los 
perjuicios causados por su violación y que, por le contrario, esa demanda puede fundamentarla en lo que al 
respecto, establezca la Constitución”5. 
 
La Constitución como cualquiera otra norma jurídica deroga todas las normas jurídicas 
preconstitucionales, o sea las anteriores a la fecha en que ella o sus reformas hayan entrado en 
vigencia y, por lo tanto las autoridades llamadas a aplicar el derecho no las deben aplicar por haber 
sido derogadas, en virtud del principio de que la ley posterior deroga la anterior que se le oponga,  
 
Para Ramiro Ávila, el neoconstitucionalismo “no es otra cosa que la teoría de los derechos 
fundamentales puesta en el centro de la teoría del derecho y del estado”6. 
 
                                                          
3
 AVILA Santamaría, Ramiro, El neoconstitucionalismo transformador El Estado y el derecho en la 
Constitución de 2008, Quito 2011, pp. 53-54  
4
 L. Ferrajoli, Derechos y Garantías, La Ley del más débil, Madrid, Trotta, 2006 
5
 TRUJILLO Vasquez, Julio César, La fuerza normativa de la Constitución ecuatoriana actual, FORO revista de 
derecho, UASB, Quito 2004, pp. 2  
6
 Ramiro Avila Santamaría, En defensa del neoconstitucionalismo transformador: los debates y los 
argumentos, marzo 2012, pp. 5 
3 
 
El neoconstitucionalismo, como teoría del derecho, aspira a describir los logros de la 
constitucionalización, es decir, de ese proceso que ha comportado una modificación de los grandes 
sistemas jurídicos contemporáneos respecto a los existentes antes del despliegue integral del 
proceso mismo, caracterizado por la positivización de un catálogo de derechos fundamentales, por 
la presencia en la constitución de principios y no solo de reglas, y por algunas peculiaridades de la 
interpretación y de la aplicación de las normas constitucionales respecto a la interpretación y a la 
aplicación de la ley. 
 
El neoconstitucionalismo, como explica Carbonell, pretende explicar este conjunto de textos 
constitucionales que comienzan a surgir a partir de la década de los setenta. Son constituciones que 
no se limitan a establecer competencias o a separar a los poderes públicos, sino que contienen altos 
niveles de normas materiales o sustantivas que condicionan la actuación del Estado por medio de la 
ordenación de ciertos fines y objetivos.  
 
El neoconstitucionalismo desde ese punto de vista es una teoría del Derecho y no, propiamente, una 
teoría de la Constitución. Su fundamento es el análisis de la dimensión positiva de la Constitución, 
para lo cual no es necesario el análisis de la legitimidad democrática y de la fórmula a través de la 
cual la voluntad constituyente se traslada a la voluntad constituida. De esa manera, el 
neoconstitucionalismo reivindica la reinterpretación desde la Constitución del Estado de Derecho. 
Como ha ex-presado Ferrajoli se debe distinguir entre “el modelo paleoiuspositivista del Estado 
legislativo de Derecho (o Estado legal), que surge con el nacimiento del Estado moderno como 
monopolio de la producción jurídica, y el modelo neoiuspositivista del Estado Constitucional de 
Derecho (o Estado constitucional) producto, a su vez, de la difusión en Europa, tras la Segunda 
Guerra Mundial, de las constituciones rígidas y del control de constitucionalidad de las leyes 
ordinarias”. En definitiva, el neoconstitucionalismo pretende, “sin ruptura, convertir al Estado de 
Derecho en el Estado Constitucional de Derecho”7. 
 
El neoconstitucionalismo está caracterizado por una Constitución invasora, por la positivización de 
un extenso catálogo de derechos, por la omnipresencia en la Constitución de principios y reglas, y 
por la determinación de que la interpretación y la aplicación de las normas constitucionales no 
puede ser la misma que la delas normas legales. Se trata, en definitiva, de recuperar la centralidad 
de la Constitución en el ordenamiento jurídico y de fortalecer su presencia determinadora en el 
desarrollo e interpretación del mismo. 
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El verdadero carácter transformador de la nueva tendencia, el neoconstitucionalismo, es que en éste 
no se tolera la injusticia aún a pretexto de la certeza y la seguridad, como lo afirma Ávila 
Santamaría, “con el neoconstitucionalismo, la certeza y la seguridad en unos casos se encuentran en las 
reglas, cuando estas son adecuadas a la Constitución; y en otros casos, se desplazan a los precedentes 
jurisprudenciales, en particular cuando se aplican principios”8.  
 
Garantismo, significa en términos de Ferrajoli, "tutelar y establecer mecanismos para proteger los 
derechos o bienes individuales frente a otras intromisiones tanto del ejecutivo como de otros poderes, idea 
ya esbozada por Montesquieu, quien pensaba que el poder hay que limitarlo para evitar sus abusos"
9
. 
 
En el texto constitucional, se ha producido una ampliación del significado del término “garantías” y 
la introducción del neologismo “garantismo” para referirse a las técnicas de tutela de los derechos 
fundamentales son, en cambio, relativamente recientes. Esta ampliación del significado de 
“garantías” se ha producido en el terreno del derecho penal. Más concretamente, la expresión 
“garantismo” en su sentido estricto de “garantismo penal”, surgió, asociada a la tradición clásica 
del pesamiento penal liberal, y se relaciona con la exigencia típica de la ilustración jurídica, de la 
tutela del derecho a la vida, la integridad y a la libertad personales, frente a ese “terrible poder” que 
es el poder punitivo, en expresión de Montesquieu
10
. 
 
En definitiva, se trata de una profunda transformación del paradigma original del positivismo 
jurídico, con el que alcanza su culminación el principio, característico del Estado de derecho de la 
sujeción a la ley de todo poder, incluido por tanto, al propio poder legislativo. Gracias a esta 
transformación, cambia la naturaleza de la validez de las leyes, que deja de coincidir con la mera 
existencia determinada por el simple respeto a las normas y procedimientos establecidos por las 
normas formales sobre su producción, y que exige, además la coherencia de sus significados con 
los principios constitucionales. En segundo lugar, cambia la naturaleza de la jurisdicción y de la 
ciencia jurídica, a las que ya no corresponde únicamente la aplicación y el conocimiento de unas 
normales legales cualquiera, sino que asumen, además, un papel crítico de su invalidez siempre 
posible. 
 
El garantismo constitucional introduce, en la democracia, un dimensión sustancial, ajena al viejo 
paradigma del Estado legislativo de derecho y generada, precisamente por las prohibiciones y 
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obligaciones impuestas a las opciones políticas, tanto legislativas como de gobierno, por parte de 
las garantías primarias de los derechos fundamentales sancionados en la Constitución. 
 
Sobre el garantismo
11
, Ferrajoli reconoce tres acepciones que corresponden a un modelo de derecho 
y a una propuesta de teoría general del Derecho, en el primer caso, como una alternativa al estado 
de derecho; en el segundo, como una superación de los reduccionismos iusnaturalistas y 
positivistas. Ambos significados confluyen en un axioma distintivo: el derecho como garantía de 
limitación al poder
12
. 
 
En definitiva, éste se ofrece como un mecanismo que está al servicio de los derechos 
fundamentales tanto en su dimensión formal como sustancial. Se tiene presente el respeto por el 
procedimiento democrático y por la producción de las leyes como condición necesaria para 
asegurar la validez –qué se manda y qué no se debe mandar–, validez sustancial y la vigencia, 
requisito formal de producción de las normas; lo que significa, para Ferrajoli, que “si bien una ley 
sea válida es además necesaria la coherencia de sus significados con las reglas y principios que bien”13. 
 
Ferrajoli, habla de distintos tipos de garantismo, clasificando así
14
: 
 
Garantismo patrimonial, para designar el sistema de garantías destinado a tutelar la propiedad y los 
demás derechos patrimoniales; 
 
Garantismo liberal, y específicamente penal, para designar las técnicas de defena de los derechos 
de libertad, y, entre ellos, en primer lugar el de la libertad personal, frente a las intervenciones 
arbitrarias de tipo policial o judicial; 
 
Garantismo social, para designar el conjunto de garantías, en buena medida aún ausentes o 
imperfectas, dirigidas a la satisfacción de los derechos sociales, como el derecho a la salud, a la 
educación, al trabajo y otros semejantes; 
 
Garantismo internacional, para designar las garantías adecuadas para tutelar los derechos humanos 
establecidos en las declaraciones y convenciones internacionales.    
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En cuanto al garantismo en materia penal, existe un nexo entre el garantismo y el derecho penal 
mínimo, efectividad y legitimación del sistema penal. Solo un derecho penal concebido únicamente 
en función de la tutela de los bienes primarios y de los derechos fundamentales puede asegurar, 
junto con la certeza y al resto de garantías penales, también la eficacia de la jurisdicción frente a las 
formas, cada vez más poderosas y amenazadoras, de la criminalidad organizada. Y solo un derecho 
procesal depurado del legado de la emergencia de la disparidad entre acusación y defensa a la 
excesiva discresionalidad en la prisión preventiva, puede ofrecer un fundamento robusto y creíble a 
la independencia del poder judicial y a su papel de control de la legalidad de los poderes. Defensa 
social y garantismo, tutela de los bienes primarios y garantía de los derechos de los encausados, 
seguridad frente a los delitos y frente a las penas arbitrarias se configuran, así, como las dos 
vertientes, no sólo esenciales sino relacionadas entre sí, que legitiman la potestad punitiva
15
. El 
derecho penal mínimo se caracteriza, de este modo, como la ley del más débil, que, en el momento 
del delito es el agraviado, en el proceso, el imputado, y en el de la pena, el condenado. Si bien se 
consagra un derecho penal mínimo, a mi criterio, no se ha estructurado el sistema judicial de una 
manera correcta como para que esta garantía no pueda traducirse en injusticia en contra de las 
víctimas de la delincuencia, porque en la mayoría de los casos, por más fuerte que sea el crimen 
cometido, por más alarma que éste causa en la sociedad, se aceptan atenuantes, reducciones de 
pena, fianzas, y un sinnúmero de beneficios, sin que esto signifique una real rehabilitación del 
delincuente, ni el saneamiento que necesita la población, a fin de gozar con la seguridad jurídica 
consagrada en el texto constitucional, ni pueda recuperar la confianza en el Estado y en su poder 
punitivo. 
 
Para Ferrajoli, el derecho penal se justifica si y solo si previene y minimiza, a través de sus normas 
primarias y sustanciales, las ofensas y los sufrimientos infligidos por los delitos y,  través de sus 
normas secundarias o procesales, las ofensas y sufrimientos infligidos por las reacciones punitivas 
de los delitos. El derecho, todo el derecho, siendo un “artificio” construido por los hombres como 
derecho positivo y no ya “natural”, se justifica racionalmente si y solo si se realiza la minimización 
del dolor
16
. 
 
El protagonismo de los derechos, hoy plasmado en el texto constitucional, su consideración como 
verdadero eje de todo la Constitución, se manifiesta con claridad en los principios generales de 
aplicación contemplados en el capítulo primero del título II. Con precisión, el texto constitucional 
establece criterios llamados a evitar que los derechos enunciados se queden en meras aspiraciones, 
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ideales desmentidos en el contexto de las relaciones sociales y económicas y en el funcionamiento 
de las instituciones. Para ello, se consagran los principios de exigibilidad, tanto individual como 
colectiva, de igualdad, de directa e inmediata aplicabilidad, de plena justiciabilidad, la 
responsabilidad del Estado tanto por las acciones como por las omisiones que provoquen 
vulneraciones de derechos, o el principio de no regresividad, que impide cualquier acción u 
omisión que, de manera injustificada, menoscabe el contenido de derechos ya reconocidos. 
Además, se enuncia y después el sistema de garantías se encarga de asegurar, el carácter 
inalienable, irrenunciable, indivisible, interdependiente y la igual jerarquía de todos los derechos
17
. 
 
La rigidez constitucional, no busca la perdurabilidad de la Constitución, sino la modificación de 
ésta exclusivamente por el poder constituyente, esto es, el originario. Las condiciones con las que 
han nacido los nuevos textos constitucionales, entre ellas, principalmente, su capacidad in-
novadora, su amplitud y su complejidad- y, por otro lado, el hecho de que hayan provenido de una 
ruptura democrática y, por lo tanto, que su principal objetivo consistiera en levantar una nueva 
legitimidad jurídica sobre las cenizas de la anterior y no en la construcción de un proyecto definido 
de nuevo Estado, condicionan su existencia futura
18
. 
 
Nuestra constitución del 2008, proclama que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y 
justicia (Art. 1), en tanto que en la constitución de 1998 se expresaba que el Ecuador era un Estado 
de Derecho, según Alfonso Zambrano, antes de la Constitución vigente no había modo o 
mecanismo para reclamar por la violación a garantías del derecho al debido proceso, con el 
argumento de la independencia y autonomía de la función judicial, intangibilidad de la cosa 
juzgada, a la seguridad jurídica, y en definitiva a la sabiduría de los jueces, pues es inadmisible un 
control de constitucionalidad que afectare a la cosa juzgada 
19
. 
 
En definitiva, la proclamación del Ecuador como un estado constitucional de derechos y justicia, ha 
significado una verdadera evolución del sistema jurídico, político y social, obligando a las 
instituciones del poder tanto público como privado la aplicación directa del texto constitucional, o 
de instrumentos internacionales en tanto brinden éstos una mayor protección de los derechos 
implícitos del ser humano tanto individual como colectivamente, como así lo mandan los Artículos 
424 y 425 de la Carta Fundamental. 
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Una verdadera innovación del nuevo texto constitucional, es la obligatoriedad protección del estado 
de los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos 
humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación, y no podrá alegarse falta de ley o 
desconocimiento de las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, ni para negar el 
reconocimiento de tales derechos 
20
. Cosa que no ocurría en la Constitución anterior de 1998, que 
dejaba abierta la posibilidad de alegar falta de norma legal para el reconocimiento de un derecho o 
para la protección correspondiente, y consagraba protección solamente para los derechos en su 
texto consagrados
21
. En consecuencia los derechos protegidos se restringieron a los derechos 
civiles, con particular énfasis los derechos relacionados con la propiedad; pero la litigación de los 
derechos que tenían dimensión colectiva, como el derecho a la atención inmediata de salud o el 
derecho a una educación de calidad nunca pudieron ser exigibles, en estos casos era difícil 
demostrar el daño o la titularidad del derecho, por lo que en la práctica, no se pudo exigir 
“cualquier” derecho22. 
 
En concordancia con lo dicho, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, en su Artículo 4 numeral 2do, consagra la aplicación directa de las normas 
constitucionales en la administración de justicia constitucional. 
 
Jorge Carpizo, refiriéndose al tema, señala que "dentro del orden jurídico, la Constitución es la norma 
de mayor jerarquía y por tanto, una norma contraria a la Constitución no debe ser aplicada"
23. 
 
Con todo lo dicho, con el presente estudio, busco no solamente hacer una profundización de los 
derechos y garantías consagrados constitucionalmente a nivel judicial, sino que quiero referirme, 
específicamente a la acción extraordinaria de protección, como una garantía de protección en el 
derecho penal y su procedimiento, en contraposición con la motivación de la sentencia 
condenatoria, la valoración de la prueba por parte de los distintos tribunales de garantías penales, y 
la procedibilidad de las posibles violaciones de las garantías del debido proceso, que puedan llevar 
a la declaración de una inconstitucionalidad cometida por los jueces y tribunales que administran 
justicia en materia penal. 
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Si bien es cierto la Constitución de Montecristi, en su Artículo 76, numeral 7mo literal c), consagra 
el derecho a ser escuchado por autoridad competente en igualdad de condiciones, qué tanto la 
declaración de inconstitucionalidad de un proceso penal puede afectar a la víctima de un delito, que 
en definitiva lo que busca al acudir a los órganos de justicia es una sanción para quien hubiere 
vulnerado los derechos protegidos por la ley, y que esta sanción llegue con la rapidez necesaria 
para que pueda considerarse justa. No solamente estamos frente a un texto constitucional protector, 
sino también al derecho a ser reparado por los daños sufridos por un acto delictual, sea cual fuera 
éste, son temas que es necesario analizarlos a profundidad, porque si bien es cierto el delincuente 
goza de derechos y garantías de defensa, la víctima de éste busca sanción y justicia, cuya dilatación 
también es una vulneración a sus derechos, qué tanto puede ayudar o perjudicar la existencia de 
esta garantía supra constitucional, si tanto la víctima como el imputado en el proceso buscan 
protección de los órganos de justicia. 
 
1.2.- DERECHOS Y GARANTIAS 
 
1.2.1.- Los Derechos.- Luigi Ferrajoli, expresa que derechos fundamentales son “Todos aquellos 
derechos subjetivos que corresponden universalmente a todos los seres humanos dotados del status de 
personas, de ciudadanos o personas con capacidad de obrar; entendiendo por derecho subjetivo cualquier 
expectativa positiva ( de prestaciones ) o negativa ( de no sufrir lesiones ) adscrita a un sujeto por una 
norma jurídica”24. 
 
Carlos Santiago Nino sostiene que los derechos son “artefactos que sirven para enfrentarse a los 
problemas derivados de la vulnerabilidad de los seres humanos ante otros seres humanos con poder para 
someter u oprimir”25. 
 
Siendo los derechos propios del ser humano, le es propio también de este el exigir su respeto 
cumplimiento y tutela ante toda autoridad en caso de que hubiere o pudiere haber un 
quebrantamiento o un posible quebrantamiento de tales derechos. Al Estado por su parte, le da la 
obligación de tutelar, proteger y restringir inclusive su actuar y poder a través de las diferentes 
autoridades, con el fin de que no se quebrante de ninguna manera el ejercicio de los derechos que le 
son reconocidos al ser humano. Como se continúa con la investigación, el derecho de exigir 
respeto, va directamente de la mano con el derecho a la tutela judicial efectiva, consagrado en el 
Artículo 75 de la Constitución, cuyo análisis se lo hará más adelante. 
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Un derecho subjetivo no es sino el contenido de una norma, la norma que lo confiere. Un derecho 
implícito es, por tanto, el contenido de una norma implícita. La expresión “norma implícita” es 
comúnmente usada en el lenguaje jurídico para referirse indistintamente a la clase de las normas no 
expresas: o sea, las normas carentes de formulación en los textos normativos. 
 
Para Robert Alexy, toda aseveración acerca de la existencia de un derecho  fundamental, presupone 
la vigencia de una norma de derecho fundamental. Así, el autor afirma que está evitando tomar 
posición respecto al problema clásico de si ha de darse prioridad a la norma objetiva o la norma 
subjetiva, al derecho o al deber ser, que son cuestiones de contenido
26
. 
 
Para Alexy, hay normas que tienen también derechos que, aunque no estén expresamente 
reconocidos, se encuentran adscritos a la norma constitucional, por lo que admite que se puede 
crear cierta incertidumbre en cuanto a las normas que se encuentren adscritas a ciertos derechos 
fundamentales. 
 
La incorporación con fuerza vinculante del derecho internacional de los derechos humanos al 
derecho constitucional, por ende, “la discusión sobre jerarquía entre instrumentos internacionales de 
derechos humanos y constitución se torna irrelevante por el principio “pro derechos”: se aplicará la norma 
que más favorezca al reconocimiento y ejercicio de derechos”27. La palabra usada por la Constitución de 
Ecuador “instrumentos” merece un comentario. Intencionalmente no se utilizó la palabra 
“convenios” o “tratados” para ampliar el espectro de protección de los derechos. 
 
Si bien el considerar la posibilidad de que haya derechos adscritos a las normas constitucionales, 
sin que signifique que en su texto estén realmente plasmadas, la legislación debe encaminarse el 
proteger el efectivo ejercicio de los derechos, sin que pueda existir oscuridad en la norma 
sustantiva, encaminado justamente a la efectiva vigencia de la seguridad jurídica. Recordemos que 
el Artículo 4 del Código Penal, aún en vigencia, prohíbe a los jueces la interpretación extensiva de 
la norma penal, pero si esta misma norma está protegiendo el ejercicio de un derecho considerado 
fundamental, justamente restringiendo el accionar del ser humano o del mismo Estado, entonces no 
se podría hablar de una protección real de los derechos considerados “adscritos a la norma”, aunque 
no estén plasmados en el texto. 
 
                                                          
26
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Para Ramiro Ávila, los derechos “impregnan todo el sistema jurídico, lo que por supuesto incluye el 
derecho privado. Los derechos brindan la posibilidad de valorar el derecho privado y de controlarlo cuando 
afecta derechos. Tres construcciones a partir del efecto de irradiación: a) Los derechos justifican la 
interpretación y la eventual inaplicación del derecho privado; b) Los derechos, como principios que son, 
pueden aplicarse sobre o en ausencia del derecho privado en las relaciones horizontales; c) Las garantías 
constitucionales pueden utilizarse para defender a los particulares vulnerables de abusos o violaciones”28. 
 
Los derechos y acciones normativas son derechos a actos estatales de imposición de una norma. En 
los derechos a acciones fácticas es irrelevante la forma jurídica de la realización de la acción para 
la satisfacción del derecho
29
. 
 
Alexy aborda el problema de la justiciabilidad de los derechos de protección, y señala dos 
postulados
30
: a) El Estado está obligado a emplear por lo menos un medio efectivo de protección; y, 
b) Si solo hay un medio efectivo de protección, el Estado tiene  que utilizarlo. En todo caso, el 
cómo el Estado ha de cumplir con esta obligación queda en gran medida en manos del legislador. 
En cualquier caso, Alexy no deja de advertir que el última instancia, la cuestión más importante es 
saber si, desde el punto de vista del derecho constitucional, una determinada protección es tan 
importante que su otorgamiento o no otorgamiento puede quedar en manos de una mayoría 
parlamentaria. 
 
Los derechos procedimentales bajo la forma del derecho a una protección jurídica efectiva, están 
dirigidos a los tribunales de justicia. Por otra parte, los derechos procedimentales tienen por objeto 
el dictado de normas de procedimiento están dirigidos al legislador.  
 
En tal virtud, el titular del derecho tiene la facultad de exigir su respeto y observancia, acudiendo, 
si fuere del caso, a los órganos jurisdiccionales competentes, a través de los recursos que el orden 
jurídico le franquee para demandar la protección y la reparación del menoscabo sufrido, limitando 
las atribuciones de los poderes del estado, así, al legislador le está prohibido legislar en desmedro 
de los derechos fundamentales, al ejecutivo y judicial atentar contra los derechos reconocidos. 
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La Constitución, como norma suprema, determina que un deber primordial del Estado es garantizar 
a sus habitantes el goce de los derechos en ella consagrados, así como en los instrumentos 
internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación la seguridad social y el agua. 
En este orden del estado, todos los derechos y principios son inalienables (que no se puede enajenar 
(es decir, cuyo dominio no se puede pasar o transmitir de un individuo a otro). Lo inalienable, por 
lo tanto, no puede venderse o cederse de manera legal), irrenunciables (no se puede hacer dejación 
voluntaria, dimisión o apartamiento de ese algo o que no podemos privarnos o prescindir de ello), 
indivisibles (del latín indivisibilis es aquello que no se puede dividir. Este verbo, por su parte, hace 
referencia a partir o separar en partes y a distribuir o repartir entre varios), interdependientes (la 
dinámica de ser mutuamente responsable y de compartir un conjunto común de principios con 
otros, no se puede ejercer un derecho si hay el quebrantamiento de los demás) y de igual jerarquía 
(jerarquía es un orden de elementos de acuerdo a su valor, los derechos se toman en serio, una 
seriedad que alcanza a todos los derechos, sin distinciones
31
). 
 
En palabras del Prof. Zavala Egas, “la eficacia directa del derecho fundamental debe entenderse como la 
precedencia lógica de éste a la actuación del legislador. Lo dicho es de toda evidencia y surge del propio 
texto constitucional (Art. 11.3) cuando prescribe que los derechos serán de directa e inmediata aplicación; 
sin embargo su ejercicio estará condicionado a los requisitos que establezcan la Constitución o la ley. No se 
debe asimilar la eficacia directa de los derechos constitucionales como una cualidad que crea la especie 
“derechos fundamentales”32. 
 
El Estado constitucional, no puede admitir una diferenciación entre constitución formal y material, 
únicamente existe Constitución donde hay constitución material, lo que exige su carácter no solo de 
mandato político, sino el de norma jurídica
33
. En virtud de aquello, viene a ser un reto del Estado el 
perfeccionamiento del control concentrado de constitucionalidad, dotando a la Constitución de 
fuerza normativa en cuanto genera una limitación del Estado y uno una autolimitación de éste, 
asentándose sobre el principio democrático de la “soberanía del pueblo”, siendo éste no solamente 
de carácter político sino también jurídico, concibiéndose al texto constitucional como una 
expresión de autodeterminación del pueblo.  
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Estos derechos, son indivisibles  e interdependientes entre sí, y su carácter es de universal, que ha 
sido afirmado en la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada en Viena, en su 
Declaración de 25 de junio de 1993, en concordancia con el Artículo 3 de Carta Andina para la 
Promoción y Protección de los Derechos Humanos, cuyo límite en su ejercicio está dado por el 
mismo convivir social y las normas que lo regulan. 
 
La disposición constitucional plasmada en su Artículo 426 facilita que se aplique a favor del 
individuo no sólo las normas positivas constantes en la Constitución y en los tratados 
internacionales, sino aquellos derechos que son intrínsecos a la persona humana y que pudieran no 
estar reconocidos de manera expresa en normas positivas. Esta norma constituye el afianzamiento 
de los principios de "ius cogens" a nivel del ordenamiento interno del Ecuador, con lo que se 
procurará desterrar la práctica de abogados y jueces, en el sentido de que únicamente las normas 
positivas vigentes pueden aplicarse a favor del ciudadano y no otros principios de derecho 
internacional, generalmente aceptados por la comunidad de Estados. 
 
La garantía de los derechos de las personas, los jueces asumen además un papel fundamental en la 
creación del derecho, ya no son la boca muda de la ley de la que hablaba Montesquieu, sin que se 
transforman realmente en personas que se sientan, argumentan, interpretan, y crean derecho, de ahí 
que son importantes los principios y características que diferencian a este modelo de los anteriores: 
 
El principio pro homine y pro libertatis: Estos principios mandan a entender a la norma que se 
revise del modo más favorable a la persona. Es una directriz de interpretación, vale decir, que si un 
tema trata por ejemplo de la libertad de expresión, libertad corporal, libertad de asociación, que se 
encuentran regulados por diversas fuentes jurídicas, como son los tratados internacionales, la 
Constitución, normas orgánicas etc., el operador del sistema jurídico y el servidor público deben 
privilegiar la norma pás provechosa en el ser humano, con independencia de la prelación jurídica. 
 
Vale decir, que el principio pro homine impone que, en lugar de asumir una “interpretación 
restrictiva”, garantiza una interpretación amplia y comprometida con los derechos fundamentales. 
 
El principio pro homine es un criterio hermenéutico que informa todo el derecho de los derechos 
humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más 
extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos e, inversamente, a la norma o a la 
interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio 
14 
 
de los derechos o su suspensión extraordinaria. Este principio coincide con el rasgo fundamental 
del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre
34
. 
 
El principio pro libertatis, es otra de las pautas de interpretación que deben seguir los operadores de 
justicia y las autoridades públicas, que manda a que el operador jurídico o la autoridad pública 
tengan como última medida y excepcional la privación de la libertad en el caso de los jueces, o la 
restricción del derecho de movilidad en el caso de los segundos. 
 
El principio “liberatorio o pro libertatis” que se encuentran fijados desde las directrices 
internacionales, actúa en defensa de la progresividad y del derecho a la liberación condicional, se 
propugna que la idea de obligatoriedad de la progresividad en el tratamiento obliga también, a dar 
un tratamiento individualizado. Es decir que deben atenderse las condiciones personales del 
condenado y que debería el referido tratamiento desarrollarse gradualmente desde el ingreso al 
régimen de condenados. 
 
Principio de interacción: También denominado de “retroalimentación” es un efecto de la aplicación 
del principio pro homine, que advierte que la interpretación de un derecho humano, el operador de 
justicia o el servidor público, no pueden conformarse con su análisis parcial, deben visualizar a los 
derechos humanos como temas de derechos del bien común nacional, y vincularlos a los temas del 
bien común internacional. 
 
Principio de universalidad: Promueve que los derechos humanos rijan en todas partes con la misma 
intensidad y con “igual jerarquía”, alude a un cuerpo mínimo de derechos, dentro de ellos, a una 
también cuota básica igualitaria de cada derecho; sin perjuicio de los aditamentos que pueden hacer 
los diferentes estados. 
 
Es de tener en cuenta, que en el texto constitucional se consagra la aplicación directa e inmediata 
de los principios en ella consagrados, para Ramiro Ávila Santamaría “El derecho positivo, entendido 
solo como reglas hipotéticas, es un derecho que no ayuda a resolver dos tipos de problemas que son reales: 
el problemas de las reglas injustas, por un lado, y el problema de los conflictos sociales que no tienen regla, 
por otro. Los principios, no las reglas, resuelven los problemas suscitados por leyes injustas o por la falta de 
reglas”35. 
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Sin necesidad de ahondar en el  análisis de la aplicación de los principios  constitucionales, se 
concluye que en el nuevo orden jurídico constitucional, se da a los jueces más herramientas, para la 
aplicación directa de los principios protectores de los derechos constitucionalmente protegidos, sin 
que se pueda alegar de su parte una “falta de norma”, ya que al momento de aplicar en las 
respectivas resoluciones, los administradores de justicia ya no dependen de la función legislativa 
estatal, como única fuente de realización de justicia. 
 
1.2.2.- Las garantías.- “Garantía” es una expresión del léxico jurídico con la que se designa 
cualquier técnica normativa de tutela de un derecho subjetivo. El sentido originario del término es, 
sin embargo, más restringido. Por garantía se entiende, en el lenguaje de los civilistas, un tipo de 
instituto, derivado del derecho romano, dirigido a asegurar el cumplimiento de las obligaciones y la 
tutela de los correspondientes patrimoniales. Justamente en relación con estos derechos, se 
distinguen dos clases de garantías: las garantías reales, como son la prenda o la hipoteca, mediante 
las cuales el deudor pone a disposición del acreedor un bien- mueble, en el primer caso, inmueble 
en el segundo, con el que resarcirse en caso de incumplimiento; y las garantías personales, como la 
fianza o el aval, “a través de las cuales un tercero se obliga, en caso de incumplimiento de la obligación, a 
satisfacerla en el lugar del deudor”36. 
 
Son los medios o instrumentos establecidos para asegurar el libre ejercicio de los derechos, es 
decir, estas garantías son previstas para proteger los derechos individuales y colectivos. 
 
Los derechos implican facultades o atributos jurídicos de los titulares, en cambio las garantías son 
las instituciones de seguridad creadas a favor de las personas con el objeto de que dispongan de los 
medios para hacer efectivos su reconocimiento de un derecho. 
 
La garantía corresponde a un título independiente de los derechos y no se restringe a lo judicial
37
. 
Existen dos clasificaciones de las garantías. La una función de los poderes del Estado, la otra en 
relación a los derechos y al rol de la justicia constitucional. En relación a la primera, las garantías 
son de tres tipos, normativas, cualquier autoridad del Estado que tenga facultades para normar, 
como el parlamento al dictar leyes, el presidente al dictar reglamentos, los consejos municipales al 
dictar ordenanzas o los ministros al emitir una resolución, están obligados a adecuar esa norma a la 
Constitución y a desarrollar, en lo que se pueda y corresponda, los derechos; por las garantías 
políticas, cualquier autoridad que realice algún plan, programa o proyecto, de igual modo, debe 
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adaptar sus decisiones hacia la realización de los derechos; finalmente, por las garantías 
jurisdiccionales, los jueces controlan que los actos públicos no violen derechos. No existe, poder 
del Estado que no sea garante de los derechos reconocidos en la Constitución, y tampoco existe 
derecho alguno que no pueda ser exigido. 
 
Las garantías jurisdiccionales a su vez, se clasifican en aquellas que protegen todos los derechos, 
que se denominan “de protección” las que protegen el derecho a la libertad (privación arbitraria de 
la libertad), integridad física (tortura) y vida (desaparición forzada), que se denomina “hábeas 
corpus”, las que protegen el acceso a la información pública, las que protegen la intimidad, las que 
protegen la eficacia del sistema jurídico, que se llaman “acción de incumplimiento”; y, finalmente, 
aquellas que protegen los derechos humanos en el ámbito judicial ordinario, que se denomina 
“acción extraordinaria de protección”, además de tener las medidas cautelares.  
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, consagra que la finalidad 
de éstas es la protección eficaz e inmediata de los derechos reconocidos en la Constitución y en los 
instrumentos internacionales de derechos humanos, la declaración de la violación de uno o varios 
derechos, así como la reparación integral de los daños causados por su violación. 
 
La Constitución de la República del Ecuador, en su Título III, establece una serie de garantías 
constitucionales, de las que para el tema de investigación deberé topar específicamente las 
garantías jurisdiccionales, cuyas reglas generales se detallan en el Artículo 86 de la Carta 
Fundamental. 
 
Si hacemos un balance comparativo entre la Constitución de 1998 con la Constitución de 
Montecristi del 2008, podemos establecer que de tres garantías consagradas en la anterior (acción 
de amparo, hábeas corpus y hábeas data), se han aumentado a doce garantías (medida cautelar, 
acción de protección, hábeas corpus, acceso a la información, hábeas data, acción de 
incumplimiento, acción extraordinaria de protección, garantías normativas, garantía de política 
pública). 
 
Si bien es cierto, y se reitera en lo dicho la Constitución de Montecristi ha significado un paso 
significativo en la evolución del sistema jurídico ecuatoriano, e necesario hacer un análisis de su 
contenido, enfocado a una posible reforma sea en su texto o en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, que en definitiva es la reglamentación de la aplicación de 
las garantías consagradas, con el fin de garantizar el correcto funcionamiento del sistema juridicial 
en materia pena, porque si bien la tendencia política plasmada en la Carta Fundamental es el ver al 
delincuente como víctima de la sociedad y sus vicios, la víctima de los actos delictivos, debe 
17 
 
atenerse al sistema garantista de derechos, viéndose obligada a depositar su confianza en el estado 
como dueño de la acción penal a través de los representantes de la Fiscalía, pero cuál sería la 
medida estatal correcta que garantice a la víctima, que sobre el victimario caiga la sanción 
legalmente establecida si éste no solo puede hacer uso de los recursos ordinarios y extraordinarios 
establecidos en el Código de Procedimiento Penal, sino que podría valerse de un uso abusivo del 
derecho constitucional, que desemboque en una declaración por parte de la Corte Constitucional de 
que se han violado sus derechos en el proceso penal contra él proseguido, lo que traería como 
consecuencia el retrotraer las actuaciones judiciales hasta el momento de producida la 
inconstitucionalidad, sea cual fuera el responsable de ésta.  
 
1.2.2.1.- Acción de protección.- Consagrada en la Constitución en su Artículo 88, no es otra 
cosa que la posibilidad de ejercer el derecho de acción para lograr la tutela efectiva de los derechos, 
siendo un conjunto de instrumentos procesales dentro del sistema jurídico estatal, por lo que el juez 
se convierte en protagonista de la acción del Estado, a través de su papel de garantes últimos de los 
derechos, y con ello, las garantías procesales se convierten en un instrumento esencial del modelo 
constitucional. 
 
Tiene  por objeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y 
tratados internacionales sobre derechos humanos, que no estén amparados por las acciones de 
hábeas corpus, acceso a la información pública, hábeas data, por incumplimiento, extraordinaria de 
protección y extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia indígena
38
.  
  
La acción de protección tiene las características de universalidad, preferente, tiene un proceso 
sumarísimo, rápido, sencillo, debiendo desarrollarse sin formalismos, dando al Juez plazos 
perentorios e improrrogables para tramitar y resolver dicha acción. 
 
1.2.2.2.- Habeas Corpus.- Debiendo interponerse dicha acción ante cualquier Juez del lugar 
donde se presuma está privada de libertad la persona, o cuando la orden de privación de la libertad 
haya sido dispuesta en un proceso penal, ante la Corte Provincial de Justicia
39
, con la Constitución 
de Montecristi, le quitó dicha facultad al Alcalde del cantón en que haya sido privado de la libertad 
el individuo, tiene por objeto proteger la libertad, la vida, la integridad física y otros derechos 
conexos de la persona privada o restringida de libertad, por autoridad pública o por cualquier 
persona, lo que implica que cualquier persona privada de la libertad que considere que se lo hubiere 
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detenido ilegalmente, puede interponer una acción de habeas corpus para recuperar su libertad. El 
hábeas corpus, a su vez procede cuando se produce una ilegal privación de libertad, como el  no 
exhibir la orden, no cumplir con los requisitos legales, presentar vicios de procedimiento o si no 
justificar el fundamento del recurso. En la práctica, cuando el agente de estado presenta la boleta de 
detención con todos los requisitos formales, no procede el recurso, aún cuando al momento de la 
detención no se haya presentado la boleta.  
 
Es necesario acotar, que aun luego de la expedición de la Constitución de Montecristi y la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, los Jueces, ahora llamados 
constitucionales, han argumentado para negar una acción de hábeas corpus, la existencia de los 
requisitos formales de la boleta de detención, aunque el recurrente alegue y demuestre que tal 
boleta es inconsistente por el tiempo transcurrido entre el supuesto ilícito y el momento de la 
detención.   
 
1.2.2.3.- Acción de acceso a la información pública.- Tiene por objeto garantizar el acceso a 
ella cuando ha sido denegada expresa o tácitamente, o cuando la que se ha proporcionado no sea 
completa o fidedigna. Podrá ser interpuesta incluso si la negativa se sustenta en el carácter secreto, 
reservado, confidencial o cualquiera otra clasificación de la información. El carácter reservado de 
la información deberá ser declarado con anterioridad a la petición, por autoridad competente y de 
acuerdo con la ley
40
. 
 
1.2.2.4.- Acción de Hábeas Data.- Consagrada en el artículo 92 de nuestra Constitución, la 
acción de hábeas data se dirige a proteger por una parte el derecho de las personas a obtener los 
documentos que contienen información sobre sí misma y sus bienes, de la institución en la cual 
reposen; y por otra, el derecho a obtener información del uso que se les esté dando y con qué 
propósito se utilice tal información. 
 
La denominación Hábeas Data constituye la fusión de una palabra latina “habeas” que proviene del 
latín habere que significa “téngase en posesión” junto con la palabra inglesa “data” que proviene de 
datum que significa dato, información. Por lo tanto, la frase Hábeas Data significa, literalmente, 
“traer los datos”, es decir, traer los datos personales del actor, a fin de que éste pueda conocerlos y 
resolver lo pertinente acerca de ellos. 
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1.2.2.5.- Acción por incumplimiento.- Tiene por objeto garantizar la aplicación de las normas 
que integran el sistema jurídico, así como el cumplimiento de sentencias o informes de organismos 
internacionales de derechos humanos, cuando la norma o decisión cuyo cumplimiento se persigue 
contenga una obligación de hacer o no hacer clara, expresa y exigible, se la interpone ante la Corte 
Constitucional, y procede en contra de toda autoridad pública y contra de personas naturales o 
jurídicas particulares cuando actúen o deban actuar en ejercicio de funciones públicas, o presten 
servicios públicos, o contra particulares también en el caso de que las sentencias, decisiones o 
informes de organismos internacionales de protección de derechos humanos impongan una 
obligación a una persona particular determinada o determinable
41
. 
 
Es importante tener en cuenta, que como requisito previo para que se configure este 
incumplimiento, la persona perjudicada debe primero realizar el reclamo para que quien deba 
satisfacer esta obligación la cumpla, en caso de que no lo hiciere, o en su defecto no contestare en 
el término de cuarenta días, está configurado el incumplimiento que hace nacer ésta acción. 
 
1.2.2.6.- Acción extraordinaria de protección.- Procede contra sentencias o autos definitivos 
en los que se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, 
procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término 
legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de 
la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 
 
Tiene por objeto la protección de los derechos constitucionales y debido proceso en sentencias, 
autos definitivos, resoluciones con fuerza de sentencia, en los que se hayan violado por acción u 
omisión derechos reconocidos en la Constitución. 
 
1.2.2.7.- Acción extraordinaria de protección contra decisiones de la justicia indígena. 
Disposición un tanto confusa según mi criterio, es la constante en el Artículo 65 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, justamente porque a lo largo de la historia, 
la justicia impartida en los pueblos indígenas, se ha basado en la costumbre y tradición propia de 
esos pueblos. 
 
Para Juan Montaña Pinto, en la Constitución de Montecristi, el pluralismo jurídico es reconocido en 
la Carta fundamental en beneficio de los pueblos indígenas, implica la vigencia de tres órdenes 
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normativos o sistemas de derechos que tienen como característica el ser diferentes y 
complementarios
42
. 
 
La legislación general, aplicable a todos los ecuatorianos e en tal virtud a los miembros de los 
pueblos indígenas individualmente considerados, que en su calidad de ciudadanos gozan de todos 
los derechos  y están a similares obligaciones de los demás nacionales, es decir, estamos hablando 
de la aplicación del derecho general con un relativo grado de adecuación cultural. 
 
La legislación especial indígena, que se ha desarrollado como una medida de discriminación 
positiva favorecedora del principio de igualdad, y que está compuesta por los Convenios y Tratados 
Internacionales que versan sobre derechos de los pueblos indígenas y demás grupos étnicos y por 
normas constitucionales, legales y reglamentarias que establecen un conjunto de derechos y 
garantías especiales en beneficio de los pueblos indígenas apelando a la realidad de las diferencias 
culturales existentes entre la cultura mayoritaria y las culturas originarias. 
 
Y finalmente, los sistemas jurídicos propios que, como lo hemos dicho en el caso ecuatoriano 
constituyen sistemas de derecho reconocidos constitucionalmente y, en esa medida, válidamente 
aplicables en los territorios indígenas, los cuales están integrados por as normas, instituciones, 
usos, costumbre, procedimientos y métodos de control y regulación social propios de la tradición 
cultural de cada uno de los pueblos indígenas y que, como se sabe, están implícitos en su historia 
cultural, concepción espiritual, mitología y cosmovisión particulares, así como en sus sistema de 
parentesco, formas de propiedad, uso aprovechamiento y conservación de sus territorios. 
 
1.3.- PRINCIPIOS QUE SE DEBEN APLICAR EN LA ADMINISTRACION DE 
JUSTICIA 
 
La Constitución consagra en su Capítulo IV los principios rectores de la administración de justicia 
y su funcionamiento, siendo los principales, los de independencia, autonomía administrativa, 
económica y financiera, unidad jurisdiccional, gratuidad, publicidad y oralidad, conforme lo 
consagra el Artículo 168 de la Constitución. 
 
En concordancia, el Capítulo II del Código Orgánico de la Función Judicial, consagra los principios 
de: supremacía constitucional, prohibiendo a las autoridades judiciales restringir su aplicación; 
aplicabilidad directa e inmediata de la norma constitucional; interpretación integral de la norma 
constitucional, que manda a aplicar la norma constitucional con el tenor que más se ajuste a su 
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integridad; legalidad, jurisdicción y competencia; independencia de la función judicial; 
imparcialidad, que implica igualdad ante la ley; unidad jurisdiccional y gradualidad, especialidad; 
gratuidad, publicidad; principio de autonomía económica, financiera y administrativa; 
responsabilidad; dedicación exclusiva; de servicio a la comunidad; sistema medio de 
administración de justicia; dispositivo, de inmediación y concentración; celeridad; probidad; acceso 
a la justicia; tutela judicial efectiva de los derechos; interculturalidad; seguridad jurídica; buena fe y 
lealtad procesal; verdad procesal; obligatoriedad de administrar justicia; interpretación de normas 
procesales; colaboración con la función judicial; impugnabilidad en sede judicial de los actos 
administrativos; 
 
Es importante resaltar lo consagrado en el Artículo 169 del mismo Cuerpo de Leyes, que consagra:  
 
“El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 
celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se 
sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades”. 
 
En concordancia, el Artículo 172 expresa: 
 
“El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas procesales 
consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 
celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se 
sacrificará la justicia por la sola omisión de formalidades”. 
 
 
Por lo dicho, la Constitución se inspira en principios finalistas y por eso  se dan los lineamientos de 
cómo se debe administrar justicia, cada una de las disposiciones legales a este respecto, tiene 
concordancia con normas constitucionales. 
 
1.4.- Garantías Básicas.- Al respecto, es importantísimo citar el Artículo 76 de la Constitución 
de la República del Ecuador: 
 
“En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de cualquier orden, se 
asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes garantías básicas: 
 
1. Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de 
las normas y los derechos de las partes” 
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Toda autoridad administrativa o judicial debe dar cumplimiento a las normas establecidas en la 
Constitución y las leyes que forman parte del ordenamiento jurídico, de igual manera, estas deben 
garantizar la aplicación de los derechos de las partes, esto, con la finalidad de que los procesos 
administrativos y judiciales sean gestionados de manera independiente, con total autonomía sin 
presiones ni injerencias de ninguna clase. 
 
Aunque cuesta entender la independencia de los jueces, pues cuando alguien recibe una sentencia 
que no le gusta arremeta contra aquel que la ha dictado. El principio de independencia significa 
dejar trabajar a los jueces. 
 
El principio de independencia en un sistema judicial y en concreto en los tribunales penales que es 
el estamento judicial donde se dilucidan en una gran mayoría las sentencias pudiendo ser 
absolutorias o condenatorias para los justiciables, es esencial para la recta administración de la 
justicia a fin de que en algún momento se arraigue en las instituciones jurídicas encargadas de esta 
tarea. 
 
La declaración sobre los Principios Básicos Relativos a la Independencia de la Judicatura, 
adoptados por el séptimo congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Milán del 26 de agosto al 6 de 1985, confirmados por la 
Asamblea General en sus resoluciones 40/32 de 29 de noviembre de 1985 y 40/146 de 13 de 
diciembre de 1985 sobre la independencia de la judicatura indicada. 
 
Este principio debe entenderse como la libertad que tiende el tribunal penal para llevar adelante el 
proceso penal en la etapa correspondiente al proceso de juzgamiento o de juicio, sin ninguna 
interferencia sino solamente regio por lo que dicen las disposiciones legales respectivas. 
 
Recordemos lo que Guillermo Cabanellas al respecto nos dice sobe la libertad: se trata de la 
“facultad humana de dirigir el pensamiento o la conducta según los dictados de la propia razón y de 
la voluntad del individuo, sin determinismo superior ni sujeción a influencia del prójimo o del 
mundo exterior”, a lo que podemos agregar que, siendo así, el ser humano en este caso el juez es 
libre independientemente de la existencia de las normas que rigen su conducta y de las sanciones 
que, como resultado de la priorización adoptada, se deriven. Requiere de la estructura básica 
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ofrezca al ciudadano un esquema de libertades básicas, como la liberad de pensamiento, libertad y 
expresión
43
. 
 
“2. Se presumirá la inocencia de toda persona, y será tratada como tal, mientras no se 
declare su responsabilidad mediante resolución firme o sentencia ejecutoriada”. 
 
El ámbito de aplicación del principio de presunción de inocencia es el siguiente: a) Toda persona es 
inocente mientras no se demuestre lo contrario; b) La inocencia se presume, la culpabilidad se 
prueba, la carga de la prueba actualmente la tiene la Fiscalía General del Estado en los delitos de 
acción pública; mientras que en los delitos de acción privada la tiene el querellante; c) La persona 
debe ser tratada como si fuera inocente mientras está tramitándose el proceso penal; d) Sólo 
mediante sentencia condenatoria en firme o ejecutoriada, se desvanece la presunción de inocencia 
de una persona; e) El debido proceso va encaminado a demostrar que el imputado, acusado o 
procesado es culpable, no para que éste demuestre su inocencia, pues la carga de la prueba recalco 
la tiene la Fiscalía General del Estado en delitos de acción penal pública; y, el querellante en los 
delitos de acción penal privada; f) Con excepción de la sentencia condenatoria y debidamente 
ejecutoriada, no existe otra forma de declarar culpable a una persona y, g) Quien ha sido procesado 
e imputado en un delito, sino se le dicta sentencia condenatoria, ejecutoriada o firme conforme la 
ley, el procesado, SIGUE SIENDO INOCENTE. 
 
Por su parte, el Art. 312 del Código de Procedimiento Penal reformado, señala “La sentencia que 
declare la culpabilidad deberá mencionar como se ha comprobado conforme a derecho la existencia 
del delito y la responsabilidad del acusado; determinará con precisión el delito por el cual se 
condena y la pena que se impone. También debe determinar, cuando corresponda, la suspensión 
condicional de la pena y debe fijar el plazo dentro del cual se ha de pagar la multa.- Se debe decidir 
sobre las costas, la entrega de objetos incautados, el decomiso y la destrucción de objetos, según lo 
previsto en la ley”. 
 
El derecho a la presunción de inocencia, atribuida al acusado una determinada conducta prohibida 
por la ley penal, no se exige de éste comprobación alguna acerca de la inexactitud de esa 
imputación; en otras palabras, no le corresponde al acusado demostrar su inocencia, pues ese estado 
se presupone por disposición constitucional, sino que, por el contrario, recae sobre la parte 
acusadora la carga de demostrar la veracidad de los enunciados fácticos a que alude. 
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 CABANELLAS Guillermo “Diccionario enciclopédico de derecho usual. Ed. Heliasta tomo V Buenos Aires. 
2003” 
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La Corte Nacional de Justicia, con respecto a la presunción de inocencia, se ha pronunciado en el 
siguiente sentido: 
 
“El nexo de causalidad entre la conducta ilícita y el evento realizado. Respecto al in dubio pro reo, 
la Fiscalía hace las siguientes anotaciones: a) El in dubio pro reo, es una locución latina, según la 
cual toda duda debe resolverse a favor del reo, es una regla del derecho penal que obliga al juez a 
confirmar la inocencia del procesado en caso de duda, esto es cuando se presenta el caso de más 
allá de toda duda razonable sobre el examen de las pruebas, toda vez que nuestro Código de 
Procedimiento Penal exige que para que se dicte una sentencia condenatoria, la certeza de la 
existencia del delito y de la responsabilidad del acusado, lo cual supone que se lleve a cabo el 
debate contradictorio de las pruebas conforme al derecho probatorio, y si al final del caso arroja 
duda, ésta debe resolverse a favor del acusado con la confirmación de su inocencia; b) Hay que 
recalcar que el Art. 4 del Código Penal al tratar sobre la duda, se refiere a las reglas de la aplicación 
preferencial de la ley permisiva o favorable, sobre la ley restrictiva o desfavorable aún cuando sea 
posterior. La duda existe siempre que sea producto de una disparidad interpretativa resultante de la 
interpretación del mismo fallo, así se considera posible al aplicar las reglas generales de 
herramientas jurídicas y de las especiales o propias del derecho, así la duda que trata el Art. 4 del 
Código Penal, se aplica cuando hay conflicto de normas, pero no se aplica en la valoración de las 
pruebas; e) En resumen, el principio del in dubio pro reo, asegura que el estado de duda implica 
siempre una decisión de no punibilidad, pues sólo la certeza de culpabilidad, emanada de las 
autoridades legítimas para pronunciarlas, puede modificar la situación de inocencia reconocida 
constitucionalmente en el Art. 76 numeral 2, que manifiesta "Se presumirá la inocencia de toda 
persona, y será tratada como tal, mientras no se declare su responsabilidad mediante resolución firme o 
sentencia ejecutoriada". d) En conclusión, la duda es un punto importante entre la certeza positiva y la 
certeza negativa, porque el intelecto de los jueces que conforman el Tribunal de Garantías Penales, es 
llevado hacia el sí y luego hacia el no, sin poder quedarse en ninguno de estos dos extremos, de tal modo que 
en estas circunstancias el juez o el tribunal de garantías penales o en su caso la Sala de la Corte Provincial 
o Nacional, por mandato de la ley debe confirmar la inocencia del acusado, debiendo tener en cuenta el 
principio del in dubio pro reo”
44
. 
 
Asimismo, de no convencerse el tribunal con la prueba incorporada o, al menos, de estimar que 
existen dudas al respecto, el fallo deberá absolver al procesado por no haberse logrado destruir 
aquella presunción, en aplicación directa de la regla in dubio pro reo. Nadie se presume malo si no 
se prueba.   
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“3. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 
esté tipificado en la ley como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará 
una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá juzgar a una persona ante un 
juez o autoridad competente y con observancia del trámite propio de cada procedimiento”. 
 
Como una consecuencia del principio de legalidad se encuentra la exigencia de tipicidad del hecho, 
según la cual a la imposición de toda sanción debe precederle una previsión normativa en la que se 
describa de manera clara, precisa e inequívoca la conducta objeto de prohibición con todos sus 
elementos configurativos. 
 
La tipicidad  corresponde, no solamente a una de las categorías esenciales del delito, pues junto con 
la antijuridicidad y la culpabilidad permite que una conducta sea calificada como punible, sino que 
además está consagrada como norma rectora de la ley penal y por lo tanto  es de prevalente 
aplicación dentro del ordenamiento jurídico. 
 
La potestad con figurativa la tiene el legislador, quien al elaborar la ley penal, selecciona entre una 
amplia gama de comportamientos antijurídicos aquellos que afectan de manera más grave aquellos 
bienes jurídicos de mayor relevancia  y describe el supuesto de hecho junto con la consecuencia 
que de éste se deriva. Tales funciones tienen carácter constitucional y por ello, el fiscal carece de 
facultad para crear tipos penales o de adecuar las conductas a descripciones típicas diferentes a los 
actualizados por el infractor. 
 
“4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la Constitución o la ley no tendrán 
validez alguna y carecerán de eficacia probatoria”. 
 
Quintero Ospina, acertadamente enumera como principios generales de la prueba: 
 
- El de la universalidad, u obligación de demostrar lo que tiende a configurar, agravar o atenuar un 
delito; 
- El de necesidad, que prescribe que los hechos no existen sino se hallan demostrados; 
- El de adquisición o legalidad de la prueba, con base en el postulado que la prueba pertenece al 
proceso y no a las partes, exige ritualidad es en su producción: el de igualdad de oportunidades en 
su aducción; 
- El de contradicción, que reclama la posibilidad de controvertir los elementos desfavorables; 
- El de publicidad, o conocimiento, tanto del medio como del curso de su aducción e incorporación 
al paginario; y, 
- De libertad de su valoración, del que tanto se ha hablado." 
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El interrogatorio se lo formula en audiencia pública, bajo juramento, y lo puede decretar el 
Tribunal de manera oficiosa, o a petición de parte, éste tiene el carácter de personal, y tiene que ser 
oral, y es trascendental dentro del proceso, pues se lo toma a quien ha tenido la percepción de los 
hechos, debiéndose tener en cuenta las circunstancias que no afecten la idoneidad o imparcialidad 
del testigo. 
 
La garantía de inviolabilidad de la correspondencia, deriva de la libertad individual o es extensión 
de aquella referida a un sector concreto de su actividad personal. De esta apreciación se desprende, 
que se trata de una garantía que "pertenece o protege a todas las personas, sin excepción, cualquiera 
que sea su condición económica, o social, su categoría, su trabajo o profesión y ampara por igual al 
ciudadano común y al funcionario, al nacional y al extranjero". 
 
“5. En caso de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen sanciones 
diferentes para un mismo hecho, se aplicará la menos rigurosa, aún cuando su 
promulgación sea posterior a la infracción. En caso de duda sobre una norma que 
contenga sanciones, se la aplicará en el sentido más favorable a la persona infractora”. 
 
La norma contempla el principio de extra actividad de la ley o indubio pro reo. La duda no puede 
entrar jamás en la valoración de la prueba, ya que cuando esta es insuficiente, el Juez no puede 
dudar, sino que está obligado a condenar o absolver, la duda a favor del reo debe limitarse al campo 
de la interpretación. Es evidente, que el Juez puede dudar al momento de interpretar la ley que no 
se encuentre clara en su contenido. 
 
La garantía constitucional señalada dice que en caso de duda sobre una norma que contenga 
sanciones, la norma que contenga la sanción se aplicará en el sentido más favorable a la persona 
infractora, se refiere al caso de la interpretación de la norma, no al caso de valoración de la prueba. 
 
Si un juzgador tiene dudas en la interpretación o en la aplicación de la ley penal, debe resolverla a 
favor del reo. El “indubio pro reo” no solo es una regla para la valoración de la prueba en un 
proceso penal, sino también para la interpretación de la ley penal misma, y ello por mandato 
constitucional. 
 
“6. La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones 
penales, administrativas o de otra naturaleza”. 
 
El principio de proporcionalidad, tiene como finalidad evitar que se cometa abuso, arbitrariedad, y 
la desproporción en la materialización de una pena, la misma debe tomar una consideración, pues 
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tanto el delito cometido como la personalidad del infractor deben ser analizados dentro de su 
dimensión real. 
 
Los jueces deben apreciar, interpretar y aplicar las leyes y demás normas conforme a los dictados 
de las reglas y principios consagrados en la Constitución, de tal modo, que deben dejar de aplicar 
normas incompatibles con la Carta Fundamental, y entre las modalidades de su aplicación e 
interpretación, se escogerá la que más se ajuste al espíritu y el texto de la Constitución. 
 
“7. El derecho de las personas a la defensa incluirá las siguientes garantías”. 
 
Este precepto constitucional, reconoce la inviolabilidad del derecho de defensa que implica contar 
con el tiempo necesario para poder ejercerla, esto forma parte de la normativa internacional de los 
derechos humanos, reconocido expresamente en el Pacto de San José o Convención Americana de 
DD. HH. (cfr. Art. 8 de la Convención). 
 
Ricardo Vaca Andrade, expresa que el debido proceso es una acabada y perfeccionada institución 
jurídica estructurada debidamente bajo el amparo de las normas garantizadoras de la Constitución, 
de las leyes y de los pactos internacionales. Se entiende entonces que el debido proceso es el 
conjunto de derechos que alcanzan la categoría de garantías constitucionales, “que por su gran 
trascendencia jurídica y social, la Constitución no solo que las reconoce y garantiza, sino que 
también establece los medios jurídicos constitucionales de protección jurídica para que en la 
práctica procesal o en el curso de un determinado proceso se hagan efectivas
45
. 
 
De esta manera, el proceso válido -es decir, el debido proceso- cumple con la finalidad establecida 
en el Art. 169 de la Constitución de la República del Ecuador:  ser un medio para la realización de 
la justicia. 
 
El derecho al debido proceso, es el derecho a un proceso justo; a un proceso en el que no haya 
negación o quebrantamiento de los que cada uno tenga jurídicamente atribuido o asignado. De 
igual manera con su quebrantamiento se atenta contra la seguridad jurídica, puesto que 
precisamente estas normas del debido proceso son las que establecen los lineamientos que aseguran 
que una causa se ventile en apego al respeto de derechos constitucionales y a máximas garantistas, 
como el acceso a los órganos jurisdiccionales y el respeto a los principios, valores y garantías 
constitucionales. 
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Alshina expresa: “Si hay indefensión, hay nulidad, si no hay indefensión no hay nulidad”. Al 
omitirse el procedimiento determinado por la ley, se vicia de nulidad el proceso, porque al no 
observarse la tramitación del respectivo juicio, resultan omitidas las solemnidades requeridas en 
cada caso, para la legal discusión del asunto controvertido. Al respecto la doctrina expresa que 
“Principio fundamental del derecho procesal es la obligatoriedad de los procedimientos establecidos en la 
ley: El derecho procesal, por el mismo hecho de referirse a una de las funciones esenciales del Estado, es un 
derecho público, con todas las consecuencias que este acarrea, es decir, sus normas son de orden público, 
no pueden derogarse por un acuerdo entre las partes interesadas; son de imperativo cumplimiento”46. 
 
El derecho al debido proceso, tiene directa relación con el principio de preclusión, que es aquella 
situación procesal que tiene lugar cuando los justiciables no ejercen en forma oportuna o legal los 
recursos previstos por la ley adjetiva, o bien si incumplen con alguna obligación procesal, esto es, 
el no deducir ninguna reclamación dentro del término previsto por la ley respecto a una providencia 
determinada, ocasiona que ésta quede en firme, pues que el proceso deba desarrollarse por etapas 
es consustancial a su naturaleza 
 
Los fallos de la Corte Nacional de Justicia, Ex Corte Suprema, específicamente la Gaceta Judicial 
Año CII, serie XVII, No 8, Pág. 2263, ha expresado al respecto: 
 
“La preclusión  es una de las características del proceso moderno porque mediante ellas se obtiene: 
a) Que el proceso se desarrolle en orden determinado, lo que solo se consigue impidiendo mediante 
ella, que las partes ejerciten sus facultades procesales cuando les venga en gana sin sujeción a 
principio temporal alguno; b) Que el proceso esté constituido por diversas secciones o periodos, 
dedicados cada uno de ellos al desenvolvimiento de determinadas actividades. Concluido cada 
periodo, no es posible retroceder a otro anterior… c) Que las partes ejerciten en forma legal sus 
derechos y cargas procesales, es decir no solo dentro del término que para ello fije la ley, sino 
también con las debidas formalidades y requisitos”. 
 
La presente investigación, va enfocada específicamente a procesos de orden penal, cuya sanción 
punitiva en contra de la persona que ha delinquido o no, debe ser profundamente estudiada por los 
Jueces llamados a administrar justicia, por lo que es necesario estudiar las reglas del debido 
proceso en el juicio penal. Al respecto, la Corte Constitucional ha expresado: 
 
 “En el ámbito de aplicación de la ley penal, la Constitución ecuatoriana se ocupa de un catálogo de 
derechos constitucionales, acordados a favor de los imputados (Art. 77 Constitución de la República del 
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 Devis E, Hernando: “Teoría General del Proceso, Buenos Aires, Editorial Universidad, 3ra edición, 2004, p 
41. 
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Ecuador) y las víctimas (Art. 78 Constitución de la República del Ecuador), directamente relacionadas con 
el debido proceso, con el cual se pretende evitar que exista la imposición de una pena al imputado, sin antes 
haber sido oído y vencido en juicio, con el cumplimiento previo de un procedimiento en el cual se respeten 
sus derechos, vigentes en el régimen democrático. Para el ejercicio de la función punitiva se presenta un 
serio conflicto entre la obligación del Estado de proteger los bienes jurídicos de las personas mediante la 
imposición de sanción de las conductas (supra) y el de respetar los derechos constitucionales de los 
individuos sometidos en el proceso. Actos que responden al mandato de eficacia de la función pública y más 
precisamente de la función punitiva del Estado, que según Liszt, es él quien ha de tener límites muy precisos 
y claros en su intervención en los derechos de las personas, lo cual indica que el contenido de la conducta 
del derecho penal debe estar desarrollado específicamente con claridad. Es el proceso penal que, al 
intervenir en los derechos de las personas, contra quienes se dirige la investigación, debe saber hasta donde 
puede llegar, todo ello está en el marco del derecho constitucional penal y sus procedimientos, con el fin de 
mantener un equilibrio entre dos columnas vertebrales: el Estado y la necesaria protección de la sociedad, y 
el respeto de los derechos constitucionales de los individuos. ASÍ, la investigación que tenga una ilegítima 
intervención no debe tener validez alguna. Igualmente, ante la evidencia del cometimiento de un delito de 
acción pública, es responsabilidad del Estado la investigación seria de los hechos, la sanción a sus 
responsables y la reparación a las víctimas por la vulneración de sus derechos”47. 
 
El derecho al debido proceso, como se ha dicho es el derecho a un proceso justo, sin que sus 
normas puedan de ninguna manera estar sujetas a negociación, ni por las partes procesales ni por 
los administradores de justicia. 
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CAPITULO II 
 
EL DERECHO A LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA FRENTE AL CONTROL Y 
LA JURISDICCION CONSTITUCIONAL 
 
2.1  DE LA TUTELA JUDICIAL EFECTIVA COMO DERECHO FUNDAMENTAL 
 
El derecho a la tutela judicial efectiva, se traduce en su concepto más sencillo, tutela implica 
alcanzar una respuesta
48
. Ciertamente, ello pasa necesariamente por el acceso, sin que el hecho de 
que el mero acceso a la jurisdicción se pueda decir que asegure la eficacia de dicho proceso. En tal 
virtud, el derecho es realmente asumido, ejercitado y satisfecho, únicamente cuando el acceso a la 
jurisdicción desemboque en una decisión sobre el fondo del asunto, que reúna los requisitos 
constitucionales y legales del caso, es decir, que las pretensiones jurídicas del accionante sean 
resueltas con criterios jurídicos razonables. 
 
El término “tutela judicial efectiva” plantea uno de los concepto de mayor dificultad en su 
definición, porque debe ser visto desde una vertiente estrictamente procesal, bien como un derecho 
de naturaleza completa que se desarrolla a su vez, en varias vertientes, o porque se le considere 
como un derecho fundamental, consiguientemente, con su propia jerarquía lo que impone una 
consideración distinta de la mera óptica de componente del debido proceso
49
. 
 
Si bien la Constitución del 2008 consagra al Ecuador como estado constitucional de derechos y 
justicia, tal postulado afirma al valor justicia como una de las finalidades primigenias del Estado, 
por tanto de ello derivan ciertas obligaciones para tal aseguramiento. La necesidad de que el Estado 
asuma para sí la potestad de resolver los conflictos de relevancia jurídica, radica por su puesto en el 
ordenamiento jurídico, la exclusiva titularidad de esta potestad pertenece al Estado. 
 
En tal sentido, el derecho al a acción, es un auténtico derecho subjetivo de los ciudadanos, a que el 
poder público se reorganice de tal modo que los imperativos de justicia queden mínimamente 
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garantizados
50
. Esta reorganización consagrada en el texto constitucional, desempeña un papel 
decisivo en la estabilidad social y su sistema político. 
A los órganos de administración de justicia, les corresponde la tarea de juzgar y hacer ejecutar lo 
juzgado, como expresión de potestad jurisdiccional, no es más que la aplicación del derecho, con el 
propósito de dirimir conflictos y hacer efectivo el derecho declarado o constituido
51
. 
 
Puede decirse entonces, que hay una relación de acción- reacción entre la pretensión a la tutela 
jurídica como derecho abstracto y la pretensión material, que se deduce a través de una demanda en 
el proceso, no se trata solo del derecho de acudir ante los jueces y tribunales para obtener un 
pronunciamiento, sino de concretizar, dinamizar ese derecho mediante la pretensión procesal
52
. 
Esta concepción del derecho de acción se complemente con la pretensión procesal, y el deber 
prestacional del Estado, se manifiesta en plenitud cuando el proceso concluye con una resolución, 
que para ser tal debe cumplir con ciertas características. 
 
Más allá de la dificultad que ha supuesto la elaboración de una doctrina unitaria sobre el derecho al 
a acción
53
, su derivación inmediata es el derecho a la tutela judicial efectiva como finalidad propia 
del ejercicio de la función jurisdiccional y derecho con una configuración  características propias. 
En tal virtud, el derecho a la tutela judicial efectiva se traduce el poder acudir al órgano 
jurisdiccional del Estado para que éste otorgue una respuesta fundada en derecho a una pretensión 
determinada que se dirige a través de una demanda sin que esta respuesta deba ser necesariamente 
positiva a tal pretensión. 
 
En tal sentido, son las normas tanto sustantivas como adjetivas, las que regulan el derecho a ejercer 
las acciones correspondientes ante el órgano jurisdiccional correspondiente, y es esta actividad 
jurisdiccional, la que se fortalece en la medida que debe aplicar las normas, y siempre que éstas 
sean formal y sustancialmente compatibles con la Ley Fundamental. Es mediante ley que se 
configura un límite y un complemento para la democracia, ya que los derechos incorporados a la 
constitución implican prohibiciones y obligaciones impuestas a los poderes y a las mayorías, que 
de no mediar dicha interdicción, alcanzarían el grado de absolutos. Un complemento, porque estas 
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prohibiciones y obligaciones se configuran como garantías de los derechos de todos frente a los 
abusos de tales poderes, que podrían de otro modo facilitar el propio sistema democrático
54
. 
La tutela judicial efectiva, concebida hoy como derecho fundamental, puede ser observada como 
derecho fundamental cualificado y como derecho fundamental no cualificado
55
. En la primera, la 
jurisdicción constitucional analizará, por el recurso de que quepa según cada ordenamiento si la 
justicia ordinaria ha observado los contenidos básicos del derecho así como los múltiples derechos 
y garantías que, a su vez, constituyen su derivación. No se trata, entonces de realizar un control 
sobre el aspecto de fondo de la resolución, pero sí de las circunstancias que, en relación con el 
derecho fundamental, pudieron dar pie en algún momento a que se lo irrespete, lo que desencadena 
en falta de validez de dicha resolución, lo que implica que se dé una “vuelta” al momento en que se 
produjo la violación y se haga una nueva sustanciación del proceso. 
 
En el segundo aspecto, la tutela judicial efectiva considerada como derecho fundamental, y como 
derecho con contenido propio y distinto de sus componentes, se relaciona con la justicia como 
valor. Una aspiración lógica de la actividad jurisdiccional, es, precisamente en sus decisiones sean 
el reflejo de dicho valor; sin embargo de lo cual, éste no es materia de control constitucional, ya 
que ningún tribunal constitucional, puede garantizar la justicia
56
. 
 
Ambos espacios pueden entrelazarse, dando pie a lo que se ha llamado una “correcta solución 
judicial de las cuestiones planteadas”, o “derecho de toda persona a que se le haga justicia”57. Así como 
los derechos y garantías derivados del derecho a la tutela judicial efectiva hacen posible, en su 
conjunto una resolución justa, el problema para la jurisdicción constitucional radica en deslindar su 
análisis del contenido de la resolución en sí misma, para evitar lo que se ha hecho llamar como un 
“choque de trenes” con la jurisdicción ordinaria58. 
 
Siendo el derecho a la tutela judicial efectiva n derecho de naturaleza instrumental, su correcto 
análisis impone considerar sus contenidos esenciales, en cuanto a su falta o inobservancia, lo que se 
dirige en lo esencial a las incorrecciones procesales que han sido cometidas por los jueces y 
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tribunales, en lo demás, la ley procesal ha previsto remedios a disposición del justiciable para 
corregir las injusticias de las decisiones que pude producirse por múltiples causas.   
 
2.1.1. Naturaleza jurídica de la tutela judicial efectiva. 
 
El derecho a la tutela judicial efectiva, como actualmente está concebida, no es más que el derecho 
a la acción “constitucionalizado”, siendo éste que tiene derechos que pueden considerarse centrales 
en su concepto. De esta manera, la tutela judicial efectiva no puede ser considerado como un 
simple enunciado, sino que en el ámbito procesal ésta transforma en efectivas las promesas de 
certidumbre y coerción propias de las normas jurídicas
59
. 
 
El ordenamiento procesal, no puede ser visto como un mero conjunto de trámites y ordenación de 
aquel, sino más bien como un ajustado sistema de garantías para las partes, por el cual la tutela 
judicial efectiva refuerza la protección a otras garantías de naturaleza procesal, en caso de que éstos 
no tengan cobertura del texto constitucional. 
 
En mi opinión, el derecho a la tutela judicial efectiva, actualmente consagrado en el Artículo 75 de 
la Constitución, está directamente relacionado con lo consagrado en el Artículo 169 del mismo 
texto constitucional, esto es que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia, 
sin que se ésta pueda ser sacrificada por la sola omisión de formalidades. Es de tener en cuenta 
entonces, que no se puede pretender pensar que se goza del acceso a la jurisdicción, si no se ha 
conseguido por parte de los administradores de justicia un proceso justo, ajustado a las normas 
legales y procesales de protección a las partes, y no se ha obtenido por parte de éstos respuestas 
debidamente motivadas a los hechos alegados y a la reclamación exigida, en tanto en cuanto dicha 
resolución no pueda solamente ajustarse a la actuación del profesional del derecho que ha 
patrocinado la defensa y los errores procesales que se hubiera podido cometer, sino que esté dentro 
de las obligaciones del Juez, el estudiar a profundidad los hechos, los derechos, la legislación 
aplicable, es decir que se resuelva sobre el fondo del asunto controvertido. Hay un aforismo que 
dice “Dame el hecho y te daré el derecho”, los jueces están mandados a aplicar las normas 
constitucionales y legales al momento de tramitar y resolver una causa, aunque éstas no hubieren 
sido alegados por las partes, o lo hubieren sido alegadas erróneamente, todo esto traducido en el 
principio de iura novit curia. 
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EL JUEZ DEBE APLICAR EL DERECHO que corresponda al proceso, aunque no haya sido 
invocado por las partes o lo haya sido erróneamente. 
 
El Código Orgánico de la Función Judicial, dispone que la jueza o el juez debe aplicar el derecho 
que corresponda al proceso, aunque no haya sido invocado por las partes o lo que haya sido 
erróneamente
60
. 
 
Al no contemplar el supuesto del error en la invocación  de la norma, no debe conllevar a error en 
la aplicación del mismo.- Alsina al precisar: “Aunque las partes no invoquen el derecho, o lo hagan 
en forma errónea, al juez corresponde calificar la relación sustancial en litis y determinar la norma 
jurídica que rige”. 
 
El Juez, técnico en el Derecho, conocedor de las instituciones jurídicas y de la legislación, aplicará 
la norma jurídica pertinente, aun cuando el justiciable la haya omitido o se haya equivocado en su 
invocación. 
 
El haberse incorporado a la norma procesal vigente el aforismo iura novit curia, impone al juez el 
deber de su aplicación, pero en qué momento debe el juez corregir el derecho mal invocado, en que 
momento el juez puede solicitar la precisión del objeto de la pretensión, será sólo en la sentencia, 
es factible realizar tal labor a todo lo largo del proceso. 
  
Consideramos que la oportunidad de la aplicación de la máxima, pasa por tener en cuenta, el no 
afectar uno de los derechos que contempla la garantía fundamental del Debido Proceso, cual es,  el 
derecho de defensa, así como el de expedir una decisión justa solucionando el conflicto evitando la 
expedición de resoluciones inhibitorias. 
  
Al ser el Juez el Director del proceso, habiéndosele dotado para ello de las herramientas procesales 
que le permitan hacer eficaz  el servicio de justicia y al ser el aforismo una de esas herramientas, 
deberá aplicar el axioma jurídico  a lo largo del proceso y no únicamente al pronunciar sentencia. 
  
Otra oportunidad para aplicar el aforismo, es al momento de sanear el proceso, dado que el juez 
vuelve a revisar, a reexaminar la relación instaurada, de advertir que de los hechos emana un 
derecho diferente al pretendido, deberá proceder a su corrección. 
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Es común que se haga uso del iura novit curia, al momento de expedir sentencia, toda vez que es en 
dicho momento en que el juez deberá subsumir los hechos expuestos a una norma jurídica 
determinada; sin embargo cabe la posibilidad que no obstante las herramientas procesales que tiene 
a su alcance, corrobore recién en ese momento la existencia de error en la alegación  del derecho, 
¿cuál es la opción del juez? 
  
Deberá hacer uso del aforismo, siempre y cuando al aplicar la norma correcta, no afecte el objeto 
de la pretensión demandada, debiendo además verificar si los hechos de cual emana el derecho 
correcto, han sido materia de debate y de prueba. 
 
Como todo derecho fundamental, a la tutela judicial efectiva se le puede distinguir por su contenido 
esencial. Pero en el caso particular, la fórmula debe emplearse en plural por tener varios aspectos. 
Según como se entiendan estos “contenidos esenciales”, dependerá también la formulación que 
tanto el legislador como el poder jurisdiccional adopten con respecto al derecho. Parece más 
adecuado considerar la teoría relativa sobre el contenido esencial de los derechos fundamentales 
para configurar la a la tutela judicial efectiva. Según ella, el contenido esencial del derecho 
fundamental no es inmutable, sino determinable en forma casuística “en atención de las 
circunstancias del caso y perjuicios que se produzcan en él, tato para el derecho intervenido como para el 
bien protegido a través de su limitación”61.  
 
En tal virtud, se ha agrupado estos contenidos en cuatro grandes “vertientes”: el derecho de acceso 
a la justicia, a la defensa en el proceso; el derecho a una resolución motivada y congruente; y, el 
derecho a la efectividad de las decisiones jurisdiccionales, con especial énfasis en el derecho a la 
ejecución de la sentencia. Cada uno de los contenidos se despliega a su vez, en un conjunto de 
derechos y garantías que hacen posible, en cada caso, el derecho a la tutela judicial efectiva
62
. 
 
En caso de producirse violaciones a dichos derechos y garantías, es necesario que exista un 
mecanismo idóneo para reconocerlas y repararlas, es así que ahora en el Ecuador, se ha creado la 
acción extraordinaria de protección, cuyo conocimiento incumbe a la Corte Constitucional, sin que 
esto signifique que los jueces y tribunales de la justicia ordinaria no estén obligados a garantizar a 
las partes procesales el cumplimiento de las garantías de protección a los derechos. 
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La tutela judicial efectiva, impone ciertas vinculaciones para el poder legislativo. El efecto 
irradiante del derecho fundamental de prohíbe “desconocer la eficacia de los derechos en las 
regulaciones, orgánicas y ordinaria, tanto de las relaciones jurídico públicas como de las jurídico 
privadas”63. El legislador, cuando debe formular las normas relacionadas con este derecho, no 
puede conculcar su contenido esencial, y además deberá organizar adecuadamente el sistema de 
protección del derecho, recordando siempre que las condiciones establecidas a través de la ley, 
deben ser razonables o sustentadas en la necesidad de sistematizar adecuadamente su ejercicio. 
 
2.1.2.- Derecho de carácter prestacional de configuración legal 
 
El derecho a la tutela judicial efectiva, impone al Estado obligaciones de tipo positiva como 
negativa, en un caso, para realizarlos y eliminar toda traba a nivel legislativo y procesal que impida 
su efectiva vigencia; en otro, para evitar interferir en la esfera de su ejercicio, siempre que esa 
órbita se ajuste a lo previsto en el ordenamiento jurídico
64
. 
 
A diferencia de otros derechos que exigen únicamente un deber de abstención, la tutela judicial 
efectiva requiere del Estado hacer lo necesario para garantizar su ejercicio e instituir los 
procedimientos que se requieran para tal ejercicio. Sea desde el ámbito normativo o en el 
establecimiento de órganos y procedimientos adecuados, el contenido del derecho a la tutela 
judicial efectiva comprende varios derechos de prestación. 
 
Es de tener en cuenta, que como se ha dicho la tutela judicial efectiva es un derecho de prestación 
constitucionalizado, éste mismo aspecto exige algunos cambios evolutivos en la administración de 
justicia, no solamente de orden legislativo, sino de orden administrativo y estructural, si este 
derecho se traduce en acceso a la jurisdicción, en el sentido de que lo concebido como justicia se lo 
obtenga en los límites del marco legal establecido, no podríamos afirmar que dentro de la realidad 
ecuatoriana, se pueda hacer efectivo este derecho sin un cambio sustancial en todo el aparato que 
conforma el poder judicial y legislativo. 
 
La Corte Constitucional, en su sentencia Nro. 032-12- SEP-CC, del caso Nro. 211-10-EP, se ha 
referido a este derecho en el siguiente sentido: 
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“De esta forma, el sistema de administración de justicia se lo asimila como la última frontera donde 
los ciudadanos valoran si sus derechos son efectivamente respetados y garantizados, por lo que se 
hace imperiosa la necesidad de facilitar y favorecer no solo el acceso a la justicia, sino el acceso 
efectivo a la misma
65
. De aquello se colige que el acceso a la justicia se transforma en el derecho 
humano que toda persona posee para hacer valer jurisdiccionalmente un derecho que considera 
vulnerado.- Sobre su conceptualización se considera que: "el (...) acceso a la justicia no es unívoco 
ni sencillo. Generalmente es entendido como capacidad para acceder al "bien o servicio" 
denominado "tutela judicial"; en otras palabras, como capacidad para acudir a los tribunales y 
obtener de ellos una resolución (justa) sobre un conflicto o disputa, ya sea entre sujetos privados 
(civil), entre sujetos privados y públicos (penal, administrativo...) o entre sujetos públicos"
66
. Es 
decir que el derecho a la tutela jurisdiccional es consentido como el derecho de toda persona a que 
se le «haga justicia», a que cuando pretenda algo de otra, esta pretensión sea atendida por un 
órgano jurisdiccional, a través de un proceso con unas garantías mínimas
67”. 
 
En el numeral 9no del Artículo 11 de la Constitución, se consagra que el Estado será responsable 
por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, 
violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del 
debido proceso. En tal virtud, se genera con esta constitucionalización del derecho a la tutela 
judicial efectiva, la responsabilidad del Estado, por los perjuicios de tales violaciones, dando al 
justiciable el poder de accionar contra el Estado para obtener la indemnización correspondiente. 
 
Con todo lo que abarca el derecho de acción o el derecho a la tutela judicial efectiva, nos lleva a 
pensar que en cumplimiento de tal principio, el juez deja de ser un “director del proceso”, pasando 
realmente a un activismo judicial dentro de sus funciones, porque sobre éste recae el respeto al 
derecho de acción y de contra acción de cada una de las partes procesales, siendo más específicos 
en el juicio penal sea éste el acusado, acusador o fiscal en representación del Estado, quien también 
tiene una inmensa responsabilidad, porque es quien debe accionar e impulsar el proceso penal, pero 
siempre guardando el respeto a los derechos humanos y todo lo que abarca la tutela judicial 
efectiva. El Juez, viene a ser el “custodio responsable del derecho sustancial disputado por las 
partes, y perceptivo de las condiciones materiales o sociales que rodean al hecho; dando énfasis a la 
necesidad de la defensa en juicio o comparecencia de las partes en equidad, con poder suficiente 
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para disponer medidas de tutela urgente, o preventivas, también llamadas medidas de satisfacción 
inmediata o precautorias, y reafirmando su voluntad de dar a cada uno su derecho en el momento 
oportuno
68
. 
 
2.1.3.- La tutela judicial efectiva en relación a las garantías del debido proceso en el 
juicio penal 
 
Siendo que el Ecuador está consagrado como Estado Constitucional de derechos y justicia, invoca 
un derecho por principios, lo cual tiene una gran importancia en el desarrollo de la actividad 
jurisdiccional, por lo que estamos frente a una posibilidad de inconstitucionalidad de actuaciones 
judiciales, por ser lesivos al principio constitucional del debido proceso y del derecho de defensa 
que es uno de los pilares del derecho de tutela judicial efectiva. 
 
Cuando nos referimos al debido proceso entendemos por tal, a aquel en el que se respeten las 
garantías y derechos fundamentales, previstos en la Constitución, en las leyes que rigen el 
ordenamiento legal del país, y en los pactos, tratados y convenios que han sido ratificados y que en 
consecuencia forman parte de la normativa interna del país y que son de forzoso e incuestionable 
cumplimiento.  
 
El debido proceso penal por su especificidad, tiene que ver con el respeto a las garantías y derechos 
fundamentales, que le asisten a cualquier ciudadano que es objeto de una imputación delictiva o 
que es sometido a un proceso penal. La legalidad del debido proceso penal es un imperativo propio 
de la vigencia de un Estado de Derecho en el que deben hacerse efectivos los principios rectores 
del proceso penal, que en definitiva constituyen y dan contenido a la garantía del debido proceso; 
esos principios rectores son la columna vertebral de un sistema procesal penal determinado
69
. 
 
Para Alfonso Zambrano Pasquel, hablar del debido proceso penal es referirnos igualmente al 
respeto a los derechos humanos en la Administración de Justicia Penal, que como sabemos se 
refieren a aquellos derechos fundamentales que le son reconocidos a cualquier persona que, por una 
u otra razón, justa o injustamente entran en contacto con los sistemas de justicia penal en un país, 
                                                          
68
 Gustavo Silva Cajas, tesis, “Acción extraordinaria de protección y cosa juzgada”, UDLA, p.p. 168 
69
 JORGE ZAVALA BAQUERIZO, EL debido proceso penal, Edino, 2002, p.p. 351. 
39 
 
refiriéndonos a un concepto de justicia penal en sentido amplio; es decir teniendo en cuenta no solo 
la fase judicial - penal, sino que cubre la actividad de los órganos represivos del Estado
70
. 
El debido proceso es un principio jurídico procesal o sustantivo según el cual toda persona tiene 
derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo dentro del 
proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus pretensiones frente al juez. 
 
Encontramos así establecidas como garantías del ciudadano: el principio de legalidad y tipicidad, el 
derecho a ser juzgado de acuerdo con la ley preexistente, el in dubio pro reo, la proporcionalidad 
entre la pena y la infracción penal, así como las penas alternativas a la privación de la libertad, el 
derecho a conocer las razones de una detención en forma inmediata, el derecho a declarar en su 
lengua materna, el derecho a la no incriminación respetando el “derecho al silencio”, el principio 
de la incoercibilidad del imputado y la inviolabilidad del derecho de defensa con la asistencia legal 
obligatoria, el respeto al juez competente como único facultado para ordenar la restricción de 
libertad, el principio de presunción de inocencia, la caducidad de la prisión preventiva, el derecho a 
ser informado de cualquier indagación en su contra, la motivación de las medidas de aseguramiento 
y en general de las resoluciones de los poderes públicos, la falta de eficacia probatoria de las 
actuaciones cumplidas con violación de la Constitución o las leyes, y el respeto absoluto a la 
prohibición de la reformatio in peius, el respeto al derecho al contradictorio obligando incluso la 
comparecencia de testigos y de peritos, el respeto al non bis in idem y la garantía de cosa juzgada
71
. 
 
Hablar del debido proceso penal es referirnos igualmente al respeto a los derechos humanos en la 
Administración de Justicia Penal, que como sabemos se refieren a aquellos derechos fundamentales 
que le son reconocidos a cualquier persona que, por una u otra razón, justa o injustamente entran en 
contacto con los sistemas de justicia penal en un país, refiriéndonos a un concepto de justicia penal 
en sentido amplio; es decir teniendo en cuenta no solo la fase judicial - penal, sino que cubre la 
actividad de los órganos represivos del Estado conforme dijimos precedentemente
72
. 
 
El derecho a la defensa, consagrado en el Artículo 76 numeral 7mo de la Constitución, es una 
manifestación del debido proceso, por lo que la relación existente entre la tutela judicial efectiva y 
la prohibición de la indefensión, se configuran en un único derecho: el derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión. 
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En este orden, la indefensión es un concepto mucho más amplio, quizá también más ambiguo o 
genérico, pues puede originarse por múltiples causas. Sólo puede prosperar su alegación cuando de 
alguna forma, generalmente por violación de preceptos procedimentales, se impida al acusado 
ejercitar oportunamente su defensa, cuando se obstaculiza el derecho de defensa como posibilidad 
de refutar y rechazar el contenido de la acusación que en su contra se esgrime. 
 
Así lo delimita la Constitución de la República, al establecer en su artículo 75: Toda persona tiene 
derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e 
intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en ningún caso quedará en 
indefensión. 
 
En razón de lo expuesto, toda persona tiene derecho a preparar su defensa con el tiempo necesario 
y contando con los medios adecuados, es decir, en igualdad de condiciones que la parte acusadora. 
Precisamente “uno de los pilares de este derecho es el deber de la acusación de descubrir 
sustancialmente la fundamentación de su postura a la parte acusada, y ello para impedir situaciones 
de sorpresa o engaño que redundarían en una inadecuada preparación de la defensa. 
 
2.1.4.- El derecho a la verdad como derecho fundamental 
 
Si bien es cierto, constitucionalmente se ha consagrado el derecho de acudir ante los órganos 
jurisdiccionales competentes con el fin de hacer valer sus derechos, también es un derecho 
fundamental el tener acceso a la verdad en el proceso judicial. 
 
Así se ha consagrado ante la Corte Interamericana de derechos humanos, cuando se ha resuelto 
sobre la relatividad de la cosa juzgada, de lo que hablaremos más adelante. Es evidente, que en los 
numerosos cambios y regímenes inestables que se han producido en América Latina, se han dado 
numerosas violaciones a los derechos humanos, y en muchos de estos casos, han quedado en la 
impunidad, sea con absoluciones a los violadores de derechos humanos, sea con procedimientos 
judiciales que han resultado un remedo al proceso penal, que ha desembocado en sanciones que no 
se han acercado si quiera a la proporcionalidad de la gravedad del delito causado. 
 
En el derecho internacional humanitario se ha consagrado, en virtud de lo dicho, que aunque la 
víctima directa de la violación a sus derechos, renuncie a su reclamación, es obligación del estado 
el sancionar al violador de los derechos humanos consagrados internacionalmente. 
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Cuando las normas de Derecho interno que garantizan los derechos consagrados en la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos no son observadas, “entonces el Estado debe aplicar las 
disposiciones previstas por la Convención para garantizar y hacer efectivos los derechos y libertadas 
previstos en ella”73. 
 
El derecho a la verdad es, en ese sentido, un bien jurídico colectivo inalienable. Al lado de la 
dimensión colectiva, el derecho a la verdad tiene una dimensión individual, cuyos titulares son las 
víctimas, sus familiares y sus allegados. El conocimiento de las circunstancias en que se 
cometieron las violaciones de los derechos humanos y en caso de fallecimiento o desaparición del 
destino que corrió la víctima por su propia naturaleza, es de carácter imprescriptible. “Las personas, 
directa o indirectamente afectadas por un crimen de la dimensión de los llamados delitos de lesa humanidad, 
tienen derecho a saber siempre, aunque haya transcurrido mucho tiempo, desde la fecha en la cual se 
cometió el ilícito, quién fue su autor, en qué fecha y lugar se perpetró, cómo se produjo, por qué se ejecutó, 
dónde se hallan sus restos, entre otras cosas”74, configurándose de esta manera el derecho colectivo a 
la verdad. 
 
2.2.- CONTROL CONSTITUCIONAL 
 
La doctrina ha llamado "Guardián de la Constitución" para caracterizar la jurisdicción 
constitucional, es decir, un tipo de organización judicial encargada de asegurar su primacía, ante el 
poder del Estado y de la sociedad, mediante instrumentos jurídicos
75
. 
 
Esto es lo que permite decir a Félix Ermacora, que la jurisdicción constitucional tiene una doble 
naturaleza, es decir, que desde el punto de vista de su estructura organizativa y normativa es una 
institución jurídica, pero política por la influencia del poder político en su integraci6n y sus efectos 
en el Estado
76
. 
 
Es el mecanismo jurídico que permite afirmar la existencia de concordancia formal y material, 
entre la norma inferior y la norma suprema, la Constitución, de tal manera que la concordancia 
material analiza respecto del contenido de la parte dogmática de la Constitución, mientras que la 
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concordancia formal se confluye con el respeto del órgano y procedimiento para la creación de la 
norma inferi9o1q1wor, con las disposiciones contenidas en la parte orgánica de la Constitución. 
El control constitucional, cuyo cargo actualmente es exclusivo de la Corte Constitucional, renace 
como instrumento de protección de la libertad del ciudadano y como principio limitativo del poder 
del Estado. Este, aparece ligado a la idea de un gobierno limitado por el Derecho, evitando así el 
despotismo. 
 
Existe el control constitucional en abstracto, consistente en la facultad de impugnar directamente 
una ley, sin necesidad de que exista un proceso previo; y el control constitucional en concreto, que 
es una iniciativa de los órganos jurisdiccionales, cuando la impugnación se la hace dentro de un 
proceso ordinario. 
 
Tiene por objeto asegurar la eficacia de las normas constitucionales, en especial de los derechos y 
garantías establecidas a favor de las personas, que son permanentes, aplicables e invocables ante 
cualquier autoridad jurisdiccional o administrativa. 
 
En cuanto al control constitucional, la Corte Constitucional ocupa la cúspide, estando sobre 
cualquier unidad jurisdiccional o administrativa, de ahí su amplísima facultad de crítica y de 
control a todos los órganos que ejercen jurisdicción. 
 
Según el Artículo 429 de la Constitución, la Corte Constitucional es el máximo órgano de control, 
interpretación constitucional y de administración de justicia en esta materia, con jurisdicción 
nacional y sede en la ciudad de Quito. 
 
Es la máxima instancia de interpretación de la Constitución, de los tratados internacionales de 
derechos humanos ratificados por el Estado ecuatoriano, a través de sus dictámenes y sentencias, 
cuyas decisiones tendrán carácter vinculante. 
 
El Artículo 144 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, 
determina las competencias de la Corte Constitucional, dándole amplísimas facultades en el 
análisis de la constitucionalidad del actuar de los poderes públicos. 
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2.2 JURISDICCION CONSTITUCIONAL 
 
Debe ser entendida en sentido objetivo y subjetivo, reservando el primero para las funciones 
jurisdiccionales destinadas a la tutela de derechos e intereses relativos a la materia, el segundo 
atañe a los órganos de la magistratura que ejercen tales funciones. 
El poder de juzgar que otorga el Estado a la Corte Constitucional, cuenta con varias normas 
destinadas al requerimiento de mantener el principio de supremacía de las normas constitucionales, 
sin los cuales la sociedad entraría en una crisis profunda, antecedente inmediata de su 
descomposición. La Constitución constituye la más pura expresión del contrato social, 
definitivamente la única manera de justificar la existencia del Estado, pues no se puede concebir 
que nació como consecuencia de la fuerza, hijo de la acción brutal y cruel, depredadora de un 
grupo sobre otro. 
 
La nueva concepción implica que el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, 
social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico, fundado 
en la solidaridad, dignidad, trabajo, prevalencia del interés general
77
, traducido en la aplicación 
directa de los derechos constitucionales, pero también en la sanción constitucional, al 
incumplimiento de los deberes establecidos. 
 
Lo dicho, implica que en el Ecuador, desde la vigencia de la nueva Constitución, se establece el 
libre acceso a la justicia,  por lo que si el Juez incumple con ese deber fundamental establecido en 
la Carta Fundamental, existe la acción extraordinaria de protección. 
 
2.3.- LA CORTE NACIONAL Y LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
2.3.1.- La Corte Nacional 
 
La Corte Nacional, de acuerdo a la Constitución de 2008, es el máximo tribunal de jurisdicción 
ordinaria y su autoridad se desarrolla a través de las salas especializadas, que actualmente están 
sujetas al principio de diversidad igualitaria, esto es que cada Sala es independiente de las demás, 
pues los asuntos encomendados a cada una de las salas son diferentes de las asignadas a las demás, 
de tal modo que consultan y resuelven su propia especialidad, en los recursos de casación y 
revisión en las distintas materias. 
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Las funciones de la Corte Nacional de Justicia, se encuentran singularizadas en el Artículo 183 de 
la Constitución, y le otorga jurisdicción en todo el territorio nacional, integrado por veinte y un 
jueces, organizados en las Salas especializadas, quienes deben elegir un Presidente que durará tres 
años en sus funciones, y ejerce la representación de la Función Judicial. 
 
Conforme lo consagra el Artículo 185 de la Constitución, las sentencias emitidas por las salas 
especializadas de la Corte Nacional de Justicia que reiteren por tres ocasiones la misma opinión 
sobre un mismo punto, obligarán a remitir el fallo al pleno de la Corte a fin de que ésta delibere y 
decida en el plazo de hasta sesenta días sobre su conformidad. Si en dicho plazo no se pronuncia, o 
sí ratifica el criterio, esta opinión constituirá jurisprudencia obligatoria. 
 
La jueza o juez ponente para cada sentencia será designado mediante sorteo y deberá observar la 
jurisprudencia obligatoria establecida de manera precedente. Para cambiar el criterio 
jurisprudencial obligatorio la jueza o juez ponente se sustentará en razones jurídicas motivadas que 
justifiquen el cambio, y su fallo deberá ser aprobado de forma unánime por la sala. 
 
En cuanto a las Cortes Provinciales, juzgados y Tribunales de primera instancia, la Constitución 
manda: 
 
En cada provincia funcionará una corte provincial de justicia integrada por el número de juezas y 
jueces necesarios para atender las causas, que provendrán de la carrera judicial, el libre ejercicio 
profesional y la docencia universitaria. Las juezas y jueces se organizarán en salas especializadas 
en las materias que se correspondan con las de la Corte Nacional de Justicia. 
 
El Consejo de la Judicatura determinará el número de tribunales y juzgados necesarios, conforme a 
las necesidades de la población. 
 
En cada cantón existirá al menos una jueza o juez especializado en familia, niñez y adolescencia y 
una jueza o juez especializado en adolescentes infractores, de acuerdo con las necesidades 
poblacionales. 
 
En las localidades donde exista un centro de rehabilitación social existirá, al menos, un juzgado de 
garantías penitenciarias. 
 
En aplicación del principio de unidad jurisdiccional, el Artículo 188 de la Constitución, consagra 
que  los miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados por la justicia 
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ordinaria. Las faltas de carácter disciplinario o administrativo serán sometidas a sus propias normas 
de procedimiento. 
 
En razón de la jerarquía y responsabilidad administrativa, la ley regulará los casos de fuero. 
 
La Constitución se ocupa de la Justicia de Paz, en su Artículo 189 en adelante, y dispone que las 
juezas y jueces de paz resolverán en equidad y tendrán competencia exclusiva y obligatoria para 
conocer aquellos conflictos individuales, comunitarios, vecinales y contravenciones, que sean 
sometidos a su jurisdicción, de conformidad con la ley. En ningún caso podrá disponer la privación 
de la libertad ni prevalecerá sobre la justicia indígena. 
 
Las juezas y jueces de paz utilizarán mecanismos de conciliación, diálogo, acuerdo amistoso y 
otros practicados por la comunidad para adoptar sus resoluciones, que garantizarán y respetarán los 
derechos reconocidos por la Constitución. No será necesario el patrocinio de abogada o abogado. 
 
Las juezas y jueces de paz deberán tener su domicilio permanente en el lugar donde ejerzan su 
competencia y contar con el respeto, consideración y apoyo de la comunidad. Serán elegidos por su 
comunidad, mediante un proceso cuya responsabilidad corresponde al Consejo de la Judicatura y 
permanecerán en funciones hasta que la propia comunidad decida su remoción, de acuerdo con la 
ley. Para ser jueza o juez de paz no se requerirá ser profesional en Derecho. 
 
2.3.2.- La Corte Constitucional 
 
Es el máximo órgano de control, interpretación constitucional y de administración de justicia en 
esta materia, con jurisdicción nacional y sede es la ciudad de Quito. 
 
Goza de autonomía administrativa y financiera, cuyos miembros no están sujetos a juicio político 
ni podrán ser removidos por quienes los designen, sin embargo, están sometidos a los mismos 
controles que el resto de autoridades públicas y responderán por los demás actos u omisiones que 
cometan en el ejercicio de sus funciones. 
 
Sin perjuicio de la responsabilidad civil, en caso de responsabilidad penal únicamente serán 
acusados por la Fiscal o el Fiscal General de la Nación y juzgados por el pleno de la Corte 
Nacional de Justicia, para cuyo efecto se requerirá el voto conforme de las dos terceras partes de 
sus integrantes. 
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Su destitución será decidida por las dos terceras partes de los integrantes de la Corte 
Constitucional. El procedimiento, los requisitos y las causas se determinarán en la ley. 
 
Está  integrada por nueve miembros que ejercerán sus funciones en plenario y en salas de acuerdo 
con la ley, desempeñando sus cargos por un periodo de nueve años, sin reelección inmediata y 
serán renovados por tercios cada tres años. 
 
Para ser designado miembro de la Corte Constitucional, manda el Artículo 433 de la Constitución, 
se requerirá: 1. Ser ecuatoriana o ecuatoriano y encontrarse en ejercicio de sus derechos políticos; 
2. Tener título de tercer nivel en Derecho legalmente reconocido en el país; 3. Haber ejercido con 
probidad notoria la profesión de abogada o abogado, la judicatura o la docencia universitaria en 
ciencias jurídicas por un lapso mínimo de diez años; 4. Demostrar probidad y ética; 5. No 
pertenecer ni haber pertenecido en los últimos diez años a la directiva de ningún partido o 
movimiento político. 
 
Sus miembros, se designarán por una comisión calificadora que estará integrada por dos personas 
nombradas por cada una de las funciones, Legislativa, Ejecutiva y de Transparencia y Control 
Social, se realizará de entre las candidaturas presentadas por las funciones anteriores, a través de un 
proceso de concurso público, con veeduría y posibilidad de impugnación ciudadana, procurando la 
paridad entre hombres y mujeres. 
 
La Corte Constitucional elegirá de entre sus miembros, a una Presidenta o Presidente y a una 
Vicepresidenta o Vicepresidente, quienes desempeñarán sus funciones durante tres años, y no 
podrán ser reelegidos de forma inmediata. La Presidenta o Presidente ejercerá la representación 
legal de la Corte Constitucional. 
 
La Corte Constitucional ejerce, siendo la máxima instancia de interpretación de la Constitución, de 
los tratados internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado ecuatoriano, sus 
decisiones tienen carácter vinculante. 
 
2.3.3.- El recurso de casación  
 
En la normativa vigente, está presente la Ley de Casación, pero al hablar del recurso de casación no 
se hace la simple referencia a un instituto procesal, sino que conjuntamente se alude al Tribunal de 
Casación, (Corte Nacional), que lo decide y debe estar ubicado en una alta jerarquía judicial, a fin 
de que sus fallos sean acatados. Existen distintas definiciones dadas por los procesalistas más 
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destacados, como JORGE ENRIQUE TORRES ROMERO, quien la define como una acción 
extraordinaria y específica de impugnación, mediante la cual se pretende anular parcial o 
totalmente una sentencia definitiva, dictada por un tribunal superior, cuando contiene errores in 
iudicando o inprocedendo, acción impugnativa que es conocida por la Corte Nacional de Justica 
(antes Corte Suprema) que solo procede por motivos taxativamente señalados por la ley 
procedimental. 
 
En consecuencia es un recurso extraordinario que con la finalidad de defender el derecho objetivo, 
pretende unificar la jurisprudencia nacional y de reparar el agravio de la parte afectada, se 
interpone ante la Corte Nacional de Justicia, que conoce por intermedio de una de las salas 
especializadas, para anular total o parcialmente con o sin reenvío una resolución de segunda 
instancia, a la que se le atribuye vicios, ya sea por errores in procedendo o por errores in iudicando, 
mediante la invocación de las causales establecidas en la ley. 
 
Cabanelas, la define como la “acción de anular y declarar sin ningún efecto un acto o documento/ 
La instancia excepcional, al punto de no resultar grato a los procesalistas el término, que permite 
recurrir contra el tribunal de apelación u otros especiales (como los amigables componedores), tan 
solo en los casos estrictamente previstos en la ley, cuando se haya incurrido en el fallo contra el 
cual se acude en casación, bien en una infracción evidente de la ley o en la omisión de alguna 
formalidad esencial en el procedimiento”78. 
 
Por su parte, Calamandrei, la define como “un instituto judicial consistente en un órgano único del 
Estado (Corte de Casación) que a fin de mantener la exactitud y uniformidad de la interpretación 
jurisprudencial dada por los Tribunales al derecho objetivo, examina solo en cuanto a la discusión de las 
cuestiones de Derecho, la sentencia de los jueces inferiores, cuando las mismas son impugnadas por los 
interesados mediante un remedio judicial (recurso de casación) utilizables solamente contra las sentencias 
que contengan un error de derecho, en la resolución de mérito”
79
. 
 
El recurso de casación sólo podrá fundarse en una las causales contempladas en el Artículo 3 de la 
Ley de Casación, siendo éstas específicas, por lo que no se puede invocar una misma causal para la 
misma norma jurídica que se considere violada en la sentencia impugnada mediante este recurso 
extraordinario. 
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Al respecto, existe abundante jurisprudencia, sobre la formalidad del recurso de casación, y lo 
minucioso de su análisis, como ejemplo, resolución de triple reiteración N° 137-2003, Juicio N° 
146-2001-Segunda Sala de lo Civil y Mercantil de la Ex Corte Suprema de Justicia, en el 
considerando tercero expresa: “TERCERO: Los mismo que no tienen relación con la causal 
invocada; pues debe existir un vínculo de coherencia entre la causal que se alega y las normas que 
se estiman infringidas; en el caso tal coherencia no existe…”. 
 
Para el Doctor Santiago Andrade Ubidia, dice: “Cuando se interpone el recurso de casación debe 
señalarse concreta y específicamente las disposiciones legales que estima han sido violadas … pero 
hay que recalcar en algo muy importante: deberá realizarse la proposición jurídica completa. A este 
respecto, debe recordarse que toda norma jurídica de derecho, estructuralmente contiene dos partes: 
la primera, un supuesto de hecho, y la segunda un efecto jurídico. La primera parte es una 
hipótesis, un supuesto; la segunda es una consecuencia, un efecto; cuando en una norma de derecho 
no se encuentran estas dos partes, es porque ella se halla incompleta y hay que completarla o 
complementarla con otra norma o normas para formar la proposición jurídica completa, “deben 
integrarse las normas de derecho complementarias para hacer la proposición de derecho completa, 
es decir para que tenga el supuesto de hecho y el efecto jurídico”; pues bien, cuando se casa un 
fallo en el escrito de fundamentación “hay que indicar la norma precisa e inequívoca que ha sido 
violada, pero no solo la norma sino todas las normas que integran la proposición jurídica completa…” … Se 
debe, en la fundamentación explicar claramente y de qué manera se han violado las normas invocadas”80. 
 
El escrito de interposición del recurso de casación, debe contiene en forma pormenorizada los 
fundamentos en que se apoya el recurso, está  disponiendo implícitamente que el recurrente 
explique cómo y por qué fue infringida cada una de las normas que cita como violadas, y como ello 
ha influido en la decisión de la causa, pues no se podría fundamentar un recurso únicamente 
citando las disposiciones que se consideran infringidas. 
 
Al respecto, la jurisprudencia es coincidente en afirmar que: “La fundamentación de la infracción debe 
hacerse en forma clara y precisa, sin incurrir en imputaciones vagas, vinculado el contenido de las normas 
que se pretenden infringidas con los hechos y circunstancias a que se refiere la violación, esto es que la 
infracción debe ser demostrada sin que a tal efecto baste señalar que la sentencia infringió tal o cual 
precepto legal, es necesario que demuestre cómo, cuándo y en qué sentido se incurrió en la infracción”81. 
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Según el principio dispositivo, si en el escrito no se señala concretamente los fundamentos en que 
se apoya el recurso, el mismo no puede prosperar, pues por un principio básico de metodología y 
de lógica, es necesario que se explique, en forma exacta, de qué manera han influido en la parte 
dispositiva de la sentencia cada una de las causales en que se ha fundamentado el recurso, de tal 
forma que sin ella no podrá prosperar la impugnación. 
 
Por su carácter extraordinario de la casación, no puede revisar la sentencia por aspectos que el 
recurrente no señale, ni por cargos ni infracciones que éste no denuncie, a ella (a la Corte) no le es 
permisible aniquilar el fallo oficiosamente cuando este resulte violatorio de normas sustanciales, 
las cuales sin embargo no se han citado como quebrantadas en la sentencia. 
 
La determinación de las causales, de las normas legales transgredidas y la fundamentación de los 
cargos son presupuestos de procedibilidad del procedimiento, es decir son solemnidades 
sustanciales del proceso de casación sobre cuya base se configura esta relación procesal específica, 
de manera que si no existen o son erradas, no pueden prosperar , y en razón de que el tribunal de 
casación no puede actuar oficiosamente corrigiendo errores del recurrente. 
 
2.3.3.1.- La casación en el proceso penal 
 
Para  Jorge Zabala  Baquerizo, la sentencia penal concluye el proceso penal, no una etapa del 
proceso, y se presenta con algunos requisitos comunes, cualquiera que sea el procedimiento que 
haya seguido en su formación el proceso penal: 1) La sentencia incluida la que dicta el Tribunal de 
Garantías Penales debe ser escrita, es decir que constituye como documento cuyo original obra en 
el proceso; 2) Debe contener como requisito formal necesario, el lugar (competencia), la fecha y la 
hora en que nace a la vida jurídica (desde el momento en que surge efectos); 3) Debe ser motivada, 
pues se trata de una resolución del poder público que afecta a las personas, además la motivación 
tiene por finalidad el permitir la crítica del documento, por parte de los sujetos principales activo y 
pasivo, del proceso, así como por parte del Tribunal superior en caso de impugnación y del pueblo, 
que tiene derecho a conocer las razones por las cuales a un acusado se lo condena o se lo absuelve, 
también constituye una garantía para el acusado y una seguridad para el juez o tribunal que emite la 
sentencia, para el primero porque así conoce el motivo de la condena y si la misma se encuentra 
motivada; para el segundo porque de esa manera explica a las partes procesales y a la comunidad 
que su decisión se encuentra conforme a la Ley, y no en atención a una particular apreciación del 
objeto del proceso o a los sujetos procesales; 4) La sentencia debe ser definitiva, poner fin al 
proceso, en relación con la instancia que surge con la cuestión de fondo, sin perjuicio de que pueda 
ser objeto de impugnación, que en todo caso no la puede decidir el juez o tribunal que la dictó; 5) 
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Debe definir una situación jurídica, la del procesado, es decir condenarlo o absolverlo; 6) No puede 
ser condicional, condena o absuelve sin condición alguna; 7) Debe estar suscrita por el titular del 
órgano jurisdiccional que la dictó, si el tribunal es pluripersonal, la sentencia dictada por el mismo 
debe estar suscrita por todos y cada uno de los miembros que lo integran; 8) Debe estar autorizada 
por el Secretario de la Judicatura en donde se sustanció el respectivo proceso
82
. 
 
La sentencia debe estimar o desestimar la pretensión punitiva y al hacerlo debe exponer en la 
misma todos y cada uno de los motivos que fundamentan dicha estimación o desestimación. Es 
decir, que comprende el estudio de los fundamentos fácticos y jurídicos de dicha pretensión, todo 
lo cual es contenido de la parte lógica o motivada de la sentencia. La motivación constituye un 
juicio lógico que se desarrolla alrededor de la pretensión. La motivación debe ser redactada, como 
lo dice el profesor Gallino Yanzi, de la Universidad de Argentina: “en forma comprensible para 
que el principal interesado (el culpable, el acusado, el sujeto del derecho penal) sepa por qué se lo 
condena, o por qué razones se lo absuelve…”. 
 
Así, el Artículo 309 del Código de Procedimiento Penal, enumera los requisitos de la sentencia, 
como son: la mención del tribunal, el lugar y la fecha en que se dicta; el nombre y, apellido del 
acusado y los demás datos que sirvan para identificarlo; enunciación de las pruebas practicadas y la 
relación precisa y circunstanciada del hecho punible y de los actos del acusado que el tribunal 
estime probados; decisión de los jueces, con la exposición concisa de sus fundamentos de hecho y 
de derecho; la parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas; la condena a 
pagar los daños y perjuicios ocasionados por la infracción en la determinación del monto 
económico a ser pagado por el sentenciado al ofendido haya o no presentado acusación particular; 
la existencia o no de una indebida actuación por parte del fiscal o defensor. En tal caso se notificará 
con la sentencia al Consejo de la Judicatura para el trámite correspondiente; y, la firma de los 
jueces. 
 
El Artículo 20 de la Ley de Casación, al hablar de la excepción indica: “El recurso de casación en 
las causas penales se regirá por las normas contenidas en el Código de Procedimiento Penal”, de lo 
que se concluye que esta ley especial no es aplicable en los procesos penales. 
 
Conforme a lo establecido en el Artículo 349 del Código de Procedimiento Penal, el recurso de 
casación será procedente para ante la Corte Nacional de Justicia, cuando en la sentencia se hubiera 
violado la ley, ya por contravención expresa de su texto, por indebida aplicación, o por errónea 
interpretación. 
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No serán admisibles los pedidos tendientes a volver a valorar la prueba. 
 
El recurso de casación se interpondrá dentro del término de cinco días contados a partir de la 
notificación de la sentencia, ya sea en procesos penales de acción pública o de acción privada; y de 
inmediato se remitirá en sobre cerrado a la Corte Nacional de Justicia (Art. 350 C.P.P.). 
 
Es de notar, que pese a que en materia penal está consagrado el principio de celeridad, haciendo 
correr todos los días, para la interposición y fundamentación de recursos, corren solamente días 
hábiles, conforme lo establecido en el Artículo 6 del Código Adjetivo Penal. 
 
De lo que se concluye, que el recurso de casación, siendo un recurso extraordinario, procede 
cuando en la sentencia se estime que existen errores de Derecho, en nuestra legislación no se revisa 
mediante casación lo hechos, se limita su revisión solamente errores de derecho. 
 
Etimológicamente, “Errare” significa una anomalía del juicio, importante es citar lo que 
CARNELUTI decía, en que la verdad y el error son dos conceptos antiéticos, y expresan la falta de 
adecuación o no del juicio, a la situación real. 
 
En nuestra legislación, procede la casación cuando se trata de errores in iudicando, que son los que 
se producen cuando el juez desobedece normas de derecho sustancial que destinadas a ser aplicadas 
en la sentencia, para la decisión de fondo, CHIOVENDA, los ha llamado también vicios del juicio 
(in iudicando). 
 
Al respecto, PIERO CALAMANDREI, observa que el primero de dichos dos supuestos se presenta 
“en todos aquellos casos en que el juez ignora la existencia o se niega a reconocer la existencia de 
una norma jurídica en vigor, o considera como norma jurídica que no está ya, o no ha estado nunca 
en vigor”, y, el segundo en “todos aquellos casos en que el juez, aún reconociendo la existencia y la 
validez de la norma apropiada al caso, yerra al interpretarla, falsa interpretación de la ley” 
 
Cabe destacar, que conforme lo consagra el Artículo 350 del Código Adjetivo Penal, la casación se 
interpondrá dentro del término de cinco días contados a partir de la notificación de la sentencia, ya 
sea en procesos penales de acción pública o de acción privada; y de inmediato se remitirá en sobre 
cerrado a la Corte Nacional de Justicia. A diferencia de los recursos ordinarios como son los de  
nulidad y apelación, la casación no se lo debe interponer mediante escrito fundamentado, sino que 
la Sala especializada de la Corte Nacional de Justicia, señalará día y hora, a fin de que se lleve a 
efecto la audiencia oral, pública y contradictoria, en la que se fundamentará el recurso, este puede 
ser interpuesto por  el agente fiscal, el acusado o el acusador particular. 
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En las audiencias de los procesos de casación que tengan por objeto la impugnación de sentencias 
expedidas en procesos de acción penal pública, se contará con la intervención del Fiscal General 
del Estado, o su Representante o Delegado, debidamente acreditados (Art. 352 C.P.P). 
 
Si la Corte Nacional estimare procedente el recurso pronunciará sentencia enmendando la violación 
de la ley. Si lo estimare improcedente, lo declarará así en sentencia y devolverá el proceso al 
inferior para que ejecute la sentencia. Si la sala observare que la sentencia ha violado la ley, 
admitirá la casación, aunque la fundamentación del recurrente haya sido equivocada. 
 
En caso de que la Corte Nacional no haya destacado la vulneración de la normativa constitucional, 
la parte que se creyere agraviada puede interponer la acción extraordinaria de protección para ante 
la Corte Constitucional, ejerciendo esta acción de tutela, que es una garantía constitucional. 
 
Cabe hacer énfasis, en que la acción extraordinaria de protección es una acción y no un recurso, 
considerando que el título III de la nueva Constitución trata sobre las garantías constitucionales, 
regula la “Acción extraordinaria de protección”, pese a que hay una contradicción entre las 
primeras palabras del Artículo 94 y 437 que señalan que es un “recurso”, por lo que es necesario 
diferenciar esas dos palabras para evitar confusiones: 
 
HUGO ALSINA, manifiesta que acción es: “un derecho público subjetivo, mediante el cual se 
requiere la integración del órgano jurisdiccional para la protección de una protección jurídica”. 
 
Hernando Devis Echandía, la define así: “derecho público, cívico, subjetivo, autónomo que tiene 
toda persona natural o jurídica para obtener la aplicación de la jurisdicción del estado a un caso en 
concreto, mediante la sentencia a través de un proceso, con el fin (que es de interés público en 
general) de obtener la declaración, la realización, la satisfacción coactiva por la protección cautelar 
de los derechos o relaciones jurídico- materiales, consagrados en el derecho subjetivo que pretende 
tener quien la ejercita o la defensa de un interés colectivo cuando se trata de una acción pública”. 
 
Sobre el recurso, el tratadista Arturo Serrano señala: “Es un volver a dar curso al conflicto, un 
volver, en plan revisor, sobre lo andado, de manera que ante quien deben resolverlo concurren las 
mismas parte que contendieron ante el inferior, a pedirle que reanalice la cuestión controvertida y 
que decida si la apreciación efectuada por este se ajusta o no a la ley correspondiente, y en su caso, 
a solicitarle que reforme la determinación con que no está conforme”. 
La “acción”, pone en marcha a la jurisdicción y lleva a cabo el proceso jurídico, el recurso por su 
parte, tiene dentro de su concepto la idea de cambio en una decisión tomada, es decir que el recurso 
es la continuidad de la acción, estableciendo instancias superiores de pronunciamiento. 
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2.4.- GENERALIDADES DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 
 
La Declaración Universal de Derechos Humanos, del año de 1948, fue suscrito por casi todos los 
países del mundo, a excepción de los países socialistas y musulmanes, adoptado luego del fin de la 
segunda guerra mundial, se basa en el respeto a los derechos del ser humano, consagrando en su 
primer Artículo que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos con los 
otros. 
 
En el año de 1966, se suscribió el Tratado de Derechos Civiles, Políticos, Económicos y Sociales, 
acuerdos de la OIT, de este modo, en América Latina, el Convenio Interamericano de Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, establece los mecanismos de justicia, una 
administrativa que es la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, y otra con incidencia 
jurisdiccional, como es la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con  sede en San José de 
Costa Rica. 
 
Ahora bien debe señalar que estos derechos tienen características que son: 
 
a) Imprescriptibles, no se adquieren o pierden por el transcurso del tiempo. 
b) Inalienables: No son objeto de transferencia o cesión a otros sujetos. 
c) Irrenunciables: No están disponibles por los sujetos. 
d) Inviolables: No hay excepción para su transgresión. 
e) Universales: Abarcan todos los seres humanos. 
f) De efectividad: No son declaraciones, son operativos y de aplicación inmediata. 
g) Interdependientes y complementarios: Unos derechos no excluyen a otros, todos se 
apoyan entre sí. 
 
La base teórica de los derechos humanos y de sus garantías radica en el equilibrio que se debe 
alcanzar entre el concepto de la dignidad del ser Humano, como consideración suprema, y los 
intereses de la comunidad. Al haber mecanismos de control social de los Estados, siendo uno de 
ellos la pena privativa de la libertad, el Estado no se hace acreedor de violar los derechos humanos 
de los individuos que a su vez tiene que proteger. 
El sistema interamericano de derechos humanos, constituye el marco para la promoción y 
protección de los derechos humanos y provee un recurso a los habitantes de América que han 
sufrido violación de los derechos humanos por parte del Estado. Los pilares son: 
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a) La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, con sede en Washington; y, 
b) La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica. El 
sistema interamericano de derechos humanos tiene su base en la Declaración Americana 
de Derechos y Deberes del Hombre, adoptada en 1948, la Carta de la OEA, adoptada el 
mismo año, y la Convención Americana de Derechos Humanos, adoptada en 1969 y 
vigente desde 1978. 
 
La aprobación del Estatuto de Roma para la creación de una Corte Penal Internacional enjulio de 
1998 ha hecho surgir en el seno de los Estados nacionales una serie de cuestiones. En primer 
término, y ante todo, a los Estados se les plantea una decisión eminentemente política, esto es: si 
están dispuestos ratificar ese instrumento internacional y con ello a comprometerse de una manera 
diferenciada con la persecución de crímenes internacionales. En segundo término, y si es que existe 
tal voluntad política, los Estados deben resolver cómo adecuar sus ordenamientos jurídicos internos 
a ese nuevo acto internacional. De la forma en que cada Estado resuelve estas cuestiones se puede 
conocer en gran medida cuál es su grado de compromiso respecto de la persecución penal de 
crímenes internacionales. 
 
El 7 de octubre de 1998 Ecuador firmó el Estatuto de Roma y lo ratificó el 5 de febrero del 2002, 
convirtiéndose así en la parte Nro. 52 de la Corte Penal Internacional. 
 
La Corte Penal Internacional es una institución de carácter permanente, con funciones judiciales 
para determinar la responsabilidad penal individual de las personas que han cometido los crímenes 
de genocidio, los crímenes de lesa humanidad, los crímenes de guerra y el crimen de agresión, 
cuando los Estados no hayan cumplido con su deber de perseguir y castigar a los responsables de 
dichos crímenes. La creación de la Corte Penal Internacional constituye un hito en la historia de la 
humanidad, ya que por primera vez se lograba un acuerdo interestatal sobre un órgano 
jurisdiccional permanente, que tiene su sede en La Haya, que tuviera competencia para juzgar las 
conductas de criminales que atentaran contra los derechos humanos y que no fueran sometidos a la 
justicia ordinaria de sus respectivos países.  
 
Salvo excepciones, el Derecho Internacional se ha caracterizado por juzgar la responsabilidad de 
los Estados, no de los individuos. A los Estados se le ha condenado a resarcir los daños causados a 
sus nacionales por ejercicio abusivo de autoridad. La Corte Penal Internacional posibilita el 
juzgamiento personal de quienes sean denunciados ante sus estrados. 
 
Los delitos de competencia de la Corte penal Internacional, están contemplados en los artículos del 
5 al 10 del Estatuto de Roma y son: 
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a. GENOCIDIO consta en el Art. 6 y expresa que se entiende por genocidio cualquiera de 
los actos mencionados a continuación, perpetrados con la intención de destruir, total o 
parcialmente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso como tal: a) matanza de 
miembros del grupo; b) lesión grave a la integridad física, total o parcial; d) medidas 
destinadas a impedir nacimientos en el seno del grupo; e) traslado por la fuerza de niños del 
grupo a otro grupo. 
 
b. CRÍMENES DE LESA HUMANIDAD ( Art. 7) Los enuncia así: asesinato; exterminio; 
esclavitud; deportación o traslado forzoso de población; encarcelación u otra privación 
grave de la libertad física en violación de normas fundamentales del derecho internacional; 
tortura, violación; esclavitud sexual o prostitución forzada; embarazo forzado; 
esterilización forzada u otros abusos sexuales de gravedad comparable; persecución de un 
grupo o colectividad con identidad propia, fundada en motivos políticos, raciales, 
nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros 
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho 
internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o 
cualquier crimen de la competencia de la Corte; desaparición forzada de personas; el 
crimen de apartheid; otros actos inhumanos de carácter similar que causen 
intencionalmente grandes sufrimientos o atenten en forma grave contra la integridad física 
o la salud mental o física. 
 
c. CRÍMENES DE GUERRA (Art. 8) Se refiere a las violaciones de las leyes de guerra, 
contenidas en el Derecho de Guerra y su Reglamento de la Haya, a las convenciones de 
Ginebra, protocolos adicionales e instrumentos internacionales relativos a la prohibición 
del empleo de ciertas armas, ataques a poblaciones civiles, instalaciones de misiones 
humanitarias, etc. 
 
d. CRIMEN DE AGRESIÓN (Art. 5.2 y 123) El concepto y alcance de crimen de agresión 
no está definido en el estatuto. Su análisis quedó postergado para cuando se celebre la 
Conferencia de revisión, que tendrá lugar dentro de siete años, a partir de la entrada en 
vigor del Estatuto. 
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CAPITULO III 
 
PRINCIPIOS DE LA COSA JUZGADA 
 
3.1.- DEFINICION 
 
 
Los vocablos "cosa juzgada" provienen del latín "res iudicata J) que significa "lo que ha sido 
juzgado o resuelto", como nos enseña el tratadista Azula Camacho. 
Eduardo Couture nos dice que "la cosa juzgada es el fin del proceso". 
 
Para Cabanellas, se da el nombre de cosa juzgada “a toda cuestión que ha sido resuelta en juicio 
contradictorio por sentencia firme de los tribunales de justicia”. Para Escriche se denomina así lo 
“que se ha decidido en juicio contradictorio por una sentencia válida de que no hay o no puede haber 
apelación, sea porque la apelación n o es admisible, o se ha consentido la sentencia; sea porque la 
apelación no se ha interpuesto dentro del término prescrito por la ley; o, habiéndose interpuesto, se ha 
declarado por desierta”83. 
 
El tratadista Ugo Rocco señala "Por cosa juzgada entendemos la cuestión que ha constituido objeto de un 
juicio lógico por parte de los órganos jurisdiccionales, esto es una cuestión acerca de la cual ha tenido lugar 
un juicio que la resuelva mediante la aplicación de la norma general al caso concreto y que precisamente 
por que ha constituido objeto de un juicio lógico, se llama juzgada". 
 
La cosa juzgada es una institución jurídico procesal mediante la cual se otorga a las decisiones 
plasmadas en una sentencia y en algunas otras providencias, el carácter de inmutables, vinculantes 
y definitivas. Los citados efectos se conciben por disposición expresa del ordenamiento jurídico 
para lograr la terminación definitiva de controversias y alcanzar un estado de seguridad jurídica. 
 
De esta definición se derivan dos consecuencias importantes. En primer lugar, los efectos de la 
cosa juzgada se imponen por mandamiento constitucional o legal derivado de la voluntad del 
Estado, impidiendo al juez su libre determinación, y en segundo lugar, el objeto de la cosa juzgada 
consiste en dotar de un valor definitivo e inmutable a las providencias que determine el 
ordenamiento jurídico. Es decir, se prohíbe a los funcionarios judiciales, a las partes y 
eventualmente a la comunidad, volver a entablar el mismo litigio. 
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De esta manera se puede sostener que la cosa juzgada tiene como función negativa, prohibir a los 
funcionarios judiciales conocer, tramitar y fallar sobre lo resuelto, y como función positiva, dotar 
de seguridad a las relaciones jurídicas y al ordenamiento jurídico. 
 
La fuerza vinculante de la cosa juzgada se encuentra limitada a quienes plasmaron la litis como 
parte o intervinientes dentro del proceso, es decir, produce efecto Inter partes. No obstante, el 
ordenamiento jurídico excepcionalmente le impone a ciertas decisiones efecto erga omnes, es decir, 
el valor de cosa juzgada de una providencia obliga en general a la comunidad, circunstancia que se 
establece en materia penal y constitucional. 
 
Al operar la cosa juzgada, no solamente se predican los efectos procesales de la inmutabilidad y 
definitividad de la decisión, sino que igualmente se producen efectos sustanciales, consistentes en 
precisar con certeza la relación jurídica objeto de litigio. 
 
En principio, cuando un funcionario judicial se percata de la operancia de una cosa juzgada debe 
rechazar la demanda, decretar probada la excepción previa o de fondo que se proponga, y en último 
caso, procede una sentencia inhibitoria
84
. 
 
En el primitivo derecho romano, la eficacia de la decisión se fundaba en el "compromiso" que 
asumían las partes en la litiscontestatio, no en la autoridad del Estado, como se ve del pasaje de 
Ulpiano: stari autem debet sententiae arbitri quam de re dixerit, sive aequa, sive iniqua sit; et sibi 
imputet, qui compromisit (se debe estar a la sentencia que el árbitro diese sobre la cosa, sea justa o 
injusta; y culpase a sí mismo el que se comprometió)
85
. 
 
Posteriormente, la evolución del concepto del Estado, la extensión del Imperium y el nuevo 
concepto de la jurisdicción, que llevaron al Estado a asumir la función pública de administrar 
justicia mediante los jueces, hicieron inútil el contrato de litiscontestatio de las primeras épocas, y 
bajo Justiniano, la fuerza de la sentencia se fundó en la cosa juzgada, entendida como presunción 
de la verdad, según el pasaje de Ulpiano: ingenuum accipere debemus etiam eum, de quo sententia 
lata est, quamvis fuerit libertinus: quia res iudicata pro veritate accipitur (debemos también tener 
por ingenuo aquel que por sentencia se declaró serlo, aunque fuese libertino, porque la cosa 
juzgada se tiene por verdad). 
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Este fundamento dado a la cosa juzgada en el derecho justinianeo, fue recogido en el Código Civil 
napoleónico bajo el influjo y la autoridad de Pothier, que hizo de la teoría de la "presunción de 
verdad", no ya el fundamento político-social de la cosa juzgada, sino su fundamento jurídico y 
dogmático, incluyéndola entre las presunciones legales; y así a pasado a los códigos modernos que 
siguieron el modelo francés, entre ellos el nuestro, que incluye entre las presunciones legales, a "la 
autoridad que da la ley a la cosa juzgada"; lo que bien entendido significa, como señala Chiovenda, 
que es ilícito buscar si un hecho es verdadero o no, al objeto de invalidar un acto de tutela jurídica. 
El nuevo Código de Procedimiento Civil optó por introducir en el título que trata de los efectos del 
proceso, una formulación normativa de la cosa juzgada en su doble función: formal y material, las 
cuales serán examinadas mas adelante. 
 
La institución de cosa juzgada, no es otra situación que la sentencia es intocable definitiva. La cosa 
juzgada, se encuentra reglamentada desde el Derecho Romano, la misma que impide que un asunto 
que fue resuelto por una sentencia que llegó a ejecutoriarse, puede ser discutido de nuevo, pueda 
revisarse o modificarse. Por su naturaleza, la cosa juzgada es el valor inalterable de que goza una 
sentencia jurisdiccional ejecutoriada y que, por lo mismo ha de cumplirse necesaria y 
forzosamente, excepto en el caso de que aquella sentencia se declararse nula. Una de las razones 
para que a una sentencia firme se le dé el extraordinario valor que tiene es la de evitar que un 
asunto resuelto vuelva a discutirse nuevamente, evitando que un conflicto tenga un adecuado fin. 
 
Así mismo, es necesario que se lleguen a establecer la identidad subjetiva y objetiva entre la acción 
resuelta por una sentencia firme y la nueva que pretenda entablarse. Si en la nueva acción hay la 
mencionada identidad con otra ya juzgada, no es posible admitirla, ya por los efectos 
irrevocables  de la cosa juzgada ya para evitar que dos fallos sobre un mismo punto de derecho 
puedan ser contrarios o contradictorios, lo cual implicaría un absurdo jurídico. 
 
Por lo mismo, son elementos sustanciales de la cosa juzgada, las personas, las cosas y las acciones 
que hayan intervenido en el litigio ya resuelto. Si hubiese identidad de esos elementos en una nueva 
acción, procede la alegación de cosa juzgada a la que se ha hecho referencia. 
 
El Código de Procedimiento Civil, en dos disposiciones sintetiza lo dicho anteriormente sobre la 
Institución de Cosa Juzgada, cuando limita los efectos de las sentencias y autos, al indicar que éstas 
no aprovechan ni perjudican sino a las partes que litigaron en el juicio sobre que recayó el fallo, 
salvo los casos expresados en la Ley
86
. La sentencia ejecutoriada surte efectos irrevocables respecto 
de las partes que siguieron el juicio o de sus sucesores en el derecho. En consecuencia, no podrá 
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seguirse nuevo juicio cuando en los dos juicios hubiere tanto identidad subjetiva, constituida por la 
intervención de las mismas partes, como identidad objetiva, consistente en que se demande la 
misma cosa, cantidad o hecho, fundándose en la misma causa, razón o derecho
87
. 
 
La Corte Suprema de Justicia, al respecto, se ha pronunciado en numerosos fallos en el siguiente 
sentido
88
: 
 
“CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, PRIMERA SALA DE LO CIVIL Y MERCANTIL, Quito enero 31 de 
2001. Las 10H00….SEGUNDO.- Así, el artículo 301(297) del Código de Procedimiento Civil dice: "La 
sentencia ejecutoriada surte efectos irrevocables respecto de las partes que siguieron el juicio o de sus 
sucesores en el derecho. En consecuencia, no podrá seguirse nuevo juicio cuando en los dos juicios hubiere 
tanto identidad subjetiva, constituida por la intervención de las mismas partes; como identidad objetiva, 
consistente en que se demande la misma cosa, cantidad o hecho, fundándose en la misma causa, razón o 
derecho. Para apreciar el alcance de la sentencia se tendrá en cuenta no solo la parte resolutiva, sino 
también los fundamentos objetivos de la misma.".- La autoridad de la cosa juzgada pone orden y 
certidumbre a los debates litigiosos, pues de no habérsele revestido de características tan trascendentales no 
habría forma de poner fin a los litigios, porque lo común es que la parte desfavorecida en el litigio no se 
resigne a darse por vencida y acuda a todos los medios para intentar su revisión. La cosa juzgada, viene a 
ser, entonces, una de las bases primordiales de la seguridad social.- Sin embargo, hay casos en que la 
sentencia ejecutoriada contiene violaciones de la normas procesales que provocan una clamorosa 
indefensión; de ahí que el Código de Procedimiento Civil establece casos específicos de excepción en que 
procede la acción de nulidad de sentencia ejecutoriada. Estos casos están expresa y taxativamente señalados 
en el artículo 303 del Código de Procedimiento Civil, que dice: "Art. 303.- La sentencia ejecutoriada es 
nula: 1º.- Por falta de jurisdicción o incompetencia del juez que la dictó; 2º.- Por ilegitimidad de personería 
de cualquiera de las partes que intervinieron en el juicio; y, 3º.- Por no haberse citado la demanda al 
demandado, si el juicio se ha seguido y terminado en rebeldía".  
 
Existe un aforismo jurídico POST REM JUDICATAM, NIHIL QUAERITUR, ”Después de la cosa 
juzgada, nada se busca.” 
 
El Tratadista Hernando Davis Echandía define a la sentencia como un juicio lógico que hace un 
Juez para declarar la voluntad del Estado, que a su vez contiene el precepto legal aplicando al caso 
concreto.  
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En nuestro ordenamiento jurídico, el Código Procesal Civil nos dice: "Sentencia es la decisión del 
juez acerca del asunto o asuntos principales del juicio" (art. 269). 
 
3.2.- NATURALEZA DE LA COSA JUZGADA  
 
 
Este acto procesal de importancia relevante en el proceso se considera definitivo. Se habla de 
"sentencia definitiva" cuando pone fin a la instancia resolviendo la cuestión o asunto que ha sido 
objeto del juicio; de allí deviene que al reunir los requisitos de: 1) poner fin a la instancia, y 2) 
resolver el asunto o cuestión del juicio, se dice que la sentencia judicial está revestida de los 
caracteres de ser una sentencia definitiva. 
 
El efecto principal de la sentencia ejecutoriada  sobre el proceso, proviene de la energía jurídica de 
la que está revestida en virtud de la ley y que la convierte en una norma inmutable y coercible que 
da fin a la relación jurídica procesal, impidiendo que se debata de nuevo el mismo asunto, y siendo 
susceptible de ejecución por el mismo órgano que la pronunció.  
 
Esta energía jurídica es la cosa juzgada, cuyos atributos son, como queda dicho, la inmutabilidad y 
la coercibilidad, atributos entre los cuales la sentencia ejecutoriada, en el primer caso, no es 
impugnable; y, en virtud del segundo tomada como título es ejecutable.  
 
Cuando estos atributos concurren a plenitud en la sentencia ejecutoriada, se dice que hay cosa 
juzgada, en virtud de la cual, la sentencia no es revisable ni en el mismo proceso en el que, por 
hecho de la ejecutoría, sobreviene una preclusión total y absoluta; ni en otro proceso, vale decir, en 
un proceso distinto. 
 
A manera de corolario, se puede señalar que el carácter de ejecutoria de este acto procesal 
(sentencia), para así hablar de sentencias ejecutoriadas o firmes, se debe entender como aquellas 
que pueden cumplirse, ya sea porque no  proceden recursos en contra de ellas, bien sea porque los 
recursos proceden y han sido fallados, o también sea porque los recursos proceden, pero han 
pasado todos los plazos concedidos por el Código de Procedimiento Civil para su interposición, sin 
que las partes los hayan hecho valer.  
 
Empero mediante la incorporación de la acción extraordinaria de protección, dentro del texto 
constitucional no se pretende echar al piso la institución de la cosa juzgada, sino que enmarcándose 
dentro del paradigma constitucionalista del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, se busca 
61 
 
tutelar, de manera amplia, los derechos que les asisten a las personas con el objeto de no sacrificar 
un derecho por el simple hecho de que se haya ejecutoriado una resolución; en esta nueva visión se 
amplía el rol proteccionista del Estado ecuatoriano pretendiendo, mediante esta acción, conseguir la 
tan anhelada justicia.  
 
La existencia de la cosa juzgada, como lo señala Carnelutti, se debe a que los procesos judiciales 
no pueden durar eternamente y, por lo tanto, se necesita que estos lleguen a concluir. 
 
La excepción de cosa juzgada, tiene como sustento el derecho a la seguridad jurídica, consagrado 
en el Artículo 82 de la Constitución de la República, que no es otra cosa que la idea de certeza 
sobre el sistema jurídico que rige a una determinada sociedad, expresado en disposiciones 
normativas, que necesariamente son interpretadas por los entes de administración de justicia. 
 
La seguridad jurídica es elemento esencial del orden jurídico nacional e internacional. Significa que 
los derechos adquiridos son respetados y que las relaciones sociales se desenvuelven en un marco 
de leyes y reglamentos, en el que se ha confiado a alguien la responsabilidad de decir la última 
palabra tienen las cortes y tribunales constitucionales, por la sencilla razón de que la Constitución 
se sobrepone al orden jurídico general.  
 
Al respecto, la Corte Constitucional, ha expresado
89
: 
 
“… El desarrollo efectivo de las capacidades del ser humano exige un mínimo de seguridad, tranquilidad y 
certidumbre, que coadyuven al uso y goce eficaz de sus derechos, que no sean obstaculizados por la 
arbitrariedad no solo de las autoridades, de ahí que la seguridad no se reclama solo del Estado en sus 
distintas funciones, sino también del sector privado, sea de colectivos o de particulares que pueden 
amenazar los derechos de las personas, y en este caso se trata no solo de personas individualmente 
consideradas, sino también de personas jurídicas y aun de entes estatales... La seguridad jurídica, señala 
Eduardo Espín, ha de entenderse como "la regularidad o conformidad a Derecho y la previsibilidad de la 
actuación de los poderes públicos y, muy especialmente, de la interpretación y aplicación del Derecho por 
parte de las Administraciones públicas y de los jueces y tribunales ll" . Esta previsibilidad en la actuación 
de autoridades, entre ellos los jueces, excluye la posibilidad de modificación arbitraria de situaciones 
jurídicas preexistentes, lo contrario, es decir, actuaciones imprevisibles ocasionan inseguridad jurídica, 
cuyo efecto puede ser la vulneración de derechos y la provocación de perjuicios; supone además el 
conocimiento del ordenamiento jurídico. La previsibilidad en la aplicación del derecho supone: 
"proporcionar de forma indirecta a los particulares una considerable certeza sobre la conducta probable de 
                                                          
89
 Corte Constitucional, fallo de fecha  29 de abril de12, Sentencia N.O 016-10-SEP-CC, de los CASOS N.O 
0092-09-EP Y0619-09-EP ACUMULADOS, 
62 
 
terceros particulares..".- … Al respecto, esta Corte ha señalado que la "necesidad de certeza y seguridad 
jurídica es uno de los principios que alimentan el núcleo duro del deber ser de las formalidades y 
solemnidades que caracterizan a los procesos en derecho; sin embargo, la seguridad jurídica no se agota en 
las meras formas, pues en muchos casos dichas formalidades y solemnidades podrían ser el mecanismo de 
perpetuación de una injusticia o un sinrazón jurídico".- De esta manera, la seguridad jurídica es uno de los 
resultados de la certeza que otorga el cumplimiento de las formalidades jurídicas en el tiempo y a lo largo 
del proceso, siempre y cuando dichas formalidades sean justas y provoquen desenlaces justos y cuya 
inobservancia sea la razón y esencia misma de una sentencia, pues lo contrario configuraría una situación 
jurídica injusta, irrita o fraudulenta. En este contexto, el principio de seguridad jurídica va de la mano con 
el principio de justicia, pues una causa juzgada es lícita cuando la sentencia o razonamiento que del 
concepto que se tiene sobre un objeto y lo que dicho objeto es en la realidad de los hechos…”. 
 
3.2.1.- Elementos de la cosa juzgada 
 
Es una de las herramientas procesales que buscan la consecución de la idea de certeza y 
convencimiento en el sistema jurídico, siendo la imposibilidad de discutir un asunto que ya fue 
previamente resuelto. 
 
La doctrina  exige tres elementos de tal identidad: 
 
1. El subjetivo.-  Intervención de las mismas partes procesales. 
2. El objetivo.  
3. El de la causa. 
 
Para que surta los efectos deseados de la cosa juzgada, ES NECESARIO QUE SE LLEGUEN A 
ESTABLECER LA IDENTIDAD SUBJETIVA y la nueva que pretenda entablarse (la presente 
causa). Si en la nueva acción hay la mencionada identidad con otra ya juzgada, no es posible 
admitirla, ya por los efectos irrevocables  de la cosa juzgada ya para evitar que dos fallos sobre un 
mismo punto de derecho puedan ser contrarios o contradictorios, lo cual implicaría un absurdo 
jurídico. 
 
Doctrinariamente, se dice que una sentencia tiene la fuerza de cosa juzgada cuando esta se torna 
inmutable, definitiva y no puede ser revisada o modificada por ningún medio jurídico, ordinario o 
extraordinario, dentro o fuera del proceso en el que se produjo dicho fallo. La cosa juzgada puede 
ser material y formal. 
 
63 
 
3.2.2.- La cosa juzgada material 
 
Es la imposibilidad jurídica de iniciar un nuevo proceso sobre la causa que goce de esta calidad; 
dicha calidad impide casi de manera absoluta un nuevo tratamiento, la sentencia adquiere un 
resultado definitivo frente al órgano jurisdiccional que la dictó, como frente a los demás órganos 
jurisdiccionales, los cuales no solo están impedidos expresamente de conocer el fallo sino de rever 
sus resultados. La prohibición alcanza también a los sujetos del proceso quiénes no pueden ejercer 
su derecho de acción nuevamente sobre el mismo supuesto. 
 
3.2.3.- Cosa Juzgada Formal  
 
Es la imposibilidad jurídica de acceder a recursos ante determinado resultado procesal; la cosa 
juzgada formal no resuelve el fondo del proceso, el objeto mismo de la litis sino únicamente las 
excepciones dilatorias, aquellas excepciones que extinguen en todo o en parte la pretensión a que se 
refiere la demanda. Nada impide que subsanadas dichas excepciones pueda tratarse nuevamente la 
causa de fondo de la litis en un nuevo proceso. 
 
No se trata de dos cosas juzgadas, señala Liebman, porque el concepto de cosa juzgada es único, si 
bien es doble su función: por un lado, ella hace inmutable el acto de la sentencia, puesta al seguro 
por la preclusión de los gravámenes; y por otro lado, hace inmutables los efectos producidos por la 
sentencia, porque los consolida y garantiza contra el peligro de una decisión contradictoria. 
 
Puede decirse pues, que la cosa juzgada formal es la inmutabilidad de la sentencia por la preclusión 
de los recursos; y la cosa juzgada material, la inmutabilidad de los efectos de la sentencia no sujeta 
ya a recursos, en todo proceso futuro sobre el mismo objeto. 
 
En esencia, el efecto de la cosa juzgada formal se identifica con el efecto de la preclusión, porque 
ambos se limitan al proceso en que tiene lugar, mientras que la cosa juzgada material tiene fuerza 
vinculante en todo proceso futuro. Por ello, señala Chiovenda, la cosa juzgada tiene en sí la 
preclusión suma, esto es, la preclusión de toda cuestión ulterior, que se produce con la conversión 
en definitiva de la sentencia. 
 
Si bien, como se ha visto antes, la cosa juzgada formal (preclusión de las impugnaciones) es el 
presupuesto necesario de la cosa juzgada material (obligatoriedad en futuros procesos), en muchos 
casos no se produce la cosa juzgada material como consecuencia de la primera. 
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La institución de cosa juzgada encuentra su plenitud conceptual y práctica con la presencia tanto de 
su componente formal como material, componentes que garantizan la inmutabilidad y coercibilidad 
de los fallos, de esta manera cumple con funciones prácticas dentro de la protección de derechos y 
dentro de la función de administrar justicia. Inicialmente, impide la prolongación indefinida de los 
procesos, así también impide la inestabilidad con respecto a la situación jurídica de las personas y 
de las cosas, de esta manera efectúa tanto una función garantizadora a nivel individual entre las 
partes que forman parte del proceso, así como también con la sociedad en general respecto a su 
idea de certeza jurídica, paz social y convivencia pacífica como fin último. De lo cual, se colige 
como características principales la imperatividad e inmutabilidad, cualidades de obligatoriedad y 
firmeza, para asegurar el fin procesal  y su indiscutibilidad ulterior, para evitar nuevos 
juzgamientos y resoluciones entre las mismas personas y sobre la misma materia. 
 
La cosa juzgada formal se obtiene
90
: 
 
1. Cuando, contra ella, no cabe la interposición de recurso alguno, entendiéndose por tales 
recursos, tanto los ordinarios (reposición y apelación, y exclusión hecha del denominado 
recurso de aclaración), cuanto el extraordinario de casación, pero no los medios de 
rescisión de la cosa juzgada (revisión y audiencia al rebelde), ni el incidente de nulidad de 
la Sentencia; 
 
2. Cuando, habiéndose ejercitado tales recursos, se haya confirmado, total o parcialmente la 
Sentencia impugnada, y 
 
3. Cuando, existiendo dicha posibilidad de impugnación, la parte gravada hubiera dejado 
transcurrir el plazo legalmente previsto para su interposición y hubiere consentido su 
firmeza. 
 
3.2.4.- Límites objetivos de la cosa juzgada. 
 
La cosa juzgada no es un ser u objeto sustantivo, sino una cualidad del acto sentencia. La 
sustantivación de los términos, señala Gelsi Bidart, hace olvidar a veces esta realidad. 
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Por ello, en verdad, cuando hablaos de límites de la cosa juzgada, estamos refiriéndonos realmente 
a los límites que tiene, objetiva y subjetivamente, la eficacia de la sentencia cuando ésta ha 
alcanzado "la autoridad de cosa juzgada". 
 
De allí que los elementos que sirven para establecer los límites de la cosa juzgada, sean de dos 
especies: elementos objetivos (cosa y causa petendi) y elementos subjetivos (personas y carácter 
con que actúan) y que sea necesario para apreciar la procedencia o improcedencia de la cosa 
juzgada, la confrontación de la primera sentencia con la segunda para determinar la relación que 
existe entre ellas y la existencia de las tres identidades. 
 
Los institutos jurídicos: la cosa juzgada, los principios del nom bis in idem y el favor rei son pilares 
fundamentales del debido proceso, en un estado democrático y auténticamente de Derecho. Son 
instituciones básicas del Debido Proceso. No son lo mismo, se parecen, pero son distintos, su 
naturaleza jurídica varía, a pesar de que sus aplicaciones pueden tener el mismo efecto. En nuestro 
derecho constitucional, forman parte de los derechos de protección,  y de conformidad con el 
artículo 1 de la Constitución 2008, siendo el país un Estado constitucional de derechos y justicia, su 
carácter, naturaleza, protección y tutela, le dan características eminentes y prevalentes en el sistema 
jurídico global. Se ha conseguido establecer la fundamentación y orígenes de la cosa juzgada, el 
favor  rei y el ne bis in idem, como principios del Derecho  y su permanente evolución sobretodo 
en el campo penal.  Sus diferencias han podido delimitarse en la esfera de los procedimientos, 
otorgando prelación y justificación en el sistema de los derechos humanos
91
. 
 
3.2.5.- Relación de la cosa juzgada con el principio Non Bis In Idem 
 
El principio non bis in idem, básicamente consiste en que “una misma conducta puede ser valorada 
ante diferentes órdenesjurídicos sancionadores, siempre y cuando el fundamento, la finalidad y el tipo de 
sanción sean diferentes”92. 
 
Las instituciones jurídicas: la cosa juzgada, los principios del nom bis in idem y el favor rei son 
pilares fundamentales del debido proceso. 
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Universalmente conocido como ne bis in idem, especialmente en la doctrina alemana e italiana, 
pero tradicionalmente identificado en la doctrina y jurisprudencia hispanoamericana como non bis 
in idem, contiene la fórmula según la cual nadie puede ser juzgado ni sancionado dos veces por el 
mismo hecho. 
 
Este principio, está constitucionalmente reconocido en nuestra legislación, específicamente en el 
Artículo 76 numeral 7mo literal i) de la Carta Fundamental, mismo que expresa: “Nadie podrá ser 
juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Los casos resueltos por la jurisdicción 
indígena deberán ser considerados para este efecto”. 
 
En definitiva doctrinalmente puede entenderse que el non bis in idem es un principio general del 
Derecho que, basado en los principios de proporcionalidad y respeto a la cosa juzgada, prohíbe la 
aplicación de dos o más sanciones o el desarrollo de dos o más procesos o procedimientos, sea en 
uno o más órdenes jurídicos sancionadores, cuando se trate de una identidad de sujetos, hechos y 
fundamento. 
 
Según Fernando de la Rúa, el proceso penal es un  instrumento de garantía de la libertad individual, 
además que el único medio de actuar de la ley penal sustantiva frente al  hecho concreto de su 
violación, siendo del principio non bis in idem como un complemento que protege la libertad 
individual, elevado constitucionalmente a la categoría de principio básico y previo al proceso. Al 
igual que los principios nulla poena sine lege, nulla poena sine indicio, del juez natural, de 
inocencia y de inviolabilidad de la defensa, el principio non bis in idem es regulador de la 
estructura procesal y constituye una base constitucional que encuentra en los códigos su 
reglamentación. 
 
Este principio no surge del proceso, sino que existe antes que él, y, al igual que las otras reglas, 
prefija su estructura mínima de instrumento de resguardo de la libertad  individual.  
 
Suele señalarse que el non bis in idem tiene manifestaciones sustantivas o materiales y procesales o 
adjetivas. En cuanto a lo primero, se hace referencia a la sanción en sí; el principio veta la plural 
imposición de consecuencias jurídicas sobre una misma infracción. En lo adjetivo o procesal, se 
hace referencia al cauce formal del proceso, determinando la imposibilidad de reiterar un nuevo 
proceso y juzgamiento del hecho sobre el que ha recaído sentencia ejecutoriada, cesación de 
procedimiento o resolución de preclusión de la investigación.  
 
Esta distinción muestra una especificación tanto de sus presupuestos como de las consecuencias 
jurídicas. En el caso del nos bis in idem sustantivo o material, el presupuesto estaría constituido por 
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la identidad de infracción y la consecuencia, por la sanción de contenido punitivo. El non bis in 
idem adjetivo o procesal tomaría por contra como presupuesto, no el «crimen», sino el «factum», y 
como consecuencia a evitar, cabalmente, el propio proceso. Tenemos que, entonces, la identidad 
requerida va más allá de los hechos, para adentrarse tanto en el sujeto como en la fundamentación 
del procedimiento sancionador o de la sanción en sí. 
 
Su reconocimiento como regla es indiscutiblemente universal, también lo son una serie de 
excepciones en su aplicación; tantas y de tal magnitud como para merecer igual atención que la 
regla misma. Es claro que la posibilidad de sistematizar y, por ende, circunscribir, esas 
excepciones, es una labor de magnitud que excede los propósitos de este trabajo. La indagación 
histórica y comparativa que propongo resultará satisfecha en sus objetivos con que sólo sirva para 
poner de manifiesto la imperiosa necesidad de emprender esa tarea. 
 
Los Convenios Internacionales recogen de una u otra forma el concepto de NE BIS IN IDEM así 
tenemos por ejemplo la cláusula 8.4 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
conocida como Pacto de San José de Costa Rica que señala “ El inculpado absuelto, por una 
sentencia firme no podrá ser sometido a un nuevo juicio por los mismos hechos” De igual manera 
la cláusula 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos expresa “ Nadie podrá ser 
juzgado ni sancionado por un delito por el cual ya ha sido condenado o absuelto por una sentencia 
firme de acuerdo con la ley y el procedimiento de cada país”.   La fórmula utilizada por la 
Convención Americana –mismos Hechos– es un término más  amplio y beneficia a la víctima. 
 
Esta garantía, como medio de inadmisión de la persecución penal se asienta sobre tres requisitos 
concurrentes, tres identidades:  
 
a) En primer lugar, funciona en los casos en que la persecución penal se dirige contra la misma 
persona en la que ya ha recaído un pronunciamiento final o que viene siendo perseguido (eadem 
persona);  
b) En segundo lugar, se necesita que se trate del mismo hecho punible (eadem res). Este requisito 
se refiere al hecho fáctico por el cual se ha o se viene procesando;  
c) Finalmente, se debe de exigir que se trate del mismo motivo de persecución (eadem causa 
pretendi), esto significa que el non bis in idem sólo funciona en la jurisdicción represiva en los 
casos en que ambos procesos tengan por norte la aplicación de una sanción. 
 
Jorge Zavala Baquerizo enseña que este principio, por lo general, no ha sido destacado por los 
estudiosos,  pues, cuando dice que “ninguna persona será procesada, o penada, mas de una vez por 
un mismo hecho”, está abarcando no sólo el hecho comprendido en las resoluciones que han 
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pasado en autoridad de cosa juzgada, sino también en el caso que estando en trámite un proceso 
penal, no es posible que se inicie otro por el mismo hecho y contra la misma persona a quien se 
refiere el anterior proceso, esto es, que si alguien está siendo “juzgado” en un proceso penal por 
una conducta delictuosa, no puede ser sujeto pasivo de otro proceso penal para ser “juzgado” por la 
misma conducta a la que se refiere el proceso precedente. “Esto es –advierte Zavala- , que entra en 
acción la excepción de litis pendencia. De lo que se concluye que el precepto de nuestro análisis no sólo 
enuncia la prohibición de que una persona pueda ser procesada dos veces por un mismo hecho (nom bis in 
idem), sino que también consagra la prohibición de que se duplique el juzgamiento cuando precedente y 
colateralmente se está desarrollando un proceso por el mismo hecho contra la misma persona (litis 
pendencia)”93. 
 
La Corte Constitucional ha conceptualizado la cosa juzgada en el siguiente sentido: 
 
“El principio "NON BIS IN IDEM" (no dos veces sobre lo mismo), es una locución latina que 
contiene un axioma de derecho; es decir, que no se puede acusar de una infracción a quien ya fue 
juzgado, sancionado o absuelto de esta. Consagrado universalmente en las Cartas Fundamentales, 
incluida la nuestra promulgada en 1998, este principio, fue reconocido en el Art. 14.7 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Politicos (New York, 1966) cuyo tenor se transcribe "Nadie 
puede serjuzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por 
una sentencia firme de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada pais "; principio que no 
solo fue ratificado por el Ecuador, sino incorporado como garantía en el numeral 16 del Art. 24 de 
nuestra Constitución Politica de 1998, con el siguiente texto: "Nadie podrá ser juzgado más de una 
vez por la misma causa" (RESALTADO y CURSIVA SONDE LA SALA). El Dr. Manuel Jaén 
Vallejo, Letrado del Tribunal Supremo de España, en referencia a este principio de NON BIS IN 
IDEM, manifiesta: "La reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional sobre este principio 
arranca de la importante Sentencia del Tribunal Constitucional 2/1981, principal precedente en esta 
materia, en donde se afirmó que este principio general del derecho supone que no tenga lugar una 
duplicidad de sanciones - administrativa y penal cuando exista identidad del sujeto, hecho y 
fundamento, considerándolo integrado en el derecho a la legalidadpenal (Art. 25.1 de la 
Constitución). 1.- Posteriormente, el Tribunal Constitucional ha ido aclarando el distinto alcance 
del principio del non bis in idem, según se produzca su quebrantamiento por la aplicación de una 
doble sanción, administrativa y penal, o se produzca su quebrantamiento por la aplicación de una 
doble sanción en un único ámbito sancionatorio. 2. En cuanto a la esfera jurídico- penal, el 
principio del non bis in idem, dice la Sentencia del Tribunal Constitucional 221/1997, "aparece 
vinculado a la problemática referida al concurso de delitos y a la pluralidad de procesos penales, así 
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como a la excepción procesal de la cosa juzgada, pues si bien, hemos de afirmar que si se constata 
adecuadamente el doble castigo penal por un mismo hecho, a un mismo sujeto y por idéntica 
infracción delictiva, tal actuación punitiva habrá de reputarse contraria al Art. 25.1 CE", luego 
"siempre que exista identidad fáctica, de iUcito penal reprochado y de sujeto activo de la conducta 
incriminada, la duplicidad de penas es un resultado constitucionalmente proscrito"”
94
. 
 
3. 3.- ANALISIS DE LA COSA JUZGADA FRENTE AL PROCESO PENAL 
 
 
Roxin entiende que el agotamiento de la acción penal, originado por la cosa juzgada material, 
repercute como un impedimento procesal amplio, dice que si, no obstante se dicta una segunda 
sentencia de mérito, ella es nula, según la opinión dominante y que es indiferente para ello que el 
fallo firme sea condenatorio o absolutorio.  Para el derecho penal se prohíbe también la realización 
simultánea de dos procesos por un mismo hecho, en consecuencia, también es inadmisible una 
duplicación de la orden de detención por el mismo hecho y contra el mismo imputado. 
 
Según Roxin, la cosa juzgada material  sirve a la  protección del acusado, como ya lo demuestra su 
aseguramiento a través de un derecho básico; con ello se reconoce su interés a ser dejado en paz 
después del dictado de una decisión de mérito que ya no es más impugnable.  La cosa juzgada 
cumple, a la vez, una función sancionatoria: el riesgo de que quede excluida la posibilidad de un 
esclarecimiento posterior de los hechos a través de investigaciones complementarias  debe llevar a 
los órganos de la persecución penal a una realización realmente meticulosa ya una valoración 
correcta del hecho. 
 
Solo la parte dispositiva de la sentencia pasa en autoridad de cosa juzgada, y las sentencias penales 
firmes tampoco atan al juez penal  que debe juzgar a otra persona en otro proceso, pues la cosa 
juzgada abarca el objeto procesal en su totalidad, además de las sanciones accesorias y las 
consecuencias accesorias. 
 
Ahora bien, en criterio  de Zavala Baquerizo “no interesa, para los efectos de la cosa juzgada, si es que 
la pretensión punitiva fue estimada o desestimada en sentencia a firme; lo que interesa es que ya fue juzgada 
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y resuelta en legal sentencia  que se encuentra a firme, ejecutoriada y, por tal razón, es que no puede volver 
a ser aprehendida por otro proceso que repetirá el juzgamiento anterior”95. 
  
La cosa juzgada significa “juicio dado sobre la litis”, siendo la resolución definitiva del órgano 
jurisdiccional dada sobre el asunto litigioso que se ventila entre las partes procesales, que no puede 
ser discutida nuevamente dentro del mismo proceso ni en otro futuro. Este carácter se expresa - 
dice el ex magistrado Vergara Acosta-  en la fórmula latina NOM BIS IN IDEM, no dos veces 
sobre lo  mismo
96
. 
 
La institución que estudiamos, en nuestro Código Procesal Penal  se efectiviza  en doble sentido, 
una vez que la sentencia se ha ejecutoriado, ha quedado en firme, no se la puede modificar por 
ningún concepto, esa es su esencia, excepto en los casos que se ha concedido el indulto, o en los 
casos que se ha aceptado la "revisión"; por lo tanto, una vez que el condenado ha pagado su pena, 
deberá obtener la libertad sin dilaciones ni demoras; por otro lado, en cuanto el auto o sentencia ha 
pasado en "autoridad de cosa Juzgada", no se podrá volver sobre el mismo caso o asunto ni revisar 
la pena que hubiera sido impuesta, cumplida o no. 
 
Cuando una sentencia o fallo ha pasado en autoridad de cosa juzgada y la causa ha sido resuelta de 
modo definitivo por el Tribunal, ya no se debe volver a tratar el mismo delito, no porque se haya 
extinguido la acción penal, sino porque ha concluido o fenecido la acción penal previa, tal es así 
que, a partir de la fecha en que se ejecutoría la sentencia o auto, deja de contarse el plazo para la 
prescripción de la acción penal y empieza a contarse el plazo de prescripción para la ejecución de 
la pena, de allí que no se podrá iniciar otro proceso penal por el mismo hecho delictivo y contra la 
misma persona. 
 
La cosa juzgada es una de las herramientas procesales que buscan la consecución de la idea de 
certeza y convencimiento en el sistema jurídico, generando así una seguridad en la ciudadanía en el 
sistema jurídico procesal y de la aplicación de la ley. 
  
De manera alguna la cosa juzgada atenta contra el derecho de defensa o de acción que se refleja en 
la facultad de ejercer cierto recurso ante una sentencia insatisfactoria, puesto que dichos derechos 
se encuentran plenamente vigentes antes que la sentencia adquiera la calidad de ejecutoriada, de 
esta manera se evitan situaciones de indefensión que vulnerarían los derechos de las partes 
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procesales. Es necesario aclarar que antes, durante y hasta que el fallo adquiera firmeza, la 
presunción de inocencia se mantiene de forma integral. 
 
3.3.1.- Aplicación de la institución de cosa juzgada en el proceso penal 
 
Si bien luego de la cosa juzgada ya nada se busca, y según lo visto con anterioridad, la sentencia 
considerada cosa juzgada es vista como intangible y consiguientemente se la tiene como verdad, es 
bien conocido también que en materia penal, según lo establecido en el Código Adjetivo Penal, se 
podría romper la institución de cosa juzgada mediante el recurso de revisión, siempre y cuando este 
se ajuste a los requisitos establecidos en el Artículo 360 del mentado Cuerpo de Leyes. 
 
En virtud de lo dicho, aparece una subdivisión de la cosa juzgada, distinguiéndose entre cosa 
juzgada absoluta y relativa. 
 
Hay cosa juzgada absoluta cuando una decisión ya no puede ser impugnada en  ninguna de sus 
partes. 
 
La cosa juzgada relativa es: 
 
a) Objetivamente relativa, si sólo una parte de la decisión ha quedado firme por ejemplo, en 
caso de pluralidad de hechos, cuando la sentencia no es impugnada en relación a todas las 
acciones, o si sólo es recurrida la medida de la pena o una medida de seguridad (cosa 
juzgada parcial). 
 
b) Subjetivamente relativa, si la decisión sólo puede ser atacada todavía por una de las 
partes cuando por ejemplo, el acusado, después del juicio oral, ha sido declarado culpable 
por el delito acusado, pero éste tiene en cualquier tiempo la facultad de interponer recurso 
de revisión, teniendo este derecho como exclusivo
97
. 
 
“La cosa juzgada material –manifiesta Roxin- sirve a la  protección del acusado, como ya lo 
demuestra su aseguramiento a través de un derecho básico; con ello se reconoce jurídico – 
fundamentalmente su interés a ser dejado en paz después del dictado de una decisión de mérito que 
ya no es más impugnable.  La cosa juzgada cumple, a la vez, una función sancionatoria: el riesgo 
de que quede excluida la posibilidad de un esclarecimiento posterior de los hechos a través de 
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investigaciones complementarias  debe llevar a los órganos de la persecución penal a una 
realización realmente meticulosa ya una valoración correcta del hecho. 
 
Para Roxin solo la parte dispositiva de la sentencia pasa en autoridad de cosa juzgada, y las 
sentencias penales firmes tampoco atan al juez penal  que debe juzgar a otra persona en otro 
proceso.  Dice que la cosa juzgada abarca el objeto procesal en su totalidad.  Abarca también las 
sanciones accesorias y las consecuencias accesorias
98
. 
 
Además la cosa juzgada abarca el hecho desde todos los puntos de vista jurídico. 
 
Anota  Roxin que la cosa juzgada ingresa además de las sentencias definitivas, los autos de 
sobreseimiento, y se quebranta esta institución por el procedimiento de revisión por: a) el 
procedimiento de revisión, b la reposición al estado anterior c) la extensión de la casación a los 
demás condenados y d) la revocación de la sentencia a través de una acción de inconstitucionalidad 
exitosa. 
 
Ahora bien, en criterio  de Zavala Baquerizo “no interesa, para los efectos de la cosa juzgada, si es que 
la pretensión punitiva fue estimada o desestimada en sentencia a firme; lo que interesa es que ya fue juzgada 
y resuelta en legal sentencia  que se encuentra a firme, ejecutoriada y, por tal razón, es que no puede volver 
a ser aprehendida por otro proceso que repetirá el juzgamiento anterior”99.  
 
Además, Bolívar Vergara Acosta, opina que la cosa juzgada significa “juicio dado sobre la litis”, 
siendo la resolución definitiva del órgano jurisdiccional dada sobre el asunto litigioso que se ventila 
entre las partes procesales, que no puede ser discutida nuevamente dentro del mismo proceso ni en 
otro futuro. Este carácter se expresa - dice el ex magistrado Vergara Acosta-  en la fórmula latina 
NOM BIS IN IDEM, no dos veces sobre lo  mismo, que según Alsina tiene dos efectos: el primero, 
el negativo, que cierra la posibilidad de volver a ventilar el litigio a la parte demandada o actora 
que se le ha negado sus excepciones y acción, respectivamente; y, el segundo, el positivo, por el 
que a la parte que se le ha sido favorable la decisión del juez, puede solicitar su ejecución sin que 
pueda existir negativa alguna por ningún otro juez, pues tiene a su favor la excepción: la cosa 
juzgada (EXCEPTIO REI JUDICATA) para oponerse, y para exigir su ejecución procesal 
forzadamente se le concede la acción (actio iudicati)”100. 
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3.3.2.- La cosa juzgada frente al principio de prejudicialidad 
 
El  Código de Procedimiento Penal ecuatoriano  en el  artículo 41 establece: "Efecto de cosa 
juzgada.- Las sentencias ejecutoriadas en los procesos civiles no producen el efecto de cosa 
juzgada en lo penal, excepto las que deciden las cuestiones prejudiciales indicadas en el artículo 
anterior.- Las sentencias ejecutoriadas en los procesos penales, producen el efecto de cosa juzgada, 
en lo concerniente al ejercicio de la acción civil, solo cuando declaran que no existe la infracción o, 
cuando existiendo, declaran que el procesado no es culpable de la misma". 
 
3.4.- ANALISIS DE LA SEGURIDAD JURIDICA FRENTE A LA ACCION 
EXTRAORDINARIA DE PROTECCION 
 
 
3.4.1.- De la Seguridad Jurídica  
 
La seguridad jurídica, se entiende que es la certeza que nos da el estado mediante este derecho, de 
prever los efectos y consecuencias de nuestros actos y la realización de contratos realizados en los 
marcos legales para que surtan plenos efectos jurídicos o bien para tomar las medidas legales 
necesarias para evitar los efectos no deseados que pueden producirse según la ley. 
 
El derecho a la seguridad jurídica, está consagrado en el Artículo 82 de la Constitución de la 
República del Ecuador: “El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la 
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes”. 
 
Sin la existencia de la seguridad jurídica constitucionalmente consagrada, no se podría hablar de 
una convivencia armónica en el seno de la sociedad. 
 
En tal virtud, la seguridad jurídica permite que mediante la aplicación directa de la Constitución, la 
Ley por parte de las autoridades competentes, se establezcan las correctas reglas del juego que 
impiden la desnaturalización de los derechos y deberes de los ciudadanos. 
 
La seguridad que se menciona como fin inmediato del derecho no se refiere exclusivamente a la 
que brinda el principio de confianza, es decir, a la seguridad de que la reglas se cumplirán por todos 
los asociados y que su cumplimiento estará garantizado, sino a que los encargados de hacerlas 
cumplir o de sancionar a quienes no las cumplen, le brindarán al destinatario la confianza de que la 
norma se aplicará por igual para todos y en los precisos términos señalados en ella. Es que la 
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seguridad que se reclama como fin del derecho para alcanzar, si se quiere, más altos valores, 
requiere la certeza, en un Estado de Derecho, de que el encargado de hacer la norma y el de hacerla 
cumplir, también están sometidos a ella. 
 
Por seguridad jurídica, entonces, se debe entender la certeza que pueden tener los miembros de una 
sociedad respecto de cuál es el orden jurídico que los rigen; cuales son las normas que deben acatar 
y cuales las consecuencias de su desconocimiento. Por ello, en un Estado de Derecho, la seguridad 
jurídica es la máxima expresión del principio de legalidad. 
 
La seguridad jurídica lleva implícito el principio de legalidad, que nace además del principio de 
irretroactividad de la misma. 
 
Eduardo García de Enterría, en su análisis sobre la seguridad jurídica busca el origen del Derecho 
en su expresión a través de leyes y lo sitúa en la Europa del siglo XVIII, refiere como 
manifestación de este hecho el texto del Art. 4 de la Declaración de Derechos de 1789, en el que se 
señala que las limitaciones de libertad de los hombres están dadas por el ejercicio de ella en tanto 
no afecte a otros, y deben estar establecidas únicamente por la Ley, con lo cual –señala- se entierra 
resueltamente el quod principi placient legis habit vigorem (lo que al príncipe place tiene fuerza de 
ley)
101
. 
 
El siglo XIX, es en tanto el siglo de los códigos, predomina la obra Napoleónica. 
Se va configurando de esta forma un ordenamiento jurídico que el tratadista dice “habría liberado al 
ciudadano de todo el complejo de servidumbres, lazos y limitaciones, privilegios y fueros que se habrían 
acumulado sobre él en el largo Antiguo Régimen – y que de éste - derivó un sentimiento de seguridad y 
libertad”102. 
 
Por su parte el Art. 8 de la Convención Americana Sobre Derechos Humanos, dispone: “Toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”. 
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La seguridad jurídica, es un principio universalmente reconocido, entendida como certeza práctica 
del derecho, y representa la seguridad de lo que se conoce o se puede conocer lo previsto como 
prohibido, mandado o permitido por el poder público respecto de uno con los demás y los demás 
para con uno. 
 
El Estado, como ente del poder público de las relaciones en sociedad, no solo establece los 
lineamientos y normas a seguir, sino que en un sentido más amplio tiene la obligación de establecer 
la seguridad jurídica al ejercer su poder político, jurídico y legislativo. 
 
Los principios derivados de la seguridad jurídica son la irretroactividad de la Ley, el de tipicidad, 
las garantías constitucionales, la cosa juzgada y la prescripción. 
 
Con respecto a la irretroactividad de la Ley, la Corte Nacional de Justicia, Sala de lo Contencioso 
Tributario, se ha pronunciado en jurisprudencia expresando lo siguiente: 
 
“… La irretroactividad de la ley implica, de modo absoluto, que sus disposiciones rigen para lo venidero, es 
decir, a partir de su vigencia. En el caso en cuestión, el proceso de determinación se inicia con la Orden 
respectiva que se emite el 27 de junio de 2007, esto es, mucho antes de la vigencia de la ley que establece el 
recargo, razón por la que no cabe su aplicación retroactiva, por estar expresamente prohibido por la 
Constitución Política de 1998 y ratifi cado por la Constitución vigente…”
103
. 
 
Con respecto al principio de tipicidad, podemos decir que como una consecuencia del principio de 
legalidad se encuentra la exigencia de tipicidad del hecho, según la cual a la imposición de toda 
sanción debe precederle una previsión normativa en la que se describa de manera clara, precisa e 
inequívoca la conducta objeto de prohibición con todos sus elementos configurativos. 
 
El principio de tipicidad representa una derivación del principio de la exigencia de seguridad 
jurídica, y constituye un límite fundamental para la potestad sancionatoria. La materia penal está 
concebida para determinar si las conductas humanas son punibles, en cuyo caso el Estado tiene 
privativamente la obligación de sancionar. 
 
Este principio conlleva algunas consecuencias, las mismas que son: 
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 Sujeción irrestricta de los jueces y magistrados a las disposiciones que emanan de las leyes, 
tanto en la sustanciación de las causas como en la resolución de las mismas, tomando en 
cuenta que, los jueces no son los que legislan, sino que son aquellos que aplican las 
disposiciones preexistentes en los casos concretos. 
 
 Cumplimiento inexorable y fehaciente de las atribuciones conferidas por la ley a los jueces 
y magistrados, para lo cual se deben limitar a hacer o disponer única y exclusivamente lo 
que las leyes les faculta
104
.  
 
No toda conducta humana es punible, pero cuando la sociedad ha acordado un tipo de 
comportamiento calificado como armonioso o equilibrado, todo aquel que irrespeta este acuerdo 
social se encuentra tentando contra la armonía y el equilibrio de la sociedad, cuando esta conducta 
atenta contra los bienes jurídicamente protegidos, y se identifica con las acciones que previamente 
el legislador lo ha considerado como típicas, es posible que esa conducta sea preocupación del 
derecho penal y del procesal penal. 
 
En consecuencia, la seguridad jurídica depende de la existencia de un ordenamiento jurídico 
convergente y cohesionado, cuya interpretación solamente corresponda del fondo de los asuntos 
controvertidos y mas no por la forma de exigencias legales. 
 
Para Dromi, hay algunas condiciones o atributos para que opere el este valor: 
 
Independencia. “Sin verdaderos jueces no hay seguridad jurídica - señala y agrega- la recta interpretación 
de la ley e integración del derecho que la hacen los jueces es un presupuesto de la seguridad jurídica”105. 
 
Razonabilidad. No arbitrariedad de los órganos legisladores, reguladores, controladores, de 
administración de justicia; lo que implica actuaciones bajo principios de proporcionalidad, 
causalidad, no discriminación, etc., lo cual debe estar sustentado por “un espectro amplio de 
protección de los bienes jurídicos, de los valores tutelados, que dan las medidas de seguridad”106. 
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Racionalización. Simplificación del orden jurídico, necesidad de controlar el exceso de 
reglamentación y burocratismo. 
 
La prestación. No se puede hablar de seguridad si el hombre no satisface sus necesidades básicas, 
por lo que el Estado debe garantizar servicios públicos accesibles y eficientes. 
 
La fiscalización. Sin control no hay no hay responsabilidad
107
. 
 
Para Squella, la seguridad es una palabra que se relaciona con las ideas de “orientación”, “orden”, 
“previsibilidad” y “protección”, por su parte la seguridad jurídica, en cuanto uno de los valores o 
fines del derecho, se relaciona también con esas mismas ideas.
108
 Las tres primeras ideas responden 
a la dimensión formal vista anteriormente, en tanto que al hablar de protección ingresa en lo 
axiológico, al señalar este autor que “el derecho provee seguridad en cuanto protección, puesto que el 
ordenamiento jurídico reconoce y garantiza un conjunto de derechos, algunos de ellos de carácter 
fundamentales, que se relacionan con ciertos valores de interés general, tales como la libertad, la igualdad y 
la solidaridad”109. 
 
Preciado Hernández, la asocia con el orden, la eficacia y la justicia. El orden dice es el plan general 
expresado en una legislación con miras a coordinar acciones individuales y unificar el esfuerzo 
colectivo; pero no se puede hablar de seguridad cuando existiendo un orden legal teórico, no rige 
un orden eficaz, es decir cuando la legislación no es observada por los particulares y por las 
autoridades; y que además esté fundado en la justicia; una ley injusta – continúa – es como un traje 
no hecho a la medida, nos aprieta y molesta constantemente
110
. 
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De esta manera a “la seguridad se mira no desde el punto de vista de existencia  de norma escrita sino 
desde la necesidad de una correcta intelección y aplicación de la misma por el juez, que obedezca a las 
necesidades de la sociedad y a los cambios que en su interior se presenten”111. 
 
3.4.2.- La Acción Extraordinaria de Protección 
 
Una verdadera novación al texto constitucional, lo encontramos en el Artículo 94 de la Carta 
Fundamental, que por la importancia transcribo:  
 
“La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que 
se haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá 
ante la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos 
ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos 
recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional 
vulnerado”. 
 
El primer párrafo de la disposición constitucional trascrita, concreta los fundamentos doctrinarios 
que sustentan la acción de amparo contra las resoluciones judiciales en firme, que violenten 
derechos protegidos.  
 
En la misma Constitución, en el Artículo 11 numeral 3ro, al referirse a los derechos de libertad, 
expresa: “Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de 
derechos humanos serán de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor 
público, administrativo o judicial…”. Es la misma Constitución la que convierte en su Artículo 429 a 
la Corte Constitucional, en el máximo órgano de control, interpretación y administrador de justicia 
en materia constitucional. 
 
Pero la acción extraordinaria de protección, está limitada a ser procedente cuando se hayan agotado 
los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de 
interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho 
constitucional vulnerado, es decir que se debe haber agotado todas las instancias judiciales antes de 
acudir al órgano de control constitucional. 
 
                                                          
111
 ESTRADA VÉLEZ, Sergio Iván, Hacia un Nuevo Concepto de Seguridad Jurídica a la Luz de los Valores 
Consagrados por la Constitución Nacional de 1991, Nueva Interpretación Constitucional, Medellín- 
Colombia,Facultad de Derecho de la Universidad de Antioquía, Biblioteca Jurídica Diké 1997, p.190 
79 
 
En materia penal, que nos compete en la presente investigación, existe además el recurso de 
revisión, cuya admisibilidad no tiene límite de tiempo, regulado por el Código de Procedimiento 
Penal, siempre y cuando se pueda probar la inocencia  del condenado injustamente por un delito, tal 
es así, que conforme lo manda el Artículo 361 de la norma adjetiva Penal, la revisión por el primer 
caso la intentará el reo, o cualquier persona, o el mismo tribunal de garantías penales de oficio, 
cuando resulte la aparición del que se creía muerto, o se presenten pruebas que justifiquen 
plenamente la existencia del que se creía muerto con posterioridad a la fecha de la supuesta 
infracción. En los demás casos sólo podrá interponerlo el condenado; pero si hubiera fallecido, 
podrán hacerlo su cónyuge, sus hijos, sus parientes o herederos. 
 
Es necesario distinguir una fundamental diferencia, la Corte Constitucional si bien es cierto tiene 
facultad y competencia para revisar la constitucionalidad de la sentencia, sea absolutoria o 
condenatoria, no puede valorar la prueba practicada en el momento procesal correspondiente, ni 
puede entrar a revisar si el condenado es  o no responsable del delito por el que se le ha condenado, 
sino que solamente puede entrar a revisar que se hayan aplicado las normas del debido proceso y 
no se hubieren vulnerado derechos constitucionalmente reconocidos de ninguna de las partes que 
han intervenido en el juicio, por lo que cualquiera de éstas puede iniciar la acción constitucional, 
mientras que el recurso de revisión, es limitado en cuanto a la persona que puede interponerlo. 
 
La acción extraordinaria de protección, ataca solamente a la resolución vulnerante de derechos 
constitucionales, mientras que el recurso de revisión, ataca a la sentencia condenatoria, dando una 
nueva oportunidad al reo de probar su inocencia frente a la Corte Nacional de Justicia. 
 
3.5.- COSA JUZGADA FRAUDULENTA.- SEGURIDAD FRENTE A JUSTICIA 
 
 
3.5.1.- El valor justicia como sustento del derecho 
 
El jurisconsulto romano Ulpiano definió el derecho en términos de justicia y ésta en términos de 
derecho. Es así como precisó a la jurisprudencia como “La ciencia de lo justo  lo injusto”, y a la 
justicia como “la perpetua y constante voluntad de dar a cada uno su derecho”. En la misma línea 
de conciencia entre  ambos conceptos, Celso establece la noción de derecho como el arte de lo 
bueno y de lo equitativo. 
 
La idea de justicia e el norte, centro y periferia del derecho. Resulta evidente entonces, que el 
derecho no puede existir sin una referencia y sustento axiológico en la noción de justicia, aún en su 
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generalidad conceptual como virtud o como ideal. La  justicia, sin duda alguna, constituye “su 
principal criterio o medida ideal”112. 
 
La justicia es el valor principal que el derecho trata de realizar a  través de sus distintas 
expresiones, incluida por su puesto, las resoluciones o actos procesales emitidos en sede 
jurisdiccional, brindando justamente la seguridad y certeza de quienes acuden a los órganos 
jurisdiccionales de recibir una respuesta encajada en los principios de justicia, en respeto a los 
derechos constitucionalmente reconocidos, no solamente en la tramitación previa a la resolución, 
sino en la ejecución de la misma. 
 
Es así, que la seguridad es también uno de los fines del derecho, en consideración a la seguridad 
humana de seguridad y certeza, como parte incluso de lo concebido como justicia. “El derecho es 
fabricado por los hombres sobretodo, bajo el estímulo de una urgencia de certeza (saber a qué atenerse) y 
de seguridad (saber que eso a lo cual puede uno atenerse tendrá que ser forzosamente cumplido), o sea bajo 
el estímulo de una urgenci de orden en la vida social”113. 
 
Como hemos visto entonces, la cosa juzgada es un elemento importantísimo de la seguridad 
jurídica, por estar revestida de una “presunción de verdad”, bajo cuya presunción, se dice que la 
verdad de la cual emana la eficacia jurídica o ejecutabilidad de la sentencia e la presumida surgida 
del propio fallo, y no admite prueba en contrario, existe una identificación absoluta entre la verdad 
material y la verdad de la sentencia. 
 
En relación a lo dicho, Radbruch ha manifestado: “Bien común, justicia y seguridad jurídica ejercen un 
condominio sobre le derecho, no a partir de una armonía, sin tensiones, sino por el contrario en una 
relación de tensión viva. El predominio de uno u otro de esto valores no se deja desterrar mediante una 
norma supraordenadora, tal norma no existe, sino sólo en virtud de la decisión responsable de las épocas 
cambiantes. El Estado policial concede predominio al bien común, el derecho natural a la justicia y el 
positivismo a la seguridad jurídica”114. 
 
 
                                                          
112
 ANDUJAR Moreno, Jorge, Revista de la Unidad de Postgrado de la Facultad de Derecho y Ciencia Política, 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, Universidad del Perú, pp. 452 
113
 Goldschmidt, Derecho Procesal Civil, ed. Labor, Madrid 1936, pp. 300 
114
 Radbruch, Filosofía del Derecho, pp. 99 
81 
 
3.5.2.- Relativización de la Cosa Juzgada frente a violaciones de derechos humanos 
 
Si bien los pilares de la justicia se concentraría en sancionar solamente al culpable, hay muchos 
casos en los que se han roto estos principios de justicia, absolviendo sin fundamento alguno a 
quienes han quebrantado la ley, el derecho ajeno, y han podido burlar a las autoridades judiciales, 
alegando luego efectos de inmutabilidad de la cosa juzgada. 
 
Con el fin de evitar este tipo de injusticias, en el derecho penal internacional, se ha aceptado la 
relativización de la cosa juzgada de las resoluciones que fueron producto de procesos destinados a 
garantizar la impunidad de los violadores de derechos humanos. En diversos países de la región 
interamericana,  por el impacto de la justicia internacional en este tema, han aceptado en el marco 
de sus ordenamientos jurídicos la relativización del principio de cosa juzgada en el juzgamiento de 
graves violaciones a los derechos humanos. 
 
La Corte Interamericana ha definido la impunidad como “la falta en su conjunto de investigación, 
persecución, captura, enjuiciamiento y condena de los responsables de las violaciones de los derechos 
protegidos por la Convención Americana, toda vez que el Estado tiene la obligación de combatir tal 
situación por todos los medios legales disponibles ya que la impunidad propicia la repetición crónica de las 
violaciones de derechos humanos y la total indefensión de las víctimas y de sus familiares”115. 
 
Conviene indicar que la Corte interamericana ha definido en su jurisprudencia a la «impunidad» 
como «la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de 
los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana, entre 
otros: Caso de las Masacres de Ituango, Sentencia de 1 de julio de 2006, Serie C, Nº 148, párr. 299; 
Caso de la Masacre de Mapiripán , Sentencia de 15 de diciembre de 2005. Serie C Nº 134, párr. 
237. 
 
No se puede aceptar, que habiéndose cometido algún crimen atroz, que no solamente causa alarma 
en la sociedad, sino que queda en el ambiente una sensación de injusticia en los miembros de la 
población, porque no son los derechos a la vida, a la integridad sexual, a la libertad en contra de 
una persona o un grupo de personas, sino de toda la población los que quedan vulnerados, y que 
para rematar terminen en una sentencia absolutoria, o con una sentencia que constituye una burla 
para las víctimas y sus familiares. Por eso que se debe considerar admirable la acción de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en ese sentido, no solamente los delincuentes los que deben 
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estar amparados por un sinnúmero de garantías de las que ya gozan, sino también las víctimas y sus 
familias quienes deben gozar de una protección real del Estado, con una verdadera acción 
coercitiva de los órganos administradores de justicia.  
 
Si bien es cierto, en la legislación interna de cada estado está el pleno ejercicio de los derechos 
humanos consagrados en las constituciones, también éste debe responder diligentemente ante una 
potencial o inminente violación a los derechos humanos de sus pobladores. El garantizar el libre y 
pleno ejercicio de los derechos humanos que inicialmente no resulte imputable directamente a un 
Estado, ya sea por tratarse de la obra de un particular o por no haberse identificado al autor de la 
trasgresión, puede acarear la responsabilidad internacional del Estado no por ese hecho en sí 
mismo, sino por falta de la debida diligencia para prevenir la violación o para tratarla en los 
términos requeridos por la Convención Americana de Derechos Humanos. 
 
Es así, que cuando un tratado internacional de derechos humanos es ratificado por el Estado, éste 
debe adecuar su legislación interna para el pleno cumplimiento de lo establecido en dicho 
convenio, “cuando las normas de Derecho que garantizan los derechos consagrados en la Convención no 
son observadas, entonces el Estado debe aplicar las disposiciones previstas para los casos de 
incumplimiento e imponer las sanciones correspondientes; éstas serían las medidas previstas por la 
Convención para garantizar y hacer efectivos los derechos y libertades previstos en ella”116. 
 
Esta obligación internacional, se deriva también del derecho individual y colectivo a la verdad, al 
respecto la Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha precisado que el derecho a la verdad se 
encuentra subsumido en el derecho de la víctima o sus familiares a obtener de los órganos 
competentes del Estado el esclarecimiento de los hechos violatorios y las responsabilidades 
correspondientes, a través de la investigación y el juzgamiento que prescriben los artículos 8 y 25 
de la Convención. Por ello, la Corte constató que “las leyes de autoamnistía conducen a la indefensión 
de las víctimas y a la perpetracón de la impunidad, por lo que son manifiestamente incompatibles con la 
letra y el espíritu de la Convención Americana. Este tipo de leyes impide la identificación de los individuos 
responsables de violaciones a derechos humanos, ya que se obstaculiza la investigación y el acceso a la 
justicia e impide a las víctimas y a sus familiares conocer la verdad y recibir la reparación 
correspondiente”117. 
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Sin embargo, en casos de violación inminente a los derechos humanos, cuyo proceso haya 
desembocado en una posible absolución o una sentencia a todas luces injusta, no puede reconocerse 
la validez de la cosa juzgada como absoluta, en concordancia con el principio de Non bis in idem, 
que se traduce en que nadie puede ser juzgado más de una vez por la misma causa y materia. Es así, 
que el derecho internacional, como el Proyecto de Código de Crímenes contra la paz y la seguridad 
de la humanidad de la Comision de Derecho Internacional de las Naciones Unidas, el Estatuto del 
Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia, el Estatuto del Tribunal Internacional para Ruanda y 
el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, permiten desconocer un fallo judicial 
resultante de un proceso enderezado a obtener la impunidad, ya sea eximiendo de culpabilidad a los 
autores de los crímenes ya sea imponiéndoles penas irrisorias. Así la relativización de la cosa 
juzgada se justifica plenamente en aquellos casos en que no se quiera o no se pueda enjuiciar, o 
bien enjuiciando, se ha obtenido una cosa juzgada aparente o fraudulenta. Así, la revisión de los 
procesos en los que el Estado fomentó o toleró la impunidad no impacta en forma intensa a la 
seguridad jurídica, puesto que un proceso deficiente no puede ser tomado en cuenta como una 
investigación seria e imparcial de los hechos punibles. 
 
Los Estados deben “prevenir, investigar y sancionar toda violación de los derechos reconocidos en la 
Convención americana y procurar además, el restablecimiento, si es posible, del derecho conculcado y, en 
su caso, la reparación de los daños sufridos por la violación de los derechos humanos. Si el aparato del 
Estado actúa de modo que tal violación quede impune y no se restablezca, en cuanto sea posible, a la víctima 
en la plenitud de sus derechos, puede afirmarse que ha incumplido con el deber de garantizar su libre y 
pleno ejercicio a las personas sometidas a su jurisdicción”118. 
 
De acuerdo a antecedentes entregados por Naciones Unidas, en la última mitad del siglo pasado 
tuvieron lugar cerca de 300 conflictos en el planeta; perdieron la vida unos 90 millones de civiles, 
principalmente mujeres y niños y unos 180 millones de personas vieron violados gravemente sus 
derechos, su dignidad y su propiedad. La mayor parte de las víctimas quedaron en el olvido y muy 
pocos responsables han respondido ante la justicia. Como señala el “Preámbulo” del “Estatuto de 
Roma”, “en este siglo, millones de niños, mujeres y hombres han sido víctimas de atrocidades que desafían 
la imaginación y conmueven profundamente la conciencia de la humanidad”119. 
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En tal virtud, el principio penal non bis in idem, cuyo postulado básico es que una misma conducta 
no sea definida como ilícita en dos o más ordenamientos, con la posibilidad de aplicación de varias 
sanciones, la que de realizarse, entrañaría una vulneración del más elemental principio de justicia. 
Establecido en el artículo 20 del “Estatuto de Roma”, es abordado respecto de la cosa juzgada, 
estableciéndose que no tendrá aplicación cuando se intente sustraer de la competencia de la Corte a 
una persona acusada o cuando la causa no haya sido instruida con independencia o imparcialidad 
de acuerdo a las garantías del debido proceso. Para asegurar un juicio justo e imparcial, el 
“Estatuto” salvaguarda expresamente las garantías procesales del acusado, estableciendo el 
cumplimiento de los más altos estándares de justicia reconocidos por el Derecho Internacional. 
 
En virtud de lo establecido en los convenios internacionales de defensa de derechos humanos, los 
estados tienen facultad para perseguir actos cometidos durante conflictos armados contra personas 
protegidas ejercer jurisdicción universal sobre los sospechosos de genocidio, crímenes de lesa 
humanidad, otros crímenes de guerra distintos de las infracciones graves de los Convenios de 
Ginebra, crímenes de guerra cometidos en conflictos de carácter no internacional, ejecuciones 
extrajudiciales, desapariciones forzadas o tortura. 
 
“En suma, el enjuiciamiento de los responsables de violaciones graves a los derechos humanos y al derecho 
internacional humanitario contribuye al restablecimiento y mantenimiento de la paz y seguridad 
internacionales en el caso en el que ya se hubieran perpetrado, así como también contribuye a la prevención 
de dichos crímenes y a la reconciliación nacional. Además, si se están cometiendo dichas violaciones, el 
enjuiciamiento contribuye a que cesen”120. 
 
El artículo 7 del Estatuto de Roma define los crímenes de lesa humanidad y el artículo 8 los 
crímenes de guerra. Los elementos de cada crimen de lesa humanidad describen el contexto en que 
debe tener lugar la conducta, a saber, como parte de un ataque generalizado o sistemático dirigido 
contra una población civil, requiriendo que el autor haya tenido conocimiento que dicha conducta 
era parte de un ataque generalizado o sistemático. No se requiere que el autor conozca los detalles 
precisos del plan o la política del Estado. Los crímenes de guerra exigen que la conducta haya 
tenido lugar en el contexto de un conflicto armado internacional (o de índole no internacional si se 
trata de violaciones graves al artículo 3 común a los 4 Convenios de Ginebra) y haya estado 
relacionada con él. Además requiere que se comentan como parte de un plan o política o como 
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parte de la comisión en gran escala de tales crímenes. Los crímenes sexuales y de género se 
encuentran contemplados en ambos artículos. Sus elementos son similares, lo que cambia es el 
contexto, es decir si son juzgados como crímenes de lesa humanidad o como crímenes de guerra. 
Es de tener en cuenta, que con la actual legislación penal, se han cometido una serie de injusticias y 
burlas a las víctimas de crímenes realmente atroces, no solamente en Ecuador, sino en toda la 
América Latina, por lo que el Derecho Penal Internacional ha debido pronunciarse en este sentido, 
y ya que tiene la dificultad de no contar con policía ni cárceles, los Estados deben brindar toda la 
colaboración pertinente, para que las resoluciones se hagan efectivas y se ejecuten sin dilaciones ni 
desperfectos. 
 
3.5.3.- Caso Fybeca 
 
El caso Fybeca se produjo el miércoles 19 de noviembre de 2003 en la ciudad de Guayaquil, el 
estupor e indignación ciudadanos nacieron de una foto captada por el reportero gráfico de diario El 
Universo. En la mañana del 19 de noviembre del año 2003, se informó sobre un asalto en progreso 
a una sucursal de las farmacias Fybeca, ubicada al norte de Guayaquil, que según la policía había 
producido un enfrentamiento entre policías y delincuentes, que resultó en la muerte de ocho 
delincuentes y la detención de varias personas. Dentro de la escena del crimen se recolectaron 
como evidencia pistolas, ametralladoras y hasta incluso granadas de mano. 
 
Los hechos se habrían dado cuando un grupo especial antidelincuencial formado, al margen de la 
ley, por policías de diferentes unidades en Guayaquil habría actuado para repeler el asalto de la 
farmacia Fybeca, ocurrido en la fecha antes indicada, donde murieron ocho hombres: seis presuntos 
delincuentes, un mensajero y un cliente que compraba pañales, se presume que se ejecutó a seis 
sospechosos y dos inocentes, pese a su estado de indefensión. A uno de ellos incluso se le puso una 
granada de mano para que diera la idea que trató de detonarla. 
 
Algunas personas, entre ellas Dolores Guerra, denunciaron excesos de los Agentes de Policía, que 
habrían detonado en la muerte de su esposo y de otras personas que acudieron a la farmacia como 
clientes. Posteriormente a los hechos se levantó una Corte Policial en contra de 20 policías 
sindicados en el caso, sin embargo los 20 policías fueron declarados inocentes por falta de pruebas. 
El proceso se inició el día 3 de diciembre del año 2003. El 27 de abril del año 2004 se cerró el 
proceso penal a pedido del fiscal Carlos Pérez Asencio. 
 
Posteriormente el hecho fue denunciado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
que acusó al Estado ecuatoriano de ejecuciones extrajudiciales, hecho que fuera negado por las 
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autoridades ecuatorianas. Las mujeres de los desaparecidos, Dolores Briones, Dolores Guerra y 
Dolores Vélez -conocidas como el grupo de las dolores- realizan plantones cada año en 
conmemoración del caso Fybeca. 
 
Pese a que no ha habido aun un pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos, en base a un informe de la Comisión de la Verdad, y por disposición del Ministerio del 
Interior, el 7 de septiembre de 2010, se ordenó la reapertura de las investigaciones del caso. 
 
Actualmente el proceso se encuentra en etapa de instrucción fiscal, habiéndose ordenado la prisión 
preventiva de veinte de los treinta y un procesados por una presunta violación de derechos 
humanos por este caso. Junto al Fybeca, el Gobierno también decidió la reapertura de los casos 
Terranova, registrado en el 2008 en Quito; y el de la muerte de Damián Peña Bonilla, sucedido en 
Cuenca en el 2003. En todos estarían involucrados miembros de la Policía. 
 
Debe ser una de las mejores noticias que podrían haber recibido las familias, el hecho de que la 
justicia ecuatoriana por fin está tomando en sus manos la investigación de esa violación atroz a los 
derechos humanos, que no se puede resumir en un exceso de uso de la fuerza por parte de los 
agentes policiales, porque ese accionar terminó en asesinatos y desapariciones, de personas que 
hasta hoy se desconoce su paradero, y si han fallecido ya, no se sabe dónde estarán sepultados sus 
restos. 
 
Si bien está constitucionalmente consagrado que nadie puede ser juzgado mas de una vez por la 
misma causa y materia, lo que terminó en sentencias absolutorias para los implicados en el caso 
que se estudia, las víctimas también tienen derecho a acceder a la justicia, por lo que estas 
absoluciones no son más que una burla a la afectación de las familias de las víctimas. 
 
Entre los principios de justicia, están los de celeridad, lealtad procesal, debida diligencia, 
consagrados en los Artículos 169 y 172 de la Constitución, por lo que una sentencia absolutoria 
ante el cometimiento de crímenes atroces es inaceptable, es un fracaso para el Estado, como 
representante de la sociedad. 
 
Si bien la investigación de la Comisión de la Verdad, se espera que desencadene un verdadero 
manejo de la justicia en este caso de crimen de lesa humanidad como en otros que actualmente se 
han abierto las investigaciones, ahora está en manos de los jueces que se encarguen de dicho 
juzgamiento el sentar un precedente, para que no se vuelva a cometer un crimen de esa naturaleza 
ni de esas magnitudes, y si se vuelve a cometer, que no se burlen las autoridades de las víctimas y 
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sus familias, creando Cortes administrativas internas de las instituciones supuestamente para 
“investigar los casos”, y terminen con sentencias absolutorias “por falta de pruebas”. 
 
No tendría sentido alegar rompimiento de la seguridad jurídica, o el principio de non bis in idem, 
porque si la administración de justicia no actúa en base a la verdad histórica de los hechos que 
juzga, no se puede decir que se ha respetado los principios de su administración, sino que se ha 
hecho un remedo de proceso penal, que desencadena en una injusticia, o en un reparo incompleto 
de los daños causados. 
 
“La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha pronunciado entre otros, en el 
caso de los crímenes de La Cantuta y Barrios Altos contra Perú como delitos imprescriptibles. El ex 
Presidente Alberto Fujimori y el asesor de inteligencia Vladimiro Montesinos están condenados por estas 
masacres, en cuyos procesos se les aplicó la teoría del autor mediato que es quien tiene el dominio del hecho 
a través de un aparato organizado de poder como sostiene el jurista alemán, Prof. Claus Roxin”
121
. 
 
En el tema específico del ne bis in idem, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha 
pronunciado en el siguiente sentido: “154. En lo que toca al principio ne bis in idem, aún cuando es un 
derecho humano reconocido en el artículo 8.4 de la Convención Americana, no es un derecho absoluto y, 
por tanto, no resulta aplicable cuando: i) la actuación del tribunal que conoció el caso y decidió sobreseer o 
absolver al responsable de una violación a los derechos humanos o al derecho internacional obedeció al 
propósito de sustraer al acusado de su responsabilidad penal; ii) el procedimiento no fue instruido 
independiente o imparcialmente de conformidad con las debidas garantías procesales, o iii) no hubo la 
intención real de someter al responsable a la acción de la justicia. Una sentencia pronunciada en las 
circunstancias indicadas produce una cosa juzgada "aparente" o "fraudulenta". Por otro lado, esta Corte 
considera que si aparecen nuevos hechos o pruebas que puedan permitir la determinación de los 
responsables de violaciones a los derechos humanos, y más aún, de los responsables de crímenes de lesa 
humanidad, pueden ser reabiertas las investigaciones, incluso si existe un sentencia absolutoria en calidad 
de cosa juzgada, puesto que las exigencias de la justicia, los derechos de las víctimas y la letra y espíritu de 
la Convención Americana desplaza la protección del ne bis in idem”122.  
 
No se requiere que sea un ataque sistemático, o progresivo para convertirlo en crimen de lesa 
humanidad, como así se ha pronunciado el Tribunal Internacional para la ex Yugoslavia: “un solo 
acto cometido por un perpetrador en el contexto de un ataque generalizado o sistemático contra la 
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población civil trae consigo responsabilidad penal individual, y el perpetrador no necesita cometer 
numerosas ofensas para ser considerado responsable”123. 
 
Es así., que un solo ataque en contra de la población civil, independientemente de la situación 
política del país, se considera de acuerdo al Derecho Internacional Humanitario, como un crimen 
de lesa humanidad, como en el caso de estudio, desencadenó ejecuciones extra judiciales y 
desapariciones, cuyo paradero aun se desconoce, pero genera una responsabilidad penal individual, 
y el derecho a la reparación de las víctimas y sus familias. 
 
“El recordado amigo y jurista chileno Prof. Juan Bustos Ramirez era partidario de la imprescriptibilidad de 
estas graves violaciones de derechos humanos, a lo que debe sumarse la creación de tribunales de excepción 
y de estatutos punitivos con aplicación retroactiva de su normativa, pues el mensaje a los depredadores de 
derechos humanos es que su conducta JAMAS será impune”124. 
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CAPITULO IV 
 
LA ACCION EXTRAORDINARIA DE PROTECCION 
 
4.1.- GENERALIDADES 
 
 
Para estudiar la acción extraordinaria de protección, es importante considerar los siguientes 
aspectos: 
 
¿Qué garantías específicamente resguarda la acción extraordinaria de protección?; ¿En qué etapa 
procesal del juicio penal se ubica la acción extraordinaria de protección?; ¿Qué formalidades 
requiere la interposición de la acción extraordinaria de protección?; ¿Qué errores busca corregir la 
acción extraordinaria de protección a través de la Corte Constitucional?;¿De qué manera se 
garantiza el principio de celeridad en la administración de justicia en la Corte Constitucional?; 
¿Qué etapas conoce la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional de la 
acción extraordinaria de protección?; ¿Bajo qué parámetros deben regirse los jueces de la Corte 
Constitucional para admitir o no una acción extraordinaria de protección?; ¿Qué etapas procesales 
del juicio penal puede revisar la Corte Constitucional a través de la acción extraordinaria de 
protección?; ¿Qué piezas procesales y diligencias del juicio penal revisa la Corte Constitucional 
por interposición de acción extraordinaria de protección?; ¿Tiene facultad la Corte Constitucional 
de revisar la legalidad de la sentencia condenatoria?; ¿Tiene facultad la Corte Constitucional de 
revisar los motivos que han desencadenado en la sentencia condenatoria?; ¿La Corte Constitucional 
revisa la existencia del delito y la culpabilidad o inocencia del condenado?; ¿Si se hubiere 
comprobado la existencia de la infracción penal y la culpabilidad del acusado, pero se hubiere 
violado el debido proceso, qué debe dictar la Corte Constitucional?; ¿Cuáles son las consecuencias 
jurídicas de la aceptación de la acción extraordinaria de protección a favor del condenado por un 
delito? ¿Qué efectos jurídicos produce la aceptación de acción extraordinaria de protección de la 
sentencia condenatoria que estuviera en proceso de ejecución? ¿Si el estado es responsable por la 
inadecuada administración de justicia, la aceptación de la acción extraordinaria de protección a 
favor del condenado en materia penal daría lugar a indemnización pecuniaria por daños y perjuicios 
o daño moral? ¿Qué número de causas ha resuelto la Corte Constitucional por acción extraordinaria 
de protección de sentencia condenatoria desde la vigencia de la Constitución del 2008? ¿Antes de 
la expedición de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, en qué 
parámetros se basó la Corte Constitucional para juzgar?. 
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El Estado Constitucional de derechos, solo puede reclamar obediencia si su actuación  es legítima, 
y para serlo, las autoridades públicas, en el caso que se estudia las jurisdiccionales, deben ajustar 
sus actuaciones y resoluciones a lo establecido en la Carta Fundamental, por lo que no pueden 
violar el sistema de derechos establecido con la misma, de tal manera, que si una actuación o 
resolución de las máximas autoridades judiciales es violatoria de tal sistema, son actuaciones 
ilegítimas y no puede merecer acatamiento, de ahí la oportunidad de interponer acción 
extraordinaria de protección en el tiempo establecido en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, a fin de que sea la máxima autoridad constitucional, la 
que subsane esta actuación, y de los medios para la reparación del daño que se pueda haber 
ocasionado. 
 
Se debe empezar precisamente conceptualizando  la acción extraordinaria de protección, bajo el 
parámetro de ser una acción excepcional, que se tramita ante la Corte Constitucional, luego de 
haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios ante la justicia por quien tuviere 
legitimación activa para interponer la acción, cuando se hubieren violado en el proceso o sentencia 
derechos y garantías constitucionalmente consagrados. 
 
Hay quienes consideran que la inimpugnabilidad de las decisiones del máximo órgano judicial, es 
violatorio de los derechos constitucionalmente consagrados, además de lo establecido en tratados 
internacionales de derechos humanos, toda vez que la Constitución como  norma suprema del 
Estado debe resguardar y garantizar el respeto y cumplimiento de los derechos de los seres 
humanos. 
 
Es indiscutible la necesidad de que exista un control constitucional sobre las actuaciones de la 
función judicial, que ampare a los ciudadanos, ya que la Constitución es la norma suprema, y no se 
puede pensar en un incumplimiento de sus normas que no acarree consecuencias jurídicas. 
 
La doctrina señala que debe existir esta acción por los siguientes motivos
125
: 
 
a. Para proveer de que sea segura la supremacía de la Constitución; 
b. Porque de esta manera se garantiza y resguarda el debido proceso y la efectividad y 
resultados concretos; además del respeto a los derechos constitucionales; 
c. Porque de esta manera se procura la justicia del caso; y,  
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d. De esta manera se amplía el marco de control de constitucionalidad, encargada a la Corte 
Constitucional 
 
A decir del Doctor García Falconí, hay que tener en cuenta que los fundamentos constitucionales 
de la acción extraordinaria de protección, no se limitan a los derechos constitucionales y a las 
reglas del debido proceso señaladas en la Carta Fundamental, sino también a los derechos humanos 
señalados en Tratados internacionales sobre esta materia. 
 
Es indiscutible que con la Constitución aprobada en el 2008, se ha dado una verdadera revolución 
en la percepción y magnitud de las garantías constitucionales, toda vez que la Constitución de 
1998, solamente contemplaba la denominada acción de amparo constitucional, con la limitación 
que hoy se contempla para la acción ordinaria de protección, esto es, que no procede interponerla 
frente a las decisiones de la Función Judicial. 
 
Si bien es cierto, por parte de algunos profesionales del Derecho ha sido catalogada y hasta 
utilizada a la acción extraordinaria de protección como una “cuarta instancia”, no pueden ser 
confundidos ni catalogados como otra instancia jurisdiccional, ya que la labor que desempeña este 
órgano de control está dirigida a tutelar los derechos constitucionales; mientras que la 
administración de justicia ordinaria es la que se encarga de la tramitación de los procesos en que se 
ven comprometidos los intereses de las partes, debiendo pronunciarse en base a las constancias 
procesales que aporten los intervinientes en la litis; de esta forma se establece el derecho a la 
seguridad jurídica y la independencia de la Función Judicial. 
 
Al respecto, la Corte Constitucional, se ha pronunciado en el siguiente sentido: “…Por otro lado, en 
cuanto a sus efectos, resulta claro que a partir de la concesión de una acción extraordinaria de protección, 
el juez constitucional no declara la inconstitucionalidad de las sentencias, autos y resoluciones firmes y 
ejecutoriadas, lo que hace es reparar, de manera integral, las presuntas vulneraciones a derechos 
constitucionales y al debido proceso. En el evento de que esta Corte declarare la inconstitucionalidad de 
sentencias o autos a partir de una acción extraordinaria de protección, atentaría directamente contra el 
principio de interpretación sistemática de la Constitución, que en lo principal propugna que la 
interpretación de los distintos preceptos constitucionales, se haga de manera integral, de esa forma se 
evitará que la interpretación de uno de ellos prive de eficacia a otro…”126. 
 
Sobre este aspecto, la profesora Storini, puntualiza: “… en lo que se refiere concretamente al amparo o 
acción extraordinaria de protección, la supremacía de la Corte Constitucional sobre la Corte Nacional de 
Justicia debe ser definida como ‘natural’, la cuestión de las relaciones entre el Tribunal Constitucional y la 
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Corte Nacional de Justicia debe plantearse en el marco de la tarea de aplicación-interpretación de la 
Constitución y de aplicación-interpretación de la ley…”127. 
 
Si bien es cierto, a través de  la creación de la acción extraordinaria de protección, se le da a la 
Corte Constitucional un cierto poder de control sobre las actuaciones de la Función Judicial, ésta se 
limita a la protección de derechos constitucionalmente protegidos para las partes que han actuado 
en el proceso o para quienes debieron serlo, en base sobre todo a las garantías del debido proceso, y 
reglas de la administración de justicia, igualmente consagradas en la Constitución. Nótese, que 
ninguna de estas atribuciones se extiende por ejemplo a una nueva valoración de la prueba, o de los 
elementos de convicción que hubieren tenido los administradores de justicia, para emitir un fallo, 
sea este condenatorio o absolutorio en la materia que nos ocupa. 
 
De acuerdo a lo establecido en el Artículo 425 de la Constitución, sus normas son de directa e 
inmediata aplicación por parte de las autoridades, sean judiciales o no, por tanto, son los jueces 
comunes quienes deben aplicar directamente la Constitución, es decir, cuando los jueces ordinarios 
dan trámite a las garantías jurisdiccionales constitucionales como la Acción de Protección, Hábeas 
Corpus, Hábeas Data, Acción de Acceso a la Información, se convierten en jueces constitucionales 
y deben aplicar todos los preceptos de la Constitución, siendo justamente sobre éste concepto el 
poder de control que tiene la Corte Constitucional sobre la administración de justicia ordinaria. 
 
Estas garantías jurisdiccionales, vinculan a los jueces ordinarios a la Constitución y por ende a la 
interpretación de la Corte Constitucional, la cual impone su interpretación de la Constitución al 
resto de los poderes públicos, vinculación que está señalada en el Art. 426 de la norma suprema. 
Sobre estas resoluciones o sentencias de la justicia ordinaria se pueden presentar acciones 
extraordinarias de protección ante la Corte Constitucional, por lo tanto, la existencia de una 
jurisdicción constitucional no debe suponer la ausencia de competencia de la jurisdicción ordinaria 
en materia constitucional ya que todo órgano judicial ordinario tiene la obligación de garantizar la 
aplicación de la Constitución, pues su función es asegurar la supremacía de la Constitución y la 
preservación del ordenamiento jurídico.     
 
Es importante recalcar, que según lo manifestado en el Artículo 94 de la actual Constitución, la 
acción extraordinaria de protección, procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se 
haya violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante 
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la Corte Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no 
fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. 
 
Por lo expuesto, es importante diferenciar los siguientes conceptos: 
 
Sentencia.- De conformidad con el Artículo 269 del Código de Procedimiento Civil, sentencia es la 
decisión del juez acerca del asunto o asuntos principales del juicio. 
 
La categoría jurídica sentencia deriva del latín: sentencia-ae, que significa: juzgar, decidir, votar, 
expresar un sentimiento. La sentencia, que es uno de los actos de derecho público del Estado, es e 
lacto jurisdiccional más relevante dentro del proceso, donde se concentra la esencia misma del 
juzgar, es el acto con el que concluye y se decide el proceso
128
. 
 
Couture, define a la sentencia como: “1) Acto procesal emanado de los órganos de la jurisdicción, 
mediante el cual éstos deciden la causa o punto sometidos a su conocimiento; 2) Documento emanado de un 
juez unipersonal o de un tribunal colegiado, que contiene le texto de la decisión fundada, emitida en la causa 
o punto sometidos a su conocimiento”129. 
 
La sentencia debe versar únicamente sobre los puntos sobre los que se trabó la litis y los incidentes 
que, originados durante el proceso, hubieren podido reservarse, sin causar gravamen a las partes, 
para resolverlos en ella
130
. 
 
Refiriéndonos al proceso penal, la sentencia debe ser motivada y concluirá declarando la 
culpabilidad o confirmando la inocencia del procesado; en el primer caso, cuando el tribunal de 
garantías penales tenga la certeza de que está comprobada la existencia del delito y de que el 
procesado es responsable del mismo; y en el segundo caso, si no se hubiere comprobado la 
existencia del delito o la responsabilidad del procesado, o cuando existiere duda sobre tales 
hechos
131
. 
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Todo cuanto se decida en la sentencia, debe estar fundado en la Constitución, en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, en la Ley, en la doctrina, en la jurisprudencia y expresado en 
forma clara y congruente, sin contradicción en base a la lógica jurídica. 
 
La sentencia definitiva, es, para Carnelutti, la “Que cierra el caso en una de sus fases”132, Chiovenda 
en cambio, la define como: “es el acto mediante el cual el juez da cumplimiento a la obligación que nace 
para él de la demanda judicial; con la sentencia, consuma su función (fúctus officio)”
133
. 
 
En consecuencia, la sentencia definitiva es la que dicta el juez en al última etapa del proceso, con 
ella cierra la instancia simplemente; no pone fin al proceso, porque no es sentencia final, puesto 
que, en las fases superiores, se dictan otras sentencias en el mismo juicio. 
 
Como se ve, el término de “sentencia definitiva” está mal utilizado en el texto constitucional, ya 
que no es lo mismo la sentencia definitiva que la sentencia en firme, ya que la segunda no es 
pendiente de recursos, mientras que en contra de la primera se puede interponer los recursos 
ordinarios y extraordinarios contemplados en la ley procesal. 
 
Pese a dicho error, al referirse el Artículo 94 de la Constitución a la acción extraordinaria de 
protección, se colige que es en contra de las sentencias de última instancia que se puede interponer 
dicha acción, sin que sea procedente interponerla sin haber agotado previamente los recursos 
ordinarios y extraordinarios contemplados en la Ley. 
 
Auto.- De conformidad con el Artículo 270 del Código Adjetivo Civil, auto es la decisión del juez 
sobre algún incidente del juicio. 
 
El auto es una de las resoluciones judiciales muy importantes que el juez pronuncia dentro del 
proceso para resolver los incidentes, ocupa un lugar intermedio entre la providencia y la 
sentencia
134
. 
 
Guasp, define al auto como una declaración de voluntad producida por un órgano jurisdiccional 
con la cual diente éste a realizar dentro del proceso los actos de dirección que le están 
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encomendados, dirimiendo las cuestiones que, sin formar parte del fondo del litigio, surgen durante 
la tramitación
135
. 
 
Para Gómez Orbaneja, el auto es la resolución que dirime las cuestiones que, sin formar parte del 
fondo del asunto, surjan durante la tramitación, en torno a la admisibilidad del proceso mismo o de 
un acto determinado
136
.  
 
El auto definitivo, es aquel que pone fin a uta etapa del proceso o al proceso mismo, por tener 
características de inapelable y incontrovertible. En el auto definitivo se cierra la posibilidad de 
volver a discutir en derecho el mismo asunto controvertido y resuelto; por lo tanto, no se puede 
volver sobre él ni en otra etapa del mismo proceso ni en otro diferente. 
 
El auto se diferencia de la sentencia por no decidir sobre el fondo del asunto controvertido en 
juicio, y se diferencia de la procidencia, porque ésta es una resolución que impulsa el proceso por 
la vía procesal adecuada, por lo que se encarga de enrumbar dialécticamente al proceso. El auto por 
su parte, dirime los incidentes procesales que surgen durante dicha tramitación. 
 
4.1.1.- Acciones constitucionales 
 
La actual Constitución, contempla en su texto varias acciones constitucionales con el objeto de 
defender los derechos de los sujetos en forma efectiva, que lleva a una real existencia de las 
garantías básicas. 
 
Las acciones constitucionales son: 
 
 Acción ordinaria de protección; 
 Acción extraordinaria de protección; 
 Acción extraordinaria de protección contra la justicia indígena; 
 Habeas corpus; 
 Habeas data; 
 Acción de acceso a la información pública; 
 Acción por incumplimiento; 
 Acción pública de inconstitucionalidad. 
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4.1.2.- Acciones Constitucionales de Protección. 
 
Se han clasificado a las acciones constitucionales de protección en: “acción constitucional ordinaria 
de protección”, a la señalada en el Artículo 88 de la Constitución y “acción constitucional 
extraordinaria de protección”, consagrada en el Artículo 94 de la misma Carta Fundamental, y la 
acción extraordinaria de protección contra la justicia indígena. 
 
El respeto a los derechos humanos que impone la Constitución a todo órgano de la función pública, 
sus autoridades y funcionarios es el límite de su actuación; en tal sentido, es indudable que “todo 
ordenamiento constitucional está orientado a la garantía efectiva de los derechos e intereses de los 
individuos”, principio axiológico a partir del cual, señala Peña Freire, se puede caracterizar a la 
función jurisdiccional, en su misión garantista, que encuentra formulación expresa en el derecho 
fundamental de los ciudadanos a la tutela judicial; y, considerar la actividad del juez de forma que: 
 
El sometimiento del juez al derecho en el estado constitucional es doble: al derecho como tal y al 
sentido constitucional del ordenamiento que le obliga a la interpretación del primero en el sentido 
más favorable a los derechos fundamentales de los ciudadanos. Esta es su única función en el 
entramado constitucional del Estado y cualquier otra está a priori desautorizada y deslegitimada. 
 
Si la función de los jueces es garantizar los derechos e intereses ciudadanos en estricta observancia 
de los mandatos constitucionales, cuando esas garantías jurisdiccionales ordinarias de la 
Constitución fallan, precisamente por vulnerar derechos, es procedente la activación de una 
garantía jurisdiccional extraordinaria que permita revisar tales decisiones, a fin de proteger 
adecuadamente los derechos que resultaren vulnerados por los referidos funcionarios de la función 
judicial en las decisiones que adopten, concretamente, al dictar sentencias y autos definitivos, por 
inobservancia de las prescripciones de la Constitución. 
 
4.1.3.- Diferencias entre acción ordinaria de protección y la acción extraordinaria de 
protección 
 
La acción ordinaria de protección, se la puede interponer cuando existe violación de derechos 
constitucionales de cualquier de cualquier autoridad pública no judicial; también cabe contra 
políticas públicas cuando supongan privación del goce del ejercicio de los derechos 
constitucionales; y, cuando la violación proceda de una persona particular: si la privación del 
derecho provoca un daño grave, si presta servicios públicos impropios o si la persona afectada se 
encuentra en estado de subordinación, indefensión o discriminación. 
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La acción extraordinaria de protección, puede ser interpuesta por cualquier persona a quien se le 
hubiera violado sus derechos en sentencia o auto ejecutoriado. La acción ordinaria de protección en 
cambio, es oral, sumaria y se tramita ante la justicia ordinaria. 
 
La acción extraordinaria de protección, es escrita, formal y está sujeta a trámite especial ante la 
Corte Constitucional. 
 
La acción ordinaria de protección, tiene por objeto obtener que a una persona se le restituya sus 
derechos reconocidos en la Constitución cuando se los hubiere violado. La acción extraordinaria de 
protección, también busca restituir el derecho violado por una sentencia o auto definitivo. 
 
Es importante resaltar, que para interponer acción extraordinaria de protección es indispensable 
haber agotado en un proceso judicial los recursos ordinarios y extraordinarios contemplados en la 
legislación ordinaria. 
 
4.2.- CARACTERISTICAS DE LA ACCION EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCION 
 
 
Hay que recordar que esta acción tiene rango constitucional, por lo  que no se puede acusarla de 
contrariar una institución legal, considerando sus fines protectivos de derechos y el hecho que esta 
institución infraconstitucional no puede consolidarse sobre el desconocimiento de los derechos 
humanos, contrariando la Constitución. La procedencia de esta acción para impugnar una decisión 
judicial que vulnere derechos, no atenta contra la cosa juzgada; lo que ocurre es que los efectos de 
ésta se aplazan hasta que se resuelva la acción, que difiere para un momento ulterior la verificación 
de este fenómeno procesa, tanto si se confirma la decisión impugnada como si se realizan los 
correctivos necesarios. 
 
En definitiva, esta garantía se establece como un límite constitucional al ejercicio de la función 
judicial, traducida en la corrección de decisiones contrarias al debido proceso y otros derechos 
humanos, en virtud de la cual la inmutabilidad de las decisiones de los jueces da paso a la 
necesidad de protección de derechos, objetivo superior del Estado, en el que, podría decirse, la 
justicia se impone a la seguridad jurídica. 
 
La revisión que puede realizar la Corte Constitucional a las decisiones judiciales está justificada 
por el necesario control de constitucionalidad que demanda la supremacía de la Constitución, al 
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que se encuentra sujeto todo acto de autoridad, necesidad que proviene de la propia naturaleza de la 
función judicial en tanto el juez se encuentra sometido antes que a la ley a la Constitución, ya que 
de esta deriva la legitimidad de aquella. 
  
La Constitución denomina a esta garantía como acción; sin embargo, existen posiciones contrarias 
que la consideran un recurso, debate que reproduce el que anteriormente se mantenía con relación 
al amparo constitucional; particularmente he considerado que el amparo constituía una acción pues 
no se trataba de un medio de impugnación de actos de autoridad (excepto la judicial) en el marco 
de un proceso administrativo y promover su revisión y eventual modificación, sino un verdadero 
proceso iniciado en sede constitucional con una pretensión, cual es la protección de un derecho 
vulnerado, sometido a conocimiento del juez constitucional quien debía decidir mediante sentencia; 
lo mismo ocurre, a mi criterio, tanto con la acción de protección como con la acción extraordinaria 
de protección. 
 
Varios tratadistas, entre ellos, Devis Echandía, quien conceptúa el recurso como la “petición 
formulada por una de las partes principales o secundarias para que el mismo juez que profirió una 
providencia o su superior la revise, con el fin de corregir los errores de juicio o de procedimiento 
(in judicando o in procedendo) que en ella se haya cometido”, considera que se trata de un derecho 
subjetivo de quienes intervienen en un proceso, para que sean corregidos los errores del juez, que le 
provocan daño. 
 
El derecho de acción se entiende como la facultad de las personas de acudir al ente estatal, por 
medio de sus órganos jurisdiccionales y obtener de ellos la tutela de sus derechos e intereses. 
 
4.2.1.- Extraordinariedad 
 
En tanto se trata de la eventual revisión de sentencias o autos definitivos emitidos en procesos 
judiciales, esta garantía reviste distintas características de los mecanismos previstos en las normas 
adjetivas para impugnar una decisión. La primera distinción de esta acción es su carácter 
extraordinario, ya que no basta la mera insatisfacción con la resolución y la aspiración de que esta 
se revoque, como puede ocurrir al interponer recursos horizontales o verticales en la jurisdicción 
ordinaria, es necesario que se encuentre presente el supuesto concreto previsto en la norma 
constitucional, es decir, la existencia de vulneración de derechos, pues ésta configura la causa de 
acceso a la acción, por lo que es necesario que en la demanda no solo se invoque la vulneración de 
derechos sino se consigne una adecuada argumentación de tal vulneración. 
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4.2.2.- Residualidad 
 
Según dispone el artículo 94 de la Constitución, para que proceda la acción es necesario haber 
agotado todos los recursos ordinarios y extraordinarios previstos en la vía judicial, dentro del 
término legal establecido para el efecto, por lo que se puede entender que si la vulneración a un 
derecho ocurre en un proceso que aún no ha concluido, es indispensable que la parte que considere 
lesionados su derechos espere a su finalización, para lo cual deberá interponer los recursos que para 
el caso prevé la normativa respectiva. 
 
Esta garantía no es una instancia adicional, alternativa o complementaria de la justicia ordinaria 
que sirva para obtener un nuevo pronunciamiento sobre las pretensiones o excepciones sometidas a 
la justicia ordinaria, es una acción a la que pueden acudir las personas cuando no exista otro 
mecanismo de protección de los derechos vulnerados precisamente en el proceso judicial, pues, se 
aspira a que mediante el sistema de recursos pueda lograrse el restablecimiento de derechos 
violados o la corrección de irregularidades si ha ocurrido vulneración a las garantías del derecho al 
debido proceso, así, este requisito persigue asegurar una oportunidad a los tribunales ordinarios 
para subsanar sus propios errores violatorios de derechos y libertades fundamentales. Debería 
entenderse, por tanto, que los recursos que deben agotarse son aquellos que permitan restablecer el 
derecho vulnerado por acción u omisión del juez o tribunal que conoce una causa.  
 
La Constitución establece una excepción a la obligatoriedad de agotamiento de recursos judiciales 
para interponer esta acción, referida a aquellos casos en que el titular del derecho vulnerado no 
haya podido interponer los recursos legalmente previstos por razones que no se deban a negligencia 
atribuible a su persona. 
 
4.2.3.- Rapidez, eficacia y sencillez 
 
Esta es una característica común a todas las garantías jurisdiccionales, cuyo fundamento es el 
objeto de las mismas, pues, tratándose de velar por la salvaguarda de los derechos constitucionales, 
la exigencia de la protección inmediata de aquellos es un imperativo, se concreta en la urgencia con 
la que debe ser atendida una solicitud de protección, por lo que la Constitución impone que los 
procesos de las garantías constitucionales garanticen rapidez y celeridad; sin embargo, en el caso 
de esta acción, la Ley de la materia incorpora términos mucho más amplios que los previstos para 
las demás garantías constitucionales, en atención a la característica de la acción que se contrae a la 
revisión, incluso, de procesos enteros para determinar, con la mayor acuciosidad, la existencia o no 
de vulneración de derechos constitucionales. 
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No existe otro medio que permita enfrentar la grave lesión que significa la vulneración de derechos 
provocados por jueces a fin de verificar, de manera efectiva, los hechos que lo provocan, sancionar 
la falta y restablecer el derecho que ha resultado afectado, de ser el caso, para este efecto, la acción 
extraordinaria de protección solo será eficaz si las personas acuden a ella de manera responsable, 
en los casos estrictamente pertinentes y la Corte se sujeta a los lineamientos constitucionales que 
configuran su accionar en esta garantía. 
 
4.2.4.- Especialidad del órgano competente 
 
A diferencia de las garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución (acción de protección, 
hábeas corpus, hábeas data y acceso a la información) que se tramitan en primera instancia ante 
cualquier juez del lugar en que se emite el acto o se produce la omisión o en el que surten efectos 
los mismos y en apelación ante las cortes provinciales de justicia, la acción extraordinaria de 
protección debe ser conocida por la Corte Constitucional, la que, de otra parte, conoce esta acción 
en única instancia. 
 
Que el máximo organismo de control de constitucionalidad sea el competente para conocer de esta 
garantía jurisdiccional tiene sustento en la naturaleza de la acción, destinada a revisar decisiones 
judiciales contrarias al debido proceso y otros derechos, lo que determina que la jerarquía 
jurisdiccional deba ser resguardada en el marco de la independencia de los jueces; de ahí que no es 
apropiado que una decisión de un juez (por ejemplo un auto definitivo en la causa) pueda ser 
revisada por otro juez de la jurisdicción ordinaria o que una decisión de una sala de una corte 
provincial o de la Corte Nacional de Justicia sea revisada por un juez de instancia. En este sentido, 
es fácil comprender que una instancia jurisdiccional inferior no podría ejercer un control efectivo 
sobre las decisiones de una instancia superior sin verse afectada en la independencia de sus 
miembros, más aún cuando en nuestro sistema judicial no se ha podido superar los defectos de la 
estructura jerárquica que rebasan la importancia de la instancias judiciales y trascienden al ámbito 
personal. 
 
En todo caso, cabe resaltar la conveniencia de que sea la instancia constitucional la que tenga 
competencia para revisar decisiones de la justicia ordinaria lesivas de derechos, como mecanismo 
de justicia constitucional concentrada, no solo para evitar susceptibilidades y posibles injerencias 
en las resoluciones que podrían adoptarse a lo interno de la función judicial, sino por la garantía 
que la especialidad de la materia debe brindar para el efecto en tanto se trata de una jurisdicción 
externa al juez ordinario. De otra parte, es importante precisar que la facultad otorgada por la 
Constitución a los jueces y cortes provinciales, como mecanismo de justicia constitucional difusa 
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para conocer las garantía constitucionales se orienta a conseguir que estos vayan perfeccionando 
los conocimientos en derecho constitucional y derechos humanos que les permita aplicar en los 
procesos propios de su especialización, a fin de mejorar la administración de justicia mediante la 
aplicación de la Constitución y el respeto a los derechos humanos y, en lo posible, disminuir casos 
de violaciones al debido proceso y otros derechos que demanden la intervención de corrección por 
parte de la justicia constitucional. 
 
El Juez constitucional, debe resolver en relación con la validez general de la norma respecto a la 
Constitución, asegurando su supremacía, mientras que el Juez ordinario resuelve en los casos 
particulares de la aplicación de la Ley. 
 
Las sentencias que provienen del Juez ordinario, se limitan a los efectos que tienen lugar entre las 
partes procesales que intervinieron en el litigio, no repercuten en el resto de la sociedad, prima el 
interés individual. Los efectos de las resoluciones de los jueces constitucionales interesan a todos 
aquellos que están sometidos al imperio de la Constitución (efecto erga omnes). 
 
El profesor Bardelli, señala: “La labor del Juez Constitucional […] va más allá de la de ser un mero 
aplicador de la norma. Su actividad es totalmente dinámica puesto que necesariamente tiene que presuponer 
una labor interpretativa previa, indispensable para adecuar el mandato genérico de la Carta Fundamental a 
los innumerables casos que se presentan en la realidad; es, en suma, un Juez con mucho activismo 
judicial…”
137
. 
 
4.2.5 Caducidad de la acción 
 
Si bien las disposiciones comunes aplicables a las garantías jurisdiccionales determinadas en el 
artículo 86 de la Constitución no prevén la caducidad de las mismas, así como tampoco lo hace el 
artículo 94 que define la acción extraordinaria de protección, la Ley Orgánica de Garantías 
Constitucionales y Control Constitucional, en el artículo 60, establece un término para accionar 
esta garantía. 
 
El establecimiento de un término para la interposición de la acción, tiene razón de ser no solo por la 
necesidad de la pronta protección de derechos que hubieren sido vulnerados por la decisión judicial 
a una determina parte procesal o que debió ser parte del mismo, sino también por la protección de 
derechos de las otras personas que participan en el proceso o también de terceros en cuyo favor 
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podrían constituirse derechos provenientes de la decisión judicial y su ejecución, como podría 
suceder en el caso de adquisición de un bien embargado en un proceso de ejecución de un juicio 
viciado por vulnerar derechos, entre ellos el debido proceso, caso en el que el adjudicatario, 
indudablemente verá afectados sus derechos e intereses, de ahí la necesidad de una pronta 
intervención del juez constitucional. 
 
4.3.- FUNDAMENTOS PARA LA EXISTENCIA DE LA ACCION 
EXTRAORDINARIA DE PROTECCION 
 
 
La incorporación, en el ordenamiento jurídico, de un proceso constitucional que proteja derechos 
vulnerados por actuaciones de los jueces o tribunales ha sido un tema que, no solo en nuestro país, 
ha provocado polémica, discrepancias e incluso enfrentamientos entre los órganos de la función 
jurisdiccional (cuyo control constitucional permite esta garantía) y el órgano encargado de este 
control. En Colombia, por ejemplo, la Corte Suprema de Justicia ha sido renuente a aceptarlo, 
ocasionando, por un lado, un conflicto al que se ha denominado choque de trenes, y, por otro, 
varios intentos por desaparecer la acción de tutela o transformarla en recurso ante la función 
judicial. 
 
Rosario Serra, en el estudio que realiza respecto a la situación de países europeos como Alemania, 
Italia, España, señala que son lógicos los desajustes estructurales que surgen al convivir dos 
jurisdicciones: la constitucional y la ordinaria que tienen que pronunciarse sobre idénticos 
preceptos normativos, desajustes provocados por la posibilidad de control externo de la actividad 
de los jueces, lo que no ocurre en Estados Unidos, por ejemplo, donde no existe un órgano ad-hoc, 
independiente del poder judicial, cuya función sea la de garantizar la Constitución, pues es el 
mismo Tribunal Supremo el que interpreta la Constitución, leyes federales y tratados 
internacionales y además, como se trata de un sistema difuso de control constitucional, todos los 
jueces pueden interpretar la norma suprema, e incluso inaplicar una norma contraria a la 
Constitución. 
 
El motivo de conflicto no se sitúa en que los jueces  encuentren restringida su libertad 
interpretativa, obligados a interpretar las normas de acuerdo con principios y preceptos establecidos 
en las sentencias de los tribunales o cortes constitucionales, ni en el hecho que el amparo trascienda 
el supuesto del caso concreto, sino en que en el ejercicio de las funciones de garante máximo de los 
derechos fundamentales, la Corte Constitucional se exceda en sus competencias, interpretando de 
manera definitiva sobre cuestiones que corresponden a la más pura legalidad ordinaria o decidiendo 
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hasta tal límite sobre el modo en que el juez ordinario ha de resolver de nuevo el caso que ha sido 
conocido en amparo que hace parecer que la Corte Constitucional, sea una instancia jurisdiccional 
más, en su función de intérprete de la normativa legal. 
 
Es preciso señalar que la actuación de la Corte Constitucional debe ser muy prudente para evitar 
invadir funciones y convertirse en una nueva instancia de la función jurisdiccional ordinaria en la 
que se someta a examen los hechos sometidos a conocimiento de los jueces y cortes. 
 
En efecto, debemos considerar que si la tramitación del proceso es de interés de las partes, a ellas 
les corresponde observar las diligencias procesales que les atañe, concretamente la interposición de 
recursos; mas, si por causas ajenas a su buen cuidado y al interés demostrado, ha dejado de 
interponerlos, como cuando no conoció de la tramitación de una causa en su contra y se dicta 
sentencia, o cuando no conoció de la decisión por falta de notificación, se encuentra impedido de 
acudir a los recursos previstos en defensa de sus intereses en el proceso, circunstancias en las que 
no resulta viable una limitación al acceso a la justicia constitucional. 
 
Merece especial referencia el caso de recursos que si bien están previstos en el ordenamiento 
procesal, no son de obligatoria utilización como, por ejemplo, en el caso del recurso de revisión de 
la sentencia penal, pues este puede o no ser interpuesto, dependiendo de la presencia de causales de 
procedencia, por tal motivo, en estas causas no debería ser un impedimento para interponer la 
acción el no haber recurrido a la revisión de sentencia penal cuando la impugnación sea ajena a las 
causales por las que procede tal recurso. 
 
De otra parte los recursos horizontales, es decir, los de ampliación y aclaración solo deberían ser 
exigidos cuando estos sean pertinentes, así, si es clara una sentencia o auto que vulnere derechos, 
no tiene sentido exigir el cumplimiento del recurso de aclaración, ya que, la urgencia con la que la 
persona necesita protección a sus derechos se vería aplazada por la característica y conocida 
dilación con que la justicia actúa. En definitiva, el recurso interpuesto deberá ser de alguna manera 
idóneo a los fines de conseguir que el órgano jurisdiccional pueda restablecer el derecho lesionado 
cuya protección se invoca. Se trataría, en definitiva, de aquellos recursos útiles y adecuados para la 
reparación del derecho que ha sido vulnerado en un proceso judicial. 
La profesora Storini, puntualiza: “… en lo que se refiere concretamente al amparo o acción 
extraordinaria de protección, la supremacía de la Corte Constitucional sobre la Corte Nacional de Justicia 
debe ser definida como ‘natural’, la cuestión de las relaciones entre el Tribunal Constitucional y la Corte 
104 
 
Nacional de Justicia debe plantearse en el marco de la tarea de aplicación- interpretación de la 
Constitución y de aplicación- interpretación de la ley…”138. 
 
Esta garantía se establece como un límite constitucional al ejercicio de la función judicial, 
traducida en la corrección de decisiones contrarias al debido proceso y otros derechos humanos, en 
virtud de la cual la inmutabilidad de las decisiones de los jueces da paso a la necesidad de 
protección de derechos, objetivo superior del Estado, en el que, podría decirse, la justicia se impone 
a la seguridad jurídica. 
 
La revisión que puede realizar la Corte Constitucional a las decisiones judiciales está justificada 
por el necesario control de constitucionalidad que demanda la supremacía de la Constitución, al 
que se encuentra sujeto todo acto de autoridad, necesidad que proviene de la propia naturaleza de la 
función judicial en tanto el juez se encuentra sometido antes que a la ley a la Constitución, ya que 
de esta deriva la legitimidad de aquella. 
 
Bazán, dice: “… uno de los desafíos principales que se cierne sobre la jurisdicción constitucional consiste 
en desarrollar de manera firme y sostenida el activismo judicial respecto a los derechos humanos y derechos 
fundamentales, realizando una interpretación dinámica de las normas de la constitución y los instrumentos 
internacionales en tal materia…”139. 
 
En consecuencia, el diálogo constitucional entre las dos jurisdicciones, ordinaria y constitucional, 
aparece como la fórmula idónea para solventar el problema del vínculo entre el juez ordinario, a la 
Ley y a la Constitución. Pues incluso el Juez ordinario cuando tramita una causa de oficio o a 
petición de parte si considera que una norma jurídica es contraria a la Constitución debe suspender 
la tramitación de la causa y remitir en consulta el expediente a la Corte Constitucional conforme 
señala el Art. 428 de la norma suprema. 
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4.3.1.- Análisis jurídico 
 
La acción extraordinaria de protección tiene como fundamento la Constitución de la República 
vigente desde el año 2008, la normatividad que regula esta acción y la jurisprudencia sentada por la 
Corte Constitucional. 
 
Así, el Artículo 94 de la Carta Fundamental, regula la acción extraordinaria de protección cuando 
manifiesta: 
 
“La acción extraordinaria de protección procederá contra sentencias o autos definitivos en los que se haya 
violado por acción u omisión derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte 
Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios 
dentro del término legal, a menos que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la 
negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado”. 
 
El Artículo 437 del mismo Cuerpo de Leyes, señala los requisitos: 
 
“Los ciudadanos en forma individual o colectiva podrán presentar una acción extraordinaria de protección 
contra sentencias, autos definitivos y resoluciones con fuerza de sentencia. Para la admisión de este recurso 
la Corte constatará el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Que se trate de sentencias, autos y 
resoluciones firmes o ejecutoriados.- 2. Que el recurrente demuestre que en el juzgamiento se ha violado, 
por acción u omisión, el debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución”. 
 
Por su parte, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, regula la 
tramitación de la acción extraordinaria de protección en el Capítulo VIII, del Título II, artículos 58 
y siguientes del Cuerpo de Leyes antes citado. 
 
La doctrina considera que la acción extraordinaria de protección debe existir por asegurar la 
supremacía de la Constitución de la República; garantizar y resguardar el debido proceso en su 
efectividad y resultados concretos; procurar que se respete los principios de justicia en cada caso; y, 
ampliar el marco de constitucionalidad. 
 
La Constitución de la República, prevé, de manera expresa, las consecuencias de violaciones de 
derechos en procedimientos judiciales, así como su reparación, lo que, como se prevé 
anteriormente, reducirá las posibilidades de que el Estado sea objeto de queja o denuncia 
internacional, concretamente ante la Corte Interamericana de Derechos, en el marco de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, de la que el Ecuador es Estado Parte, objetivo hacia 
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el cual coadyuva la acción extraordinaria de protección. En efecto, el artículo constitucional 11, 
número 9, cuarto inciso, dispone: “El Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, 
retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial 
efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso”. A continuación el quinto inciso 
prevé: “Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que 
haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de 
servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos”. 
 
4.3.2.- Objeto de la acción extraordinaria de protección 
 
Es importante analizar, que con la incorporación de la acción extraordinaria de protección al texto 
constitucional, se produce una coexistencia de una constelación plural de valores en lugar de 
homogeneidad ideológica. Esto implica que a partir de la incorporación de los derechos humanos 
en nuestro sistema de fuentes, trae aparejado un nuevo orden simbólico, además del jerárquico, ya 
que comparten con la Constitución Nacional su supremacía, que al complementar el sistema legal 
interno, expande “una constelación de 5opciones de vida en lugar de un supuesto de uniformidad e 
igualdad ideológica o pensamiento único”140. 
 
Si el objetivo principal de la acción extraordinaria de protección es ofrecer una garantía de 
derechos y proporcionar un medio de respuesta frente a la vulneración de los mismos en la causas 
en la justicia ordinaria por acción u omisión de los jueces, esta no es su única función, pues existe 
otra que trasciende la solución del caso concreto, cual es la de coadyuvar a la aplicación de los 
preceptos constitucionales que consagran los derechos humanos, mediante el control que la Corte 
realice a las decisiones judiciales presentadas a su conocimiento y resolución por vulneración de 
derechos. 
 
Con la resolución de una causa que tutele derechos vulnerados, la Corte no solo preservará o 
restablecerá derechos y evitará la arbitrariedad judicial por falta de corrección de errores en los 
procesos ordinarios mediante los recursos que deben constituir el escenario ideal para la protección 
de derechos, sino que, mediante el ejercicio interpretativo que la Constitución le faculta realizar, 
determinará la forma en que deberá actuarse en situaciones similares. 
 
La acción extraordinaria de protección, resulta ser un arma jurídica ante la necesidad de la 
existencia de un órgano que asegure la unificación de la interpretación de los derechos humanos 
que, a la vez, garantice la seguridad jurídica y la coherencia del sistema jurídico al permitir que 
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exista una unificación en el entendimiento del alcance de los derechos humanos, de ahí la 
viabilidad de un tribunal que diga la última palabra sobre el sentido y alcance de los derechos, es 
por ello que “la supremacía de la interpretación del tribunal constitucional es la consecuencia 
lógica de la supremacía de la constitución y de la necesidad de unificar su interpretación”. Esto no 
significa que para admitir la acción deba existir siempre un precedente, sino una interpretación 
acorde con la Constitución. 
 
La fijación de pautas y criterios que deben observar los jueces en cuanto a los derechos reconocidos 
constitucionalmente es, pues, la función más amplia que esta acción está llamada a desempeñar, al 
garantizar la unidad interpretativa de los derechos. En efecto, cualquier actuación opuesta a dicha 
interpretación y en su caso, las sentencias de los tribunales ordinarios, que pudieren confirmar esta 
actuación, acabarán quedando sin efecto al poder ser recurridos ante el Tribunal Constitucional. 
 
Mediante esta garantía que protege de manera definitiva derechos que fueren vulnerados por 
operadores de la justicia ordinaria, se podrán reducir las probabilidades de demandas al Estado 
ecuatoriano ante organismos internacionales de derechos. 
 
La Corte Constitucional, con respecto al alcance de protección de la acción extraordinaria de 
protección, ha manifestado: “La garantía de esta acción extraordinaria se hace extensiva no solo a las 
acciones, sino también a las omisiones, entendiendo aquella como el dejar de hacer algo teniendo la 
obligación jurídica de hacerlo, lo que, aplicando la institución en estudio, armoniza la obligatoriedad de 
todo funcionario público y de los particulares a respetar la Constitución y las normas del debido proceso 
como los derechos que nos asisten a las personas”141. 
 
Bardelli, señala: “La labor del Juez Constitucional… va más allá de la de ser un mero aplicador de la 
norma. Su actividad es totalmente dinámica puesto que necesariamente tiene que presuponer una labor 
interpretativa previa, indispensable para adecuar el mandato genérico de la Carta Fundamental a los 
innumerables casos que se presentan en la realidad; es, en suma, un Juez con mucho activismo 
judicial…”142. 
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4.4.- POSICIONES CONTRARIAS A LA ACCION EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCION 
 
 
Mientras se discutía el proyecto de la Constitución de Montecristi, varios periodistas, intelectuales 
y juristas protestaron contra la creación de la acción constitucional extraordinaria de protección, 
escudriñaron los perjuicios que ocasionaría sobre todo a la seguridad jurídica. 
 
Se advirtió que con la creación de la acción constitucional extraordinaria de protección, se iba a 
producir una enorme congestión de procesos ante la Corte Constitucional y que las sentencias en 
dicha Corte se las iba a dictar sin cuidado y sin sabiduría por falta de tiempo para un adecuado 
estudio e investigación de los problemas jurídicos sometidos a su conocimiento. 
 
Para Luis Cueva Carrión, es una acción de protección y de acceso a la auténtica justicia, que debe 
impedir la exclusión del derecho de acceder a ella y la discriminación y la marginación jurídica: 
esta acción envuelve a todos bajo el manto de la justicia verdadera
143
. Si un sujeto sufre injusticias 
al acceder a la administración de justicia, esta acción lo protege reconociendo sus derechos 
garantizados por la Constitución y disponiendo su reparación integral, porque, a decir de nuestra 
Corte Constitucional: “Hacer justicia significa reparar el daño causado y hacer efectiva la 
responsabilidad del Estado y eventualmente la del juez, si se diera el caso. La indemnización por error 
judicial se debe presentar no como un acto caritativo del Estado, sino como un aspecto y hecho de 
justicia”144. 
 
Luis Legaz y Lacambrea, expone: “Como obra humana, su sentencia está sujeta a error, pero las 
posibilidades de injusticia material están reducidas al extremo límite por la segunda instancia y casación, y 
por otra parte, sería mucho mayor la dosis de injusticia que significaría atentar contra la seguridad 
permitiendo la posibilidad de procesos continuos y de fallos contradictorios sobre un mismo negocio mil 
veces resuelto. Aquí, la injusticia material de unos cuantos casos representa frente a la seguridad, lo que el 
interés particular, que debe ceder ante el interés general precisamente por exigencia de la justicia”145. 
 
Es de notar, que en el ejercicio profesional, se ve a diario como cosa común, que la parte 
perjudicada por una sentencia, sea que tenga la razón jurídica o ni si quiera moral o no, alega todo 
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tipo de vicios en contra de la sentencia, desde nulidad (cosa que he visto en muchos profesionales 
que alegan nulidad por vicios que ni si quiera tienen que ver con normas de procedimiento), alegan 
injusticias, violaciones al debido proceso, errores in iudicando, errores in procedendo, con respecto  
a los sujetos del proceso, como al proceso en sí, no por vacíos legislativos en tal sentido, sino por el 
afán de retardar o dilatar la administración de justicia, por tanto la existencia de esta nueva 
protección al procesado como es la acción extraordinaria de protección, se puede convertir si no se 
ha convertido ya, en otra herramienta más para interponer recursos abusivos del derecho, con el fin 
de evadir a la administración de justicia. 
 
Bien lo dijo Agustín Grijalva, que restar radicalmente eficacia mediante la ley a nuevas garantías 
constitucionales como la acción extraordinaria de protección “(…) solo introduce incoherencia y 
confusión en el sistema jurídico. Aun más grave, un proceso así apunta no al desarrollo de la Constitución 
sino a persistir en su violación sistemática y por tanto en la desconstitucionalización y la violación de 
derechos constitucionales que predomina en el país”146.  
 
4.4.1.- Motivación de la sentencia condenatoria 
 
Motivar “es justificar la decisión tomada proporcionando una argumentación convincente e indicando lo 
bien fundado de las operaciones que el Juez efectúa... Al explicitar las razones del fallo debe convencer a los 
litigantes de que la sentencia no es tina toma de posición arbitraria”147. 
 
La motivación de las resoluciones debe estimarse como una forma externa de la sentencia; es decir, 
debe observarse una correcta estructuración desde su simple lectura, lo que permite que la decisión 
sea entendible para el juzgador técnico, para el abogado o para el lego; por lo que podemos 
concluir que sería excepcional, o impensable, una ausencia total de fundamentación
148
. 
 
En el caso de las Salas o Tribunales de Justicia, es obligatorio que los jueces lleguen a un acuerdo 
respecto de la forma de estructurar la sentencia, y concluir, en una reflexión conjunta sobre las 
cuestiones esenciales del fallo; esto supone que los jueces se reúnan para deliberar; sin embargo, y 
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en la práctica sucede suceder que uno de los integrantes de la Sala o Tribunal, es el que realiza el 
texto de la resolución, y los otros miembros, de estar de acuerdo, se adhieren, o de lo contrario 
emiten su voto salvado; sin embargo, “es necesario conjugar la participación de cada uno de los 
miembros, coordinando las actividades de todos, para el cumplimiento de un fin, que, por ser común, obliga 
a una actuación unitaria, de manera que la conclusión sea exteriormente considerada como fruto -de la 
aportación de todos los magistrados y no sólo de la mayoría”149. 
 
Sobre la motivación la ex Corte Constitucional para el Periodo de Transición ha expuesto que: 
“...Para que una resolución sea motivada se requiere que sea fundamentada, es decir que se enuncien las 
normas o principios jurídicos en que se basa la decisión…”150. 
 
Para Fernando Díaz Cantón, puede advertirse entonces que "sin la motivación de la sentencia 
carecerían de sentido la mayoría de las reglas de garantía previstas para el proceso de conocimiento previo. 
Qué sentido tendrían, por ejemplo, las reglas que obligan a someter las hipótesis acusatorias a la 
posibilidad de refutación por parte de la defensa, o control bilateral de la actividad probatoria y la 
producción de la prueba de descargo, o la discusión final, si a la postre los jueces nunca expresarán porque 
han sido ineficaces las alegaciones y objeciones de la defensa, prevaleciendo las de la acusación, o se 
abstuvieron de evaluar las pruebas dirimentes de descargo"
151
. 
 
Como parte esencial de los principios que forman parte del derecho al debido proceso se encuentra 
la motivación de las sentencias, puesto que con aquello se configura el accionar conforme a la 
Constitución y Derecho por parte de las diversas autoridades públicas, quienes son las 
primordialmente llamadas a velar por el cumplimiento de los principios y garantías 
constitucionales
152
. 
 
En tal virtud, los jueces de garantías penales, sea para absolver o para condenar al procesado, deben 
expresar los motivos para tomar tal decisión, sin que sea válidos ese razonamiento, si no se 
enunciaren las normas jurídicas aplicables, y los motivos de su aplicación a los hechos juzgados en 
la sentencia. 
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De las pruebas practicadas en la audiencia de juzgamiento, se debe hacer la valoración respectiva, 
con aplicación de las reglas de la sana crítica, siendo ésta la “unión de la lógica y la experiencia, sin 
excesivas abstracciones de orden intelectual, pero también sin olvidar esos preceptos que los filósofos 
llaman de higiene mental, tendientes a asegurar el más certero y eficaz razonamiento”153. 
 
El juzgador deberá ajustarse en todo momento a las reglas de la lógica, a las máximas de la 
experiencia y a los conocimientos científicos, de ahí que necesariamente tenga la obligación de 
exteriorizar el razonamiento probatorio empleado, plasmándolo en el texto de la sentencia como 
única forma de controlar su racionalidad y coherencia. La motivación fáctica de la sentencia 
permite constatar que la libertad de ponderación de la prueba ha sido utilizada de forma correcta, 
adecuada y que no ha generado en arbitrariedad. Únicamente cuando la convicción sea fruto de un 
proceso mental razonado podrá plasmarse dicho razonamiento en la sentencia mediante 
motivación. 
 
La Sana Crítica es un sistema lógico de valoración de prueba, en el cual el juez valora la prueba sin 
sujeción a criterios legalmente establecidos, pero, también a diferencia de la libre convicción, sin la 
interferencia de factores emocionales, debiendo fundamentar su decisión. 
 
Es justamente mediante la valoración de la prueba practicada en el juicio, que el Juez de Garantías 
Penales, pretende llegar a establecer convicción sobre la verdad material; en el proceso penal 
resulta necesario llegar a la verdad sobre cómo ocurrieron los hechos, toda vez que, el juez debe 
tener el convencimiento pleno para condenar al procesado; mientras que en el proceso civil, se 
llega a una verdad menos exigente, en la que se analizan los fundamentos fácticos expuestos por las 
partes y conforme a los medios probatorios se decide quien tiene la razón. La verdad real sería 
entonces una realidad a probar; y, la verdad formal es el simple convencimiento o persuasión. 
 
Abalos Washington al referirse a la verdad real expresa: “... la finalidad de la prueba en el Proceso 
Penal es alcanzar la verdad real respecto del hecho que se presume cometido por el autor” agregando que 
“el principio de verdad real es una exigencia constitucional"
154
. 
 
Nuestra Constitución eleva a rango constitucional el derecho a la prueba, toda vez que, aquella 
obtenida o actuada con violación de la Constitución o la ley no tendrá validez alguna y carecerá de 
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eficacia probatoria. El juez debe interpretar el derecho desde el punto de vista de los derechos 
fundamentales y de los tratados internacionales de derechos humanos, que se hayan reconocidos de 
manera directa e indirectamente en el texto constitucional como derechos subjetivos, inherentes a la 
persona y de aplicación inmediata, como es el caso el derecho a la libertad y del derecho a la 
víctima que se le haga justicia. 
 
En consecuencia, la prueba ilícita, constitucionalmente no existe, jurídicamente en el proceso; y por 
ende no puede ser valorizada por el Juez, ni de manera positiva ni de manera negativa, simplemente 
no existe jurídicamente, se trata de una nulidad supra-legal o constitucional”, este criterio está 
fundamentado en lo dispuesto en el Artículo 76 numeral 4to de la Constitución de la República del 
Ecuador, que expresa: “4. Las pruebas obtenidas o actuadas con violación de la constitución o la 
ley no tendrán validez alguna y carecerán de eficacia probatoria”. 
 
4.4.2.- Ejecución de la sentencia condenatoria 
 
El objeto del proceso penal es obtener, mediante la intervención de un juez, la declaración de una 
certeza positiva o negativa de la pretensión punitiva del Estado, quien la ejerce a través de la acción 
del Ministerio Fiscal (actualmente Fiscalía General del Estado).  
 
El proceso se puede terminar antes de la sentencia, por eso se debe hablar de resolución y no de 
sentencia. Se busca determinar si se cometió o no delito, se busca una certeza positiva o negativa. 
Si se comprueba la existencia de delito, aparecerán las consecuencias jurídicas, la sanción para el 
infractor. 
 
Con respecto a la ejecución de sentencias, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha 
pronunciado en el siguiente sentido: “105. La Corte considera que la ejecución de las sentencias debe ser 
regida por aquellos estándares específicos que permitan hacer efectivos los principios, inter alia, de tutela 
judicial, debido proceso, seguridad jurídica, independencia judicial, y estado de derecho. La Corte 
concuerda con el Tribunal Europeo de Derechos Humanos al considerar que para lograr plenamente la 
efectividad de la sentencia la ejecución debe ser completa, perfecta, integral  y sin demora.- 106. Asimismo, 
el principio de tutela judicial efectiva requiere que los procedimientos de ejecución sean accesibles para las 
partes, sin obstáculos o demoras indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e 
integral. Adicionalmente, las disposiciones que rigen la independencia del orden jurisdiccional deben estar 
formuladas de manera idónea para asegurar la puntual ejecución de las sentencias sin que exista 
interferencia por los otros poderes del Estado y garantizar el carácter vinculante y obligatorio de las 
decisiones de última instancia. La Corte estima que en un ordenamiento basado sobre el principio del 
Estado de Derecho todas las autoridades públicas, dentro del marco de su competencia, deben atender las 
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decisiones judiciales, así como dar impulso y ejecución a las mismas sin obstaculizar el sentido y alcance de 
la decisión ni retrasar indebidamente su ejecución”155. 
 
A mi criterio, debe ser considerado también parte del derecho de las víctimas, y parte del principio 
de tutela judicial efectiva, el que la sentencia condenatoria, conseguida bajo las normas y preceptos 
constitucionales sea ejecutada, toda vez que los delitos no solamente dañan a la persona 
directamente perjudicada, el “ofendido” conforme lo define el Código de Procedimiento Penal, sino 
que causan alarma en la sociedad, ratificando el temor de la población debido a la inseguridad, y 
sobre todo la impunidad reinante, debido a que se rompen los principios del sistema acusatorio, en 
especial el de celeridad, factor contribuyente a que sean abandonados procesos judiciales. 
 
Ratificando lo dicho por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso anteriormente 
singularizado, la ejecución de la sentencia debe ser completa, perfecta, integral y sin demora, no 
estamos hablando ya del proceso penal, sino de la ejecución de la sanción legalmente tipificada 
para quien rompe la ley, en perjuicio de los derechos de los demás, también constitucionalmente 
consagrados y ratificados por los tratados internacionales de derechos humanos. 
 
Si bien es cierto, comparto con el principio establecido de control que puede y debe ejercer la Corte 
Constitucional ante las actuaciones de la función judicial, este control debe ser extendido, no 
solamente a que se respeten los principios del debido proceso durante el juicio en sus diferentes 
etapas, sino que el control constitucional, debe ir enfocado a que el Estado brinde la protección 
necesaria a las víctimas, a quien han ejercido las acciones penales, y que las sanciones establecidas 
por los Tribunales de Garantías penales sean ejecutadas en su totalidad, si hay un control y hasta un 
exceso de protección de derechos para el imputado, pues debe haber ese control y protección para 
las víctimas, de quien alega su inocencia. 
 
Un aspecto importantísimo que debe constar en la sentencia condenatoria, es el aspecto de pago de 
daños y perjuicios, considerado también el derecho a la reparación del daño causado; dichos daños 
y perjuicios, deben ser reclamados por quien hubiere propuesto acusación particular en juicio 
verbal sumario en contra del condenado.  
 
Al respecto, la Ex Corte Suprema de Justicia, ha dicho: “Si se condenare a una de las partes al pago de 
frutos, intereses, daños y perjuicios, en la misma sentencia se determinará la cantidad que se ha de pagar, y 
si esto no fuere posible, se fijarán las bases para la liquidación y el modo de verificarla… El Tribunal de 
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última instancia incurre en un error que, si bien es generalizado, no por ello deja de ser tal, y es el de creer 
que los daños y perjuicios declarados en sentencia ejecutoriada, cuando tal resolución ha sido dictada en un 
proceso de conocimiento destinado precisamente a establecer cuáles fueron los daños y perjuicios 
reclamados por el demandante, necesariamente han de ser liquidados en otro proceso… Si no hay esa 
declaración previa del derecho como en este caso, procede iniciar un proceso para que se declare la 
existencia del derecho y se condene al pago; si no hay la posibilidad de liquidar el quantum por el juez, se 
ordena que se proceda a ello en la etapa de ejecución…”156. 
 
4.4.3.- Derechos de las víctimas en el proceso penal 
 
Víctima es el sujeto pasivo del delito y de la persecución indebida. Siendo la persona que sufre las 
consecuencias de una violencia injusta en si o en sus derechos y en sus derechos y es acreedor 
pasivo del delito.  
 
En la declaración de los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y abuso de 
Poder del 29 de noviembre 1985, la Organización de las Naciones Unidas proclama: 
 
“1.- Se entenderá por “víctimas” a las personas que individual o colectivamente hayan sufrido daños, 
inclusive lesiones físicas y mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o un menoscabo sustancial 
de los derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal 
vigente en los estados miembros, incluida la que proscribe el abuso del poder”. 
 
La acción penal no se orienta, necesariamente a la búsqueda de un hecho delictivo y la sanción al 
responsable, tiende a averiguar la “verdad” de los acontecimientos que en un momento dado y 
aparentemente se presentaron como ilícitos, "de lo que puede resultar una conclusión positiva, con 
violación de la ley penal, autor responsable y sancionable, y consecuencias perjudiciales para los ofendidos, 
o una negativa con la inexistencia del delito, o la falta de autoría justiciable, o la comisión del hecho en 
circunstancia que lo justifique o excuse, o la ausencia de tipicidad delictiva, o la imposibilidad de iniciarse o 
perseguirse la acción. Cualquiera de los resultados se obtiene en virtud de la movilización de los elementos 
de que dispone el estado para tales fines, animados e impulsados por la acción penal"
157
. 
 
La víctima en el proceso penal, debe gozar sobre todo de la protección de su integridad personal 
durante e proceso. Este derecho deriva del reconocimiento y garantía de todas las personas de la 
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integridad física, psíquica, moral y sexual, consagrada en el Artículo 66 numeral 3ro literal a) de la 
Constitución. 
 
“Creemos que es preferible que tal exigencia se encuentre prevista imperativamente, pues como derecho es 
de difícil o inexistente cumplimiento incluso, por el propio desconocimiento de la víctima del derecho que le 
asiste”158. 
 
De ahí la existencia del programa de protección de víctimas y testigos del a Fiscalía General del 
Estado, cuyo mandato de encuentra en el inciso final del Artículo 78 de la Carta Fundamental, bajo 
la responsabilidad de la Fiscalía el dirigir el sistema nacional de protección, bajo los principios de 
accesibilidad, responsabilidad, complementariedad, oportunidad, eficacia y eficiencia; tarea que no 
solo le corresponde a dicha institución como dueña de la acción penal pública, sino también a las 
instituciones públicas afines a los intereses y objetivos del sistema y a las organizaciones de la 
sociedad civil, esto es, cada uno de los ciudadanos somos corresponsables como parte de una 
determinada organización social en que nos desenvolvemos. 
 
El reglamento sustitutivo del programa de protección y asistencia a las víctimas, testigos y demás 
participantes en el proceso penal, expedido el 17 de agosto de 2007, programa cuya dirección es 
responsabilidad de la Fiscalía, en el Artículo 6 determina en qué consiste el programa de protección 
y asistencia a víctimas, testigos y otros participantes en el proceso penal que podemos resumir en: 
acogida inmediata con alojamiento acorde a una vida digna, protección de la policía comunitaria; 
protección policial permanente al peligrar la integridad; operativos para traslados igualmente por 
riesgos de la integridad personal; cambio de domicilio; ayuda integral para abandonar el país y 
garantizar su subsistencia; medidas de seguridad dentro de los centros de rehabilitación social. 
 
La víctima de una infracción penal, tiene derecho además a la reparación del daño sufrido, nuestra 
actual Constitución a diferencia de las anteriores dispone en el Artículo 78, que la reparación 
integral incluyendo, sin dilaciones al conocimiento de la verdad y la restitución, indemnización, 
rehabilitación, garantía de no repetición y satisfacción del derecho violado. 
 
La reparación así entendida, debe tratar de revertir la situación al estado anterior a la comisión del 
delito de tal manera que satisfaga a la víctima, no puede entonces confundirse con un pago 
monetario únicamente, sino con otras alternativas, por ejemplo, la devolución de la cosa hurtada, 
disculpa pública, retribución con trabajo, en definitiva es inclinarse hacia un modelo de justicia 
reparatoria, no punitiva exclusivamente, que podría conducir incluso a una relación positiva entre 
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víctima y victimario, la primera sentirá satisfechos sus intereses el segundo tendrá mayor opción de 
reintegración social. 
 
En el modelo de justicia punitiva como el nuestro, la persecución penal es pública en función del 
control social del Estado sobre sus integrantes, por tanto el conflicto generado entre dos sujetos, 
autor y víctima se resuelve uno de estos, el autor y el Estado; en el modelo de justicia reparatorio la 
persecución está en manos del individuo cuyos bienes e intereses fueron afectados, por ende el 
conflicto se da entre autor y víctima, quedando la posibilidad al autor de recurrir a mecanismos 
como la composición que permite la restitución simbólica de la situación a su estado anterior. 
Pensar en esta forma de reparación integral sin dilaciones como lo asume la Constitución, implica 
un reto para el ordenamiento penal sustantivo y adjetivo, partiendo del hecho de conceder mayor 
intervención y protagonismo a la víctima en el tratamiento de conflictos
159
. 
 
El derecho al resarcimiento e indemnización, en la Declaración de Naciones Unidas de 1985
160
 
sobre el derecho de justicia para las víctimas, establece que el resarcimiento que comprende la 
devolución de bienes, el pago de los daños sufridos, el reembolso de los gastos realizados como 
consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la restitución de derechos, es una 
obligación primaria del delincuente y de los terceros responsables, e insta a los estados miembros a 
revisar sus legislaciones de tal forma que el resarcimiento la rehabilitación de éste, y en casos de 
daños causados por funcionarios público que actúan a título oficial debe existir una obligación del 
Estado de resarcir a las víctimas. 
 
En las reformas del Código de Procedimiento Penal, incluidas en el 2009, se estableció una nueva 
forma de solucionar un conflicto en dicha materia, como es los acuerdos de reparación, mediante el 
cual, presentando un escrito conjunto entre víctima e infractor en el Agente Fiscal, éste debe 
solicitar al Juez de Garantías, que señale día y hora, a fin de que se lleve a efecto una audiencia de 
aprobación del acuerdo de reparación, cuya resolución tendrá fuerza ejecutoria; y, si no se 
cumpliere, el afectado podrá escoger entre las opciones de hacer cumplir el acuerdo o que se 
continúe la acción penal
161
. 
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Los derechos humanos de la víctima consagrados en nuestra Constitución y que de alguna manera  
se han ido incluyendo en el proceso penal, son consecuencia de la consideración e incorporación de 
estos en los tratados y acuerdos internacionales sobre derechos humanos de los cuales nuestro país 
es signatario. 
 
La Corte Constitucional, se ha pronunciado diciendo: “… los derechos de las víctimas se imponen 
respecto de las obligaciones y deberes de los Estados, a fin de garantizar su acceso a la verdad, la 
justicia y la reparación. Ello involucra la obligación estatal de adoptar todas las medidas necesarias 
y oportunas para que existan los recursos efectivos, destinados para que las víctimas puedan 
acceder y gozar de estos derechos. Básicamente, sus obligaciones deben encaminarse a la 
investigación seria y responsable de la violación de los derechos, sancionar a los responsables de 
las víctimas y asegurar la reparación de aquellas.- Entre estas obligaciones constan la de combatir y 
evitar la impunidad, razón por la cual le corresponde al Estado "(...) investigar las violaciones de los 
derechos humanos y procesar a los responsables y evitar la impunidad"15. Esta obligación de combatir la 
impunidad se justifica en tanto "propicia la repetición crónica de las violaciones de derechos humanos y la 
total indefensión de las víctimas y sus familiares". De la misma forma, el Estado asume obligaciones para 
garantizar los derechos humanos, esto es, de otorgar recursos judiciales efectivos e impartir justicia, 
tomando en consideración también los derechos de las víctimas”162. 
 
Si bien es cierto, en el nuevo orden constitucional se impone al Estado la obligación de respeto a 
los derechos humanos sin discriminación alguna, también está el derecho de los ciudadanos a la 
protección del Estado, con el fin de que se si efectivamente son violentados los derechos de los 
individuos o de grupos humanos, la sanción a los responsables caiga con la eficacia y celeridad 
necesaria. 
 
Con respecto al derecho de celeridad en la administración de justicia, y las dilaciones que sufren las 
personas al acudir a los entes judiciales, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, se ha 
pronunciado en el siguiente sentido: 
 
“… esta Corte ha establecido que no es posible alegar obstáculos internos, tales como la falta de 
infraestructura o personal para conducir los procesos judiciales para eximirse de una obligación 
internacional. En similar sentido, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha determinado que una 
sobrecarga crónica de casos pendientes no es una justificación válida del retraso excesivo. Finalmente, esta 
Corte ha dicho que para determinar la razonabilidad del plazo también se debe tomar en cuenta la 
afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en 
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el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia. Así, el Tribunal ha 
establecido que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, 
resultará necesario que el procedimiento avance con mayor diligencia a fin de que el caso se resuelva en un 
tiempo breve”163. 
  
Para Ferrajoli, son derechos fundamentales "todos aquellos derechos subjetivos que corresponden 
universalmente a todos los seres humanos en cuento dotados del status de personas, de ciudadanos o 
personas con capacidad de obrar, entendiendo por derecho subjetivo cualquier expectativa positiva (de 
prestaciones) o negativa (de no sufrir lesiones) adscrita a un sujeto por una norma jurídica; y por status la 
condición de un sujeto, prevista así mismo por una norma positiva, como presupuesto de su idoneidad para 
ser titular de situaciones jurídicas y/o autor de los actos que son ejercicio de éstas"
164
. 
 
 Los derechos fundamentales de ninguna manera pueden quedar en meras declaraciones en el 
ordenamiento jurídico, tienen que ser garantizados, esto es, gozar de tutela judicial, dice Robert 
Alexy: “Con una sola disposición en la Constitución no controlable judicialmente se abre el camino para la 
pérdida de su obligatoriedad”165. 
 
Algunos critican que el proceso penal, porque garantiza demasiado los derechos humanos de los 
imputados, pero precisamente el proceso penal trata de que la persecución penal se desarrolle 
dentro del respeto de los derechos humanos. Frente al poderío del Estado, capaz de encarcelar a las 
personas que habitan en él, deben establecerse mecanismos de garantía de que se respetará el 
debido proceso cuando se imponga la detención preventiva o una sanción privativa o no de libertad. 
Si no fuera así, estaríamos no ante el juzgamiento de delitos, sino ante una mera represión policial, 
con las arbitrariedades a que lleva esto, como lo demuestra la historia universal más reciente. Por 
ello no es de extrañar que, dentro de las convenciones internacionales de derechos humanos, entre 
ellas la Convención de Derechos del Niño, ocupe un lugar primordial la regulación de los derechos 
del imputado durante el proceso penal 
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4.4.3.- Efectos de la admisión de la acción extraordinaria de protección en las partes 
procesales del juicio penal. 
 
En todo Estado que exista la supremacía de la Constitución, es el Derecho el que la ostenta y, por 
tanto, todos los poderes, los órganos y las autoridades están bajo sus mandatos y prohibiciones. El 
Poder es el Derecho y, solo el Derecho
166
. 
 
El Doctor Patricio Pazmiño Freire, al hablar del alcance de los efectos de la sentencia emitida por 
la Corte Constitucional en una acción extraordinaria de protección
167
, afirma está vedada partir del 
conocimiento  de esta garantía, para entrar al análisis de aquellos asuntos de mera legalidad que ya 
fueron juzgados en la Justicia Ordinaria, y en concreto, en el recurso de casación objeto de la 
acción, dejando en claro que aquellas pretensiones formuladas por el accionante relacionadas con 
aspectos de mera legalidad no son parte del ámbito material de la acción extraordinaria, entre ellas 
la valoración de pruebas actuadas por las partes procesales; y segundo, la cuantificación monetaria 
de daños y perjuicios determinados en el fallo de casación objeto de la acción extraordinaria. 
 
Ahora, hablando ya de casos resueltos por la Corte Constitucional, al parecer constituye a la acción 
extraordinaria de protección en  un recurso
168
, así por ejemplo podemos citar dos de sus decisiones:  
 
“3. Ordenar que el presente proceso se retrotraiga hasta el momento en que se verifica la  violación de los 
derechos constitucionales antes mencionados, es decir, cuando el Tribunal  Distrital No. 2 de lo Contencioso 
Administrativo de Guayaquil negó infundadamente el recurso  de casación, cuestión que a su vez hizo que la 
Procuraduría General del Estado interponga recurso de hecho ante la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la extinta Corte Suprema de Justicia, recurso que fue negado mediante auto dictado el 21 
de octubre del 2008 a las 08h20”
169
. 
  
En dicha sentencia, no solamente que se la concibe como recurso a la acción extraordinaria de 
protección sino que le da los efectos de declaratoria de nulidad, por lo que  no soluciona la 
violación del derecho sino que reenvía a la víctima de vuelta a la justicia ordinaria sin haber 
reparado sus derechos (que además sí declara violados). 
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Tomemos en cuenta, que la seguridad jurídica también es una garantía constitucionalmente 
protegida
170
, y refiriéndose este derecho a la existencia de normas jurídicas previas, claras y 
aplicadas por las autoridades competentes, es sumamente peligroso, que la Corte Constitucional, al 
momento se aceptar una acción extraordinaria de protección, manden retrotraer el proceso hasta el 
momento de la supuesta violación constitucional, o peor aún, que se acepte la acción interpuesta, 
sin especificar el alcance de dicha aceptación, con respecto a todas las partes que han actuado en el 
proceso penal, sea de la parte acusadora o parte acusada. 
 
El Juez Constitucional, al momento de resolver sobre la procedencia o no de una acción 
extraordinaria de protección, debe ser cuidadoso sobre el alcance de dicha resolución, y por su 
puesto de la claridad de su texto, porque si bien es cierto, el accionante estaría alegando 
indefensión en el transcurso del juicio, la otra parte del juicio estaría siendo afectada en sus 
derechos, si la sanción conseguida en contra del delincuente en el proceso penal deja de tener los 
efectos jurídicos correspondientes. El proceso penal seguido con el fin de sancionar a quien ha 
cometido un delito dejaría de tener sentido, si la sanción dejaría de tener su efecto por una 
alegación ante la Corte Constitucional. 
 
En definitiva, la Corte Constitucional protege, mediante la acción extraordinaria de protección, las 
normas que reconocen los derechos de rango constitucional. Así es un principio de inmediata y 
directa aplicación el de la legalidad del debido proceso (Art. 76 n. 3), el de presunción de inocencia 
(Art. 76 n. 2), el de garantía del cumplimiento de los derechos de las partes, a que está obligado 
cualquier autoridad administrativa o judicial (Art. 76 n. 1). El principio de la tutela judicial efectiva 
que hemos invocado para que se reconozca la inaplicabilidad de la prueba ilícita, (sea por la fuente, 
por su modo de producción o por una pretendida aplicación) es de aplicación directa e inmediata 
por expreso mandato del Art. 75 de la Constitución vigente, así como por lo dispuesto en el Art. 76 
n. 4 de la  misma Constitución, y por la normativa procesal consignada en los artículos 80 y 83 del 
Código de Procedimiento Penal
171
. 
 
“Los efectos de las sentencias de inconstitucionalidad son de anulabilidad: Contrariamente a la nulidad de 
los actos del Estado, la anulabilidad de dichos actos, cuando se considera como una garantía objetiva de la 
Constitución, significa que el acto del Estado, aun irregular o inconstitucional, una vez producido por una 
institución pública, debe considerarse como acto del Estado y, como tal, válido y efectivo hasta que el 
                                                          
170
 Art. 82 CRE 
171
 ZAMBRANO Pasquel, Alfonso, Acción Extraordinaria De Protección y Debido Proceso Penal, pp. 177, 178 
121 
 
órgano que lo produjo lo derogue o revoque, o hasta que se decida su anulación por otro órgano del Estado, 
con los poderes constitucionales correspondientes…”172. 
 
La materia u objeto de la acción extraordinaria de protección se encuentra relacionada al alcance al 
que se circunscribe su particular naturaleza enfocada hacia el cumplimiento de su objetivo. 
 
El alcance de esta garantía no es la de constituirse en una última instancia judicial, puesto que se 
circunscribe a examinar la existencia de una violación constitucional en el proceso, sin que por su 
naturaleza le corresponda resolver el litigio, toda vez que su materia u objeto es declarar si existe o 
no violación de un derecho constitucional ocurrida por acción u omisión del órgano jurisdiccional, 
y de ser así reparar la vulneración constitucional anulando la decisión judicial y retrotrayendo el 
proceso al momento de la lesión para sea remediada, puesto que su objetivo es garantizar el apego 
constitucional de las actuaciones jurisdiccionales. 
 
Debido a ello no se evidencia una superposición entre la justicia constitucional y la justicia 
ordinaria, puesto que la primera se encuentra circunscrita a declarar y reparar violaciones 
constitucionales en el proceso (no resolver el litigio) y la segunda es la encargada de la resolución 
de la causa (dentro del marco constitucional)
173
. 
 
4.5.- PRINCIPIOS PROCESALES EN LA ACCION EXTRAORDINARIA DE 
PROTECCION 
 
4.5.1.- Reglas para la admisibilidad de la demanda 
 
4.5.1.1.-  La calidad en la que comparece la persona accionante.- El legitimado activo 
debe ser: la persona que ha sido parte de un proceso judicial; o la que debiendo haber sido parte del 
proceso judicial no lo fue, lo que da la posibilidad de contar con personas que no han sido parte del 
proceso judicial, pero que han sido afectados por la sentencia o auto definitivo impugnado, en este 
caso, el tercero debe tener un derecho fundamental violado en el proceso tramitado por el Juez 
ordinario, existiendo violación a la tutela judicial, al derecho a la defensa y a la seguridad jurídica. 
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En el caso que le interesa a la presente investigación, es de analizar el aspecto de que el Juez o 
Tribunal en su caso de Garantías Penales, está obligado a velar por el respeto de los derechos de las 
partes procesales que han participado en el juicio, sin poder garantizar lo mismo para quien no 
hubiere participado, ni se considere ofendido por el delito llamado a juzgar, aun más por el hecho 
de la obligación establecida en el Artículo 129 del Código de Procedimiento Penal, de comparecer 
ante el representante de la Fiscalía a rendir su versión toda persona que conozca sobre la comisión 
de un delito; luego, si quien por su propia voluntad no hubiere comparecido con el fin de brindar la 
información con la que cuente para el esclarecimiento de la verdad, y luego resulta directa o 
indirectamente perjudicado por la sentencia definitiva, por la que hace uso de la acción 
extraordinaria de protección, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, deberá analizar si 
hubiere colaborado con la investigación o se hubiere escondido ante la acción de la justicia, para 
posteriormente reclamar. Solamente en los delitos que comprometen de manera seria el interés 
social; delitos contra la administración pública o que afecten los intereses del Estado; delitos de 
violencia sexual, violencia intrafamiliar o delitos de odio; cuando se trate de crímenes de lesa 
humanidad, o cuando la pena máxima prevista para el delito sea superior a cinco años de prisión. 
 
2. Constancia de que la sentencia o auto está ejecutoriada.- No debe existir recurso de impugnación 
contra la sentencia o auto definitivo, pendiente de resolución en la justicia ordinaria, toda vez que, 
estando pendientes aun recursos horizontales o verticales presentados que no han sido resueltos el 
Juez o Tribunal, puede revocar la decisión judicial que puede ser motivo para la presentación de la 
acción extraordinaria de protección. 
 
La jurisprudencia de la Corte Constitucional, ha manifestado: “La acción extraordinaria de protección 
procede, exclusivamente, contra sentencias o autos definitivos en los que, por acción u omisión, se haya 
violado el debido proceso u otros derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, y procede una vez 
que se hayan agotado los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la 
falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia de la persona titular del derecho 
constitucional vulnerado, conforme lo previsto en el artículo 94 de la Constitución de la República”174. 
 
3. Demostración de haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios, salvo que sean 
ineficaces o inadecuados o que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la 
negligencia del titular del derecho constitucional vulnerado.- Esta acción es residual, ya que los 
Jueces y Tribunales de la justicia ordinaria son los garantes de la aplicación de las garantías de 
acceso a la tutela del debido proceso y la seguridad jurídica y otros derechos fundamentales. 
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“A manera de corolario, se puede señalar que el carácter de ejecutoria de este acto procesal (sentencia), 
para así hablar de sentencias ejecutoriadas o firmes, se debe entender como aquellas que pueden cumplirse, 
ya sea porque no  proceden recursos en contra de ellas, bien sea porque los recursos proceden y han sido 
fallados, o también sea porque los recursos proceden, pero han pasado todos los plazos concedidos por el 
Código de Procedimiento Civil para su interposición, sin que las partes los hayan hecho valer.- Empero 
mediante la incorporación de la acción extraordinaria de protección, dentro del texto constitucional no se 
pretende echar al piso la institución de la cosa juzgada, sino que enmarcándose dentro del paradigma 
constitucionalista del Estado Constitucional de Derechos y Justicia, se busca tutelar, de manera amplia, los 
derechos que les asisten a las personas con el objeto de no sacrificar un derecho por el simple hecho de que 
se haya ejecutoriado una resolución; en esta nueva visión se amplía el rol proteccionista del Estado 
ecuatoriano pretendiendo, mediante esta acción, conseguir la tan anhelada justicia”175. 
 
Este requisito es necesario, pues no debe existir recurso de impugnación contra la sentencia o auto 
definitivo, pendiente de resolución en la justicia ordinaria. Pues si existen recursos horizontales o 
verticales presentados que no han sido resueltos el Juez o Tribunal, puede revocar la decisión 
judicial que puede ser motivo para la presentación de la Acción Extraordinaria de Protección. 
 
Ahora, si bien puede atribuirse a la parte que alega violación a sus derechos fundamentales, una 
negligencia o el no haber agotado previamente los derechos ordinarios y extraordinarios 
establecidos en la Norma Adjetiva, esa tarea le corresponde a quien actúa como abogado defensor, 
independientemente si defiende al acusado o al acusador, entonces quien terminaría perjudicado, ya 
ni si quiere por los jueces sino por su propio abogado, también está sujeto a dicha disposición. 
 
4. Señalamiento de la judicatura, sala o tribunal del que emana la decisión violatoria del derecho 
constitucional.- Determinación del Juez o Tribunal que dictó la sentencia o auto definitivo 
impugnado y el lugar donde debe notificársele con la demanda.- Sea ésta emitida por la justicia 
ordinaria, por la justicia indígena y por decisión arbitral (arbitraje en derecho). 
 
5. Identificación precisa del derecho constitucional violado en la decisión judicial.- El deber de 
especificar o singularizar la norma constitucional o la constante en un instrumento internacional 
sobre derechos humanos que ha sido desconocida por acción u omisión en la sentencia o auto 
definitivo dictado por la justicia ordinaria. 
 
El profesional, debe cuidar que no se convierta este requisito solamente en un listado de 
disposiciones constitucionales y normas constantes en tratados internacionales, sin fundamentar 
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específicamente cómo han sido desconocidos o violentados por la decisión judicial impugnada 
mediante ésta acción. 
 
6. Si la violación ocurrió durante el proceso, la indicación del momento en que se alegó la 
violación ante la jueza o juez que conoce la causa.- Durante la tramitación del proceso ordinario, se 
debe alegar la violación del derecho fundamental en forma motivada y oportuna ante el Juez o 
Tribunal de la causa, precisamente cuando se ha producido la violación o desconocimiento del 
derecho fundamental, de tal manera que el Juez, de ser procedente pueda subsanar tal error, 
evitando así una posible nulidad o indefensión de las partes. 
 
4.6.- REQUISITOS PARA LA PROCEDENCIA DE LA ACCION 
EXTRAORDINARIA DE PROTECCION 
 
 
4.6.1.- Requisitos para su procedencia 
 
La Corte Constitucional para el período de transición en la Sentencia No. 007-09-SEPCC de 19 de 
mayo de 2009 y en la Sentencia No. 011-09-SEP-CC de 07 de julio de 2009 estableció que la 
materia de esta garantía es revisar si existe violación del derecho consagrado en la Constitución y 
tratados internacionales de derechos humanos por acción u omisión. 
 
Ante una acción extraordinaria de protección que busca la anulación de una decisión judicial, cabe 
precisar ciertos límites y/o parámetros que se debe observar para la pertinencia de esta acción. 
 
El rol que cumple la Corte Constitucional, es el hacer un ejercicio valorativo, para revisar para su 
admisión si se cumple con dos requisitos, a saber: 1) Que se trate de fallos, vale decir sentencias, 
autos y resoluciones firmes y ejecutoriadas; y, 2) Que el accionante demuestre que en el 
juzgamiento, ya sea por acción u omisión, se ha violado el debido proceso u otros derechos 
reconocidos en la Constitución. 
 
La acción extraordinaria de protección procede cuando el fallo cause agravio; cuando en el fallo se 
hayan violado, por acción u omisión, derechos reconocidos en la Constitución o Tratados 
Internacionales vigentes en el país, referentes a derechos humanos o a las reglas del debido 
proceso; cuando esta acción se haya propuesto una vez que se han agotado los recursos ordinarios y 
extraordinarios que se puedan proponer dentro del término legal, a no ser que la falta de 
interposición de estos recursos no pueda ser atribuible a la negligencia del titular del derecho 
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constitucional violado; cuando estos requisitos subsistan al momento en que la Corte 
Constitucional resuelva; y, cuando el fallo o auto impugnado, sea una sentencia o auto definitivo de 
iguales características, vale decir definitivo; esto es, que la violación por acción u omisión de 
derechos reconocidos en la Constitución, en la sentencia o auto definitivo, sea consecuencia directa 
de dicha sentencia o auto expedido por un órgano de la función judicial, violación que se deduzca 
manifiesta y directamente de la parte resolutoria de la sentencia ya que esto es lo que realmente 
vincula y produce efectos reales. 
 
El juez en la justicia ordinaria es el garante primario de los derechos constitucionales y está 
llamada a protegerlos para subsanar la violación, puesto que la acción extraordinaria de protección 
habilita que la Corte Constitucional actúe como garante extraordinario de los derechos 
constitucionales y cuando la decisión se encuentra ejecutoriada. 
 
Dicha violación alegada debe ser verificada para proceder a declarar y reparar dicha lesión 
mediante la anulación de la decisión judicial impugnada, la retrotracción al momento procesal de la 
vulneración y el reenvío al órgano de la justicia ordinaria para que el proceso se tramite y resuelva 
acorde al marco constitucional. 
 
En tal virtud, los requisitos para la procedencia son los siguientes
176
: 
 
1.- Que exista un argumento claro sobre el derecho violado y la relación directa e inmediata, por 
acción u omisión de la autoridad judicial, con independencia de los hechos que dieron lugar al 
proceso.- La demanda debe ser debidamente motivada con argumentos precisos que determinen el 
derecho o derechos violados y como la acción u omisión del Juez determinaron la violación de 
derechos fundamentales del accionante. 
 
Es decir, hay que realizar una argumentación constitucional y no legal, porque lo que se va a 
debatir es la violación o no de derechos fundamentales por el Juez o Tribunal. No basta decir que 
se ha violado determinado derecho fundamental, hay que argumentar debidamente tal hecho, pues 
los asuntos de legalidad los resuelve el Juez ordinario. 
 
2.- Que el recurrente justifique argumentadamente, la relevancia constitucional del problema 
jurídico y de la pretensión.- El accionante en forma razonada tiene que justificar la relevancia 
constitucional del derecho fundamental agraviado y determinar en forma clara su pretensión, es 
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decir, que es lo que solicita, que es lo que pide con la presentación de la Acción Extraordinaria de 
Protección. 
 
La pretensión debe ser de carácter constitucional, en la que se establezca en forma precisa la 
manera en que el fallo definitivo impugnado vulnera sus derechos constitucionales. 
 
3.- Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo injusto o 
equivocado de la sentencia.- El accionante debe considerar que la Acción Extraordinaria de 
Protección, no es una instancia más del proceso. El accionante debe direccionar el análisis de la 
presunta violación de derechos constitucionales y normas del debido proceso hacia la sentencia de 
última instancia o auto definitivo, pues la Corte Constitucional, no debe hacer las veces de un 
Tribunal de Alzada que examina supuestos errores de hecho o de derecho que puedan haber 
cometido los jueces ordinarios dentro de los límites de su competencia. 
 
4.-  Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea aplicación de 
la ley.- La Ley de Casación establece en el Art. 3 como causa para su presentación la aplicación 
indebida, falta de aplicación o errónea interpretación de las normas de derecho, que hayan sido 
determinantes en su parte dispositiva, es decir que existen errores in iudicando o errores in 
procedendo, en cambio en la Acción Extraordinaria de Protección, lo que se protege o se trata de 
corregir es el desconocimiento de un derecho fundamental. 
 
5.- Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte de la jueza 
o juez.- Para la correcta valoración de la prueba, por parte del Juez o lo Tribunales, las partes 
procesales tienen los recursos horizontales y verticales que establecen las leyes ordinarias. 
 
6. Que la acción se haya presentado dentro del término establecido en el artículo 60 de esta ley.- En 
el Art. 60 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, se indica que 
el término máximo para presentar la Acción Extraordinaria de Protección es de 20 días, contados 
desde la notificación con la decisión judicial que se impugna, para quienes fueron partes 
procesales. Y desde que tuvieron conocimiento de la providencia judicial quienes debieron ser 
partes procesales. 
 
7. Que la acción no se plantee contra decisiones del Tribunal Contencioso Electoral durante 
procesos electorales 
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8. Que el admitir un recurso extraordinario de protección permita solventar una violación grave de 
derechos, establecer precedentes judiciales, corregir la inobservancia de precedentes establecidos 
por la Corte Constitucional y sentenciar sobre asuntos de relevancia y trascendencia nacional. 
 
De no cumplir la demanda con estos requisitos de admisibilidad la Sala de Admisión declarará la 
inadmisibilidad de la demanda y dispondrá el archivo de la causa, auto que es inapelable. 
 
4.6.2.- Sanciones para posible abuso 
 
Se ha dicho hasta el cansancio, que la acción extraordinaria de protección no es una nueva instancia 
judicial, y que se pueda volver a revisar el elemento probatorio del proceso o los elementos de 
convicción que sean la motivación de la sentencia, sea ésta condenatoria o absolutoria, pero ante un 
posible uso abusivo de ésta acción constitucional por parte de los profesionales del Derecho, la Ley 
Orgánica de Garantías Constitucionales y Control Constitucional, en el artículo 64, prevé medidas 
sancionadoras aplicables a los casos en que se presente la acción sin fundamento alguno, 
correspondiendo a la Corte establecer correctivos, comunicar al Consejo de la Judicatura para que 
sancione al o a los abogados patrocinadores. La norma estatuye además la suspensión del ejercicio 
profesional en caso de reincidencia. 
 
A diferencia de lo que ocurría con anterioridad a la vigencia de la Constitución de 2008, en que el 
Tribunal Constitucional no contaba con medios adecuados para hacer cumplir sus decisiones, en la 
actualidad existen varios mecanismos que lo permiten, así la facultad de conocer y sancionar el 
incumplimiento de las sentencias y dictámenes constitucionales, conforme lo establecido en el 
Artículo 436. 9 de la propia Constitución. 
 
Estamos al tanto, que entre los deberes de lo Abogados está precisamente el “patrocinar con sujeción 
a los principios de lealtad, probidad, veracidad, honradez y buena fe”177, por lo que con el objeto de 
garantizar una adecuada actividad profesional al servicio de los usuarios de la justicia, lo que se ve 
asegurado con la previsión de un régimen disciplinario, en el que se establecen prohibiciones, como 
la de “Ejercer el derecho de acción o contradicción de manera abusiva, maliciosa o temeraria, violar el 
principio de buena fe y lealtad, a través de prácticas tales como presentación de prueba deformada, empleo 
de artimañas y ejecución de procedimientos de mala fe para retardar indebidamente el progreso de la 
litis”178. 
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En base a lo dicho, si se patrocina una acción extraordinaria de protección que carezca de sustento 
constitucional y, por tanto, contenga otras pretensiones, como la de someter a conocimiento de la 
Corte Constitucional los hechos que fueron materia del proceso, situación que evidencia una 
actuación abusiva y de mala fe que, de ser repetitiva, podría ocasionar la suspensión del ejercicio 
profesional, situación que, determinada por la Corte Constitucional, podrá dar lugar a la referida 
sanción prevista por el Código Orgánico de la Función Judicial, en el capítulo del régimen 
disciplinario, instrumento que establece además el trámite respectivo. 
 
Entre las actuaciones profesionales sancionables, estaría entonces, el presentar una acción 
extraordinaria de protección, sin que se reúnan los requisitos mínimos de procedibilidad, 
establecidos en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, siendo uno 
de éstos precisamente el haber agotado previamente los recursos ordinarios y extraordinarios ante 
la administración de justicia, el no hacerlo, con la eficiencia que el caso requiere, deviene en 
engaño al cliente, quien debe tener la seguridad de que su Abogado actuará con el profesionalismo 
requerido, y con respeto a la Ley. 
 
4.6.3.- Jurisprudencia de la Corte Constitucional 
 
La jurisprudencia entendida como las sentencias de los órganos jurisdiccionales posee importantes 
características que se manifiestan externamente y, en este sentido, posee un carácter normativo, así 
como otras disposiciones normativas, en especial las legislativas, pero, con una diferencia notable, 
y es que puede repercutir en forma impresionante en la vida de quienes sean los más directamente 
afectados por una sentencia, así, por ejemplo, las partes procesales; cosa que no sucedería con 
mucha frecuencia al dictarse leyes, ya que su característica generalidad hace que no se las 
“aplique” hasta que aparezca un determinado caso o suceso179. 
 
La jurisprudencia es vinculante por naturaleza, sin vinculación sencillamente la jurisprudencia se 
vuelve vacía, de simple papel. Sin embargo, el reto del carácter vinculante no radica precisamente 
en su mero reconocimiento o institucionalización, sino, en su efectivo uso, es decir, en la 
utilización de los criterios que en ellas se plasmen y en el respeto que la jurisprudencia tenga por 
parte de sus seguidores. 
 
Lo que contribuye al derecho, independientemente de la clasificación, es, por una parte, la función 
que la sentencia cumple y cumplirá en el desarrollo de los derechos y de la cultura jurídica; y, por 
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otra, que los procesos para llegar a la toma de decisiones sean racionales. Por lo que, la validez que 
tenga el resultado institucional, el acto jurídico llamado sentencia, se reflejará cuando sea 
socialmente aceptado y cuando su contenido refleje coherencia con el ordenamiento jurídico justo. 
La legitimidad y validez de las normas necesariamente está fuera de las normas mismas
180
. 
 
El reconocimiento como fuente de derecho de los precedentes en lo constitucional viene dado por 
el carácter plural de lo jurídico, esto es, el reconocimiento de “otras” formas de generar derecho, de 
la existencia de otros saberes que fueron ocultados o ignorados y que para tratar de encontrar una 
de las soluciones correctas necesitan ser oídas, tomadas en cuenta, para después de ello establecer 
la verdad de sus contenidos
181
. 
 
Ahora, como es conocido, en la jurisdicción ordinaria se ha exigido, para que un criterio 
jurisprudencial sea considerado obligatorio o vinculante, que se lo haya reiterado por tres ocasiones 
y, adicionalmente lo apruebe como jurisprudencia obligatoria el Pleno de la Corte Nacional
182
. Sin 
embargo, esta afirmación resulta superada por un pensamiento anterior no muy tomado en cuenta y 
que se refiere en especial a la posibilidad de aplicabilidad de decisiones emitidas por la justicia 
ordinaria que no reúnan el requisito de la triple reiteración. 
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CAPITULO V 
 
5.1.- Estadísticas de las acciones interpuestas que han sido aceptadas y rechazadas 
 
En virtud de lo establecido en el informe de gestión del año 2013 de la Corte Constitucional, se 
establece que se han resuelto un total de dos mil trescientas ochenta y ocho acciones 
extraordinarias de protección, que se han planteado para ante la Corte Constitucional, por parte del 
Pleno. 
 
Si bien es cierto, en reiteradas ocasiones la Corte Constitucional se pronuncia al momento de 
resolver, que la acción extraordinaria de protección no es una instancia adicional de la justicia 
ordinaria, y que dicho órgano constitucional no es llamado a valorar la prueba ni la legalidad de los 
procesos instaurados ante la justicia, muy difícilmente se podría establecer, por el número de 
causas resueltas, que en más de dos mil causas, se hubiese violado en contra de una de las partes las 
garantías del debido proceso, o que se hubiere dejado en indefensión por parte de la justicia 
ordinaria. 
 
Es menester, que de parte de la Corte Constitucional, se siente precedentes, como de hecho se lo ha 
venido haciendo, en el sentido de que se pudieran establecer sanciones, para quienes acudan a la 
justicia constitucional, a sabiendas de que ésta no es una instancia adicional de la justicia ordinaria, 
que es improcedente la acción planteada, o que tratan de valerse de argucias jurídicas, con el fin de 
evadir la administración de justicia. 
 
En virtud de lo dicho, se tomó como muestra, las acciones extraordinarias de protección resueltas 
en el periodo de tiempo comprendido desde el día dos de enero del año 2009 hasta el día 19 de 
febrero del año 2014, tomando en cuenta la materia en que se ha resuelto, en porcentajes 
establecidos en tablas
183
. 
 
Adicionalmente, se agrega como anexo el informe de gestión de la Corte Constitucional, cuya 
copia se la otorgó en la misma institución. 
 
 
 
                                                          
183
 Fuente: http//casos.corteconstitucional.gob.ec:8080 busqueda index.php 
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5.2.- Revisión de sentencias de la Corte Constitucional 
 
Se tomó como muestra, sentencias dictadas por la Corte Constitucional en acciones extraordinarias 
de protección de juicos penales, desde enero de 2009 hasta el mes de diciembre del año 2014. 
 
5.2.1.- Análisis de la sentencia Nro. 010-09-SEP-CC, casos 0125-09-EP y 0171-09-EP 
(ACUMULADOS) de fecha 07 de julio de 2009 
 
La acción extraordinaria de protección aquí analizada, se refiere a un proceso de peculado, seguido 
por la investigación del manejo de los fondos bancarios hecho por Filanbanco, proceso seguido en 
contra de los funcionarios públicos que presumiblemente hubieren actuado en la acción delictiva. 
 
Sin embargo de haberse resuelto por la Asamblea la amnistía a favor de algunos funcionarios, uno 
de los mismos procesado en el juicio en mención, específicamente al ciudadano Luis Villacís 
Guillén, se continuó con la sustanciación del proceso planteado por el supuesto peculado. 
 
En definitiva, el argumento central para la interposición de la acción extraordinaria de protección 
aquí analizada, es la amnistía concedida, según el análisis de la Corte Constitucional, en base a un 
examen general de los hechos, sin especificar identidad de los beneficiados. 
 
Analizando la amnistía, que viene básicamente de amnesia, significa que la misma, otorgada por el 
poder legislativo, borra el delito, y por tanto, una posible responsabilidad de cualquiera de los que 
pudieren ser imputados. Si bien la Ley de amnistía es constitucional “los jueces al pronunciarse sobre 
casos concretos tienen la posibilidad de inaplicarla, decidiendo en cada caso cómo interpretarla de manera 
constitucional. No obstante esta supuesta posibilidad por parte del poder judicial de no aplicar la Ley de 
amnistía en ciertos casos, no se concretado hasta ahora en la práctica”184. 
 
Si bien es cierto, y acertadamente hace un análisis la Corte Constitucional en el caso analizado, es 
facultad de la Asamblea como representante del poder legislativo, el otorgar amnistía de 
conformidad con la Ley, es en casos restringidos que los puede otorgar, conforme lo manda el 
Artículo 120 numeral 13 de la Constitución, que por la importancia transcribo: 
 
“Conceder amnistías por delitos políticos e indultos por motivos humanitarios, con el voto favorable de las 
dos terceras partes de sus integrantes. No se concederán por delitos cometidos contra la administración 
                                                          
184
 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso de las Hermanas Serrano Cruz v. El Salvador. 
Sentencia de 1 de marzo de 2005, párr.. 172 
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pública ni por genocidio, tortura, desaparición forzada de personas, secuestro y homicidio por razones 
políticas o de conciencia”. 
 
Con esta restricción, queda la duda de la aplicación de la amnistía concedida, aparentemente al 
amparo de lo dispuesto en la norma constitucional antes transcrita, ya que el caso analizado no es 
de un delito político, ni se trata de un indulto por alguna razón humanitaria, sino que se trata de un 
delito de peculado, esto es de la administración pública. 
 
El delito de peculado es doloso, de tal manera que es fundamental que los acusados en este caso 
conozcan la antijuridicidad de su conducta y que su comportamiento esté en contraste con las 
normas legales, de este modo el o los sujetos activos deben saber que se apropian, que abusan de 
dineros o bienes que no les pertenecen, actúan en forma consciente y voluntaria, con dirección al 
resultado típico y antijurídico de la apropiación de bienes del Estado o de los particulares que por 
razón de sus funciones administran, de tal modo que el error sobre alguno de los puntos de 
conocimiento señalados cambia el título delictivo. Reitero, el recurrente desconocía los 
antecedentes de las transferencias bancarias a su cuenta de ahorros en la Mutualista Pichincha, 
jamás pude haber actuado con DOLO. 
 
EL ELEMENTO PSICOLÓGICO QUE ES LA VOLUNTAD DEL ABUSO MEDIANTE 
DESFALCO, MALVERSACIÓN, DISPOSICIÓN ARBITRARIA, O CUALQUIER OTRA 
FORMA SEMEJANTE, A SABIENDAS QUE SE TRATA DE BIENES PERTENECIENTES A 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y CON EL FIN DE OBTENER PROVECHO PROPIO O 
DE UN TERCERO. EL PECULADO EN CONSECUENCIA ES UN DELITO DOLOSO, 
NUESTRA LEGISLACIÓN NO ESTABLECE LA MODALIDAD DE CULPOSO. 
 
En conclusión, es menester un pronunciamiento por parte del máximo órgano constitucional, de la 
aplicación o no de una Ley de Amnistía, concedida por un delito de administración pública, en 
clara violación a la norma constitucional que permite al órgano legislativo concederla en ciertos 
casos. 
 
Pasando  a analizar un poco sobre historia, es de tener en cuenta que el desfalco que se efectuó en 
el periodo de feriado bancario, provocó grandísimas afectaciones en miles de familias, por lo que 
no se podría hablar de un delito menor ni mucho menos de un delito político. Esos fondos 
desviados ilegalmente por parte de la banca, aun no se han recuperado, y hubo miles de migrantes y 
rompimientos familiares en dicho periodo. 
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Las leyes de amnistía son leyes que lo que hacen es eximir a determinadas categorías de personas 
de responsabilidad penal. Su cometido en este sentido es el de “cancelar los crímenes, por lo que 
conductas que eran delictivas dejan de serlo con la consecuencia de que, o bien los fiscales pierden el 
derecho o facultad de iniciar investigaciones o procedimientos penales, o bien las sentencias pronunciadas 
por los crímenes quedan borradas”185. 
 
Conviene indicar que la Corte interamericana ha definido en su jurisprudencia a la “impunidad” 
como “la falta en su conjunto de investigación, persecución, captura, enjuiciamiento y condena de 
los responsables de las violaciones de los derechos protegidos por la Convención Americana”. Si 
bien es cierto actualmente se encuentra sustanciando un proceso penal por peculado en contra de 
quienes fueron representantes de los bancos que quebraron en 1999 en el Ecuador, devendría en 
improcedente una concesión de amnistía por parte del órgano legislativo, que al haber sido 
concedida de manera “general”, pues cualquiera de los investigados que se ajusten a dicho análisis 
podría invocarla. 
 
5.2.2.- Análisis de la sentencia 026-09-SEP-CC, caso Nro. 0126-09-EP, de fecha 01 de 
octubre de 2009 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, se lo plantea teniendo como 
antecedente un juicio de tránsito, según plantea el accionante, en el que se lo condenó a cinco años 
de prisión sin pruebas de cargo en su contra. 
 
Habiéndose sustanciado el proceso previo a la reforma constitucional del año 2008, se plantea la 
acción extraordinaria de protección fuera del término de tiempo establecido en el Artículo 60 de la 
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, sin embargo de ello, la 
mentada disposición legal no es tomada en cuenta en la parte considerativa de la sentencia, por 
haber sido publicado dicho Cuerpo de Leyes el día 22 de octubre de 2009, posterior a la sentencia 
materia del análisis. 
 
Pasando a analizar los fundamentos de hecho de la acción propuesta, según el actor, fue 
sentenciado por haber sufrido un accidente de tránsito consistente en choque y  muerte el día 07 de 
julio de 2002, habiendo estado con su cónyuge e hijos, por un rebasamiento de un vehículo marca 
Chevrolet a un bus, impactándose inevitablemente contra el vehículo del accionante, habiendo 
fallecido el conductor del otro vehículo participante en el accidente de tránsito. 
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 CASSESE, A., International Criminal Law , Oxford University Press, New York, 2003, p. 312 
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Dicho proceso culminó en sentencia condenatoria de la ex Corte Suprema de Justicia, 
imponiéndole el máximo de las penas establecidas para esta clase de ilícitos, esto es cinco años de 
prisión. 
 
Si bien es cierto, la acción extraordinaria de protección, incorporada a la legislación constitucional 
desde el año 2008, tiene como fin la defensa de derechos constitucionalmente consagrados, como 
son las garantías del debido proceso, no es una instancia adicional a cualquier proceso judicial, y 
menos es para volver a valorar la prueba actuada dentro del proceso judicial, no tendría sentido que 
se pueda interponer recursos, impugnaciones, acciones de todo tipo para conseguir un criterio 
favorable en la valoración de la prueba actuada en un proceso judicial, siendo esta facultad 
exclusiva del Juez de primera instancia. 
 
Al hablar sobre la valoración de la prueba, nuestra ex Corte Suprema, hoy Corte Nacional, se ha 
pronunciado varias ocasiones señalando lo siguiente: 
 
“la valoración de la prueba es una operación mental en virtud de la cual el juzgador determina la fuerza de 
convicción, en conjunto, de los elementos de prueba aportados por las partes, para inferir si son ciertas o no 
las afirmaciones hechas tanto por el actor como por el demandado, en la demanda y la contestación a la 
demanda, respectivamente. Esta operación mental de valoración o apreciación de la prueba es potestad 
exclusiva de los jueces y tribunales de instancia y deben hacerlo aplicando, como dice la ley, las reglas de la 
sana crítica, o sea aquellos conocimientos que acumulados por la experiencia y que, en conformidad con los 
principios de la lógica, le permiten al Juez considerar a ciertos hechos como probados. El Tribunal de 
Casación no tiene atribuciones para hacer una nueva valoración de la prueba, sino únicamente para 
comprobar si en la valoración de la prueba se han violado o no las normas de derecho concernientes a esa 
valoración, y si tal violación ha conducido indirectamente a la violación de normas sustantivas en la 
sentencia”186. 
 
Si se analiza el texto de la sentencia constitucional materia del presente análisis, los Jueces están 
haciendo un análisis y una valoración de la prueba, cosa que no le es atribuible ni si quiera a los 
Jueces de la hoy Corte Nacional de Justicia en recurso de casación. 
 
Adicionalmente, en la petición de la acción extraordinaria de protección, el accionante solicita: 
 
“la revocatoria de la sentencia emitida por la Corte Superior de Esmeraldas, la sentencia de la Corte 
Suprema de Justicia, por improcedentes e ilegales toda vez que claramente vulneran derechos 
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 Primera Sala, Corte Suprema de Justicia: Resolución No. 48-2003 de 17-II-2003, Registro Oficial No. 
66 de 22-IV-2003 
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constitucionales, y dentro de los criterios emitidos se alejan de lo que la ley dispone, adicionalmente pido la 
reparación integral de mi libertad pues dichas sentencias han originado que me encuentre privado de mi 
libertad desde el pasado 8 de agosto del 2007 pagando una condena que no merecía, esto es un año y cinco 
meses”. 
 
La revocatoria de una sentencia condenatoria, en proceso de ejecución, es materia penal, en el 
recurso de revisión, regulado en el Artículo 359 y siguientes del Código de Procedimiento Penal, se 
lo interpone para ante la Corte Nacional de Justicia, para practicar nueva prueba o solicitar que se 
vuelva a analizar la prueba practicada en el momento procesal pertinente. 
 
De la revisión de la sentencia, los Jueces de la Corte Constitucional concluyen que se han violado 
derechos constitucionales en la sentencia condenatoria, por haber considerado indicios, que no 
llegaron a tener la calidad de prueba por no haber sido ratificados en la audiencia de juzgamiento 
correspondiente. 
 
Si bien es cierto, este error o esta absurda valoración de la prueba, de acuerdo a las normas 
procesales no es procedente, tampoco es materia de estudio de la Corte Constitucional, siendo 
facultad exclusiva de los jueces de instancia. 
 
En conclusión, el voto de mayoría incumple con el derecho a la seguridad jurídica, establecida en el 
Artículo 82 de la Constitución, dejando sin efecto una sentencia en pleno proceso de ejecución, 
cuya sentencia condenatoria se la dictó de acuerdo a las reglas procesales vigentes al tiempo de 
tramitación del proceso, tomando atribuciones no correspondientes a los jueces constitucionales. 
 
5.2.3.- Análisis de la Sentencia 002-10-SEP-CC, caso 0296-09-EP de fecha 13 de enero 
de 2010 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, es planteada por un juicio de 
tránsito, sustanciado en contra de una compañía de construcción, según obra de la sentencia, cuyos 
representantes legales fueron condenados en calidad de autores del delito tipificado en el Artículo 
78 de la Ley Orgánica de Transporte Terrestre, Tránsito y Seguridad Vial. 
 
Entre los argumentos planteados por los accionantes, se concluye que se plantean dos interrogantes 
para que la Corte Constitucional resuelva su caso: 
 
a. Existe responsabilidad penal de la persona jurídica? 
b. Se puede dividir una pena cuando hay más de un procesado penalmente?. 
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Para contestarnos a la primera interrogante, es necesario hacer algunos análisis: 
 
De acuerdo con el Derecho Penal sólo las personas físicas, naturales, pueden ser sujetos activos del 
delito o de alguna contravención y, por tanto, punibles. Otras personas o entes jurídicos no son 
consideradas sujetos del Derecho penal, por lo tanto no pueden tener responsabilidad penal, pero sí 
de otra naturaleza jurídica: tributaria, civil, societaria, aduanera, laboral, administrativa, etc, etc. En 
este sentido, se ha dicho por la doctrina, la jurisprudencia penal y por la ley que en el Derecho 
Penal rige de forma general la máxima: societas delinquere non potest
187
. consiguientemente todos 
estamos de acuerdo en que una persona jurídica no puede asesinar, ni violar, ni injuriar, ni 
calumniar, ni puede ser encarcelada. 
 
El Artículo 32 del Código Penal, expresa que nadie puede ser reprimido por un acto previsto por la 
ley como infracción, si no lo hubiere cometido con VOLUNTAD Y CONCIENCIA.  Lo cual 
significa que quien no tiene plena capacidad de entender y de querer no puede ser imputado autor 
de un delito por no tener plena conciencia de sus actos o no tener plena capacidad para ejecutarlos 
en los términos del artículo 1463 del Código Civil, pero según éste mismo precepto legal, al igual 
que los menores adultos o los que se hallan en interdicción de administrar sus bienes, LAS 
PERSONAS JURÍDICAS SON INCAPACES RELATIVOS, esto implica que sus actos pueden 
tener valor en ciertas circunstancias y bajo ciertos respectos determinados por las leyes.  
 
Definamos lo que es una persona jurídica, es así que el Artículo 564 del Código Civil expresa: “Se 
llama persona jurídica una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones CIVILES, y 
de ser representada judicial y extrajudicialmente”. 
 
De los Artículos 28 (Representantes legales de una persona) y 570 (Representación legal de la 
persona jurídica) del Código Civil se infiere que los actos de la persona jurídica deben llevarse a 
cabo por parte de ciertas personas físicas autorizadas para el efecto, quienes obran en su nombre 
como órganos de representación legal, conforme lo establece la ley, el contrato social o la asamblea 
respectiva. 
 
                                                          
187 Leer más: http://www.monografias.com/trabajos82/derecho-ley-organica-comunicacion/derecho-ley-
organica-comunicacion2.shtml#ixzz2biBgUUoM 
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Las personas jurídicas no tienen capacidad para ser culpadas de un delito, pues carecen de la 
autodeterminación que exige la ley, la cual no puede ser suplida ni asimilada a la del administrador 
o representante. 
 
Roux afirma que imponer penas a las personas sociales es castigar a seres ficticios, seres que no 
tiene voluntad y libertad, son el principio universalmente reconocido que solo son sujetos posibles 
de delito los seres dotados de razón. Entonces al castigar a una persona jurídica se castiga a todos 
los que la componen, a  los que intervienen en la ejecución del acto delictivo, como a los que no 
intervienen, por tanto esta responsabilidad aparece contraria a la razón y al sentimiento de justicia. 
Si la persona jurídica no puede por lógica responder penalmente por un supuesto delito, porque no 
es imputable, tampoco puede tener participación penal en el hecho delictivo, para lo cual se 
requiere de conocimiento y voluntad. Y ello no se da ni siquiera a pretexto de autoría coadyuvante 
de una persona jurídica UNA PERSONA JURÍDICA NO PUEDE COADYUVAR A UNA 
PERSONA NATURAL A PERPETRAR UN DELITO NI DE ACCIÓN NI DE OMISIÓN. 
 
En otras palabras en el Derecho penal rige el principio de imputación penal individual o personal. 
 
Para contestar a la segunda interrogante, es necesario acotar: 
 
Para analizar los puntos tomados por la Corte Constitucional, es de tener en cuenta que debe haber 
capacidad de autoría en cada uno de los copartícipes, de manera que cuando se exige una 
determinada calidad en el sujeto activo esta calidad debe predicarse de todos (A. Reyes. La 
Tipicidad, pág. 215), esto no significa afirmar que la actividad de los que intervienen con el sujeto 
activo calificado resulte impune sino que la participación no será en calidad de coautores sino de 
cómplices. 
 
Son los sujetos que teniendo individual y separadamente la calidad de autores, toman parte en la 
ejecución de un mismo acto típico en forma inmediata y directa. Lo hacen por acto propio sin 
valerse de terceros
188
, la acción y responsabilidad no dependen de la acción y responsabilidad de 
otros sujetos. 
 
Se toma como criterio para darle la calidad de coautor, al autor que no deja  de ser tal cuando se 
suprime hipotéticamente la participación de los demás autores. Exígense requisitos objetivos y 
subjetivos para aceptar la coautoría como forma de participación:  
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 Alfredo Etcheverry. Derecho Penal Chileno, Tomo II, p. 68 
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a) Identidad en el mismo tipo de delito de manera que haya confluencia en la ejecución de 
un evento criminoso, debe haber vinculación entre los copartícipes y el mismo hecho, por 
ej. matar, o cochechar.  
b) La voluntad de todos se dirige al mismo delito, destacándose la identidad dolosa esto es 
el querer de un mismo resultado típico. De no existir esta dualidad se observará la actividad 
de cada uno en forma separada, siguiendo el viejo aforismo de que "cada cual responde de 
su propia culpa". 
 
En tal virtud, y como bien analiza la Corte Constitucional, no se hizo el análisis separado por parte 
de los órganos de administración de justicia de la situación jurídica de cada uno de los procesados 
en el juicio penal, sino que se los declaró autores, sin analizar de cada uno los elementos de 
convicción que declare su responsabilidad en el delito investigado, de haberlo. 
 
Principalmente por haber impuesto una pena a una persona jurídica, y haber condenado a dos 
personas “en calidad de representantes legales de una persona jurídica”, devendría en ilegal e 
improcedente la ejecución de la condena, por lo que la Corte Constitucional, analizando no 
solamente las reglas del debido proceso, sino los preceptos legales y exigencias para el correcto 
funcionamiento de la administración de justicia, procedió a dejar sin efecto la sentencia 
condenatoria. Si bien es cierto, no es de facultad de la Corte Constitucional el declarar inocentes a 
los procesados que interponen acción extraordinaria de protección, se sienta un precedente que 
permitirá iniciar las acciones legales correspondientes, a los perjudicados por esta injusticia. 
 
La persona jurídica es un ente ficticio y, a consecuencia de aquello, el Estado declara su 
incapacidad y obliga a la creación en su estructura de órganos de deliberación, administración y 
representación legal, así como, también, el Estado declara expresamente, como no podía ser de otra 
forma, que la voluntad de sus miembros es la voluntad de la corporación. Pero es un símil o una 
simple presunción, no válida para sostener que la persona jurídica, por si misma, si tiene una 
voluntad que pueda generar o producir un acto penalmente relevante. 
 
A mi criterio, no estamos hablando solamente de una presunción de inocencia, sino de una real  
injusticia, toda vez que se condena penalmente a dos personas, no por sus propios derechos sino en 
calidad de representantes legales de una compañía (persona jurídica), algo que resulta descabellado 
si quiera concebirlo, porque entre los principios de la pena, está justamente el hecho de que no es 
transferible, es completamente individual y por sus propios actos. 
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En un caso análogo, específicamente el juicio penal por delito de injurias proseguido por el actual 
presidente Rafael Correa Delgado en contra de Diario El Universo, se expuso el criterio del Doctor 
Ricardo Vaca Andrade, que con respecto a este punto expresó: 
 
“No estoy de acuerdo con que una persona jurídica, como la Compañía Anónima El Universo, puede ser 
penalmente acusada de la comisión de un delito de injurias; y, por tanto, ser sujeto pasivo del proceso penal 
instaurado para lograr su castigo. Esto, en razón de que las personas jurídicas no pueden actuar con 
conciencia y voluntad, como exige el Art. 32 del Código penal ecuatoriano para que se pueda establecer la 
responsabilidad penal de una persona natural, sea como autora, cómplice o encubridora”. 
 
Si la persona jurídica no puede, por elemental lógica, responder penalmente por un supuesto delito, 
porque no es imputable, tampoco puede tener participación criminal en el hecho delictivo, para lo 
cual, igualmente, se requiere de conocimiento y voluntad. Y ello no se da ni siquiera a pretexto de 
autoría coadyuvante de una persona jurídica, lo cual hiere el más elemental sentido común: una 
persona jurídica no puede, en términos estrictamente lógicos y de racionalidad, coadyuvar a una 
persona natural a perpetrar un delito ni de acción ni de omisión. 
 
Con todo lo expuesto, resulta difícil entender cómo se condena a una persona “en calidad de 
representante legal de otra”, siendo la pena penal, algo intransferible, totalmente personal, y 
principalmente, siendo una persona jurídica un ente ficticio, por lo tanto INIMPUTABLE. Se privó 
de la libertad a dos personas, por un invento de los administradores de justicia, quienes rompieron 
con preceptos legales, constitucionales, doctrinarios y jurisprudenciales en un juicio de tránsito. 
 
5.2.4.- Análisis de la Sentencia Nro. 008-10-SEP-CC, caso Nro. 0723-09-EP de fecha 
11 de marzo de 2010 
 
La sentencia materia del presente análisis, se refiere a una acción extraordinaria de protección en 
un juicio de asesinato, en cuya acción básicamente se impugna un auto de llamamiento a juicio, 
alegando inconstitucionalidad del mismo, por haber tenido en cuenta por parte del Juez de 
Garantías Penales una versión rendida sin las debidas formalidades que las reglas del debido 
proceso exigen por parte de uno de los imputados. 
 
Si bien es cierto, se habla de violación al derecho a la defensa, por haberse tenido en cuenta una 
versión en el auto de llamamiento a juicio, tomada fuera de los recintos autorizados para el efecto, 
sin la presencia de un abogado defensor, consta de autos y lo admite la Corte Constitucional, que es 
el mismo Juez de Garantías Penales quien acepta la inconstitucionalidad de dicha toma de versión 
alegada por el accionante, sin embargo de ello, dicta auto de llamamiento a juicio, según lo 
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constante en su informe remitido a la Corte Constitucional, por cuanto la señora Agente Fiscal 
insistió en mantener la acusación en contra de quien interpone la acción extraordinaria de 
protección. 
 
Si bien es cierto, no es vinculante la acusación del fiscal para que se dicte o no auto de llamamiento 
a juicio, el Artículo 223 del Código de Procedimiento Penal, indica los requisitos y elementos que 
debe contener la acusación del fiscal, y en el numeral 3 dice: “Los elementos en los que se funda la 
acusación al procesado. Si fueren varios los procesados, la fundamentación deberá referirse 
individualmente a cada uno de ellos, describiendo los actos en los que participó en el hecho”. El 
hecho de que la señora Agente Fiscal haya insistido en mantener la acusación en contra de quien 
planteó la acción, hace presumir incluso que tenía que haber llegado a conocimiento del 
representante de la Fiscalía, más elementos de convicción que le hagan presumir la existencia del 
delito de asesinato en este caso, y la responsabilidad penal de todos los procesados. 
 
Conforme obra de la sentencia, la Corte Constitucional hace un suscinto análisis del proceso, 
concluyendo que el accionante no prueba que se hubiera violado el derecho a la defensa en la toma 
de versiones, sino que consta una versión rendida en los recintos policiales, ante la presencia del 
señor Agente Fiscal y en compañía de su Abogado patrocinador, por lo que se hubiera actuado en 
el proceso de acuerdo a las reglas establecidas tanto en la Constitución como en el Código de 
Procedimiento Penal. 
 
Adicionalmente, y sin ser menos importante, la Corte Constitucional analiza, el hecho de que la 
acción extraordinaria de protección no fue interpuesta por el procesado que alega que se violó su 
derecho a la defensa, sino por quien actuó como Abogado patrocinador de éste, quien 
supuestamente no acudió a la audiencia de juzgamiento por encontrarse prófugo. 
 
Es de tener en cuenta, que quien comparece en calidad de accionante ni si quiera ostenta la calidad 
de procurador judicial del procesado cuyos derechos supuestamente han sido violados, por lo que 
no debió ser admitida a trámite por parte de la Sala de Admisión del Órgano Constitucional, lo que 
desencadena en un desperdicio de los recursos de la administración de justicia, ya que al admitir a 
trámite una acción extraordinaria de protección interpuesta por quien no es legitimario activo para 
iniciarla, provoca una violación a los derechos de acceso a la justicia por parte de las víctimas del 
hecho punible. Pese a lo manifestado, la Corte Constitucional cumplió con su obligación de hacer 
el análisis del fondo de la acción interpuesta. 
 
El argumento central para la interposición de la acción extraordinaria de protección, se traduce en 
la exclusión de la versión rendida, supuestamente en flagrante violación a las garantías del debido 
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proceso, pero es de tener en cuenta, que el órgano competente llamado a valorar la prueba, cuando 
cada elemento de convicción llega a tener la calidad de tal, no es el Juez de Garantías Penales, sino 
el Tribunal de Garantías Penales, ya en la etapa de juicio propiamente dicho. 
 
Si la prueba es necesaria para el proceso, debe tener eficacia jurídica para llevarle al juez el 
convencimiento o la certeza sobre los hechos que sirven de presupuesto a las normas aplicables al 
litigio, o a la pretensión voluntaria, o a la culpabilidad penal investigada. Siendo el fin de la prueba 
llevar la certeza a la mente del juez para que pueda fallar conforme a justicia, hay un interés 
público indudable a pesar de que cada parte persiga con ella su propio beneficio y la defensa de su 
pretensión o excepción. Es decir, con la prueba sucede lo mismo que con la acción, 
primordialmente ambas protegen el interés público y general (interés del estado) en la declaración o 
realización de los derechos o su satisfacción coactiva por la vía jurisdiccional del proceso, y cuando 
existe litigio, en la debida y legal composición del mismo; solo secundariamente o en forma 
mediata persiguen la protección del interés privado de la parte en obtener la declaración, la 
realización o la satisfacción coactiva de su derecho, es decir, el éxito de su pretensión o su 
excepción. Idéntica situación existe respecto del fin propio del derecho de recurrir: 
primordialmente persigue que se corrijan los errores de las providencias judiciales, para ajustarlas a 
la ley y a derecho, fin que es indudablemente de interés público, pero secundariamente persigue la 
defensa de los intereses del recurrente, quien los considera vulnerados ilegalmente por la 
providencia recurrida. 
 
La valoración de la prueba no debe ser expresión de una simple creencia subjetiva del juez, sino tal 
"que los hechos y las pruebas que han sido sometidos a su criterio, si se pusiesen en consideración 
de cualquier otro ciudadano desinteresado y razonable, deberían dar por resultado la misma certeza 
que le produjeron al juez. Esto es lo que denominamos carácter social del convencimiento". Esta 
función es quizá la más delicada del proceso, especialmente para el juez a quien está encomendada, 
porque las partes son al respecto simples colaboradoras. La suerte de la justicia depende del acierto 
o del error en la apreciación de la prueba, en la mayoría de los casos. 
 
En síntesis como valoración de la prueba debe entenderse, la operación mental que hace el juez 
para determinar si los hechos se encuentran demostrados por los medios probatorios realizados con 
este objeto. 
 
No es función del Juez ante quien se lleva a efecto la audiencia preparatoria de juicio y 
sustentación del dictamen fiscal, el llamado a valorar las pruebas, por el mismo hecho de que en 
dicha etapa procesal, no se practica prueba, sino que el Agente Fiscal reúne indicios que pueden 
servir de elementos de convicción para emitir el dictamen, sea éste acusatorio o abstentivo. 
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En conclusión, la acción extraordinaria de protección aquí analizada no debió ser admitida ni si 
quiera a trámite, no solamente por el hecho de que no se cumplió el requisito fundamental de 
legitimación activa para interponerla, sino por el hecho de que en la petición, está solicitando a la 
Corte Constitucional que analice la procedencia o no de una prueba, cuando ésta ni si quiera tenía 
la calidad de tal. 
 
5.2.5.- Análisis de la sentencia 024-10-SEP-CC, caso 0182-09-EP de fecha 03 de junio 
de 2010. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del análisis, se refiere a un proceso de acción penal 
privada por el delito de injurias, cuya sentencia condenó al accionante a seis meses de prisión y una 
multa de VEINTE DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, sentencia que quedó 
ejecutoriada por el Ministerio de la Ley, por no haberse interpuesto recurso alguno en su contra 
dentro del término legal correspondiente. 
 
Justamente la razón por la que se ejecutorió la sentencia de primer nivel, es por la no 
comparecencia del querellado al proceso penal instaurado en su contra, quien, según alega en la 
acción extraordinaria de protección, se enteró del juicio una vez que fue privado de su libertad. 
 
El accionante alega, que el Juez de Garantías Penales debió haber declarado la nulidad de todo lo 
actuado en el proceso, por no haberse hecho la citación con la querella, de acuerdo a las 
formalidades que la Ley exige. 
 
En base a lo expuesto, considera que se han violado derechos como la tutela judicial efectiva así 
como el derecho a la defensa. 
 
Por su parte, el juez accionado, al momento de presentar su informe, manifiesta, que el querellado 
si fue efectivamente citado, es decir, que si sabía de todas las acciones que se instauraban en su 
contra, con la salvedad de existir un error de tipeo en la razón sentada por el señor funcionario 
citador, en el sentido de que se puso que se citó en el año 2007, cuando en realidad debía decir 
2008, situación que a criterio del juez, no obsta para continuar la acción penal, y por tanto llegar al 
resultado de dictar sentencia. 
 
En virtud de lo expuesto, es necesario analizar dos situaciones en constantes en la acción 
extraordinaria de protección: 
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a. Formalidades de la citación con la querella; 
 
b. Si el error de tipeo, puede ser subsanado en el transcurso del proceso o se considera 
insanable. 
 
Para analizar el primer punto, las formalidades de la citación, es menester definirla: 
 
Al respecto, la jurisprudencia ecuatoriana, se ha pronunciado en la Gaceta Judicial No. 64, cuarta 
serie expresa: “La citación como actuación de trámite es anulable en el mismo proceso, por 
defectos de forma”. Los artículos 344, 346 numeral 4, y 1014 del Código de Procedimiento Civil, 
se refieren a la citación con la demanda por vicios de procedimiento, omisión de solemnidades 
sustanciales comunes a todos los juicios e instancias.  La citación tenía que hacerse con el 
contenido completo de la demanda, para poder ejercer el derecho a la defensa, conforme lo 
consagrado en el Artículo 76 numeral 7mo literales a), b) y c) de la Constitución de la República 
del Ecuador. 
 
La citación es un acto procesal con efectos jurídicos de importancia, por lo que se debe cumplir con 
apego a la Ley y no con la finalidad de acelerar un proceso, ya que es el acto por el cual se hace 
saber al demandado sobre el contenido de una acción. Los Arts. 344 y Art. 346  numeral cuarto del 
Código de Procedimiento Civil, consideran a la citación como solemnidad sustancial comunes a 
todos los juicios e instancias, y los Arts. 349 y 1014 del mismo Cuerpo de Leyes, consagra que los 
Jueces y Tribunales declararán la nulidad aunque las partes no hubieren alegado la omisión, 
siempre que influye en la decisión de la causa. 
 
Sin embargo de que hubo un error de tipeo en la razón sentada por el señor Secretario citador, la 
diligencia de citación se la cumplió de acuerdo a las formalidades exigidas por la Ley, por lo que el 
querellado, se deduce, debe haberse enterado de la acción penal contra él instaurada, por lo que era 
de su obligación el comparecer ante el Juez de Garantías Penales, para ejercer su derecho a la 
defensa. 
 
El accionante considera vulnerado su derecho a la defensa, específicamente los constante en los 
literales a), b) y c) del numeral 7 del Artículo 76 de la Constitución, que se refieren básicamente a 
que nadie puede ser privado del derecho a la defensa, el contar con el tiempo y los medios 
necesarios para su defensa, y el ser escuchado en el momento oportuno y en igualdad de 
condiciones. Pregunto, cómo un error de tipeo, viola estas tres garantías constitucionales. 
145 
 
La finalidad de la citación, es hacer conocer al demandado, en este caso querellado, de la acción 
contra éste instaurada, con el fin de que se defienda con los medios que da la ley, y bajo los 
parámetros que ésta exige, si  todo eso se cumplió, un error de tipeo que genere nulidad, me resulta 
una estrategia bastante cuestionable. 
 
Adicionalmente, es de tomar en cuenta que uno de los requisitos para la procedencia de la acción 
extraordinaria de protección, es que en el caso de que no se hubiere agotado los recursos ordinarios 
y extraordinarios establecidos en la ley ordinaria, no fuere por negligencia del titular del derecho. 
En el presente caso, se interpuso recurso de apelación de la sentencia condenatoria, pero fue 
extemporáneo, y por parte de quien quiso aprovecharse de un error de tipeo para evadir la acción de 
la justicia. 
 
Si bien es cierto, el delito de injurias no causa mayor alarma social, está entre los derechos del 
ofendido el proponer acusación particular o querella dentro del término que la ley permite, para 
obtener los resultados requeridos. 
 
Para llegar a una conclusión sobre el segundo punto, esto es, si el error de tipeo, puede ser 
subsanado en el transcurso del proceso o se considera insanable. 
 
El numeral 3 del Artículo 76 de la Constitución de la República del Ecuador, consagra el derecho a 
ser juzgado ante el juez competente, y con el trámite propio de cada procedimiento.   
 
Al omitirse el procedimiento determinado por la ley, se vicia de nulidad el proceso, porque al no 
observarse la tramitación del respectivo juicio, resultan omitidas las solemnidades requeridas en 
cada caso, para la legal discusión del asunto controvertido. Al respecto la doctrina expresa que 
“Principio fundamental del derecho procesal es la obligatoriedad de los procedimientos establecidos en la 
ley: El derecho procesal, por el mismo hecho de referirse a una de las funciones esenciales del Estado, es un 
derecho público, con todas las consecuencias que este acarrea, es decir, sus normas son de orden público, 
no pueden derogarse por un acuerdo entre las partes interesadas; son de imperativo cumplimiento”189. 
 
Según el principio indicado, la ley señala cuales son los procedimientos que se han de seguir para 
cada clase de litigios o para obtener determinadas declaraciones judiciales. No solo los sujetos o 
partes procesales tienen interés fundamental y directo de precautelar la validez del juicio, sino que 
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también es de interés del juez el hacerlo, y más aún existe obligación imperativa, de modo que, la 
nulidad procesal puede ser solicitada a petición de parte interesada o declarada de oficio. 
 
Los requisitos que deben darse según criterio unánime, para que la parte queda legitimada 
procesalmente a los efectos de solicitar la nulidad son: a) que ella no haya originado el vicio o 
concurrido a producirlo, b) que sea la parte perjudicada la que alega la nulidad, c) que la parte 
impugnante no haya convalidado expresa o tácitamente la nulidad. 
 
Si es cierto, la decisión de la Corte Constitucional declaró vulnerados los derechos de tutela judicial 
efectiva y el debido proceso, criterio que no puedo compartirlo, toda vez que el accionante, se 
aprovechó de un lapsus calami de un funcionario de la función judicial, para evadir la acción de la 
justicia. 
 
5.2.6.- Análisis de la sentencia 034-10-SEP-CC, caso 0225-09-EP de fecha 24 de agosto 
de 2010. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente estudio, se lo interpone en contra del 
auto de nulidad dictado por la Tercera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial de Justicia 
del Guayas, en virtud de que, según las alegaciones constantes en la demanda de acción 
extraordinaria de protección, el mismo violó las garantías del debido proceso, derecho a la defensa, 
en contra del Doctor Sergio Arturo Espinoza Cevallos, cirujano. 
 
Si bien es cierto, el auto de nulidad no es una sentencia ni da fin a un proceso judicial, se torna en 
definitivo en virtud de haber resuelto el auto de llamamiento a juicio por un proceso de homicidio 
inintencional, por una presunta mala práctica médica, que puede haber ocasionado la muerte de una 
menor de edad en el procedimiento post operatorio. 
 
En tal virtud, es materia de análisis de la Corte Constitucional, el derecho a la defensa, la 
presunción de inocencia, y por su puesto las funciones del agente fiscal, como dueño de la acción 
penal. 
 
Es necesario determinar además, el tipo de delito que se investiga, y las posibles razones que pudo 
haber tenido el Agente Fiscal para no involucrar al médico accionante como posible responsable 
del delito presuntamente cometido. 
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Si bien es cierto, la mala práctica médica no está tipificado aun como delito, en caso de haber 
provocado con su actuación profesional la muerte del paciente, se asimila aun al homicidio 
inintencional, tipificado en el Artículo 459 del Código Penal. 
Si bien es cierto, el médico al trabajar, directamente lo hace con la vida de un ser humano, es de 
tener en cuenta también, que una posible negligencia en su actuar, debe ser debidamente 
comprobado con elementos que resulten irrefutables, que indiquen directamente que es por el 
actuar del médico que se produjo el daño, y que el mismo no fuere resultado de un caso fortuito, o 
de una circunstancia que el profesional de la medicina no haya podido controlar. 
 
Antolisei dice que el caso fortuito: “Se da cuando el autor no ha querido el resultado ni lo ha causado 
por negligencia o imprudencia. En definitiva, el caso fortuito se verifica cuando no se puede dirigir ningún 
reproche, ni aun de simple ligereza al autor del hecho”190. 
 
Servio Tulio Ruiz, en “la actividad del sujeto interviene una serie causal no conocida, que preexiste 
y es simultánea a la conducta humana”191. 
 
Considero además, que parte del trabajo del agente fiscal es determinar y comprobar, que aun 
siendo suscitado el caso fortuito, o la circunstancia imprevista por el profesional, éste no hubiere 
actuado con suficiente diligencia, con el fin de reparar el problema y salvar la vida del paciente. 
 
De acuerdo a la prueba practicada en la etapa del juicio, no tengo ningún tipo de responsabilidad, y 
ésta de acuerdo a JACOVELLA se determina por lo siguiente: 
  
a) Un acto médico con culpa.  
b) Una relación causal entre dicho acto y el perjuicio.  
c) Una prueba fehaciente de lo producido192. 
 
El médico debe siempre actuar con total entrega ya que al haber falta de atención pueden surgir 
grandes complicaciones, además, cabe recalcar que es importante que los médicos proporcionen 
toda la atención debida ya que si existe alguna circunstancia externa al médico que compliquen la 
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vida del paciente, el mismo no tendrá motivos por los cuales culpar al médico de las consecuencias 
que sobre él recaigan. 
 
De manera complementaria a lo manifestado, se ha señalado que la mala práctica médica consiste 
en que:  
 
“…[T]oda acción médica errada de acuerdo a la opinión de expertos médicos; esto significa que no se 
define por la opinión del paciente o de sus familiares y amigos, y que tampoco puede definirse por la opinión 
del juez que participa del caso, cuya misión es definir la culpabilidad de la mala praxis y la magnitud del 
resarcimiento del perjudicado”193. 
 
El médico en su labor trata de equilibrar su trabajo, obrando siempre apegado a la ética y a la 
moral, y también teniendo en cuenta los reglamentos que regulan su trabajo. 
 
Incluso después de la muerte, es responsabilidad del médico explicar con todo detalle a los 
familiares lo que ocurrió, y así mismo los motivos que produjeron la muerte del paciente. 
 
Para que se establezca a la mala práctica médica se deben verificar los siguientes requisitos: 
  
a) El autor debe ser médico.  
b) LA ACCIÓN U OMISIÓN QUE PRODUCE EL DAÑO DEBE CORRESPONDER AL 
QUEHACER PROFESIONAL. Si un enfermo es dañado por golpes o armas usadas por un 
médico, no existe un delito de mala práctica, sino un delito común de lesiones.  
c) Debe existir una relación médico paciente real que haya permitido realizar el trabajo 
profesional.  
d) Que la actuación médica haya provocado, al no hacerse bien, el daño en la persona.  
 
En este daño no debe haber interferido el paciente, es decir, si el paciente fue quien hizo caso 
omiso de las recomendaciones del médico de no comer ni ingerir bebidas alcohólicas antes de la 
operación y se muere, ya no hay una responsabilidad del médico de una mala práctica.  
 
El daño debe derivar de la manera imprudente de actuar del médico, ya sea por negligencia, 
impericia.  
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Para que la conducta del médico sea culposa, ES NECESARIO QUE EXISTA UNA RELACIÓN 
DE CAUSALIDAD ENTRE LA CONDUCTA Y EL RESULTADO OBTENER. En otras 
palabras, el resultado debe encontrarse en principio en la actividad desarrollada por el médico, la 
misma que conduce evidentemente a la violación del deber de cuidado demandado, cuya 
inobservancia lesiona los bienes jurídicos del paciente. 
 
La Corte Nacional de Justicia, ha expresado: “…De todo lo cual se infiere que por los términos de la 
propia sentencia, no se probó la existencia material de la infracción, violándose con ello las reglas de 
valoración de la prueba previstas en los artículos 84 (OBJETO DE LA PRUEBA), 85 (FINALIDAD DE LA 
PRUEBA), 86 (APRECIACION DE LA PRUEBA), 87 (PRESUNCIONES), 88 (PRESUNCION DE NEXO 
CAUSAL), 89 (CLASES DE PRUEBAS) del Código de Procedimiento Penal”194. 
 
Si el médico ajusta su conducta a las normas de la ética, a su buen juicio clínico, a su correcto 
juicio ético y a las normas escritas en la ley, no actuará culposamente y por lo tanto no será 
sometido a juicios penales que le ocasionan sanciones, ni a juicios civiles que le obliguen a 
retribuir el daño causado
195
. 
 
Básicamente en el homicidio inintencional se está ante el hecho de la muerte de una persona que no 
fue deseada. 
 
a) Impericia: no tener el conocimiento suficiente para actuar de manera idónea.  
b) Imprudencia: Afrontar un riesgo sin haber tomado todos los recaudos para evitarlo, 
procediendo con apresuramiento innecesario, sin detenerse a pensar en lo inconvenientes 
que resultarán de la acción.  
c) Negligencia: Incumplimiento de los elementos principales inherentes al arte o profesión, en 
este caso el arte de curar
196
. 
 
De acuerdo a lo expuesto, se podría concluir que el Agente Fiscal, como dueño de la acción penal, 
y por tanto representante del Estado en la persecución de actuaciones penales, no debe haber 
llegado a recolectar suficientes elementos de convicción como para vincular al médico accionante, 
por lo que es difícil encontrar una motivación precisa, como para que la Sala de Garantías Penales 
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de la Corte Provincial de Justicia, mande al agente fiscal a vincular al médico que hubiere actuado 
en calidad de cirujano. 
 
Inclusive si el delito por el que se persiguiere a los médicos, fuera más severamente reprimido, esto 
es que fuere sancionado con reclusión, la facultad hubiere sido elevar en consulta al Fiscal Superior 
en caso de dictamen abstentivo, de manera obligatoria. En tal virtud, concluyo que la Sala de 
Garantías Penales, ejerció funciones que no le corresponden, obligando al agente fiscal a acusar a 
otro de los médicos que intervino, habiéndose hecho primeramente por parte del agente fiscal la 
investigación correspondiente, y recabado por éste suficientes elementos de convicción para acusar 
a los que corresponden. 
 
Entiendo que si se declara la nulidad de un proceso, debe ser siempre y cuando se hubiere 
encuadrado la tramitación en una de las causales establecidas en el Artículo 330 del Código de 
Procedimiento Penal, mas no en los elementos de convicción recabados para acusar o no por parte 
del Fiscal, por tanto, resulta por demás incoherente que al momento de declarar la nulidad, los 
jueces provinciales pretendan obligar a emitir dictamen acusatorio al Fiscal, sin que éste hubiere 
recabado elementos para hacerlo. 
 
5.2.7.- Análisis de la sentencia 0047-11-SEP-CC, Caso 0769-09-EP de fecha 08 de 
diciembre de 2011. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente estudio, es planteada por quien actuó 
como acusador particular en un juicio por presunto delito de perjurio, cuya última resolución fue la 
confirmación del auto de sobreseimiento provisional del proceso y de la procesada por parte de la 
Sala de la Corte Provincial. 
 
Según se desprende del texto de la sentencia constitucional, los acusadores particulares tuvieron un 
problema de orden contractual con la procesada, por una garantía bancaria por la compra de un 
vehículo, mismo que conforme obra del informe del Juez de Garantías Penales, ahora se encuentra 
en manos del padre del acusador particular. 
 
Los acusadores particulares, propusieron como diligencia previa confesión judicial en contra de la 
imputada, con el fin de que ésta admita la existencia de obligaciones pendientes. Aparentemente, 
ésta negó la existencia de obligaciones, pese ha haber firmado un pagaré a la orden. 
 
En consecuencia, para el análisis es necesario concretarlo a los siguientes puntos: 
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a. Procede enjuiciamiento penal por obligaciones civiles o contractuales; 
b. Existencia de perjurio en confesión judicial como diligencia previa; 
c. Casación y tiempo de interposición de la acción extraordinaria de protección. 
 
Para dar respuesta al primer punto, procede enjuiciamiento penal por obligaciones civiles o 
contractuales?. 
Es de tener en cuenta, que las obligaciones civiles deben ser demandadas su cumplimiento ante el 
Juez de lo Civil, sea por vía ejecutiva, ordinaria o verbal sumaria, teniendo que la presente se trata 
de una confesión judicial, de acuerdo a lo establecido en los Artículos 413 y 415 del Código de 
Procedimiento Civil, constituye título ejecutivo. 
 
La competencia nace exclusivamente de la Ley en materia penal, por lo que el Juez, en cualquier 
estado del proceso, tiene la facultad de declarar la nulidad por falta de competencia, sea de oficio o 
a petición de parte, como así lo manda el Artículo 129 numeral 9 del Código Orgánico de la 
Función Judicial. 
 
Sin embargo de ello, se desprende que no solamente se dio inicio a una indagación previa, sino que 
se llevó a efecto la tramitación de instrucción fiscal, por una obligación de orden civil, 
convirtiéndose en un proceso desgastante y absurdo. 
 
En el caso de que efectivamente, se pudiera perseguir por un delito de perjurio, los funcionarios 
correspondientes, en primer lugar el representante de la fiscalía debe tener en cuenta primero los 
elementos constitutivos del delito, para la procedencia de apertura de instrucción fiscal. 
 
El delito de perjurio, se encuentra tipificado en el Artículo 354 del Código Penal, y sancionado en 
el Artículo 355 del mismo Cuerpo de Leyes, el mismo que pasamos a analizarlo:  
 
“Hay falso testimonio punible cuando al declarar, confesar, o informar ante la autoridad pública, sea el 
informante persona particular o autoridad, se falta a sabiendas a la verdad; y perjurio, cuando se lo hace 
con juramento…”. 
Si observamos cuáles son los elementos constitutivos del delito del perjurio, diremos que es faltar a 
sabiendas a la verdad (dolo), con juramento  y causando perjuicio a un tercero. 
 
Juramento se deriva de “juro” es decir promete, la persona que jura hace una promesa de que va a 
decir la verdad, o asegura que lo afirmado anteriormente es la verdad. La finalidad del juramento y 
la sanción del perjurio son diversas en la actualidad, LA FUNCIÓN DEL JURAMENTO ES UNA 
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FORMALIDAD ESPECIALMENTE SOLEMNE PARA HACER OBJETIVAMENTE 
APRECIABLE EL MOMENTO A PARTIR DEL CUAL LA PERSONA QUE PRESTA 
DECLARACIONES SE ENCUENTRA EN LA OBLIGACIÓN JURÍDICA DE DECIR LA 
VERDAD
197
. 
 
Al respecto, el Diccionario Conceptual de Derecho Penal de la Editorial Jurídica Bolivariana, pág. 
502, define al perjurio cuando expresa: “Objetivamente hablando, el perjurio presenta semejanzas 
con el falso testimonio, en el sentido de que debe faltarse a la verdad en puntos sustanciales y en 
materias que le consten a la persona que declara. Además debe prestarse juramento; el juramento 
debe estar establecido como formalidad legal (no se trataría, v. gr., de un juramento prestado por un 
particular en forma puramente voluntaria, para reforzar su afirmación ante la autoridad), y DEBE 
PRESTARSE ANTE LA AUTORIDAD O SUS AGENTES, O SEA, ANTE LOS 
FUNCIONARIOS COMPETENTES SEGÚN LA LEY PARA RECIBIR EL JURAMENTO Y LA 
DECLARACIÓN CORRESPONDIENTES”. 
 
Por su parte, el Código de Procedimiento Civil, define la solemnidad del juramento: 
 
“Art. 230.- Toda declaración debe recibirse después de explicar al testigo el SIGNIFICADO DEL HECHO 
DE JURAR Y LA RESPONSABILIDAD PENAL PARA LOS CASOS DE FALSO TESTIMONIO O DE 
PERJURIO. El juramento consistirá en la promesa de decir la verdad.- Si el testigo afirmare no profesar 
religión alguna, prometerá decir la verdad por su palabra de honor.- El testigo podrá emplear libremente 
cualquier fórmula ritual, según su religión, para la solemnidad del juramento”. 
 
“Art. 231.- En seguida, el juez advertirá al testigo la obligación que tiene de responder con verdad, exactitud 
y claridad, y le preguntará, primeramente, si tiene alguno de los impedimentos, indicados en los artículos 
anteriores, de todo lo cual se dejará constancia en autos”. 
  
De conformidad con la Enciclopedia Jurídica OMEBA tomo XVII, pág. 500, cuando se refiere a las 
formalidades del juramento, indica que el juramento es verbal, porque es expresado de viva voz por 
el propio jurador de acuerdo a las frases de estilo, es decir repitiendo palabra por palabra las 
indicadas para el acto. De esto surge además otras formalidades, ritual de personalísimo, no 
obstante ser de exigencia la forma verbal, esta puede ser volcada a la escritura levantándose en ese 
caso el acta respectiva, se convierte así en verbal y actuado. 
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En definitiva, el delito de perjurio requiere para su existencia de dolo genérico, esto es la 
conciencia y voluntad de aseverar como cierto, bajo la solemnidad del juramento, siendo el mismo, 
un acto formal y solemne, que de acuerdo a nuestra legislación la debe tomar el Juez, advirtiendo 
previamente de la responsabilidad penal al que jura y de la obligación que tiene de decir la verdad. 
 
El dolo se pone de manifiesto por el conocimiento que el agente tiene en desacuerdo con lo que 
expresa o dice, y por la voluntad de hacer esa manifestación contraria a la verdad a pesar de su 
conocimiento. Ha y la plena consciencia de la inexactitud de lo que se está afirmando y por ello es 
un delito de falsedad. 
 
La intención de causar un perjuicio existe desde el momento que la afirmación o declaración falsa 
hecha a sabiendas, es potencialmente capaz de llevar a error o a engaño a un tercero, a un juez o a 
una autoridad. En definitiva se sanciona la vulneración de la confianza o credibilidad en los 
funcionarios y/o personas que son llamadas a declarar, o que suscriben documentos con la 
intención fraudulenta de faltar a la verdad. La acción denunciada consiste en afirmar una falsedad, 
vale decir en mentir aseverando algo que no es cierto o en callar en todo o en parte la verdad que se 
conoce, por ello hemos venido diciendo que con la falsa declaración se comete un engaño en contra 
de la fe pública y de allí surge el reproche de culpabilidad
198
. 
 
Constituye delito entonces la alteración fraudulenta y substancial que se comete vulnerando la fe o 
confianza pública. 
 
El dolo en general.- Consiste en actuar con consciencia y voluntad, vale decir que hay un elemento 
representativo y un elemento volitivo, por ello se dice que se actúa dolosamente porque el agente 
sabe que miente y lo hace de manera consciente y deliberada, esto es que falta a la verdad a 
sabiendas. En el caso presente el elemento material del delito de falsedad instrumental y conexos, 
se ha puesto en evidencia porque los coludidos y confabulados, han faltado a la verdad a sabiendas, 
al afirmar hechos falsos en diferentes momentos y circunstancias
199
. 
De acuerdo a nuestra Jurisprudencia de la Ex Corte Suprema de Justicia,  expresa: “perjurio en 
causas civiles, según la definición que de él da también Carmignani: “la violación dolosa de un 
juramento prestado solemnemente y según las normas legales, empleadas para engañar o perjudicar a 
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otro”. Esto es, el delito de perjurio existe, cuando con juramento se falta a la verdad a sabiendas, con el fin 
de perjudicar a alguien…”200. 
 
“… que hay falseda de la confesión cuando el confesante falta a la verdad a sabiendas, con voluntad y 
conciencia y que, por lo tanto, EL DELITO DE PERJURIO EXISTE CUANDO CON JURAMENTO SE 
FALTA A LA VERDAD A SABIENDAS, CON EL FIN DE PERJUDICAR A ALGUIEN”201. 
 
Para dar respuesta al siguiente punto: Casación y tiempo de interposición de la acción 
extraordinaria de protección. 
 
De acuerdo a lo establecido en el Artículo 60 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, el término para interponer la acción extraordinaria de protección es de 
veinte días, contados desde la ejecutoria de la sentencia impugnada. En el caso en estudio, se 
manifiesta que primero se interpuso recurso de casación de la resolución de la Corte Provincial, que 
confirmó el sobreseimiento provisional dictado por el Juez de Garantías Penales, realmente, sería 
de analizar si pasó o no veinte días mientras se tramitaba la negativa del recurso de casación 
improcedente. 
 
Otro aspecto que también se debe analizar, es si la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, 
dio cumplimiento a lo dispuesto en el Artículo 162 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, específicamente: 
 
“3. Que el fundamento de la acción no se agote solamente en la consideración de lo injusto o equivocado de 
la sentencia; 4. Que el fundamento de la acción no se sustente en la falta de aplicación o errónea aplicación 
de la ley; 5. Que el fundamento de la acción no se refiera a la apreciación de la prueba por parte de la jueza 
o juez;”. 
 
Del análisis del texto de la sentencia, se desprende que se admitió a trámite indebidamente la 
acción extraordinaria de protección interpuesta, toda vez que los accionantes solicitan la “nulidad” 
del auto de sobreseimiento haciendo una valoración de los indicios que se hubieren tomado para 
dar inicio a la instrucción fiscal, y alegando indefensión en contra de los acusadores particulares sin 
que se justifique tal afirmación. 
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Concluyendo, si bien es cierto, un grandísimo porcentaje de las acciones extraordinarias de 
protección que se tramitan en la Corte Constitucional, alegan los recurrentes que se han quedado en 
indefensión, que se ha violado el principio de seguridad jurídica, que se ha violado el derecho a la 
tutela judicial efectiva, cada una de estas afirmaciones debe ser probada desde el escrito de 
interposición de la acción extraordinaria de protección, y es la Sala de Admisión la que debe hacer 
el análisis correspondiente,  e inadmitir a trámite las acciones extraordinarias de protección que 
como ésta, se convierte en un uso abusivo del Derecho. 
 
5.2.8.- Análisis de la sentencia 0050-11-SEP-CC, Caso Nro. 1162-10-EP de fecha 08 de 
diciembre de 2011. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del análisis, se refiere a la interpuesta por quien 
alega que se violó el principio de inmediación de la administración de justicia, en un proceso penal 
instaurado en su contra, en donde, según dice, el fiscal que sustancio el juicio y apeló el auto de 
sobreseimiento provisional del proceso, no compareció a la audiencia de fundamentación del 
recurso de apelación ante la Corte Provincial de Justicia, motivo, según afirma más que suficiente 
para que se hubiere declarado el abandono del recurso de apelación, sin embargo de lo cual no se lo 
hizo. 
 
Por su parte, los jueces accionados al momento de contestar, manifestaron que el accionante no 
especifica cuál de las garantías del debido proceso se han violado en su contra, y que el problema 
jurídico se traduce en la apelación interpuesta por parte del agente fiscal en contra del auto de 
sobreseimiento provisional del proceso dictado a su favor, por parte del Juez de Garantías Penales 
de Sucumbíos. 
 
El accionante dice, que se ha violado el principio de inmediación, establecido en el Código 
Orgánico de la Función Judicial, que expresa: “Todo proceso judicial se promueve por iniciativa de 
parte legitimada. Las juezas y jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las partes como objeto del 
proceso y en mérito de las pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de conformidad con la ley”202. 
 
Ahora veamos, cuáles son las partes procesales en el juicio penal: el fiscal, el procesado, y de 
haberlo el acusador particular. Pero es de tener en cuenta, que el Fiscal no es que actúa en nombre 
propio, sino que actúa en representación del Estado en el proceso penal, tal es así que sus funciones 
están especificadas en el Artículo 282 del Código Orgánico de la Función Judicial, en concordancia 
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con lo dispuesto en el Artículo 195 de la Constitución de la República del Ecuador, y el Artículo 65 
del Código de Procedimiento Penal. 
 
En virtud del presente razonamiento, y ya que el Fiscal debe actuar con absoluta objetividad 
justamente por representar el poder punitivo del estado en el proceso penal, no me resulta lógico, 
que si comparece otro fiscal a la audiencia de apelación deba ser declarado abandonado el recurso 
interpuesto, ya que la parte a la que representa el fiscal es a la sociedad ecuatoriana, por la alarma 
social que causan los delitos de acción pública. 
 
Yendo a otro punto, la alegación del accionante, de que se le hubiere dejado en indefensión por el 
hecho de que no se declaró el abandono del recurso de apelación interpuesto por la Fiscalía, del 
texto de la acción interpuesta no se deduce cómo es que supuestamente se violó su derecho a la 
defensa, ya que no se le impidió intervenir en todas las etapas del proceso, ejerciendo seguramente 
su derecho a elegir abogado para que lo represente. 
 
También es necesario analizar, que el recurso de apelación, por mandato expreso del Artículo 344 
del Código de Procedimiento Penal, se lo interpone mediante escrito fundamentado, por lo que la 
parte a la que puede perjudicar el recurso de apelación, conoce también los puntos a los que se 
retrotrae el recurso, aun antes de que se lleve a efecto la audiencia oral y contradictoria. 
 
El Abogado defensor, no debe prepararse para litigar en contra de tal o cual profesional de la 
Fiscalía, sino para litigar en contra de los puntos impugnados en el recurso de apelación, entonces, 
en dónde está la indefensión que alega el accionante, si el procesado se defiende del juicio, y de la 
contra parte, no de quien actúe como su representante. 
 
En tal virtud, resulta absurdo el fallo de mayoría en la acción extraordinaria de protección 
analizada, toda vez que se falla en base a argumentos de mera legalidad, sin ir más allá a un 
profundo análisis de los hechos, concluyen declarando vulnerado el derecho a la defensa, sin hacer 
ni si quiera una motivación correcta de lo que constituye la impugnación en el proceso penal, los 
deberes de los fiscales en el mismo y los resultados que su fallo acarrea. 
  
5.2.9.- Análisis de la Sentencia 004-12-SEP-CC, caso Nro. 0626-10-EP de fecha 05 de 
enero de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección, es planteada por el denunciante por un delito de falsedad 
documental, cuya resolución culminó en archivo definitivo del proceso, por haber existido 
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desestimación por parte del señor Agente Fiscal, misma que fue confirmada por el señor Fiscal 
Provincial. 
 
Acusa a la señora Jueza Octava de Garantías Penales de Pichincha, de haber violentado su derecho 
a la tutela judicial efectiva, de haberlo dejado en indefensión y de haber violado el derecho a la 
seguridad jurídica. 
 
Si bien una vez presentada la desestimación por parte del Agente Fiscal, se elevó a consulta al 
Fiscal provincial,  en cumplimiento con lo dispuesto en el Artículo 39 del Código de Procedimiento 
Penal, el accionante alega violación de la tutela judicial efectiva. 
 
Si bien es cierto, el ofendido por el cometimiento de un delito, acude ante la Fiscalía a fin de que 
sea el representante en el proceso penal, éste lo impulse con el fin de conseguir una sentencia 
condenatoria en contra de los autores, cómplices y encubridores del ilícito, es de tener también en 
cuenta, que en el caso de que el fiscal no encuentre indicios que le hagan presumir el cometimiento 
de un ilícito penal, no puede dar inicio a la instrucción fiscal correspondiente. En el caso en 
estudio, se desprende del mismo texto de la sentencia constitucional, que el señor Juez, no aceptó la 
desestimación inicial propuesta por el señor Agente Fiscal, sino que envió todo lo actuado ante el 
señor Fiscal Provincial y fue éste quien lo confirmó, en tal virtud, el Juez de Garantías Penales, no 
podía más que pronunciarse ordenando el archivo de la causa, como efectivamente lo hizo. 
 
El derecho a la tutela judicial efectiva, se traduce en su concepto más sencillo, tutela implica 
alcanzar una respuesta
203
. Ciertamente, ello pasa necesariamente por el acceso, sin que el hecho de 
que el mero acceso a la jurisdicción se pueda decir que asegure la eficacia de dicho proceso. En tal 
virtud, el derecho es realmente asumido, ejercitado y satisfecho, únicamente cuando el acceso a la 
jurisdicción desemboque en una decisión sobre el fondo del asunto, que reúna los requisitos 
constitucionales y legales del caso, es decir, que las pretensiones jurídicas del accionante sean 
resueltas con criterios jurídicos razonables. 
 
El término “tutela judicial efectiva” plantea uno de los concepto de mayor dificultad en su 
definición, porque debe ser visto desde una vertiente estrictamente procesal, bien como un derecho 
de naturaleza completa que se desarrolla a su vez, en varias vertientes, o porque se le considere 
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como un derecho fundamental, consiguientemente, con su propia jerarquía lo que impone una 
consideración distinta de la mera óptica de componente del debido proceso
204
. 
 
La garantía constitucional del debido proceso,  establecido en el numeral tercero del Artículo 76 de 
la Constitución de la República del Ecuador, que no es otra cosa que los presupuestos para tramitar 
adecuadamente un procedimiento y asegurar las condiciones mínimas para la defensa, como la 
doctrina lo ha definido “Conjunto de principios a observar en cualquier procedimiento, no solo 
como orientación, sino como deber, destinado a garantizar de manera eficaz los derechos de las 
personas”. La propia Corte Constitucional del Ecuador, ha expresado en su sentencia N° 001-2010-
SEP-CC que es el eje articulador de la validez procesal, la vulneración de sus garantías constituye 
un atentado grave, no solo a los derechos de las personas en una causa, sino que representa una 
vulneración al Estado y a su seguridad jurídica, puesto que precisamente estas normas del debido 
proceso son las que establecen los lineamientos que aseguran que una causa se ventile en apego al 
respeto de derechos constitucionales y a máximas garantistas, como el acceso a los órganos 
jurisdiccionales y el respeto a los principios, valores y garantías constitucionales. 
 
Si bien, el quebrantamiento de las garantías del debido proceso en un juicio, puede provocar su 
nulidad y consiguientemente la falta de validez jurídica, es de tener también en cuenta, que son las 
normas procedimentales con las que el Juez cuenta como herramientas justo para asegurar el 
respeto a estas garantías básicas. 
 
En el caso de estudio, se desprende, del mismo texto de la acción extraordinaria de protección 
interpuesta, que lo que se pretende por parte del accionante, es que se revoque una desestimación 
del agente fiscal, en valoración directa de los indicios que se pudieron haber recabado en la 
indagación previa, algo vedado a la Corte Constitucional. 
 
Sin embargo de lo dicho, se concede la acción extraordinaria de protección, aduciendo violaciones 
a las  garantías del debido proceso como son los de tutela judicial efectiva, y supuesta falta de 
motivación en la resolución judicial impugnada. 
 
El Artículo 251 del Código de Procedimiento Penal, es claro al manifestar, que sin acusación fiscal 
NO HAY JUICIO, es el Fiscal quien consideró que no hay indicios que le hagan presumir la 
existencia de un ilícito penal, y en tal virtud solicitó la desestimación y consgiuiente archivo de la 
causa al Juez de Garantías Penales, quien a su vez, previa revisión de los recaudos procesales, y en 
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defensa justo de la tutela judicial efectiva a favor del denunciante, ordenó elevar en consulta lo 
actuado al Fiscal superior, quien a su vez ratificó el pedido de desestimación, por así facultarlo el 
Artículo 39 del Código Penal. Consecuentemente, resulta absurdo que se consideren violados 
derechos constitucionalmente consagrados so pretexto de haberse dictado una desestimación de 
denuncia.  
 
5.2.10.- Análisis de la sentencia 0010-12-SEP-CC, caso Nro. 1277-10-EP de fecha 15 
de febrero de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección materia de estudio, se refiere a la propuesta por la acusadora 
particular en contra de la Corte Nacional de Justicia, Sala Especializada de lo Penal, por un proceso 
seguido en defensa de su nieta en contra de su padre por un presunto atentado contra el pudor. 
 
Llama mucho la atención el texto de la sentencia impugnada, ya que al momento de dar análisis a 
los derechos de las partes procesales, literalmente indica, que al tratarse la víctima de una menor de 
edad, y por principio constitucional su presunto victimario goce de la presunción de inocencia, no 
hay necesidad de dar un análisis ni una motivación en ese respecto, pese a haber estado dentro de 
los puntos de discusión del recurso de casación interpuesto. 
 
Saliéndonos un poquito fuera del contexto jurídico  en el presente análisis, desde el punto de vista 
humano, estamos hablando de una niña, que según cuenta la accionante es nieta de ésta, pero 
perdió a su madre, luego de lo cual su padre la llevó a vivir a Estados Unidos, pero es en una visita 
que hace al Ecuador, que le revela a su abuela que era víctima de violencia por parte de su padre, y 
que éste tenía una conducta sexual inadecuada. 
 
Si bien es cierto, el presunto victimario goza de la presunción de inocencia, y su culpabilidad debe 
ser probada conforme las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Penal, la víctima, 
resaltando que se trata de una niña, debe gozar de absoluta protección por parte del Estado, aun 
más por los administradores de justicia, por lo que no se puede esperar menos por parte de éstos, el 
análisis y motivación en sus resoluciones, cualquiera que ésta sea, pero siempre cuidando los 
derechos de las partes, tomando en cuenta que de acuerdo a lo establecido en el Artículo 44 de la 
Constitución los niños niñas y adolescentes son grupo de atención prioritaria, entonces la “falta de 
necesidad de análisis de los derechos de las partes”, resulta por lo menos ofensiva. 
 
En tal virtud, considero resumir el análisis a los siguientes puntos: 
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Qué tanto puede revisar la Corte Nacional las actuaciones constantes en la sentencia emitida por la 
Corte Provincial en el respeto de los derechos y garantías constitucionales?. 
 
Prioridad de los derechos de víctima y victimario en el proceso penal?. 
 
El primer punto: Qué tanto puede revisar la Corte Nacional las actuaciones constantes en la 
sentencia emitida por la Corte Provincial en el respeto de los derechos y garantías 
constitucionales?. 
 
Si bien es cierto en recurso de casación la Corte Nacional no puede hacer una nueva valoración de 
la sentencia, por ser ésta una facultad exclusiva de los jueces de instancia, si puede revisar si 
hubiere errores de derecho en la sentencia llegada a su despacho, sean estos o no alegados por las 
partes procesales o alegados en forma incorrecta. 
 
Es así, que en uso de esas facultades la Corte Nacional se convierte en un ente revisor de las 
garantías constitucionales y legales de la sentencia emitida por la Corte Provincial, inclusive 
revisando la aplicación de las reglas de la sana crítica, y de una correcta motivación para la perfecta 
validez de la sentencia. 
 
El poder discrecional del juez, cuando no es controlado se convierte en arbitrariedad, de allí, la 
importancia de que existan limitaciones para el cumplimiento de la función decisoria, así como la 
de adecuarse a los criterios jurisprudenciales, en especial a los de casación y a la motivación de la 
sentencia, por lo que ciertamente, el poder discrecional de juez no es absoluto, sino que está 
vinculado a las reglas prohibitivas, como son las de las pruebas no admisibles por la ley, y al nexo 
de una lógica fundamentación
205
. 
 
Si llega a la Corte Nacional, alegación de que se han violado las normas del debido proceso, de que 
se ha irrespetado los derechos de la víctima de un hecho delictivo, tomando en consideración 
incluso que se trata de una niña, no se puede esperar que la Corte Nacional de en la sentencia que 
expide, una respuesta de que no es necesario tal análisis, puesto que con ello está violando su 
obligación de motivar su fallo resolutorio, establecido en el Artículo 76 numeral 7 literal l) de la 
Constitución. 
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El procesamiento como mínimo debe respetar las garantías del debido proceso, la seguridad 
jurídica, y concluir con una resolución motivada
206
. 
 
Sobre la motivación la ex Corte Constitucional para el Periodo de Transición ha expuesto que: 
“...Para que una resolución sea motivada se requiere que sea fundamentada, es decir que se enuncien las 
normas o principios jurídicos en que se basa la decisión sentencia 0144-08-RA, caso 0144-08-RA publicada 
en el suplemento del Registro Oficial 615 de 18 de junio de 2009. Y, posteriormente ha dicho que “La 
motivación consiste en que los antecedentes que se exponen en la parte motiva sean coherentes con lo que se 
resuelve, y que nunca puede ser válida una motivación que sea contradictoria con la decisión Sentencia 069-
10-SEP-CC, caso 0005-10-EP, publicada en el suplemento del Registro Oficial 372, 27 de enero de 2011...". 
 
En consecuencia, la Corte Nacional, considerando ésta obligación de motivar correctamente su 
resolución, violó las garantías del debido proceso, devengando su resolución en una injusticia. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en casos como Godinez Cruz Vs. Honduras, 
párrafo 70, 71, ha dicho que los recursos formales no tienen sentido si son rechazados sin llegar al 
examen de la validez de los mismos, o por razones fútiles y que los procesados tienen derecho a un 
recurso efectivo: Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, párrafos 127 y 128. 
 
Algo que extraña muchísimo, es que es la propia Corte Nacional, la que se ha pronunciado sobre el 
deber de motivar las resoluciones, incluso llamando la atención a los jueces del tribunal inferior, 
pero en la sentencia impugnada “lo consideró innecesario”. Me permito transcribir la parte 
sustancial: 
 
“La sentencia impugnada además de no resolver los puntos de la apelación, se contradice cuando de una 
parte sostiene que “... la misma ofendida se ha encargado de desvanecer los fundamentos de la acusación 
fiscal; existiendo por esta razón la duda sobre la culpabilidad del referido procesado, la misma que de 
conformidad al Art. 4 del Código Penal le favorece al reo (principio indubio pro reo).- A más de ello es 
importante anotar algunas normas constitucionales que se encuentran sobre las demás leyes de nuestro 
ordenamiento jurídico, como son: Arts. 11 numeral 4, que se refiere a que ninguna norma jurídica podrá 
restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales; el 82, relacionado con la 
seguridad jurídica, lo cual se fundamenta en el respeto a la Constitución y demás normas jurídicas; el 
numeral 1 del 76, que se refiere al principio de legalidad, lo cual significa que toda autoridad administrativa 
o judicial debe garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes; y, el 169, establece 
que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia” Y de otra parte concluye “desechando 
el recurso de apelación interpuesto, con fundamento en el Art. 4 del Código Penal, CONFIRMA, en todas 
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sus partes la sentencia recurrida”, contradiciéndose pues la sentencia apelada, confirma la inocencia del 
procesado llegando a la ‘certeza de que no existe infracción alguna que perseguir ni mucho menos 
responsabilidad del procesado”207. 
 
Prioridad de los derechos de víctima y victimario en el proceso penal?. 
 
Son directamente damnificados por el delito sus víctimas, esto es, los entes físicos o colectivos 
sobre cuyas personas, cosas o derechos recae directamente el delito (daño material), o cuya puridad 
personal o goce de los bienes o afecciones legítimas, el delito ataca directamente (daño moral). 
 
Por víctima del delito, entendemos toda persona natural que sufre un daño por causa de una 
conducta antijurídica, típica y culpable. 
 
“La vivencia criminal se actualiza, revive y perpetúa. La impotencia ente el mal y el temor a que se repita 
producen ansiedad, angustia, depresiones, procesos neuróticos. Al abatimiento se añaden, no pocas veces, 
otras reacciones sicológicas, producto de la necesidad de explicar el hecho traumático: la propia atribución 
de responsabilidad o autoculpabilización, los complejos. La sociedad misma, por otra parte, estigmatiza a la 
víctima. No responde con solidaridad y justicia, tratando de neutralizar el mal padecido, sino con mera 
compasión, e incluso con desconfianza y recelo. El entorno próximo de la víctima la señala, la etiqueta 
despreciativamente como persona «tocada», como «perdedor». La victimización produce aislamiento social 
y, en último término, marginación. Todo ello suele traducirse en una modificación de los hábitos y estilos de 
vida, con frecuentes trastornos de las relaciones interpersonales. La actuación de las instancias del control 
penal formal (policía, jueces, etc.) multiplica y agrava el mal que ocasiona el delito mismo. En parte porque 
estas agencias, altamente burocratizadas, parecen olvidar los perjuicios y experimentados por la víctima, la 
psicología de ésta, su especial sensibilización y legítimas expectativas, necesidades, etc”208. 
 
De la transcripción anterior, se deduce las consecuencias postdelictivas que sufren las víctimas de 
delitos, cuyo bien jurídico es vulnerado por el delincuente, por lo que no se puede hablar de 
justicia, si los administradores de ésta no cuidan en sus resoluciones los deberes básicos de 
motivación, no solo de una manera técnica o puramente jurídica, sino cuidando que estén apegados 
a los postulados de justicia, que a la final las personas cuyos derechos o los de sus familias han sido 
vulnerados, son los que acuden ante los órganos jurisdiccionales, sin esperar solamente una sanción 
al culpable, sino también protección, no estamos hablando de la Ley de Talion, estamos hablando 
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de protección, esa protección y seguridad que el Estado como dueño de la acción penal debe 
proporcionar. 
 
En tal virtud, es una resolución por lo menos plausible la analizada, porque sin salirse de las reglas 
establecidas en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, está 
reparando los derechos de la víctima menor de edad, haciendo brillar la justicia, y obligando a los 
jueces de la Corte Nacional, actuar con ética profesional, a motivar las resoluciones de los procesos 
que llegan a sus manos. 
 
5.2.11.- Análisis de la sentencia 0010-12-SEP-CC, caso Nro. 1277-10-EP de fecha 15 
de febrero de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección materia de estudio, se refiere a la propuesta por la acusadora 
particular en contra de la Corte Nacional de Justicia, Sala Especializada de lo Penal, por un proceso 
seguido en defensa de su nieta en contra de su padre por un presunto atentado contra el pudor. 
 
Llama mucho la atención el texto de la sentencia impugnada, ya que al momento de dar análisis a 
los derechos de las partes procesales, literalmente indica, que al tratarse la víctima de una menor de 
edad, y por principio constitucional su presunto victimario goce de la presunción de inocencia, no 
hay necesidad de dar un análisis ni una motivación en ese respecto, pese a haber estado dentro de 
los puntos de discusión del recurso de casación interpuesto. 
 
Saliéndonos un poquito fuera del contexto jurídico  en el presente análisis, desde el punto de vista 
humano, estamos hablando de una niña, que según cuenta la accionante es nieta de ésta, pero 
perdió a su madre, luego de lo cual su padre la llevó a vivir a Estados Unidos, pero es en una visita 
que hace al Ecuador, que le revela a su abuela que era víctima de violencia por parte de su padre, y 
que éste tenía una conducta sexual inadecuada. 
 
Si bien es cierto, el presunto victimario goza de la presunción de inocencia, y su culpabilidad debe 
ser probada conforme las reglas establecidas en el Código de Procedimiento Penal, la víctima, 
resaltando que se trata de una niña, debe gozar de absoluta protección por parte del Estado, aun 
más por los administradores de justicia, por lo que no se puede esperar menos por parte de éstos, el 
análisis y motivación en sus resoluciones, cualquiera que ésta sea, pero siempre cuidando los 
derechos de las partes, tomando en cuenta que de acuerdo a lo establecido en el Artículo 44 de la 
Constitución los niños niñas y adolescentes son grupo de atención prioritaria, entonces la “falta de 
necesidad de análisis de los derechos de las partes”, resulta por lo menos ofensiva. 
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En tal virtud, considero resumir el análisis a los siguientes puntos: 
 
Qué tanto puede revisar la Corte Nacional las actuaciones constantes en la sentencia emitida por la 
Corte Provincial en el respeto de los derechos y garantías constitucionales?. 
 
Prioridad de los derechos de víctima y victimario en el proceso penal?. 
 
El primer punto: Qué tanto puede revisar la Corte Nacional las actuaciones constantes en la 
sentencia emitida por la Corte Provincial en el respeto de los derechos y garantías 
constitucionales?. 
 
Si bien es cierto en recurso de casación la Corte Nacional no puede hacer una nueva valoración de 
la sentencia, por ser ésta una facultad exclusiva de los jueces de instancia, si puede revisar si 
hubiere errores de derecho en la sentencia llegada a su despacho, sean estos o no alegados por las 
partes procesales o alegados en forma incorrecta. 
 
Es así, que en uso de esas facultades la Corte Nacional se convierte en un ente revisor de las 
garantías constitucionales y legales de la sentencia emitida por la Corte Provincial, inclusive 
revisando la aplicación de las reglas de la sana crítica, y de una correcta motivación para la perfecta 
validez de la sentencia. 
 
El poder discrecional del juez, cuando no es controlado se convierte en arbitrariedad, de allí, "la 
importancia de que existan limitaciones para el cumplimiento de la función decisoria, así como la de 
adecuarse a los criterios jurisprudenciales, en especial a los de casación y a la motivación de la sentencia, 
por lo que ciertamente, el poder discrecional de juez no es absoluto, sino que está vinculado a las reglas 
prohibitivas, como son las de las pruebas no admisibles por la ley, y al nexo de una lógica 
fundamentación"
209
. 
 
Si llega a la Corte Nacional, alegación de que se han violado las normas del debido proceso, de que 
se ha irrespetado los derechos de la víctima de un hecho delictivo, tomando en consideración 
incluso que se trata de una niña, no se puede esperar que la Corte Nacional de en la sentencia que 
expide, una respuesta de que no es necesario tal análisis, puesto que con ello está violando su 
obligación de motivar su fallo resolutorio, establecido en el Artículo 76 numeral 7 literal l) de la 
Constitución. 
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El procesamiento como mínimo debe respetar las garantías del debido proceso, la seguridad 
jurídica, y concluir con una resolución motivada
210
. 
 
Sobre la motivación la ex Corte Constitucional para el Periodo de Transición ha expuesto que: 
“...Para que una resolución sea motivada se requiere que sea fundamentada, es decir que se 
enuncien las normas o principios jurídicos en que se basa la decisión sentencia 0144-08-RA, caso 
0144-08-RA publicada en el suplemento del Registro Oficial 615 de 18 de junio de 2009. Y, 
posteriormente ha dicho que “La motivación consiste en que los antecedentes que se exponen en la 
parte motiva sean coherentes con lo que se resuelve, y que nunca puede ser válida una motivación 
que sea contradictoria con la decisión Sentencia 069-10-SEP-CC, caso 0005-10-EP, publicada en el 
suplemento del Registro Oficial 372, 27 de enero de 2011". 
 
En consecuencia, la Corte Nacional, considerando ésta obligación de motivar correctamente su 
resolución, violó las garantías del debido proceso, devengando su resolución en una injusticia. 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos en casos como Godinez Cruz Vs. Honduras, 
párrafo 70, 71, ha dicho que los recursos formales no tienen sentido si son rechazados sin llegar al 
examen de la validez de los mismos, o por razones fútiles y que los procesados tienen derecho a un 
recurso efectivo: Caso Claude Reyes y otros vs. Chile, párrafos 127 y 128. 
 
Algo que extraña muchísimo, es que es la propia Corte Nacional, la que se ha pronunciado sobre el 
deber de motivar las resoluciones, incluso llamando la atención a los jueces del tribunal inferior, 
pero en la sentencia impugnada “lo consideró innecesario”. Me permito transcribir la parte 
sustancial: 
 
“La sentencia impugnada además de no resolver los puntos de la apelación, se contradice cuando de una 
parte sostiene que “... la misma ofendida se ha encargado de desvanecer los fundamentos de la acusación 
fiscal; existiendo por esta razón la duda sobre la culpabilidad del referido procesado, la misma que de 
conformidad al Art. 4 del Código Penal le favorece al reo (principio indubio pro reo).- A más de ello es 
importante anotar algunas normas constitucionales que se encuentran sobre las demás leyes de nuestro 
ordenamiento jurídico, como son: Arts. 11 numeral 4, que se refiere a que ninguna norma jurídica podrá 
restringir el contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales; el 82, relacionado con la 
seguridad jurídica, lo cual se fundamenta en el respeto a la Constitución y demás normas jurídicas; el 
numeral 1 del 76, que se refiere al principio de legalidad, lo cual significa que toda autoridad administrativa 
o judicial debe garantizar el cumplimiento de las normas y los derechos de las partes; y, el 169, establece 
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que el sistema procesal es un medio para la realización de la justicia” Y de otra parte concluye “desechando 
el recurso de apelación interpuesto, con fundamento en el Art. 4 del Código Penal, CONFIRMA, en todas 
sus partes la sentencia recurrida”, contradiciéndose pues la sentencia apelada, confirma la inocencia del 
procesado llegando a la ‘certeza de que no existe infracción alguna que perseguir ni mucho menos 
responsabilidad del procesado”211. 
 
Prioridad de los derechos de víctima y victimario en el proceso penal?. 
 
Son directamente damnificados por el delito sus víctimas, esto es, los entes físicos o colectivos 
sobre cuyas personas, cosas o derechos recae directamente el delito (daño material), o cuya puridad 
personal o goce de los bienes o afecciones legítimas, el delito ataca directamente (daño moral). 
 
Por víctima del delito, entendemos toda persona natural que sufre un daño por causa de una 
conducta antijurídica, típica y culpable. 
 
“La vivencia criminal se actualiza, revive y perpetúa. La impotencia ente el mal y el temor a que se repita 
producen ansiedad, angustia, depresiones, procesos neuróticos. Al abatimiento se añaden, no pocas veces, 
otras reacciones sicológicas, producto de la necesidad de explicar el hecho traumático: la propia atribución 
de responsabilidad o autoculpabilización, los complejos. La sociedad misma, por otra parte, estigmatiza a la 
víctima. No responde con solidaridad y justicia, tratando de neutralizar el mal padecido, sino con mera 
compasión, e incluso con desconfianza y recelo. El entorno próximo de la víctima la señala, la etiqueta 
despreciativamente como persona «tocada», como «perdedor». La victimización produce aislamiento social 
y, en último término, marginación. Todo ello suele traducirse en una modificación de los hábitos y estilos de 
vida, con frecuentes trastornos de las relaciones interpersonales. La actuación de las instancias del control 
penal formal (policía, jueces, etc.) multiplica y agrava el mal que ocasiona el delito mismo. En parte porque 
estas agencias, altamente burocratizadas, parecen olvidar los perjuicios y experimentados por la víctima, la 
psicología de ésta, su especial sensibilización y legítimas expectativas, necesidades, etc”212. 
 
De la transcripción anterior, se deduce las consecuencias postdelictivas que sufren las víctimas de 
delitos, cuyo bien jurídico es vulnerado por el delincuente, por lo que no se puede hablar de 
justicia, si los administradores de ésta no cuidan en sus resoluciones los deberes básicos de 
motivación, no solo de una manera técnica o puramente jurídica, sino cuidando que estén apegados 
a los postulados de justicia, que a la final las personas cuyos derechos o los de sus familias han sido 
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vulnerados, son los que acuden ante los órganos jurisdiccionales, sin esperar solamente una sanción 
al culpable, sino también protección, no estamos hablando de la Ley de Talion, estamos hablando 
de protección, esa protección y seguridad que el Estado como dueño de la acción penal debe 
proporcionar. 
 
En tal virtud, es una resolución por lo menos plausible la analizada, porque sin salirse de las reglas 
establecidas en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, está 
reparando los derechos de la víctima menor de edad, haciendo brillar la justicia, y obligando a los 
jueces de la Corte Nacional, actuar con ética profesional, a motivar las resoluciones de los procesos 
que llegan a sus manos. 
 
 
5.2.12.- Análisis de la sentencia 0021-12-SEP-CC, caso Nro. 0419-11-EP de fecha 08 
de marzo de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección, es la interpuesta en contra de la sentencia de casación 
dictada en el proceso de tránsito, que por atropellamiento y muerte se hubiere proseguido en contra 
del hoy accionante, quien alegó una supuesta violación de derechos por parte de los jueces del 
máximo tribunal penal, pese a haberse probado a lo largo del proceso que el hecho se dio producto 
de un caso fortuito, como es el estallamiento de uno de los neumáticos del automotor, que generó el 
atropellamiento y muerte de un menor de edad. 
 
Alegando una violación a la garantía de igualdad formal, debido proceso, seguridad jurídica, y 
alegando además falta de motivación, solicitó como medida cautelar que se suspenda la ejecución 
de la sentencia condenatoria, en tanto se resuelve la acción extraordinaria de protección. 
 
En el penúltimo inciso del Artículo 62 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional, expresamente prohíbe la suspensión de la ejecución de la sentencia que se impugna, 
como medida cautelar, aun cuando la acción es admitida a trámite. Aclaración que entiendo, debe 
haberlo hecho la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, al momento de admitir a trámite la 
demanda. 
 
Pasando a analizar las alegaciones del accionante, refiere que a lo largo del proceso, no se motivó 
las resoluciones contra él dictadas, el mismo alegó que se violó las garantías del debido proceso, 
alegación que la probó en el texto de la acción extraordinaria de protección interpuesta, y no fue 
negado por parte de los jueces accionados, por haberse dictado un voto salvado, bajo el argumento 
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de “no tener nada que ver con la sustanciación del recurso de casación”. De lo dicho se desprende, 
que efectivamente se violó las garantías del debido proceso, ya que la sentencia de mayoría, fue 
suscrita y firmada además, por un juez que no estuvo presente en la audiencia de fundamentación 
del recurso de casación, en tal virtud, incompetente para dictar la resolución. 
 
En virtud del principio constitucional del debido proceso, ninguna persona natural puede ser 
privada de los derechos y garantías fundamentales que consagra la Constitución de la República, 
esto es, a tener un procedimiento abreviado y simple, y a disponer del proceso por el cual se le está 
juzgando, pues no es un fin, sino un medio idóneo para hacer prevalecer el principio de que el 
sistema procesal “será un medio para la realización de la justicia”. 
 
Ahora bien, el accionante, fue condenado, pese a haber suscrito un acuerdo de reparación con la 
ofendida, madre sobreviviente del menor que murió en el accidente automovilístico, que reitero, se 
produjo por un caso fortuito, como es el hecho de que estalló un neumático. 
 
El Código Penal en su Artículo 15 expresa: “La acción u omisión prevista por la ley como 
infracción no será punible cuando es el resultado de caso fortuito o fuerza mayor”. Esta disposición 
legal, se fundamenta en los aforismos jurídicos Nullum crimen, nulla poena sine lege.- Ningún 
delito, ninguna pena, sin ley. 
 
Antolisei dice que el caso fortuito: “Se da cuando el autor no ha querido el resultado ni lo ha causado 
por negligencia o imprudencia. En definitiva, el caso fortuito se verifica cuando no se puede dirigir ningún 
reproche, ni aun de simple ligereza al autor del hecho”213. 
 
Sin querer adentrar demasiado el análisis a una posible valoración de la prueba, es de traer a 
colación, el hecho de que se suscribió un acuerdo reparatorio entre el imputado y la ofendida, 
situación que por lo menos, debió ser tomado en cuenta por el tribunal de casación. 
 
Adicionalmente, y siendo que la sentencia debe ser debidamente motivada, es de establecerse si no 
hay una falta de motivación al haberse dictado la sentencia por parte de un juez que ni si quiera 
estuvo presente en la audiencia de fundamentación del recurso de casación. 
Para Fernando Díaz Cantón, citado por Julio B. Maier, la motivación es: “la exteriorización por parte 
del juez o tribunal de la justificación racional de determinada conclusión jurídica”214. 
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Pregunto, si en la relación fáctica de los hechos consta, que el atropellamiento de un menor, fue 
producto de caso fortuito por haber estallado uno de los neumáticos del automotor que conducía el 
imputado, hecho que de la lectura de la sentencia se desprende que no fue discutido, y que 
adicionalmente, se pretendió reparar el daño a la parte ofendida, constando un acuerdo de 
reparación de los autos, suscrito con la madre del menor fallecido, no podríamos hablar de 
responsabilidad penal del accionante, habiéndose constituido el proceso penal instaurado en su 
contra en una verdadera injusticia, una persecución sin sentido, violándose la presunción de 
inocencia, que es corroborada con la PRUEBA PLENA de haberse suscitado un caso fortuito. 
 
Recalcando el hecho de que no se entra a analizar el acervo probatorio en materia constitucional, y 
siendo el Ecuador un estado constitucional de derechos y justicia, no se puede hablar de respeto a 
los postulados de ésta, si los jueces condenan por condenar, rigiéndose a una estricta legalidad, sin 
darse el trabajo de hacer un análisis profundo de la realidad material y procesal. 
 
Si bien la Corte Constitucional aceptó la acción extraordinaria de protección, declarando 
vulnerados derechos constitucionalmente consagrados en perjuicio del accionante, es de tener en 
cuenta que la tramitación ante la Corte Constitucional demoró un año, sin tomar en cuenta el 
tiempo de la tramitación del juicio ante la justicia ordinaria, son los jueces los que deben cuidar 
mucho sus actuaciones, con el fin de que no violenten derechos injustificada ni deliberadamente, ya 
que la administración de justicia debe hacer brillar su término. 
 
5.2.13.- Análisis de la sentencia 0041-12-SEP-CC, caso Nro. 0860-09-EP de fecha 20 
de marzo de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección que se analiza, es la interpuesta por quien fue procesada y 
condenada por un presunto delito de peculado, por un faltante de TRES MIL DOSCIENTOS TRES 
DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, en el Municipio del cantón Rocafuerte, 
imputables supuestamente a la Tesorera del mentado municipio. 
 
Alega la accionante, que en el proceso penal instaurado en su contra, se violó garantías del debido 
proceso, dejándola en indefensión, para finalmente imponerle el máximo de la pena establecida 
para esta clase de ilícitos, sin tomar en cuenta ni si quiera el hecho de que es madre y viuda, sin 
establecerse una debida proporcionalidad entre la infracción supuestamente cometida con la 
sanción impuesta en su contra. 
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Por su parte, los jueces accionados, contestaron que la sentencia impugnada se encuentra 
perfectamente motivada, atendiendo estrictos preceptos de legalidad, respetando el poder soberano 
del Tribunal de Garantías Penales, como único llamado a valorar el aservo probatorio practicado en 
el proceso penal. 
 
Si bien entre las consideraciones hechas por la Corte Constitucional, consta el limitante al análisis 
de normas exclusivamente constitucionales al resolver una acción extraordinaria de protección,  
tomando en cuenta que el faltante por el que se acusó y condenó a la accionante era de TRES MIL 
DOSCIENTOS TRES DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA, y siendo la 
debida proporcionalidad una garantía establecida en el numeral 6 del Artículo 76 de la 
Constitución, no está dentro de las facultades de la Corte Constitucional el velar porque se cumpla 
ésta garantía constitucional?. 
 
El delito de peculado, tipificado y sancionado en el Artículo 257 del Código Penal, se lo define así: 
“los servidores de los organismos y entidades del sector público y toda persona encargada de un 
servicio público, que, en beneficio propio o de terceros, hubiere abusado de dineros públicos o 
privados, de efectos que los representen, piezas, títulos, documentos, bienes muebles o inmuebles 
que estuvieren en su poder en virtud o razón de su cargo, ya consista el abuso en desfalco, 
disposición arbitraria o cualquier otra forma semejante”. 
 
Cabanellas dice: “que es la substracción, apropiación o aplicación indebida de los fondos, por aquel 
a quien esta confiada su custodia o administración”. El objeto jurídico que intenta tutelar por todos 
los medios  el Código Penal en el delito de peculado, es el fiel y debido desempeño de las 
funciones de la administración. 
 
Quienes cometen este delito son sujetos activos cualificados, con cualidad exigida de naturaleza 
jurídica, como es la investidura y la función del empleado público o de un servicio público, 
encargado por razón de su cargo del manejo de caudales, que es requisito indispensable para que 
exista el delito de peculado. 
 
Si bien es cierto en el caso que se estudia, la que fue imputada y condenada por el delito de 
peculado, se halla cubierta de la investidura de ser funcionaria púbica, y siendo su cargo el de 
tesorera, se llega a concluir que en razón de su cargo debe haber tenido a su disposición fondos o 
recursos públicos, como en el presente caso, el de los fondos del municipio de Rocafuerte. 
 
Si bien es cierto, de la sentencia se desprende que se respetó el derecho a la defensa durante el 
transcurso del proceso penal, y seguramente si estuvo comprobada conforme a derecho la 
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existencia material de la infracción y la responsabilidad de la procesada, lo que dio lugar a la 
sentencia condenatoria y posterior negativa del recurso de casación, también es  cierto que entre las 
garantías básicas, está la debida proporcionalidad entre la infracción cometida y la sanción 
correspondiente, por tanto, hace dudar sobre la motivación de la sentencia condenatoria, el hecho 
de que se haya confirmado el máximo de la pena en contra de la procesada, considerando que el 
supuesto perjuicio es de TRES MIL DOSCIENTOS DOLARES. 
 
El poder de convicción de la sentencia es proporcional al rigor con que se examine y concrete el 
hecho y el derecho aplicable al caso, así como a la claridad con la que sea capaz de exponerlos 
explicitando su conexión con el ordenamiento jurídico. Insisto, no se si se pueda hablar de una 
correcta motivación, el negar hacer incluso una debida revisión a la sentencia impugnada, 
específicamente a la parte considerativa de la misma, con el fin de alcanzar un grado de 
conocimiento, que lleve a concluir a la Corte Constitucional que se ha respetado el principio de 
proporcionalidad entre la infracción y la sanción. 
 
A través del principio de proporcionalidad se asegura que la intensidad de la restricción o el medio 
para su aplicación sea el indispensable para hacerlo efectivo, de manera que el límite cumpla su 
función (negar protección constitucional a determinada conducta que se pretende encuadrada en el 
objeto de un derecho) sin que ese límite constituya un remedo de sanción por la creencia errónea de 
que se estaba ejerciendo un derecho fundamental, ni una forma de disponer de la existencia del 
derecho mismo. La finalidad última del principio de proporcionalidad es, obviamente, evitar que el 
Poder público que tenga atribuida la competencia para aplicar los límites a un derecho 
fundamental, vulnere en su aplicación su contenido esencia
215
. 
 
En todas las definiciones está implícita la primera idea de proporcionalidad, que es lograr el 
equilibrio; no en vano algunas sentencias denominan a este criterio como el juicio de ponderación, 
ya que la ponderación se ha convertido en un criterio metodológico básico para la aplicación 
jurídica, en especial, para la aplicación jurídica de los derechos fundamentales. 
En tal virtud, considero que la Corte Constitucional debió entrar a analizar la procedencia de la 
acción extraordinaria de protección, analizando si se ha respetado o no el principio de 
proporcionalidad entre el ilícito cometido y la sanción impuesta, aspecto que si estuvo debidamente 
alegado por parte de la accionante, pero en la parte considerativa de la sentencia analizada, se trata 
de un aspecto de mera legalidad. 
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 Ignacio Villaverde Menéndez. La resolución de conflictos entre derechos fundamentales. El principio de 
proporcionalidad, en: Miguel Carbonell (editor), El principio de proporcionalidad y la interpretación 
constitucional, Quito, Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2008, p. 183 
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5.2.14.- Análisis de la sentencia 0047-12-SEP-CC, caso Nro. 0202-10-EP de fecha 20 
de marzo de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, es la interpuesta por quien fue 
procesado y condenado por un presunto delito de usura, tipificado en el Artículo 583 y sancionado 
en el Artículo 584 del Código Penal. 
 
Es de tener en cuenta, que el argumento principal de la acción interpuesta, es que uno de los jueces 
que resolvieron el recurso de casación, actuaron sin competencia, toda vez que propuso la 
correspondiente excusa para conocer la causa, misma que fue aceptada con anterioridad a que se 
lleve a efecto la audiencia. 
El profesor John Rawls, expresa que es aquel “razonablemente estructurado para averiguar la verdad, 
de formas consistentes con las otras finalidades del ordenamiento jurídico, en cuanto a determinar si se ha 
dado alguna violación legal y en qué circunstancias”216. 
 
El debido proceso es una institución instrumental en virtud de la cual debe asegurarse a las partes 
en todo proceso, legalmente establecido y que se desarrolle sin dilaciones justificadas, oportunidad 
razonable de ser oídas por un tribunal competente, predeterminado por la ley, independiente e 
imparcial, de pronunciarse respecto de las pretensiones y manifestaciones de la parte contraria, de 
aportar pruebas lícitas relacionadas con el objeto del proceso y de contradecir las aportadas por la 
contraparte, de hacer uso de los medios de impugnación consagrados por la ley contra resoluciones 
judiciales motivadas y conformes a derecho, de tal manera que las personas puedan defender 
efectivamente sus derechos. 
 
Está entre las garantías del debido proceso, el ser juzgado por un juez competente, en razón del 
territorio, materia y fuero, pero además, que la decisión del juez, sea cual fuera, debe ser motivada 
y totalmente imparcial, pero de los recaudos procesales se establece, que fue el mismo juez cuya 
firma se impugna en la sentencia de mayoría, quien inicialmente se excusó por tener amistad con 
uno de los abogados patrocinadores en la causa, por simple lógica se deduce, que su resolución no 
gozaría de la imparcialidad exigida por la ley. 
 
Cuando se habla del debido proceso como garantía constitucional hay que insistir en que apareció 
junto con la protección de los derechos humanos; esto es, el derecho a tener jueces imparciales, a 
ser oído en todas las instancias y a tener un proceso justo y observando el respeto a todas las 
garantías fundamentales. 
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En tal virtud, considero perfectamente motivada la resolución emitida por la Corte Constitucional, 
toda vez que se demostró en los recaudos procesales, que la sentencia no esta investida de 
imparcialidad, ya que el Juez que la firmó admitió tener amistad con uno de los abogados. 
 
5.2.15.- Análisis de la sentencia 0068-12-SEP-CC, caso Nro. 1183-11-EP de fecha 27 
de marzo de 2012. 
 
Se interpone acción extraordinaria de protección en contra de la confirmación realizada por la Sala 
de Garantías Penales, del auto de sobreseimiento definitivo del proceso y de los procesados, en un 
proceso instaurado por un presunto delito de abuso de confianza. 
 
Según alega el accionante, se violó derechos constitucionalmente consagrados, como son los de 
igualdad ante la Ley, tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, al confirmar el auto de 
sobreseimiento definitivo del proceso y de los procesados por parte de la Sala de Garantías Penales 
de la Corte Provincial de Justicia, toda vez que se desvió fondos ilícitamente de la compañía de la 
que es socio, habiéndose configurado el delito de abuso de confianza. 
 
Por su parte, contestando la demanda, los jueces de garantías penales aducen, que se respetó las 
garantías constitucionales de tutela judicial efectiva en la resolución impugnada, que se encuentra 
perfectamente motivada, en el sentido de que no se encontró elementos de convicción, que hagan 
presumir que los procesados hubieren cometido el delito de abuso de confianza, bajo la 
argumentación de que "no se ha comprobado conforme a derecho la materialidad de la infracción ni 
la responsabilidad dolosa de los procesados", por no haberse constituido los presupuestos 
esenciales del delito de abuso de confianza. En ese contexto, queda establecido el hecho de que los 
procesados no han cometido ningún delito de abuso de confianza, ni han desviado dolosamente 
dinero de las utilidades de la empresa Lain S. A., ya que las transferencias realizadas han sido por 
un acuerdo previo entre los socios. 
 
En virtud de lo expuesto, es necesario analizar los elementos que configuran el delito de abuso de 
confianza: 
 
El Código Penal, en su Art. 560 define el abuso de confianza cuando expresa: 
 
“DE LA ESTAFA Y EL ABUSO DE CONFIANZA.- El que fraudulentamente hubiere distraído o disipado en 
perjuicio de otro, efectos, dinero, mercancías, billetes, finiquitos, escritos de cualquier especie, que 
contengan obligación o descargo, y que le hubieren sido entregados con la condición de restituirlos, o hacer 
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de ellos un uso o empleo determinado, será reprimido con prisión de uno a cinco años y multa de ocho a 
dieciséis dólares de los Estados Unidos de Norte América.- Comete el delito de abuso de confianza, el que 
con perjuicio de alguien disponga de una cosa mueble, ajena, de la cual sólo se le haya transmitido la 
tenencia y no el dominio”. 
 
Los elementos que integran el cuerpo de este delito son: a) El sujeto activo realiza un acto de 
disposición, reteniendo la cosa con la finalidad de quedarse con ella de manera definitiva, 
disipándola, enajenándola y donándola, realizando actos de dominio como si fuera el propietario. b) 
El perjuicio cometido a una persona a través de la injusta disminución en su patrimonio; o bien, el 
perjuicio que vaya contra una persona que tenga sobre esa misma cosa un derecho distinto al de 
propiedad. 
 
Que el delincuente haya recibido la cosa objeto del delito en virtud de un contrato que no le 
transfiera el dominio. 
 
Abuso de confianza. Cuando no es necesaria la transferencia de la tenencia material del bien afecto 
al ilícito. Para la configuración del delito de abuso de confianza, no es necesario que el ofendido 
transfiera la tenencia material o ponga a disposición del sujeto activo un bien mueble. 
 
Abuso de confianza. no se configura el ilícito de cuando no se demuestra que se haya transmitido la 
tenencia de los bienes al acusado. Se considera que no se actualiza el delito de abuso de confianza, 
cuando falta uno de los elementos esenciales para la configuración del mismo, como es la 
TRANSMISIÓN AL ACUSADO DE LA TENENCIA DE LOS BIENES MUEBLES. 
 
Por otra parte para que exista estafa o para que exista abuso de confianza se precisa la intención 
dolosa del hecho para apropiarse de una cosa ajena intención dolosa que en la presente causa no se 
ha comprobado conforme a derecho. 
 
En el caso en estudio, lo que no se pone en tela de duda, es que supuestamente en la compañía 
había un acuerdo previo entre lo socios, con el fin de dividir funciones lo que según se entiende dio 
lugar a que se dicte sobreseimiento definitivo del proceso y de los procesados, entendiéndose en 
dicho auto, que no se ha llegado a establecer ni si quiera la existencia material de la infracción. 
 
Tratándose en el presente caso de una compañía Anónima, la Corte Constitucional hace el análisis 
del hecho de que los socios participan directamente de las utilidades y pérdidas que se devengan 
del ejercicio económico hecho por ésta, en el porcentaje de aportaciones de cada uno, habiéndose 
constituido además un acuerdo entre los socios que dividen funciones, sin haberse demostrado ni si 
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quiera que se hubiere entregado la tenencia de dinero o bienes muebles a los imputados, con el fin 
de restituírselos a la persona jurídica, y que éstos lo hubieren aprovechado en beneficio propio o de 
terceros. 
 
En tal virtud, en voto de mayoría se niega la acción extraordinaria de protección, considerándose 
que no se ha encontrado violación de derechos constitucionales en el proceso judicial. 
 
 
5.2.16.- Análisis de la sentencia 0110-12-SEP-CC, caso Nro. 0119-10-EP de fecha 10 
de abril de 2012. 
 
La acción extraordinaria de protección que se analiza, es la interpuesta por la acusadora particular 
en un juicio que por presunto delito sexual, se hubiere cometido en contra de su hija menor de 
edad, misma que sufre además de una discapacidad, cuyo juzgamiento fue en contra del supuesto 
agresor, quien pese a haber sido condenado, se vio beneficiado por atenuantes consideradas por el 
Tribunal juzgador. 
 
Es de tener en cuenta, como aspecto importantísimo y fundamental, que la acción extraordinaria de 
protección materia del presente análisis, fue admitida a trámite por parte de la Sala de Admisión de 
la Corte Constitucional, pese a que la accionante no agotó con anterioridad los recursos ordinarios 
y extraordinarios de la justicia, requisito establecido en el Artículo 61 numeral 3 de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 
Algo más, que debió haber tomado en cuenta la Sala de Admisión de la Corte Constitucional, antes 
de admitir a trámite la acción extraordinaria de protección, es la última parte de la norma legal 
antes citada, que dice: 
 
“Demostración de haber agotado los recursos ordinarios y extraordinarios, salvo que sean ineficaces o 
inadecuados o que la falta de interposición de estos recursos no fuera atribuible a la negligencia del titular 
del derecho constitucional vulnerado” (lo subrayado me pertenece). 
 
Si bien es cierto, es labor de quien actúa en calidad de abogado patrocinador el promover todas las 
acciones que fueran necesarias para la defensa de los derechos y los intereses de su cliente, del 
texto de la sentencia se colige, que al momento de llevarse a cabo la correspondiente audiencia de 
juzgamiento, ni si quiera presentó bien la acusación particular, convirtiéndola en improcedente, no 
es eso acaso negligencia del profesional patrocinador?. 
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Adicionalmente, y como lo manifiesta la accionante en su escrito de interposición de la acción, 
solicita a la Corte Constitucional, que se pronuncie sobre los daños y perjuicios que debe pagar el 
condenado, sin que ésta sea una de las facultades de la Corte Constitucional. 
 
El artículo 69 del Código de Procedimiento Penal, numeral 7 dice: El ofendido tiene derecho: “A 
reclamar la indemnización civil una vez ejecutoriada la sentencia condenatoria, conforme con las reglas de 
este Código, haya propuesto o no acusación particular”. 
 
El derecho al resarcimiento e indemnización, en la Declaración de Naciones 
Unidas de l985 sobre el derecho de justicia para las víctimas, establece que el resarcimiento que 
comprende la devolución de bienes, el pago de los daños sufridos, el reembolso de los gastos 
realizados como consecuencia de la victimización, la prestación de servicios y la restitución de 
derechos, es una obligación primaria del delincuente y de los terceros responsables, e insta a los 
Estados Miembros a revisar sus legislaciones de tal forma que el resarcimiento sea considerado 
como una posibilidad de sanción penal, además de que en caso de daños al medio ambiente se 
imponga como resarcimiento la rehabilitación de éste, y en casos de daños causados por 
funcionarios públicos que actúan a título oficial debe existir una obligación del Estado de resarcir a 
las víctimas. 
 
Si bien es cierto, el ofendido de una actuación penal, debe ser resarcido en los daños provocados, 
también es cierto que en la administración de justicia se establece el principio de oportunidad, que 
no es otra cosa, que la misma ley procesal establece el tiempo y el modo de proponer acciones, por 
lo que no se puede acudir a la Corte Constitucional, siendo éste el  máximo tribunal de control 
constitucional y defensor de derechos humanos, por asuntos de mera legalidad, sin haber agotado 
en primer lugar los recursos correspondientes, y a solicitar que se resuelva sobre cuestiones sobre 
las que no se tiene competencia. 
 
El caso materia del análisis, se lo ha planteado ilegítimamente para ante la Corte Constitucional, en 
el año 2010, la resolución definitiva se la dicta recién en el año 2012, acaso no se atenta contra la 
seguridad jurídica admitiendo a trámite acciones constitucionales, que de la simple lectura de su 
texto se establece que no cumplen con los requisitos que la Ley exige para su procedencia?. 
 
Si bien es cierto, la facultad extraordinaria que le la Constitución a la Corte Constitucional, de 
revocar sentencias pasadas en autoridad de cosa juzgada, y retrotraer el proceso hasta el momento 
de la violación del derecho constitucional vulnerado, también es cierto que es de obligación del 
estado y de los administradores de justicia, brindar seguridad y certidumbre sobre sus decisiones, si 
se admite a trámite una acción tan absurda como la que aquí se analiza, hay más riesgo que se 
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puedan dictar resoluciones por parte de este máximo tribunal, que resulten contradictorios en temas 
similares. 
 
Es la Sala de Admisión la que debe revisar que se hubieren cumplido con los requisitos básicos de 
procedencia de la acción extraordinaria de protección, para que no ocurra lo que se deja relatado, se 
admitió a trámite, transcurrieron dos años, de incertidumbre para las partes procesales, para que la 
Corte Constitucional deseche la acción, que no reúne, repito, ni si quiera los requisitos básicos para 
su procedencia. 
 
5.2.17.- Análisis de la sentencia 001-13-SEP-CC, caso 01647-11 de fecha 06 de febrero 
de 2013. 
 
La acción extraordinaria materia del presente análisis, se refiere al juicio de narcotráfico con 
sentencia condenatoria proseguido en contra de Jorge Hugo Reyes Torres, quien fue  capturado con 
72.876 gramos de cocaína. Mediante sentencia de 26 de octubre de 2007 a las 11h30, la Tercera 
Sala de lo Penal de la Corte Superior de Justicia de Quito, confirmó la sentencia condenatoria de 
Jorge Hugo Reyes Torres a 25 años de reclusión mayor especial y multa de ocho mil salarios 
mínimos vitales. 
 
El condenado Jorge Hugo Reyes Torres presentó recurso de casación, que fue resuelto en sentencia 
de 11 de junio de 2009 a las 16h00, por la Segunda Sala de lo Penal de la Corte Nacional de 
Justicia, en la cual se incurre en un error grave de incongruencia procesal ya que se resuelve 
declarar improcedente el recurso de casación interpuesto, y en aplicación del artículo 358 del 
Código de Procedimiento Penal, la Sala corrige de oficio los errores de Derecho cometidos en la 
sentencia condenatoria y dicta sentencia absolutoria a favor del recurrente, en lugar de resolver el 
recurso de casación en base al objeto del mismo, se aparta de las causales enunciadas en el artículo 
349 del Código de Procedimiento Penal y entra a valorar la prueba, ya examinada por los jueces 
inferiores, lo cual significa que actúan sin competencia por cuanto no les correspondía valorar la 
prueba ya examinada en dos instancias del juicio penal. 
 
Efectivamente, la parte resolutiva de la sentencia impugnada manifiesta: 
 
“[…] CORTE NACIONAL DE JUSTICIA.- SEGUNDA SALA DE LO PENAL.- Quito, a 11 de  junio del 
2009, las 16h00.- VISTOS (…) Por estas consideraciones, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE 
LA REPÚBLICA Y POR AUTORIDAD DE LA LEY, se declara improcedente el recurso de casación 
interpuesto por Jorge Hugo Reyes Torres, pero en aplicación del Art. 358 del Código de Procedimiento 
Penal, la Sala corrige de oficio los errores de derecho cometidos en la sentencia condenatoria dictada por la 
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Tercera Sala de la Corte Superior de Justicia de Quito como Tribunal de Apelación y que confirma la 
sentencia condenatoria dictada por la Quinta Sala de la Corte Superior de Quito como Tribunal Juzgador, 
revocando la sentencia condenatoria con respecto al recurrente Jorge Hugo Reyes Torres y 
consecuentemente, dicta sentencia absolutoria a su favor. Se revocan las medidas cautelares personales y 
reales dictadas en contra de éste.[...]”. 
 
En consecuencia, la Corte Nacional de Justicia, ratifica el estado de inocencia del señor Jorge Hugo 
Reyes Torres, aludiendo falta de aplicación de las reglas de la sana crítica, en la valoración de la 
prueba. 
 
En consecuencia, es necesario analizar lo que es la sana crítica, la motivación de las resoluciones 
judiciales, y las atribuciones de la Corte Nacional al resolver el recurso de casación. 
 
DE LA SANA CRÍTICA 
 
“La sana crítica es la unión de la lógica y la experiencia, sin excesivas abstracciones de orden intelectual, 
pero también sin olvidar esos preceptos que los filósofos llaman de higiene mental, tendientes a asegurar el 
más certero y eficaz razonamiento”217. 
 
DEL SISTEMA DE LA SANA CRITICA.- En el sistema de la sana crítica, que es el que ha sido 
consagrado en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, en el artículo 86 del Código de Procedimiento 
Penal, el juzgador tiene libertad en las conclusiones a las que arriba después del análisis del 
material probatorio, pero no posee discrecionalidad en cuanto a los medios que debe aplicar para 
llegar a dichas conclusiones, pues en este punto, se ve atado a lo que la doctrina ha definido como 
las “reglas de la sana crítica”, que delegan la determinación de la eficacia probatoria, las reglas 
lógicas y máximas de la experiencia, esto es, a normas lógico-experimentales en las que el juez 
debe basarse, y en virtud de las cuales debe expresar sus razonamientos. 
 
En base a lo antedicho, podemos establecer que el juzgador puede realizar, “de manera general, dos 
tipos de errores en la apreciación que le dé al acervo probatorio presentado, tornando su valoración 
absurda o arbitraria; así, se entiende por absurdo todo aquello que escapa a las leyes de lógica formales... a 
la razón, a la justicia o a las leyes positivas...; y es arbitrario cuando hay ilegitimidad en la motivación”218. 
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Se ha establecido en las sentencias de la Corte Nacional de Justicia, que una nueva valoración de la 
prueba le es prohibido al Tribunal de Casación; sin embargo, hay que establecer la diferencia entre 
las cuestiones de hecho y de derecho que plantea la valoración de la prueba, pues si bien es cierto, 
que quien “(..) en desacuerdo con las circunstancias fácticas tal como ellas fueron establecidas, 
ataca la apreciación que de la prueba hizo el tribunal, plantea una cuestión sobre los hechos que no 
es susceptible de revisión”219, no es menos cierto que quien establece la violación de los principios 
de la sana crítica, se está amparando en la existencia de una norma jurídica vigente (articulo 86, del 
Código de Procedimiento Penal), que debió haber sido aplicada por el juzgador de instancia, y cuya 
omisión resulta susceptible del análisis del Tribunal de Casación, pues “(...) el problema de si una 
norma ha sido correcta o incorrectamente aplicada representa una cuestión de derecho”220. 
 
MOTIVACION DE LA SENTENCIA 
 
Acerca de la motivación, dice Fernando Díaz Cantón, en “Los recursos en el procedimiento penal”. 
“Puede advertirse entonces que sin la motivación de la sentencia carecerían de sentido la mayoría 
de las reglas de garantía previstas para el proceso de conocimiento previo. Qué sentido tendrían, 
por ejemplo, las reglas que obligan a someter las hipótesis acusatorias a la posibilidad de refutación 
por parte de la defensa, o control bilateral de la actividad probatoria y la producción de la prueba de 
descargo, o la discusión final, si a la postre los jueces nunca expresarán porque han sido ineficaces 
las alegaciones y objeciones de la defensa, prevaleciendo las de la acusación, o se abstuvieron de 
evaluar las pruebas dirimentes de descargo.”( Fernanda Din Cantón: Los recursos en el 
procedirniento penal’, varios autores, Editores del Puerto, Buenos Aires, Argentina, 2006, página 
156). 
 
El deber de motivar es parte de las garantías del debido proceso. Así se ha pronunciado la ex Corte 
Constitucional para el periodo de transición: “El articulo 169 de la Constitución de la República 
determina que: “El sistema procesal es un medio para la realización de la justicia. Las normas 
procesales consagrarán los principios de simplificación, uniformidad, eficacia, inmediación, 
celeridad y economía procesal, y harán efectivas las garantías del debido proceso. No se sacrificará 
la justicia por la sola omisión de formalidades”221. De lo manifestado en el texto constitucional se 
colige que en aras de una correcta y adecuada administración de justicia, un mecanismo idóneo 
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para alcanzarla es mediante la instauración de un proceso en donde deben respetarse las garantías, 
principios y derechos consagrados en la Carta Fundamental del Estado ecuatoriano”. 
 
 So se da lectura a la parte resolutiva de la sentencia materia de la acción analizada, se colige que se 
hace un análisis del recurso de casación interpuesto, se lo niega, y sin embargo se corrige “de 
oficio” los errores de derecho que supuestamente existen en la sentencia materia de la casación, 
revocando la sentencia condenatoria y ratificando la inocencia del procesado, sin especificar ni si 
quiera cuáles son esos supuestos errores, es decir que no motivan los jueces ésa disposición, en 
flagrante contravención a lo dispuesto en el Artículo 76 numeral 7mo literal l) de la Constitución. 
ATRIBUCIONES DE LA CORTE NACIONAL AL RESOLVER RECURSO DE CASACION 
 
Está en entredicho la valoración de la prueba, la cual no es concordante con el contenido de la 
sentencia. La Sala descubre del análisis de los autos que hay contradicciones graves entre las 
pruebas actuadas, las cuales no pueden conducir inequívocamente a la conclusión que ha llegado el 
juez de instancia, por lo cual, en aplicación del principio de concordancia de la prueba, la sentencia 
pierde todo sustento y viola la aplicación de la sana crítica a la prueba así actuada. 
 
El recurso de casación según sostiene nuestra doctrina judicial, no constituye propiamente nueva 
instancia. Tiene como OBJETO PRINCIPAL ANALIZAR LA SENTENCIA IMPUGNADA 
PARA DETERMINAR SI EXISTE LA VIOLACIÓN DE LA LEY, que alega el recurrente. no 
puede la sala de casación hacer nueva valoración de la prueba, además de que le está vedado 
calificar los hechos. 
 
El maestro Fernando De la Rúa define al recurso de casación como “Un medio de impugnación por el 
cual, por motivos de derecho específicamente previstos por la ley, una porte postulo la revisión de los 
errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudico, reclamando la correcta aplicación de 
la ley sustantivo, o la anulación de la sentencia, y una nueva decisión, con o sin reenvío a nuevo juicio"
222. 
Claus Roxin dice sobre este recurso lo siguiente “la casación es un recurso limitado y permite 
únicamente el control in iure. Esto significa que la situación de hecho fijada en la sentencia es tomada como 
ya establecida y solo se investiga si el tribunal inferior ha incurrido en una lesión al derecho material o 
formal”223. 
 
En tal virtud, y de acuerdo a lo establecido en la sentencia materia del presente análisis, es 
necesario que se dicten sentencias que dejen un precedente como el que han dejado en la 
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resolución, toda vez que no solamente mandan a retrotraer el proceso hasta el momento de la 
interposición del recurso de casación, sino que manda al Consejo de la Judicatura a investigar, por 
cuanto dispone que se mande la sentencia para los fines legales correspondientes. 
 
Presumiblemente se hubiera cometido un delito de prevaricato en el caso materia del análisis, por 
haber fallado contrario a derecho, sin motivar la resolución de la sentencia absolutoria, pese a negar 
el recurso de casación, sin embargo conceden el propósito de haberlo interpuesto, actitud por 
demás sospechosa de los Jueces de Garantías Penales de la Corte Nacional. 
 
5.2.18.- Análisis de la sentencia 008-13-SEP-CC, caso 0545-12-EP de fecha 02 de abril 
de 2013. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, es planteada por quien 
intervino en el proceso penal en calidad de acusador particular, por un presunto delito de uso 
doloso de documento falso. 
 
Entre las alegaciones del recurrente, se expresa que hubo una falta de motivación por parte de la 
Sala de Garantías Penales de la Corte Nacional de Justicia, quienes declararon procedente el 
recurso de casación interpuesto por el procesado, revocando consecuentemente la sentencia 
condenatoria dictada en su contra. La impugnación se basa principalmente, en el hecho de que la 
Corte Nacional de Justicia, no respeta el principio de congruencia normativa, pues en la parte 
considerativa de la sentencia impugnada se habla de otra figura delictiva, como es el de falsedad, y 
no de uso doloso de documento falso, figura en la cual se sustanció todo el proceso penal. 
 
Si bien es cierto, no es materia constitucional la tipificación del delito sustanciado en el proceso 
penal, considero de fundamental importancia el analizarlo, toda vez que si no se respeta el principio 
de congruencia por parte de la Sala de casación, mal podríamos hablar de seguridad jurídica o 
certidumbre en la administración de justicia. 
 
El Artículo 178 del Código de Procedimiento Civil, define lo que es un instrumento falso, cuando 
expresa: “Es instrumento falso el que contiene alguna suposición fraudulenta en perjuicio de 
tercero, por haberse contrahecho la escritura o la suscripción de alguno de los que se supone que la 
otorgaron, o de los testigos o del notario; POR HABERSE SUPRIMIDO, ALTERADO O 
AÑADIDO ALGUNAS CLÁUSULAS O PALABRAS EN EL CUERPO DEL INSTRUMENTO 
(PROCESO JUDICIAL), DESPUÉS DE OTORGADO; y en caso de que hubiere anticipado o 
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postergado la fecha del otorgamiento”. Jurídicamente es INEFICAZ, tal como lo expresa el 
Artículo 179 del Código Adjetivo Civil. 
 
El Artículo 179 del Código Adjetivo Civil: “La nulidad o falsedad manifiesta de un instrumento lo 
invalida, sin necesidad de prueba”. 
 
En la Serie II - No. 139 - Pág. 1112, dice textualmente lo siguiente: “Tal nulidad es absoluta y 
puede ser y debe ser declarada de oficio, con arreglo al art. 1673 (1726); disposición preceptiva que 
tiene que ser aplicada tanto más estricta y rigurosamente, cuando que el Art. 10 prohíbe a los 
Jueces que, en ningún caso, declaren válido un acto que la Ley ordena que sea nulo”. 
 
Estamos hablando, que la acusación tanto fiscal como particular, fue por el delito de uso doloso de 
documento falso, el Código Penal en su Art. 341: “En los casos expresados en los precedentes 
artículos, el que hubiere hecho uso, dolosamente, del documento falso, será reprimido como si 
fuere autor de la falsedad”. De la transcripción de la norma se deduce, que previamente el 
instrumento debe ser declarado falso, entonces, no estaríamos frente a un caso de prejudicialidad?. 
 
El Artículo 10 del Código de Procedimiento Penal expresa: “Las sentencias ejecutoriadas en los 
procesos civiles no producen el efecto de cosa juzgada en lo penal, excepto las que deciden las 
cuestiones prejudiciales indicadas en el artículo anterior”. 
 
No fue materia de impugnación, pero ya que no se ha dejado en tela de duda el hecho de que haya 
habido una falsificación, y posterior uso doloso de ese documento falsificado, hace suponer, que no 
había necesidad por parte de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, el analizar el 
delito de falsificación, por el simple hecho de que no puede haber un uso doloso de instrumento 
falso, si no hay previamente una falsificación del mismo. 
 
Entonces, claro en cuanto a lo dicho, carecería la sentencia de casación de la motivación necesaria 
de que debe estar bañada una sentencia para brindar la certidumbre en la dimensión que garantice 
la seguridad jurídica y la tutela judicial efectiva. 
 
Sin una debida motivación, la sentencia carece de sentido la mayoría de las reglas de garantía 
previstas para el proceso de conocimiento previo. “Qué sentido tendrían, por ejemplo, las reglas que 
obligan a someter las hipótesis acusatorias a la posibilidad de refutación por parte de la defensa, o control 
bilateral de la actividad probatoria y la producción de la prueba de descargo, o la discusión final, si a la 
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postre los jueces nunca expresarán porque han sido ineficaces las alegaciones y objeciones de la 
defensa”224. 
 
Es una garantía mínima a la que tienen las víctimas de acciones delictivas, que las sentencias 
emitidas por quienes administran justicia estén revestidas de una correcta motivación, que no se 
trata solamente de llenar páginas, sino que se enuncie los preceptos legales, las normas jurídicas 
que se aplica, el por qué se lo aplica a la relación circunstanciada de los hechos que se investiga, si 
no hacen eso, están violando también el principio a la tutela judicial efectiva, consagrado en el 
Artículo 75 de la Constitución. 
 
Si está entre los derechos de las víctimas el derecho a la reparación integral de los derechos 
violentados, también lo mínimo que se espera por parte del Estado es que éste sea guardián de que 
se respete los preceptos y postulados de justicia. “la reparación integral consiste en volver las cosas al 
estado anterior a la vulneración del derecho si esto fuera posible, y si no lo es el objetivo subsidiario es 
subsanar el daño causado, daño que puede ser material o inmaterial para lo cual hay múltiples maneras de 
hacerlo, entre ellas la reparación económica”225. 
 
Considero que la Corte Constitucional, al resolver el caso antes analizado, está reparando el daño 
que se ha causado con una inadecuada administración de justicia, a quien actuó en un proceso penal 
como acusador particular, obligando a los Jueces del máximo tribunal de justicia, actuar respetando 
los derechos de las partes, sin absolver a delincuentes sin expresar ni si quiera las razones. 
 
5.2.19.- Análisis de la sentencia 020-13-SEP-CC, CASO 0563-12-EP de fecha 30 de 
mayo de 2013. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, es presentada por el Doctor 
Galo Chiriboga en contra de la sentencia de casación dictada en el juicio proseguido por un 
presunto delito de invasión a la gobernación de Chimborazo el día 30 de septiembre de 2010. 
 
A decir del Doctor Chiriboga, se violó el derecho a la tutela judicial efectiva, el deber de motivar 
las resoluciones por parte de la Sala de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia. 
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Por su parte, los procesados en el juicio penal, comparecieron en calidad de terceros interesados, 
manifestando que la sentencia de casación estuvo perfectamente motivada, concluyendo que era 
procedente el recurso, y la confirmación de su estado de inocencia, por no constar los elementos 
constitutivos del delito de invasión del cual fueron acusados. Adicionalmente, sostuvieron en su 
escrito, que el Fiscal General no acudió a la audiencia de fundamentación del recurso de casación, 
pero posteriormente alega que se han violentado sus derechos a la defensa y tutela judicial efectiva. 
 
Sin ir necesariamente a un análisis profundo del tipo penal que se estudia, es de notar la motivación 
de la sentencia, en cuanto a la no existencia de los elementos constitutivos del delito de invasión. 
 
El Artículo 358 del Código de Procedimiento Penal en la parte pertinente manifiesta: 
 
“Si la Corte Nacional estimare procedente el recurso pronunciará sentencia enmendando la violación de la 
ley”. 
 
Si bien es cierto, no es facultad de la Corte Nacional al resolver un recurso de casación, el hacer 
una nueva valoración de la prueba, si ésta considera procedente el recurso de casación, debe dictar 
sentencia enmendando los errores de derecho que considere ha cometido la sentencia del inferior. 
 
Un error de derecho no sería, precisamente el no motivar la resolución en cuanto a la existencia 
material de la infracción, cómo se puede hablar de responsabilidad penal de una persona si ni si 
quiera se ha justificado la existencia material de la infracción. 
 
La Corte Nacional, en la sentencia impugnada mediante acción extraordinaria de protección no 
entra a analizar los autos ni lo actuado en el proceso, está analizando el texto de la sentencia del 
inferior, que dicho sea de paso está entre sus facultades, justamente con el fin de motivar 
correctamente la sentencia de casación. 
 
Considero que todos los jueces, habiéndose constituido en jueces constitucionales, están en la 
facultad de garantizar las normas del debido proceso, y de cuidar que no sean sentenciados 
inocentes, sin que se haya demostrado sin lugar a duda razonable la existencia material de la 
infracción, con absolutamente todos los elementos del tipo penal, para luego determinar la 
responsabilidad de los procesados. 
 
185 
 
Acerca de lo que constituye el debido proceso penal, la ex Corte Constitucional para el Periodo de 
Transición ha expuesto
226
: 
 
“En sentido material, el debido proceso es el adelantamiento de las etapas del proceso y el cumplimiento de 
las distintas actuaciones judiciales, con sujeción a las garantías constitucionales y legales, como límite de la 
función punitiva del Estado”. 
 
Si es de facultad de la Corte Nacional de Justicia el corregir errores de derecho que encuentre en la 
resolución del inferior, y si encuentra una falta de aplicación, aplicación indebida o errónea 
interpretación de una ley sustantiva, siendo en materia penal un catálogo de delitos, pues también 
puede corregir esos errores de derecho, sin que eso signifique que está valorando la prueba. 
 
La Corte Constitucional, ha sentado buenos precedentes en sus resoluciones, en algunas de las 
cuales inclusive ha cometido exageraciones en la defensa de las garantías del debido proceso y en 
la presunción de inocencia de los procesados, sin embargo, en la sentencia materia del presente 
análisis forza su motivación atacando una supuesta valoración de la prueba por parte de la Corte 
Nacional, con el fin de retrotraer el proceso, por un suceso que alteró el orden social, como fue el 
día treinta de septiembre. 
 
 
5.2.20.- Análisis de la sentencia 057-13-SEP-CC, caso 0455-12-EP de fecha 07 de 
agosto de 2013. 
 
La acción extraordinaria de protección materia del presente análisis, se refiere al proceso penal que 
por usura se hubiese proseguido en contra de Humberto Marcelo Contreras, contra quien se dictó 
sentencia condenatoria por parte del Tribunal Octavo de Garantías Penales de Pichincha. En contra 
de la mentada sentencia, el individuo últimamente indicado, hubiere presentado recurso de nulidad 
y apelación, que por sorteo correspondió su conocimiento a la Segunda Sala de Garantías Penales 
de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha. 
 
La particularidad en el proceso que se analiza, y de acuerdo a lo establecido en la acción 
extraordinaria de protección interpuesta por la acusadora particular, es que en la audiencia oral, 
pública y contradictoria de fundamentación de los recursos, la Segunda Sala de Garantías Penales, 
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no contó con el Fiscal que llevaba la causa penal, estableciéndose de esta manera una indefensión 
para dicha parte procesal, que por cierto es el representante del Estado y dueño de la acción penal. 
 
Es el Fiscal quien investiga el delito y califica las circunstancias en que se ha de promover el 
proceso penal completo como única respuesta estatal a la perpetración del delito. Para el  ejercicio 
de estas facultades ha de contar con límites positivos impuestos por la Constitución y la Ley, lo que 
en doctrina se conoce como el principio de oportunidad, a lo que se ha de sumar el principio de 
rentabilidad social, por el que se evalúa la naturaleza del delito perpetrado, la alarma social causada 
y el costo que representa para el Estado la investigación y sanción del delito en un proceso penal 
completo.  
  
Si bien es cierto, el fiscal actúa en representación del Estado como único facultado para perseguir y 
sancionar infracciones de orden penal, los fiscales concretizan la defensa a la sociedad cuando 
dirigen su investigación hacia dos aspectos: i) que el conflicto planteado sea un conflicto penal para 
el cual tiene competencia (delito); y, ii) que el denunciante sea víctima de ese conflicto. Si el 
denunciante no es víctima de lo que denuncia, el fiscal debe proceder con cautela, porque puede 
ocurrir que lo denunciando no sea delito o esté siendo utilizado con intereses maliciosos. 
 
Es de tener en cuenta, que al ser el Fiscal el dueño de la acción penal y por tanto su promotor, 
cuenta con el mismo derecho a la defensa que las demás partes procesales, siendo de fundamental 
importancia que esté informado de las actuaciones procesales, recursos e impugnaciones que se 
actúe en el proceso, sin que éste derecho esté a discreción de los jueces el que se lo cumpla o no. 
 
En tal virtud, es necesario analizar lo que es el debido proceso, que el fiscal como parte procesal en 
el juicio penal también puede invocarlo. 
 
El artículo 76, numeral 1 y 7, literal a de la Constitución establece que corresponde a toda 
autoridad administrativa o judicial, garantizar el cumplimiento de las normas y derechos de las 
partes, así como que nadie podrá ser privado del derecho a la defensa en ninguna etapa o grado del 
procedimiento. 
 
Dicha normativa consagra el denominado derecho al debido proceso –due process, de raíz 
anglosajona – catalogado como un derecho fundamental para la protección de los derechos. El 
debido proceso ha sido incorporado para fortalecer la práctica más avanzada de los derechos, con 
miras a la consolidación de la democracia y el Estado constitucional de derechos. Los jueces, al 
aplicar las normas y derechos reconocidos por igual a las partes procesales, aseguran la efectiva 
realización de los principios procesales de contradicción y de igualdad de armas (derecho a la 
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defensa), principios que imponen a los órganos judiciales el deber de evitar desequilibrios en la 
posición procesal de ambas partes (demandante/demandado y acusación/defensa), e impedir que las 
limitaciones de alguna de las partes puedan desembocar en una situación de indefensión prohibida 
por la Constitución. 
 
Es la necesidad de certeza y seguridad jurídica uno de los principios que alimentan el núcleo duro 
del deber ser de las formalidades y solemnidades que caracterizan a los procesos en derecho; sin 
embargo, la seguridad jurídica no se agota en las meras formas, pues en muchos casos dichas 
formalidades y solemnidades podrían ser el mecanismo de perpetuación de una injusticia o un 
sinrazón jurídico. 
 
De esta manera, la seguridad jurídica es uno de los resultados de la certeza que otorga el 
cumplimiento de las formalidades jurídicas en el tiempo y a lo largo del proceso, siempre y cuando 
dichas formalidades sean justas y provoquen desenlaces justos y cuya inobservancia sea la razón y 
esencia misma de una sentencia, pues lo contrario configuraría una situación jurídica injusta, irrita 
o fraudulenta. En este contexto, el principio de seguridad jurídica va de la mano con el principio de 
justicia, pues una causa juzgada es lícita cuando la sentencia o razonamiento que acepte o niegue 
derechos es justa y bien fundamentada. 
 
Las sentencias y autos, luego de manifestadas o expedidas, se basan en una presunción de verdad, 
mas hay que aclarar que la verdad no es sino la adecuación del concepto que se tiene sobre un 
objeto y lo que dicho objeto es en la realidad de los hechos. Lograr la verdad absoluta es algo que 
está fuera del alcance del intelecto del juez, por lo que en una sentencia o auto el juez acoge una 
aproximación de lo que considera la verdad que idealmente se pretende alcanzar. Esto significa que 
la verdad es un fenómeno perfectible, pues ante la presencia de nuevos elementos de juicio es 
posible abordar nuevamente una sentencia para acercarla de mejor manera hacia el ideal de verdad. 
 
De esta manera, la Corte Provincial, debió declarar la nulidad de oficio, aun luego de haberse 
llevado a efecto la audiencia de fundamentación de los recursos de nulidad y apelación por no 
haberse contado con el Fiscal, pero sin embargo emitió un fallo declarando la prescripción de la 
acción penal, sin haber escuchado a las demás partes procesales, violando de ésta manera el 
principio de igualdad. 
 
Ya que el auto impugnado mediante la acción que se estudia, se refiere a la prescripción de una 
acción penal, debemos referirnos a dicho término: 
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De conformidad con lo dispuesto en el Art. 114 del Código Penal, es  obligación de los señores 
Jueces, declarar la prescripción de oficio, por haber transcurrido más de ocho años,  exceso del 
tiempo establecido en la Ley para el ejercicio de la acción penal. 
 
Se debe declarar la prescripción de la misma y disponer el archivo del proceso de conformidad a lo 
establecido en los Artículos 101, 108 y 114 del Código Penal, y en base a los principios de 
responsabilidad, mínima intervención penal e incluso por economía procesal, consagrados tanto en 
la Constitución de la República del Ecuador como en el Código Orgánico de la Función Judicial.  
 
El Artículo 101 del Código Penal expresa: “Toda acción penal prescribe en el tiempo y con las 
condiciones que la Ley señala.- En el ejercicio del derecho que la prescripción establece, se observarán las 
reglas que siguen: Tanto en los delitos de acción pública como en los delitos de acción privada se 
distinguirá ante todo si, cometido el delito, se ha iniciado o no enjuiciamiento. A excepción de los casos de 
imprescriptibilidad de las acciones y de las penas previstas en el último inciso del número 2 del artículo 23 y 
en el segundo inciso del artículo 121 de la Constitución Política de la República, en los demás delitos 
reprimidos con reclusión, cuyo ejercicio de acción es pública, de no haber enjuiciamiento, la acción para 
perseguirlos prescribirá en diez años; tratándose de delitos reprimidos con reclusión mayor especial, la 
acción para proseguirlos prescribirá en quince años.- Tratándose de delitos reprimidos con prisión, la 
acción para perseguirlos prescribirá en cinco años. El tiempo se contará a partir de la fecha en que la 
infracción fue perpetrada.- En los mismos delitos de acción pública, de haber enjuiciamiento iniciado antes 
de que aquellos plazos se cumplan, LA ACCIÓN PARA CONTINUAR LA CAUSA PRESCRIBIRÁ EN LOS 
MISMOS PLAZOS, CONTADOS DESDE LA FECHA DEL AUTOCABEZA DE PROCESO.- SI EL 
INDICIADO SE PRESENTARE VOLUNTARIAMENTE A LA JUSTICIA EN EL PLAZO MÁXIMO DE SEIS 
MESES POSTERIORES AL INICIO DE LA INSTRUCCIÓN, los respectivos plazos se reducirán a diez años 
en los delitos reprimidos con reclusión mayor especial; A OCHO AÑOS EN LOS DEMÁS DELITOS 
REPRIMIDOS CON RECLUSIÓN; y, a cuatro años en los delitos reprimidos con prisión. EN ESTOS 
CASOS, LOS PLAZOS SE CONTARÁN DESDE LA FECHA DEL INICIO DE LA INSTRUCCIÓN. No surtirá 
efecto esta regla en caso de reincidencia”. 
 
Prescripción es un término jurídico con el cual los abogados están familiarizados, no en vano el 
Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual de Guillermo Cabanellas, se ocupa de él en forma 
extensa, cuando lo define como la consolidación de una situación jurídica por efecto del transcurso 
del tiempo, ya sea convirtiendo un hecho en derecho, como la posesión en propiedad, ya 
perpetuando una renuncia, abandono, desidia, inactividad, impotencia. Caducidad de un derecho o 
facultad no ejercidos durante un largo lapso. Cesación de la responsabilidad penal por el transcurso 
de cierto tiempo sin perseguir el delito o la falta, o ya quebrantada la condena.  
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Al referirse específicamente a la prescripción  en materia penal expresa: “No puede ejercerse 
eficazmente ésta una vez transcurrido cierto tiempo desde el momento de haberse delinquido.- Esta 
caducidad procesal empieza a correr desde la medianoche del día en que se haya cometido el delito 
o, de ser éste continuo, desde aquel en que cesó de cometerse”, de este modo, y recogiendo las 
palabras de Cabanellas, debido a la renuncia, abandono, desidia, inactividad del órgano 
jurisdiccional, cauda y se extingue de modo definitivo el derecho que tiene el Estado para perseguir 
un delito. 
 
El ejercicio del poder punitivo estatal tiene límites temporales, que deben ser celosamente 
respetados para consolidar la vigencia plena de un Estado de Derecho. 
 
El principio de legalidad elevado a la categoría de garantía constitucional del debido proceso en el 
Artículo 76 numeral 3ro ya invocado, determina el respeto a la ley vigente al tiempo de los hechos. 
Cumplidos los presupuestos objetivos de procedibilidad para que se produzca la renuncia del poder 
punitivo que ejerce el Estado, se debe declarar la prescripción del ejercicio de la acción penal y de 
la pretensión punitiva. Se deben declarar igualmente canceladas todas las medidas de 
aseguramiento personal o real que se encontraren vigentes al tiempo de declarar la prescripción. 
 
El jurista argentino y hoy Magistrado de la Corte Suprema de la República Argentina, don Eugenio 
Raúl Zaffaroni nos recuerda que, “el más importante y complejo de los impedimentos de perseguibilidad 
es la prescripción de la acción. Si bien se trata de un instituto de esencia procesal, comparte sus 
fundamentos con la prescripción de la pena, aunque agregando a estos los específicamente procedimentales, 
entre los que corresponde relevar fundamentalmente el derecho a un juzgamiento en un tiempo razonable. 
Este derecho del imputado derivado del principio de razonabilidad aparece afectado cuando el estado – por 
cualquier motivo – viola los plazos máximo legales para la persecución punitiva, extremo que si bien no 
debe confundirse con los límites que la ley impone a las penas anticipadas por prisión preventiva, no deja de 
indicar que en parte se superpone con la problemática de la prescripción penal”.  
 
Para Luís Jiménez de Asúa, “La prescripción en materia penal es un instituto liberador, ora de la acción 
que nace del delito, bien de la acción que surge de la condena”, y para otro erudito don Francesco Carrara 
, “En materia penal el tiempo extingue la acción, porque además de hacer difícil la justificación del 
inocente, hace cesar el daño social merced al presunto olvido del delito, lo cual conduce a la cesación de la 
impresión moral que nació de él, sea respecto de los buenos en quienes deja de existir el temor, sea respecto 
de los malvados, en quienes deja de tener influjo el mal ejemplo”. 
 
Si bien es cierto, es facultad de los jueces el declarar la prescripción de un delito sea a petición de 
parte o de oficio, también es restricción del fiscal a cargo, el perseguir un delito si observare que el 
mismo se encuentra prescrito, por lo que, es de suponer que como jueces de Garantías Penales 
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debieron contar con el fiscal, para que éste sustente si debe continuar la acción penal por él 
instaurada.  
 
En conclusión, sea o no que se hubiere encontrado prescrita la acción penal, no era facultad de los 
Jueces de la Segunda Sala de Garantías Penales, el decidir si se cuenta o no con el fiscal para el 
cumplimiento de la audiencia de nulidad y apelación efectuada en el proceso, justamente para 
evitar romper con las normas del debido proceso constitucionalmente consagradas, por lo que la 
resolución, deviene en inconstitucional y por consiguiente improcedente. 
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CAPITULO VI 
 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
 
 
6.1.- Conclusiones. 
 
En el desarrollo de la presente investigación, he logrado formar un nuevo enfoque sobre la 
necesidad de la existencia de la acción extraordinaria de protección en el manejo de juicios penales, 
analizando la realidad ecuatoriana  en el manejo de la justicia en materia penal, mismas que se 
plantean a continuación: 
 
 A diferencia de la Constitución del año 1998, que excluía la acción de amparo 
constitucional a las decisiones judiciales, la Constitución de 2008, incluyó, bajo la figura 
de acción extraordinaria de protección, ésta garantía de defensa de los derechos 
constitucionalmente consagrados, a las decisiones en un proceso judicial,  tanto es así, que 
uno de los requisitos establecidos para interponerla, es la constancia de  haber agotado 
tanto los recursos ordinarios y extraordinarios en el proceso judicial.  
 
 Los jueces y tribunales, de cualquier materia, son llamados también a garantizar el 
cumplimiento de las garantías del debido proceso, sin que la falta de norma legal, sea 
pretexto para la no aplicación y ejercicio de los derechos para cada una de las partes en el 
proceso. La Corte Constitucional, mediante la acción extraordinaria de protección, es la 
llamada en cambio a hacer una vigilancia efectiva, del cuidado que debe mantener el Juez 
sobre la restricción de los derechos de las partes, pudiendo incluso mandar a que se 
retrotraiga el proceso hasta el momento en que se hubiere comprobado la violación del 
derecho constitucional. 
 
 Si bien, haciendo una revisión extensa de las resoluciones de la Corte Constitucional, se 
encuentra con que efectivamente hay muchísimos casos de violaciones a los derechos 
constitucionales y garantías del debido proceso en la administración de justicia, es de 
concluir que se tornó necesario la implementación de ésta garantía constitucional como es 
la acción extraordinaria de protección, con el fin de resguardar el respeto de los derechos 
constitucionalmente consagrados a las partes, por lo que los jueces constitucionales se 
convierten en guardianes de los derechos consagrados a las partes en el proceso penal, no 
solamente a favor del procesado. En algunos casos, han sido los ofendidos quienes han 
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acudido a la Corte Constitucional clamando reparación de sus derechos vulnerados, porque 
los jueces penales ordinarios, so pretexto de la presunción de inocencia, o de normas 
procesales, han consagrado en sus resoluciones verdaderas impunidades, en delitos que han 
causado verdadera alarma a la sociedad. Si bien el procesado en el derecho penal, está 
revestido de un sinnúmero de garantías establecidas en la misma Constitución, en muchos 
de los casos la Corte ha procurado resolver de tal manera, que éstos no estén por encima de 
los derechos de los ofendidos, quienes están sujetos a una resolución de los funcionarios 
estatales, que repare lo causado por el delincuente. 
 
6.2.- Recomendaciones  
 
 Con el fin de garantizar la efectividad de las resoluciones de la Corte Constitucional, deben 
ser restringidas las acciones admitidas inclusive a trámite, toda vez que el uso abusivo del 
derecho  de una de las partes, y consiguiente falta de celeridad de la administración de 
justicia, significa también una violación de los derechos constitucionalmente consagrados 
para las otras partes 
 
 Si bien, la Corte Constitucional no tiene facultad para hacer un nuevo análisis del proceso 
ni de las pruebas, está llamada a verificar la veracidad de las afirmaciones puestas en la 
acción, por quien alega, se hubiere violado sus derechos en la resolución que impugna 
mediante la acción extraordinaria de protección, y solicita tal reparación. 
 
 Otra de las restricciones de la Corte Constitucional, al resolver una acción extraordinaria de 
protección, es la revisión de asuntos de mera legalidad, refiriéndonos a materia penal, sería 
asuntos como tipicidad de la infracción, o meras formalidades procesales, que no 
signifiquen precisamente la violación de derechos constituciones, tanto de acusadores 
como de acusados, pero si revisa posibles violaciones a las garantías del debido proceso, 
establecidas también en las normas contenidas en el Código de Procedimiento Penal. 
 
 Si bien, de acuerdo a lo establecido en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, se establece que la admisión de la acción extraordinaria de 
protección no significa que se suspenda la ejecución de la sentencia ejecutoriada, en la 
realidad se ve, que a pretexto de remitir el original del proceso a la Corte Constitucional 
ante una interposición de acción extraordinaria de protección, no se continúa con la 
tramitación normal de los procesos, como es justamente la ejecución de la sentencia, sea 
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ésta condenatoria o no, lo que significa una dilación innecesaria en la tramitación de los 
juicios. 
 
 No es suficiente, que la Corte Constitucional declare que se han vulnerado derechos en la 
tramitación de los juicios o en sus resoluciones, sino que se debería ampliar sus funciones, 
al establecimiento de un mecanismo reparador de éstos derechos, el sentido de justicia que 
hemos aprendido en las aulas universitarias de dar a cada quien lo que corresponde, no 
puede ser concebido solamente con una declaración, o retrotraer el proceso hasta el 
momento de comprobado el derecho constitucional violado, si ésta violación debe ser 
reparada, es la misma Corte que comprueba su existencia, la que debe establecer el 
mecanismo o el camino a seguir para tal reparación.   
 
 El sistema de administración y resoluciones de la Corte Constitucional ante la garantía de 
acción extraordinaria de protección, si bien desde su creación a significado un compromiso 
del Estado de respeto a los derechos y garantías del debido proceso en un juicio, también 
debe significar, por parte de los Jueces constitucionales, un compromiso, de no permitir 
impunidad en los casos de violaciones a los derechos humanos que llegan a sus despachos. 
Si bien estoy de acuerdo en que se restrinja el conocimiento de la Corte Constitucional 
solamente a violaciones del debido proceso de las partes en la sentencia que ante ésta se 
impugna, las resoluciones emitidas deben serlo con tal cuidado, que de encontrar la 
existencia de un mal manejo del aparato judicial en contra de víctimas de delitos, se 
garantice una reparación real de los derechos vulnerados, tomando en cuenta además, el 
tiempo que se demora la admisión o negación de la acción extraordinaria de protección. 
 
 Seguramente, si la Corte Constitucional tendría facultades sancionadoras para quienes 
interpongan una acción extraordinaria de protección y a sus abogados, sin que las mismas 
ni si quiera reúnan los requisitos básicos de procedibilidad exigidos por la misma Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, desde la misma Sala de 
Admisión del órgano constitucional, si ésta al momento de inadmitir emitiría una sanción o 
prevención a los profesional del Derecho, se sentaría los precedentes necesarios para evitar 
por parte de los profesionales del Derecho un uso abusivo de ésta garantía, lo que en 
muchos de los casos puede significar inclusive un engaño a los clientes y una actuación 
totalmente antiética de los abogados. Por simple deducción, si hubiera menos acciones 
extraordinarias de protección admitidas a trámite, aun sin los requisitos de procedibilidad 
necesarios y legalmente establecidos, hubiera menos carga procesal para los Jueces 
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constitucionales, por tanto, se produciría una mayor agilidad en la emisión de resoluciones, 
consiguientemente, menos tiempo para ejecutar las mismas. 
 
 Por qué me refiero tanto al principio de celeridad en estas reflexiones, porque es dicho 
principio el que hace factible un procesamiento sin dilaciones innecesarias que se aplica 
una vez iniciado el proceso para hacer efectiva la tutela jurídica y la defensa, entonces, la 
duración del proceso penal está determinada por la ley, con las excepciones que esta prevé, 
de modo que la celeridad es un mandato impositivo para el juzgador pues debe resolver la 
situación jurídica del justiciable en un plazo razonable. No podemos hablar de celeridad, si 
luego de haber proseguido un juicio en contra de un infractor por unos tres o cuatro años, 
luego encima de esto, toque esperar otros dos años, para tener un pronunciamiento de la 
Corte Constitucional, órgano que debe resolver si se hubieren respetado las garantías del 
debido proceso en contra de quien alega su violación, siendo que los jueces de la 
administración de justicia deben conocer, respetar y hacer respetar los derechos de las 
partes, y se debería poder dar por hecho que lo hagan, y si lo hicieran, no hubiera habido la 
necesidad real, de la implementación de la acción extraordinaria de protección en el texto 
constitucional, y ha sido justamente con la jurisprudencia constitucional, que nos 
encontramos con casos tan inauditos, como que la Sala de Garantías Penales de la Corte 
Provincial, acepta que se haga una audiencia de apelación sin contar con el Fiscal a cargo 
del caso, en franca violación a las normas del debido proceso de las partes, o que la Sala de 
lo Penal de la Corte Nacional de Justicia, se permita hacer una nueva valoración de la 
prueba, al momento de resolver un recurso de casación.  
 
 Es necesario admitir, que aunque en muchos de los casos la existencia de la garantía de 
acción extraordinaria de protección ha dado lugar a un uso abusivo del Derecho por parte 
sobretodo de los profesionales del Derecho, ésta es necesaria para que se respete los 
derechos de las partes, y para que si se las irrespete, se establezca la reparación 
correspondiente, pero, justamente en el mecanismo de reparación, es en donde considero 
que no se ha establecido aun la jurisprudencia necesaria, que establezca cuáles son 
específicamente los medios de reparación a los derechos quebrantados, y los responsables 
de éstas. 
 
 De ahí, que considero que la Corte Constitucional, dotada de la revisión de los procesos 
judiciales en cuanto a vigencia de derechos constitucionales de las partes, debe resolver las 
acciones extraordinarias de protección llevadas  a su despacho, con la mayor cautela, 
restringiendo al máximo su aceptación, porque no podemos hablar de justicia real si se 
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obliga a litigar durante dos años más, si el ya declarado culpable dilata la ejecución de la 
sentencia condenatoria emitida en su contra, con las pruebas valoradas en los momentos 
procesales correspondientes, y si existen profesionales del Derecho que se aprovechan de 
argucias y artimañas jurídicas, so pretexto de ejercer una acción extraordinaria de 
protección, es decir, haciendo un uso abusivo del Derecho. 
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